
Índice

Presentación    3

Recomendaciones

1/2009  Contaminación en el río Santiago:

una cadena de violaciones a los derechos humanos    4
Notas de la Recomendación 12

2/2009 Servidores públicos de la Procuraduría

manipulan investigación 33
Notas de la Recomendación 40

3/2009 Policías se exceden y violan derecho a

la vida         48
Notas de la Recomendación 51

4/2009 Debe Guadalajara reparar daños a

deudos de una persona 54
Notas de la Recomendación 57

Acciones preventivas

Medidas cautelares

La presa El Zapotillo, a consulta pública y de expertos 60
Notas sobre medidas cautelares 63

Medidas cautelares
Estudio de impacto ambiental y evitar tala de

árboles, pide la CEDHJ 72
Notas sobre medidas cautelares 73

Medidas cautelares
Debe Guadalajara poner señalamientos en obras de

remodelación al centro histórico 74
Notas sobre medidas cautelares 75

Núm. 55, año XVI, enero-marzo de 2009

Número de reserva de derechos
al uso exclusivo:
04-2003-012812425100-102
Número de certificado de licitud de título:
12428
Número de certificado de licitud de contenido:
9998
ISSN-1665-6504

COMISIÓN  ESTATAL  DE
DERECHOS HUMANOS  DE
JALISCO

Presidencia
Felipe de Jesús Álvarez Cibrián

Consejo
Julio César Aldana Maciel
Alberto Bayardo Pérez Arce
Arturo Feuchter Díaz
Misael Édgar Hernández Barrón
Norma Edith Martínez Guzmán
Francisco Javier Pérez Chagollán
Alejandro Sánchez Gómez
Araceli Sánchez Huante

Luis Cisneros Ruvalcaba
María Gpe. González Valencia
Jorge Antonio Gutiérrez González
Paola Lazo Corvera
Imelda Orozco Mares
Miguel Ángel Sánchez Ortega
María Ema Valadez Cruz

Secretaría Técnica del Consejo
Néstor Aarón Orellana Téllez

Secretaría Ejecutiva
Arturo Durán Ayala

Visitadores generales
César Alejandro Orozco Sánchez
Javier Perlasca Chávez
Alfonso Hernández Barrón
Arturo Martínez Madrigal
Cristina Robledo Saldaña

Directores
Administración
Ana Bertha Bertrand Rodríguez

Comunicación Social
Fela Regalado Ángel

Quejas, Orientación y Seguimiento
Luis Arturo Jiménez Jiménez

Contraloría Interna
Norah Terrazas Rodríguez

Secretaría Particular
Mario Aguayo Aréchiga



Conciliaciones 80

Artículos de opinión

Los adultos mayores como parte de la sociedad 82
FELIPE DE JESÚS ÁLVAREZ CIBRIÁN

La tortura en Roma 88
LUIS IGNACIO NAVARRO GONZÁLEZ, GUADALUPE BAUTISTA GONZÁLEZ Y MARÍA OLIVIA ROJO MUÑOZ

Dirección General de Quejas, Orientación
y  Seguimiento

Informe de actividades 97

La Comisión en la prensa

Policía de Ocotlán 100
Transporte público 109
Apoyo al ombudsman 111
Violencia en escuelas 113
Presunto abuso en el IMSS 114
Convenios institucionales 116
Seguimiento Recomendación 15/08 118
Seguimiento Recomendación 28/08 121
Seguimiento Recomendación 33/08 123
Varias 125

Libros y revistas 133

El Portal 136

Mundo, derechos humanos 137

¿Cómo se presenta una queja? 139

Guía 140



3

Presentación

Presentación

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco inicia este año con la emisión
de la Recomendación sobre el río Santiago, un documento que expone toda la
problemática que atañe al que alguna vez constituyó una importante fuente de vida y
sustento para los pobladores de El Salto y todas sus márgenes; hoy, escuchar el nombre
de este vaso lacustre es sinónimo de contaminación.

Esta Recomendación es un parteaguas que, desde su presentación, ha puesto el
dedo en la llaga. Fue girada al gobernador del estado, a los directores de la Comisión
Estatal del Agua y del SIAPA, así como a los presidentes municipales de Guadalajara,
Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá, Tlajomulco de Zúñiga, El Salto, Juanacatlán, Ixtlahuacán
de los Membrillos, Chapala, Poncitlán, Ocotlán, Tototlán, Atotonilco el Alto y Arandas
para poder remediar en parte esta realidad. Con ella, la CEDHJ busca revertir en lo
posible los descuidos y el daño que generaciones han tenido y provocado al ecosistema.
Con su emisión inicia un proceso largo y continuo a favor del medio ambiente, donde la
voluntad institucional, política y social deberá ser tenaz; no hay tiempo para mirar
atrás.

Otra Recomendación emitida en este periodo tiene que ver con el abuso sexual a
una menor de edad de parte de un funcionario del Ayuntamiento de Guadalajara. Se
comprobó que ejerció su cargo como forma de presión para lograr esta acción, con la
cual vulneró derechos humanos a la niñez y a la libertad sexual. También se acreditó la
manipulación que funcionarios de la Procuraduría hicieron de las declaraciones de las
víctimas, con lo que fue violado el derecho a la legalidad y se victimó doblemente a la
menor de edad y a su madre.

Las posteriores dos Recomendaciones tienen relación con la seguridad pública,
pues en ambas las actuaciones de policías estatales y de Guadalajara, respectivamente,
concluyeron con el fallecimiento de dos personas.

Algunos otros documentos que se dan a conocer son algunas medidas cautelares
giradas por la CEDHJ para que se efectúe una consulta pública y con expertos en el
tema para evaluar el proyecto de construcción de la presa que El Zapotillo, la cual, de
llevarse a cabo, inundaría la población de Temacapulín. También se incluyen las medidas
solicitadas para resguardar la integridad física de las personas que transitan por el
centro de Guadalajara, donde las obras de rehabilitación sin señalamientos o advertencias
son un riesgo.

En la sección de artículos de opinión presentamos una reflexión del presidente de la
Comisión, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, sobre uno de los grupos sociales más
vulnerables no sólo en Jalisco o el país, sino en el ámbito mundial: los adultos mayores.
Además, un estudio histórico titulado “La tortura en Roma”, realizado por los
investigadores de la Universidad de Guadalajara Luis Ignacio Navarro González,
Guadalupe Bautista González y María Olivia Rojo Muñoz.
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Contaminación del río Santiago:
cadena de violaciones a los
derechos humanos

Síntesis de la
Recomendación  1/2009

Asunto: violación de los derechos a gozar de un ambiente
sano , a la salud, al agua, alimentación, al patrimonio,
legalidad, seguridad social, a la democracia, al trabajo, a
vivienda y los derechos de niñas y niños a un nivel de vida
adecuado para su desarrollo.

Dirigida al gobernador del estado, Emilio
González Márquez; director general de la CEA;
César Coll Carabias; director general del
SIAPA; Rodolfo Ocampo Velázquez, y a los
presidentes municipales de Guadalajara,
Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá, Tlajomulco de
Zúñiga, El Salto, Juanacatlán, Ixtlahuacán de
los Membrillos, Chapala, Poncitlán, Ocotlán,
Tototlán, Atotonilco el Alto y Arandas.

El 9 de mayo de 2007 esta Comisión recibió
por escrito una inconformidad de los
representantes del Instituto de Valores
Integrales y Desarrollo Ambiental y del Instituto
Mexicano para el Desarrollo Comunitario;
posteriormente se acumularon 127 quejas por
presuntas violaciones de derechos humanos a
la salud y a un ambiente sano, debido a la
contaminación del río Santiago.

Con base en ello, el gobernador del estado,
diversos funcionarios del Poder Ejecutivo;
autoridades municipales, delegados de la
Profepa; Conagua; Organismo de Cuenca
Lerma-Santiago-Pacífico, Semarnat y Cofepris
fueron requeridos para que informaran sobre
las acciones realizadas y las que emprenderían
con respecto a la grave contaminación de ese
cuerpo de agua.

El 13 de febrero de 2008, al margen de la
conclusión de la integración del expediente, este
organismo emitió el informe especial sobre la
contaminación del río Santiago a su paso por
los municipios de El Salto y Juanacatlán, en el
que puso en evidencia la falta de respuesta de
las autoridades para resolver ese problema, y

que no garantizaban a los habitantes de esos
municipios los derechos a la salud, a la
protección del ambiente, al agua y a la
democracia.

No obstante, la investigación siguió su curso,
y dada la complejidad del tema, fue necesario
un abordaje interdisciplinario y la consulta
directa a diversos especialistas, cuyas opiniones
fueron incorporadas en esta resolución.
Después de haber analizado las 94 evidencias
recabadas y los informes rendidos por las
autoridades, esta Comisión concluye que se
comprobó la violación de los derechos humanos
a gozar de un ambiente sano y ecológicamente
equilibrado; al agua, a la salud, a la alimentación,
al patrimonio, a la legalidad, a la seguridad
social, al trabajo y a la vivienda digna, además
de la afectación a los derechos de niñas y niños.

Quedó acreditado que los municipios de
Arandas, Atotonilco, Tototlán, Ocotlán,
Poncitlán, Chapala, Ixtlahuacán de los
Membrillos, Tlajomulco de Zúñiga, Juanacatlán
y El Salto no tratan debidamente sus aguas
residuales y gran parte de ellas las vierten en
los afluentes del río Santiago.

La misma situación se repite en la zona
metropolitana de Guadalajara, pues aunque los
ayuntamientos tienen al SIAPA como organismo
operador en común para el abastecimiento y el
saneamiento de sus aguas, éste celebró un
convenio con la hoy Comisión Estatal del Agua,
donde aquél derivó íntegramente sus
obligaciones a esta última.

Los ayuntamientos han faltado a su
obligación de verificar el cabal cumplimiento
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de los deberes de saneamiento que
originalmente les corresponden a ellos y que
mediante dicho convenio transfirieron a otras
instituciones.

Como medida cautelar se solicitó a las
autoridades municipales de El Salto y
Juanacatlán que vigilaran e inspeccionaran que
en sus drenajes no vertieran aguas residuales
de procesos industriales, agrícolas y ganaderos
sin tratamiento, y que de ser necesario
suscribieran un convenio de colaboración con
la CEA. Ambas autoridades se negaron a
aceptarla.

El primer edil de Juanacatlán dijo no tener
registro de empresas y granjas que hicieran esas
descargas, mientras que el de El Salto aseguró
no haber sido omiso en vigilar y sancionar a las
granjas, empresas y zahúrdas, por lo que se le
pidió, sin éxito, que remitiera copia certificada
de esas acciones. En los archivos del
ayuntamiento se encuentran registrados 6 mil
161 giros comerciales y de servicios, pero la
autoridad no ha acreditado ante la Comisión
haber tenido la capacidad para identificar y
sancionar vertimientos irregulares.

Personal de esta Comisión constató que la
planta de tratamiento ubicada en la zona
industrial de El Salto ?a la cual se supone que
sólo llegarían aguas sanitarias de las fábricas?
en esos momentos recibía líquidos de procesos
industriales, concretamente aceite, por lo que
los operadores activaron el mecanismo que
impide que aguas no sanitarias ingresen a la
planta y dañen su composición de lodos activos,
lo que constituye otra fuente de contaminación
del río Santiago.

En Tlajomulco, de 1973 a mayo de 2008,
fue autorizada la construcción de 343
fraccionamientos, de los cuales sólo en 59 se
realizaron estudios de impacto ambiental, y en
Tlaquepaque, de 1971 a mayo de 2008, se
autorizaron 223 desarrollos habitacionales y sólo
en 19 se efectuaron los estudios de referencia.
Estos municipios se encuentran dentro de la
cuenca hidrológica El Ahogado, por lo que todo
lo que ocurra en su territorio afecta el equilibrio
ecológico necesario para la salud del río
Santiago.

En Tonalá se localiza el vertedero conocido
como Los Laureles, en el cual la Comisión

encontró serias irregularidades: carece de
drenaje pluvial, las fosas de contención de
lixiviado no están impermeabilizadas, lo que no
favorece la descomposición y degradación de
los residuos sólidos urbanos; éstos son
depositados en una gran montaña de basura sin
compactar conforme a la norma mexicana, y
los taludes no están debidamente formados.
Además, gran parte de los deshechos no está
cubierta con material geológico, lo que provoca
que la basura ligera vuele a los predios
contiguos; que el lixiviado se infiltre al subsuelo,
contamine tierra y aguas subterráneas, escurra
libremente por los cauces naturales hasta llegar
al río Santiago y se sume una carga
contaminante, la cual degrada las tierras de
cultivo y envenena el agua para el ganado.

Es impostergable que la política ambiental
se vincule estrechamente con la planeación
urbana y su aplicación; los planes parciales y
programas de desarrollo urbano deben
elaborarse con base en los lineamientos,
disposiciones y estrategias contenidos en los
ordenamientos ecológicos.

Las autoridades municipales de la cuenca y
del estado, coordinadas con la federación, tienen
el deber de tomar medidas para detener y
revertir la degradación del ambiente producida
por el manejo inadecuado de las aguas cloacales
e industriales, como lo establecen las leyes.

Si bien no quedó acreditada la causa-efecto
de las enfermedades que presentan los
habitantes de las cabeceras municipales de El
Salto y Juanacatlán, resulta evidente el daño a
la salud de todas las personas que de forma
directa o indirecta tienen contacto con las aguas
del río Santiago, sus afluentes y efluentes, hasta
su desembocadura en el océano Pacífico;
afectaciones que van desde enfermedades de
las vías respiratorias y gastrointestinales, hasta
las crónicas.

Es importante resaltar que en las copias
certificadas de las actas de defunción recabadas
por esta Comisión, relativas a las personas cuyas
muertes se registraron en los municipios de El
Salto y Juanacatlán, se muestra que los
fallecimientos por cáncer ocurridos de 1978 a
2008, aumentaron 179 por ciento; insuficiencia
renal, 317 por ciento; la diabetes mellitus
aumentó 700 por ciento. Mayor gravedad se
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presenta en los casos de muertes por afecciones
cardiacas, que en el mismo periodo aumentaron
mil 100 por ciento. Estos datos llaman la
atención, pues modificaron su comportamiento
histórico por factores no identificados que
deberían ser analizados por la Secretaría de
Salud.

Personal de este organismo entrevistó a 97
personas que tienen más de cuarenta años de
vivir en las colonias aledañas a la presa
derivadora de El Salto-Juanacatlán. De acuerdo
con los resultados, destacan las enfermedades
y síntomas que con más frecuencia padecen:
24 por ciento señaló dolor de garganta; 13 gripe;
11 irritación de los ojos; 10 asma; tos en 10 por
ciento; y en otro 10 por ciento irritación de la
piel, por mencionar algunos.

En la escuela Mártires de Río Blanco,
situada a las márgenes de la presa, existen
problemas de salud física y psicológica que
afectan la calidad de vida y la enseñanza de
quienes diario permanecen varias horas en el
plantel.

Ningún ayuntamiento acreditó haber
realizado un estudio de riesgos antes de
autorizar los diversos fraccionamientos que en
los últimos treinta años se han construido en la
zona conurbada de Guadalajara, El Salto y
Juanacatlán. Quedó probada la inadecuada
supervisión de las autoridades para la edificación
de vivienda y la falta de vigilancia en los cauces
que conducen escurrimientos de aguas pluviales
y mantienen en riesgo de inundación a colonias
como Paseos del Briseño, El Mante y
Residencial Valle Verde.

El derecho a la legalidad compromete todos
los actos de la administración pública con lo
establecido en el orden jurídico. Para la
Comisión Estatal de Derechos Humanos quedó
acreditada la violación de este derecho. La
responsabilidad por la contaminación de las
aguas del río Santiago no sólo recae en las
autoridades por no haber hecho lo que
legalmente les correspondía, sino porque
además pretendieron justificar sus omisiones
con argumentos débiles. La Semades y la
Secretaría de Salud del Estado declararon que
no les correspondían labores de vigilancia para
evitar la contaminación. La Secretaría de Salud
además dijo que la ley no le imponía el deber

de supervisión de la calidad del agua y
evaluación de las condiciones de salud de la
población. Estas afirmaciones se contraponen
a las obligaciones que les marca la legislación
vigente.

Muchas personas pueden estar en estos
momentos con padecimientos derivados de la
contaminación de las aguas del río Santiago,
pero los desconocen, y éstos pueden agravarse
porque la Secretaría de Salud, al no analizar y
estudiar el problema, tampoco informa a la
población sobre las causas de las enfermedades.
Sin información no se puede desarrollar un
proceso de investigación permanente y
sistemática de los riesgos y daños que origine
la contaminación del ambiente. La Secretaría
de Salud ha dejado de cumplir con el deber que
la ley le impone de vigilar y certificar la calidad
del agua para uso y consumo humano.

Dicha dependencia no cuenta con
información toxicológica actualizada que
permita establecer las medidas de respuesta al
impacto en la salud originado por el uso de
sustancias tóxicas o peligrosas en la cuenca
hidrológica.

La Secretaría de Salud no ha podido
identificar la incidencia de enfermedades en la
zona, detectar alguna epidemia, peligro de
invasión de padecimientos transmisibles y
situaciones de urgencia que le permitieran
aplicar las medidas indispensables para prevenir
y combatir los daños a la salud.

Es urgente investigar las causas de
morbilidad de la población de El Salto y
Juanacatlán, para lo cual es ineludible que dicha
Secretaría realice los estudios epidemiológicos
correspondientes, condición que demanda la
Cofepris para opinar respecto de si las
enfermedades son producto de la contaminación
del río Santiago.

Esta última señaló que desde 2007 informó
que no había concluido el análisis y estudio del
problema porque esperaba que la Dirección
General de Regulación Sanitaria en el estado
recabara la información epidemiológica de la
zona afectada. En enero de 2008 la dependencia
estatal se declaró incompetente, lo que muestra
la falta de colaboración y acuerdo entre las
autoridades de los distintos niveles de gobierno
en actuar con diligencia.
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Conforme al análisis de las evidencias, están
involucradas en los actos que propiciaron el
daño al río Santiago no sólo autoridades actuales
de los gobiernos estatal y municipales, sino
particulares, empresas y gobiernos anteriores
que son igualmente responsables por el deterioro
provocado durante décadas.

El río Santiago era una fuente prolífera no
sólo de agua consumible para el ser humano,
sino de peces y vegetación, cuya riqueza
permitía a los habitantes y turistas realizar
actividades laborales y recreativas. El daño
provocado nos impide ahora gozar de dicho
recurso natural y pone en grave riesgo su
disfrute para las generaciones futuras.

Los poderes del estado no sólo están
obligados a reparar esta situación, sino que
deberán crear nuevos mecanismos efectivos
para garantizar que no se repitan estos actos y
para mejorar la calidad y permanencia del
ecosistema.

Es necesario que el gobierno estatal, los
municipios y los tres poderes del estado
involucren a los particulares, empresas y a los
propios afectados para que se cumpla con la
reparación del daño provocado en la cuenca.

Con el propósito de tener una perspectiva
general del problema y modelos de abordaje a
escala mundial a través de esta Recomendación,
la Comisión entrega a las autoridades algunos
de los resultados obtenidos por organizaciones
y especialistas internacionales en la
identificación de problemas ambientales,
específicamente en materia de manejo de agua,
así como las propuestas más elementales para
su atención.

Es un principio de derecho que lo que es
evidente no requiere mayor prueba. La
Comisión considera incuestionable la deficiencia
en el diseño y ejecución de planes, programas
y proyectos en materia ambiental, lo cual,
sumado a la falta de vigilancia y supervisión,
ha deteriorado los ecosistemas. Los esfuerzos
de las generaciones pasadas no fueron los
suficientes. Lamentablemente, la participación
de la sociedad ha sido lenta, lo que permitió
que la normativa dejara de sancionar acciones
que dañan el ambiente.
A las actuales autoridades, a las futuras, y a
toda la sociedad nos corresponde actuar con
responsabilidad histórica y decisión para revertir

los pasivos ambientales que han causado
décadas de yerros por acciones y omisiones.

Por lo anterior, esta Comisión dirige a
diversos servidores públicos estatales y
municipales 172 puntos recomendatorios y 36
exhortaciones a varios sectores de la sociedad,
de los cuales, por cuestión de tiempo, les daré
a conocer una síntesis:

Se recomienda al gobernador constitucional
del estado, Emilio González Márquez:

Que gire instrucciones para:

Ejecutar políticas públicas de gestión ambiental
integral y sustentable con reglas claras, la
aplicación de las mejores prácticas ambientales
y tecnologías disponibles, con énfasis en la
captación de agua de lluvia, su tratamiento y
reutilización, la protección de fuentes pequeñas
de agua limpia que existen en la ciudad, zonas
de recarga y agua subterránea, aunado a la
supresión de fugas en la red de distribución y la
promoción de una nueva cultura del agua.

Elaborar un inventario minucioso de recursos
naturales en el estado, que sirva como base para
planificar política, técnica y administrativamente
el ordenamiento territorial. Que se actualice y
fortalezca con un reglamento adecuado el
Programa de Ordenamiento Territorial para el
Estado de Jalisco.

Construir y poner en operación inmediata las
plantas necesarias para tratar el líquido que fluye
hacia el río Santiago, así como actualizar los
estudios de impacto ambiental de las
macroplantas El Ahogado y Agua Prieta.

Llevar a cabo auditorías y supervisiones a todas
las obras relacionadas con el saneamiento de
la cuenca Lerma-Chapala-Santiago-Pacífico.

Solicitar de inmediato a la Secretaría de
Gobernación la emisión de una declaratoria de
emergencia en los municipios de El Salto y
Juanacatlán para la utilización del fondo
revolvente.

Iniciar los trámites para que el Ejecutivo federal
declare zona de restauración ecológica los
municipios de El Salto y Juanacatlán, así como
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los procedimientos tendentes a clausurar
temporalmente o de manera definitiva, e
imponga sanciones a las industrias cuyos
desechos no estén debidamente tratados.

Hacer un inventario de las industrias
establecidas en la cuenca El Ahogado y el alto
Santiago, así como de los fraccionamientos,
propietarios y habitantes que vierten al río o
sus afluentes cualquier tipo de desechos sólidos,
líquidos o de tratamiento especial, quiénes de
ellos cuentan con plantas tratadoras y cuántos
carecen de un estudio de impacto ambiental
actualizado.

Destinar recursos económicos suficientes para
otorgar incentivos fiscales a los particulares que
fomenten el desarrollo sustentable.

Enviar al Congreso del Estado una iniciativa de
ley para que los nuevos centros de población
cuenten con la infraestructura hidráulica para
el tratamiento y reutilización de sus aguas.
Asimismo, una norma oficial estatal que regule
la forma de operar de las industrias; el manejo
integral y ecológicamente responsable de las
vinazas, lixiviado, residuos sólidos y rastros, y
que establezca los lineamientos y criterios
técnico-ambientales que prevengan impactos
negativos provocados por el manejo inadecuado
de excretas y cadáveres animales, así como de
lodos y biosólidos generados en las plantas de
tratamiento. De igual manera, proponer la
actualización de las leyes que rigen la realización
de estudios de impacto ambiental y el trabajo
de los consultores ambientales.

Poner en operación un sistema de monitoreo
de cantidad y calidad en todas las fuentes,
descargas, almacenamiento y reutilización de
agua en el estado que permita una adecuada
protección y aprovechamiento de las aguas
superficiales, subterráneas y sus recargas, así
como un sistema de prevención y control de
pandemias que incluya el monitoreo permanente
de toxicidad ambiental de naturaleza química,
física y biológica contenida en aguas, aire, suelos,
flora y fauna.
Ejecutar un sistema de captación de aguas de
lluvia para su tratamiento y aprovechamiento
en la zona metropolitana.

Elaborar el capítulo ambiental del Plan Estatal
de Desarrollo con proyección a cincuenta años.

Proponer una reforma a la Constitución estatal
y leyes ordinarias que doten a la Procuraduría
Estatal de Protección al Ambiente de
autonomía, personalidad y patrimonio propio.

Crear una agencia para el desarrollo
interdisciplinario, de participación ciudadana, de
carácter autónomo, con patrimonio y
personalidad jurídica propios, facultada para
sancionar y tomar las medidas preventivas, que
vigile los procesos de tratamiento de todas las
industrias establecidas en la cuenca El Ahogado
y el alto Santiago.

Adoptar un sistema local de monitoreo de la
contaminación del aire originada por el río y
que diariamente informe a los habitantes y les
advierta sobre niveles peligrosos de sustancias
y gases que pudieran afectar su salud.

Instalar un sistema de observación, aforo y
análisis del agua que se utiliza en la zona
conurbada de Guadalajara e informe los
resultados a la población.

Destinar el próximo año una partida
presupuestaria suficiente para la integración del
Fondo Estatal de Protección al Ambiente.

Prevenir la obligación de las empresas y
particulares de garantizar la reparación del daño
cuando ocasionen perjuicios por sus actividades
contaminantes para los suelos y aguas del río
Santiago.

Realizar estudios que permitan identificar a la
población que ya presenta signos de posibles
afecciones a su salud, así como a los grupos de
mayor riesgo.

Analizar todos los cultivos y suelos que son
regados con aguas del alto Santiago y del canal
El Ahogado para garantizar el derecho al trabajo
de los agricultores en un entorno saludable, así
como el derecho a la alimentación y la salud de
las personas que los consumen.
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Reubicar, de manera consensuada, todas las
escuelas que se localizan en las inmediaciones
del lugar conocido como El Salto de Juanacatlán
a un sitio donde la contaminación no les afecte.

Reparar los daños a las víctimas por la pérdida
o deterioro de sus bienes muebles e inmuebles,
su salud, educación, trabajo, actividades
laborales, culturales y turísticas. Asimismo,
diseñar un programa de atención médica, becas
escolares, capacitación para el trabajo,
equipamiento urbano, dotación de servicios y
apoyo a la vivienda.

Realizar estudios ambientales, epidemiológicos
y psicológicos a los vecinos de las poblaciones
de El Salto y Juanacatlán.

Ofrecer en la infraestructura de salud en estos
municipios, áreas en donde se proporcionen
servicios gratuitos y especializados en oncología,
dermatología, afecciones de las vías
respiratorias, gastroenterología y oftalmología
y la atención de casos de somnolencia, jaqueca
y hemorragias nasales.

Convocar a una consulta pública para escuchar
propuestas tendentes a restaurar el paisaje
perdido en la cascada de Juanacatlán, cuya
belleza lo consagró como un atractivo turístico.

Elaborar el proyecto correspondiente e iniciar
las obras en forma inmediata, como una medida
compensatoria ante el irreparable daño
provocado al patrimonio de generaciones
presentes y futuras.

Elaborar de manera preventiva un padrón de
paisajes relevantes del estado que deban recibir
una protección especial en el marco jurídico para
evitar que se pierdan o afecten.

Recomendaciones al director general del
SIAPA, Rodolfo Ocampo Velázquez:

Modernice los sistemas operadores del agua,
incluida la infraestructura hidráulica; sustituya
de manera gradual las redes de agua y
alcantarillado, realice la supresión de fugas y la
instalación de infraestructura separada para la

conducción de descargas fisicoquímicas y
biológicas.

Inicie un proyecto que permita, en un plazo
máximo de veinte años, garantizar de forma
gratuita los primeros treinta litros de agua por
persona al día, y a partir de esa cantidad se
fijen tarifas con base en los criterios de
sostenibilidad financiera y el principio del
«usuario paga».

En estricto cumplimiento del principio de
proporcionalidad en el cobro de impuestos
relativos al saneamiento de aguas, que los que
más contaminen sean quienes más paguen, y
los que realicen acciones de preservación,
saneamiento y uso razonable del agua reciban
estímulos y exenciones tributarias.

Al titular del Poder Ejecutivo; al director de la
Comisión Estatal del Agua; al director del
SIAPA y a los ayuntamientos de Guadalajara,
Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá, Tlajomulco de
Zúñiga, El Salto, Juanacatlán, Ixtlahuacán de
los Membrillos, Chapala, Poncitlán, Ocotlán,
Tototlán, Atotonilco el Alto y Arandas:

Asuman la gobernabilidad democrática como
modelo para la gestión del agua y con esa
premisa se incrementen y fortalezcan los
espacios de participación social efectivos; se
tengan mecanismos claros para escuchar a los
ciudadanos y que su opinión sea considerada
en la definición de políticas públicas y en la toma
de decisiones relacionadas con el
aprovechamiento del agua.

Establezcan un área especializada para la
atención de los asuntos que originen conflictos
sociales, que promuevan soluciones y prevengan
inconformidades mediante estudios de impacto
social.

A los ayuntamientos ya mencionados:

Inicien los procedimientos administrativos
tendentes a la revocación de licencias,
cancelación de permisos de construcción y
constancias de habitabilidad, que pretendan
ubicarse en las márgenes del río Santiago,
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particularmente de escuelas y los giros para los
cuales la contaminación represente un especial
riesgo a la salud, y se abstengan de autorizar
fraccionamientos y la instalación de empresas
sin tener los estudios de impacto ambiental y
sin prever que dichos giros o núcleos de
población dejen de verter sus aguas sin tratar.

Regulen y ordenen la inspección y vigilancia
de todas las descargas de aguas residuales a la
red de drenaje municipal y de olores
perjudiciales.

Instruyan a la Dirección de Ecología municipal
para que inicie un proceso de planeación
participativa que parta de la elaboración de un
diagnóstico del problema ambiental, y con base
en él se diseñe un programa municipal que
propicie el desarrollo sustentable.

Ordene destinar los recursos económicos
necesarios para valorar la afectación social,
educativa, cultural, laboral y en el entorno de la
vivienda que la contaminación del río ha
provocado a los habitantes de su municipio, con
el fin de determinar el monto y la forma de
indemnización del daño.

Para lograr la solución del problema planteado
en esta resolución, se requiere que toda la
sociedad y las diversas instituciones se
involucren, al margen de las que se hayan
encontrado responsables por acciones u
omisiones. Por ello, de manera atenta y
respetuosa, se hacen las siguientes
exhortaciones:

A los senadores y diputados federales por
Jalisco y al Congreso del Estado se les pide:

Gestionen y asignen recursos económicos para
atender la contaminación del río Santiago a su
paso por los municipios de El Salto y
Juanacatlán.

Fortalezcan la legislación en materia de
protección a las fuentes de aguas subterráneas
y regule su extracción, tratamiento, cuidado y
aprovechamiento, e impulsen una reforma o

adición a las leyes General de Equilibrio
Ecológico y Protección al Ambiente y la Federal
de Procedimiento Administrativo, con el fin de
coordinar las actividades de los inspectores y
auditores ambientales.

Normen de manera explícita la emisión de gases
a la atmósfera y olores pestilentes, incluyendo
gases de efecto invernadero, entre los cuales
se encuentren los producidos por reacciones
anaerobias que constituyen un indicador de
contaminación ambiental que repercute de
forma indirecta en la salud de las personas.

Actualicen las normas oficiales mexicana 001
y 003-SEMARNAT-96, para proteger la vida
acuática y la salud de los habitantes, para lo
cual deberán establecer límites más estrictos
en los niveles máximos permisibles de
contaminantes en las descargas de líquidos
residuales en aguas y bienes nacionales.

Gestionen la emisión del proyecto de norma
oficial que regule los límites permisibles para el
agua destinada al uso y consumo humano.

Dirijan una exhortación a la Procuraduría
General de la República para que las
averiguaciones previas que se integran por la
contaminación del río Santiago tengan como
base los principios constitucionales de legalidad,
imparcialidad, prontitud y justicia, con el objeto
de que se impongan sanciones ejemplares a
quienes han dañado la salud y el ecosistema en
la cuenca Lerma-Chapala-Santiago-Pacífico.

A los senadores y diputados federales por
Jalisco
A los ayuntamientos involucrados:

Incrementen el número de inspectores
ambientales para garantizar de manera amplia
una adecuada vigilancia de las descargas al río
Santiago.

Convoquen a la integración de consejos de
subcuenca y proponga las líneas de acción que
permitan integrar consejos de microcuenca para
favorecer la atención directa de los problemas
ambientales.
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Prevean la obligación de las empresas y
particulares de garantizar la reparación del daño
cuando ocasionen perjuicios por sus actividades
contaminantes para los suelos y aguas del río
Santiago.

Normen el vertimiento de residuos líquidos en
aguas subterráneas y especifique las
precauciones que deben adoptarse en función
de la naturaleza y concentración de las
sustancias presentes en los efluentes, las
características del medio receptor y la
proximidad de captaciones de agua de cualquier
clase para evitar su contaminación; se
establezca además la regulación de los peritajes
de aguas subterráneas.

Al Poder Judicial del Estado:

Promueva la creación de un tribunal de justicia
especializado en asuntos ambientales. como un
órgano más de los que integran ese poder.

A las distintas expresiones de la sociedad civil
organizada:

Fortalezcan la organización colectiva, definan
estrategias y jerarquicen acciones para
compartir el interés en los temas ambientales y
generen la solidaridad y el reconocimiento de
la legitimidad de los esfuerzos a favor de esta
causa.

A las universidades asentadas en Jalisco
A los especialistas e investigadores
independientes

Diseñen y establezcan programas académicos
para la formación integral de gestores
ambientales acordes a las demandas de la
sociedad para generar información que motive
la toma de conciencia y decisiones con sustento
científico.

A los partidos políticos:

Analicen esta Recomendación desde el punto
de vista de la sustentabilidad y la adopten en su
plataforma política.

A las cámaras industriales y grupos
empresariales del estado:

Elaboren un informe que explique sus procesos
productivos y su interacción con el medio
ambiente para crear certeza en la población del
respeto al ecosistema.

Que los grupos empresariales asentados en la
zona ratifiquen su convicción de protección a
los derechos humanos y al ambiente.

Participen en talleres impartidos por personal
especializado para conocer el funcionamiento
de las diferentes plantas de tratamiento, y de
esta forma elijan la que mejor se adecue al tipo
de aguas residuales producto de sus procesos
industriales.

Las autoridades a las que se dirigen las
recomendaciones tienen diez días naturales,
contados a partir de la notificación para que
informen si fue aceptada o no; en caso
afirmativo, se les pide que inicien su
participación a la brevedad y que emitan
informes trimestrales a esta Comisión.

Guadalajara, Jalisco, 27 de enero de 2009

Maestro Felipe de Jesús Álvarez Cibrián
Presidente

El documento íntegro puede ser consultado en
la web de la Comisión.
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Ombudsman de Jalisco
emite un megarregaño

Adriana Luna

Excélsior
25 de enero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) emitió ayer una Recomendación que es
histórica por su extensión: 172 puntos petitorios; y
también lo es por las diversas autoridades a las que
va dirigida.

La CEDHJ, tras dos años de investigación,
confirmó que en Jalisco se violan los derechos
humanos de los habitantes de varias comunidades,
especialmente de los municipios de El Salto y
Juanacatlán, por la severa contaminación de las
aguas del río Santiago.

Así, la CEDHJ emitió un megarregaño para
diversas dependencias estatales, así como para 14
autoridades municipales, porque «se comprobó la
violación de los derechos humanos a gozar de un
ambiente sano y ecológicamente equilibrado; al
agua, a la salud, a la alimentación, al patrimonio, a
la legalidad, a la seguridad social y al trabajo y a la
vivienda digna, además de la afectación en los
derechos de niñas y niños», señaló en conferencia
de prensa el ombudsman jalisciense, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián.

La macrorrecomendación enviada al
gobernador del estado, al director general de la
Comisión Estatal del Agua, al director general del
Sistema de Agua Potable y Alcantarillado y a los
alcaldes de Guadalajara, Zapopan, Tlaquepaque,
Tonalá, Tlajomulco de Zúñiga, El Salto, Juanacatlán,
Ixtlahuacán de los Membrillos, Chapala, Poncitlán,
Ocotlán, Tototlán, Atotonilco el Alto y Arandas, a

quienes se les señala por haber violado los derechos
referidos.

Para contrarrestar la grave contaminación del
río Santiago se recomendó al gobierno estatal
construir plantas de saneamiento de aguas, emitir
la declaratoria de emergencia en El Salto y
Juanacatlán, promover políticas públicas
ambientales e inventariar los recursos naturales en
Jalisco.

Mientras que al Sistema Intermunicipal de Agua
Potable y Alcantarillado y a la Comisión Estatal del
Agua se les instó a castigar a empresas que, con sus
descargas, contaminan el agua de esta cuenca,
recomendación que también se dirigió a las
autoridades municipales con respecto a la
inspección.

Quedó acreditado que varios municipios «no
tratan debidamente sus aguas residuales y gran
parte de ellas las vierten en las afluentes del río
Santiago. La misma situación se repite en la zona
metropolitana de Guadalajara. Los ayuntamientos
han faltado a su obligación de verificar el cabal
cumplimiento de los deberes de saneamiento que
originalmente les corresponden a ellos y que
mediante dicho convenio transfirieron a otras
instituciones», lamentó Álvarez Cibrián.

El año pasado, comisiones de diputados locales
y federales recorrieron el río Santiago, alarmándose
por la contaminación, pero hasta el momento la
situación no ha cambiado.

«Es impostergable que la política ambiental se
vincule estrechamente con la planeación urbana y
su aplicación; los planes parciales y programas de
desarrollo urbano deben elaborarse con base en los
lineamientos, disposiciones y estrategias contenidos
en los ordenamientos ecológicos. Las autoridades
municipales de la cuenca y del estado, coordinadas
con la federación, tienen el deber de tomar medidas
para detener y revertir la degradación del

ambiente, producida por el manejo inadecuado
de las aguas cloacales e industriales, como lo
establecen las leyes», agregó el presidente de la
CEDHJ.

Los habitantes de El Salto y Juanacatlán se
quejan de que por la contaminación de las aguas
se han incrementado los padecimientos del cáncer
y otras enfermedades, a lo que el ombudsman
subrayó que «es urgente investigar las causas de
morbilidad de la población, para lo cual es ineludible
que la Secretaría de Salud realice los estudios
epidemiológicos correspondientes, condición que
demanda la Cofepris para opinar respecto de si las
enfermedades son producto de la contaminación
del río Santiago».

CEDHJ emite
«macrorrecomendación»
ambiental

Gerardo Sedano Anguiano

El Occidental
28 de enero de 2009

El titular de la CEDHJ, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, emitió la primera «macrorrecomendación»
del año 2009, una que va dirigida al gobernador
del estado, Emilio González Márquez; al director
general de la CEA, César Coll Covarrubias; al director
general del SIAPA, Rodolfo Ocampo Velázquez, y a
los presidentes municipales de Guadalajara,
Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá, Tlajomulco, de
Zúñiga, El Salto, Juanacatlán, Ixtlahuacán de los
Membrillos, Chapala, Poncitlán, Ocotlán, Tototlán,
Atotonilco el Alto y Arandas, por violación de los
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derechos a gozar de un ambiente sano y
ecológicamente equilibrado, a la salud, al agua, a la
alimentación, al patrimonio, a la legalidad, a la
seguridad social, al desarrollo sustentable, a la
democracia, al trabajo, a tener una vivienda en un
entorno digno; y a los derechos de niñas y niños a
un nivel de vida adecuado para el desarrollo físico,
espiritual y social.

La resolución de la CEDHJ aparece en escena
luego de la inconformidad que recibió por escrito
el pasado 9 de mayo de 2007 por parte del Instituto
de Valores Integrales y Desarrollo Ambiental y del
Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario;
posteriormente se acumularon 127 quejas por
presuntas violaciones de derechos humanos a la
salud y a un ambiente sano, debido a la
contaminación del río Santiago.

Con base en ello, la Comisión solicitó al
gobernador del estado, a diversos funcionarios del
Poder Ejecutivo; autoridades municipales,
delegados de la Profepa; Conagua; organismo de
Cuenca Lerma-Santiago-Pacífico, Semarnat y
Cofepris fueron requeridos para que informaran
sobre las acciones realizadas y las que emprenderían
con respecto a la grave contaminación de ese
cuerpo de agua, dando como resultado 94
evidencias que comprueban la violación de los
derechos humanos a gozar de un ambiente sano y
ecológicamente equilibrado; al agua, a la salud, a la
alimentación, al patrimonio, a la legalidad, a la
seguridad social, al trabajo y a la vivienda digna,
además de afectación a los derechos de niñas y
niños.

El trabajo indagatorio de la CEDHJ demostró
que los municipios de Arandas, Atotonilco, Tototlán,
Ocotlán, Poncitlán, Chapala, Ixtlahuacán de los
Membrillos, Tlajomulco de Zúñiga, Juanacatlán y
El Salto no tratan debidamente sus aguas residuales
y gran parte de ellas las vierten en los afluentes del
río Santiago; situación que se repite en la zona
metropolitana de Guadalajara, pues aunque los
ayuntamientos tienen al SIAPA como organismo
operador en común para el abastecimiento y el
saneamiento de sus aguas, éste celebró un convenio
con la hoy Comisión Estatal del Agua, donde aquél
derivó íntegramente sus obligaciones a esta última.

Entre de los municipios con más aprietos están
los de El Salto y Juanacatlán, a los cuales se les invitó
con una medida cautelar a revisar que sus drenajes
transporten aguas residuales de procesos
industriales, agrícolas y ganaderos sin tratamiento,
y que de ser necesario suscribieran un convenio de
colaboración con la CEA, pero ambas autoridades
se negaron a aceptarla.

En el caso de El Salto, el ombudsman dijo que
la Comisión constató que la planta de tratamiento

recibía líquidos de procesos industriales
(concretamente aceite), por lo que los operadores
activaron el mecanismo que impide que las aguas
no sanitarias ingresen a la planta y dañen su
composición de lodos activos, lo que constituye otra
fuente de contaminación del río Santiago.

Ningún ayuntamiento acreditó haber realizado
un estudio de riesgo antes de autorizar los diversos
fraccionamientos que en los últimos treinta años se
han construido en la ZMG, El Salto y Juanacatlán.
Quedó probada la inadecuada supervisión de las
autoridades para la edificación de vivienda y la falta
de vigilancia en los cauces que conducen
escurrimientos de aguas pluviales y mantienen en
riesgo de inundación a colonias como Paseos del
Briceño, El Mante y Residencial Valle Verde.

En Tlajomulco, de 1973 a mayo de 2008 fue
autorizada la construcción de 343
fraccionamientos, de los cuales sólo en 59 se
realizaron estudios de impacto ambiental, y en
Tlaquepaque, de 1971 a mayo de 2008 se
autorizaron 223 desarrollos habitacionales, pero
sólo en 19 se efectuaron los estudios de referencia.

Estos municipios se encuentran dentro de la
cuenca hidrológica El Ahogado, por lo que todo lo
que ocurra en su territorio afecta el equilibrio
ecológico necesario para la salud del río Santiago.

En Tonalá se localiza el vertedero conocido como
Los Laureles, en el cual la Comisión encontró serias
irregularidades: carece de drenaje pluvial, las fosas
de contención de lixiviado no están
impermeabilizadas, lo que no favorece la
descomposición y degradación de los residuos
sólidos urbanos; éstos son depositados en una gran
montaña de basura sin compactar conforme a la
norma mexicana, y los taludes no están
debidamente formados. Además, gran parte de los
desechos no está cubierta con material geológico,
lo que provoca que la basura ligera vuele a los predios
contiguos; que el lixiviado se infiltre al subsuelo,
contamine tierra y aguas subterráneas, escurra
libremente por los cauces naturales hasta llegar al
río Santiago y se sume una carga contaminante, la
cual degrada las tierras de cultivo y envenena el
agua para el ganado.

Emite CEDHJ
macrorrecomendación por
la contaminación del río
Santiago

Jorge Covarrubias

La Jornada Jalisco
28 de enero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ)
emitió una amplia Recomendación, con 172 puntos
recomendatorios y 36 exhortaciones, dirigida a
funcionarios públicos de todos los niveles y
poderes, tanto municipales como estatales,
federales, judiciales, así como empresarios,
universidades y sectores de la sociedad civil.

No obstante, el legajo de más de doscientas
páginas no menciona el caso del niño Miguel Ángel
López Rocha, quien falleció de una intoxicación
por arsénico al caer en las aguas del río Santiago.

El tercer visitador del organismo, Alfonso
Gutiérrez [sic] Barrón, señaló que desde el año
pasado la Primera Visitaduría de la Comisión
Nacional tiene bajo su cargo el caso del menor.

En cada una de sus conclusiones, la CEDHJ
indicó que las autoridades no han hecho nada para
remediar el problema de la contaminación del río
Santiago, por lo que han sido omisos en el
cumplimiento del Informe especial que el
organismo emitió en febrero del año pasado, en
que se sugiere al Gobierno del Estado declarar la
cuenca del afluente como zona de emergencia
ambiental.

«Después de haber analizado las 94 evidencias
recabadas y los informes rendidos por las
autoridades, esta Comisión concluye que se
comprobó la violación de los derechos humanos a
gozar de un ambiente sano y ecológicamente
equilibrado; al agua, a la salud, a la alimentación,
al patrimonio, a la legalidad, a la seguridad social, al
trabajo y a la vivienda digna; además de la
afectación a los derechos de niñas y niños», dijo el
ombudsman Felipe de Jesús Álvarez Cibrián en
conferencia de prensa.

La CEDHJ refiere que se solicitó a las autoridades
de El Salto y Juanacatlán que vigilaran e
inspeccionaran que en sus drenajes no vertieran
aguas residuales de procesos industriales, agrícolas
y ganaderos sin tratamiento y que, de ser necesario,
se suscribiera un convenio con la CEA, pero ambas
autoridades se negaron a aceptarla.

Caso específico: el presidente municipal de El
Salto, Joel González, aseguró no haber sido omiso
en la inspección recomendada por la CEDHJ, pero
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se negó a entregar copias certificadas de esas
acciones.

«En los archivos del ayuntamiento se
encuentran registrados 6 mil 161 giros comerciales
y de servicios, pero la autoridad no ha acreditado
ante la Comisión haber tenido la capacidad para
identificar y sancionar vertimientos irregulares»,
señala el documento.

De igual manera, se hace patente que no hubo
planeación en los desarrollos habitacionales y que
éstos se realizaron sin estudios de impacto
ambiental, la mayoría de ellos en la cuenca
hidrológica de El Ahogado, por lo que la Comisión
concluye que todo lo que ocurra en ese territorio
afecta el equilibrio ecológico y la salud del río
Santiago.

Como dato se menciona que en Tlajomulco, de
1973 a mayo de 2008, se autorizó la construcción
de 343 fraccionamientos y sólo en 59 se realizaron
estudios de impacto ambiental. En el mismo
periodo, pero en el municipio de Tlaquepaque, se
autorizaron 223 desarrollos y sólo 19 contaron con
el estudio correspondiente.

La Comisión encontró también que en el
municipio de Tonalá el vertedero de Los Laureles,
que opera la concesionaria Caabsa Eagle, tiene
graves deficiencias que contribuyen a la
contaminación del Santiago. Para empezar, señala
el documento, carece de drenaje pluvial, las fosas
de contención de lixiviado no están
impermeabilizadas, lo que provoca que el lixiviado
se infiltre al subsuelo, contamine tierras y agua
subterránea y escurra libremente por los cauces
naturales hasta llegar al afluente.

Las recomendaciones

Después de señalar la deficiencia en el diseño y
ejecución de planes y programas en materia
ambiental, la CEDHJ determinó recomendar al
gobernador del estado, Emilio González Márquez,
una serie de medidas, entre la que destaca la
creación de un patronato para la reparación de
daños a las víctimas por la pérdida o deterioro de
sus bienes muebles, inmuebles, salud, educación,
trabajo, actividades laborales, culturales y
turísticas, y el diseño de un programa de atención
médica, becas escolares, capacitación para el
trabajo, equipamiento urbano, dotación de
servicios y apoyo a la vivienda.

Entre otras cosas, la Comisión pide al mandatario
que elabore un inventario minucioso de recursos
naturales en el estado. Que se pongan en operación
inmediata las plantas necesarias para tratar el
líquido que fluye hacia el río Santiago y se actualicen
los estudios de impacto ambiental de las

macroplantas de El Ahogado y Agua Prieta. Que se
solicite de inmediato a la Secretaría de Gobernación
la declaratoria de emergencia ambiental en los
municipios de El Salto y Juanacatlán para la
utilización del fondo revolvente respectivo.

Hacer un inventario de las industrias
establecidas en la Cuenca de El Ahogado y el Alto
Santiago, así como de los fraccionamientos y
propietarios que vierten al río sus desechos. Enviar
al Congreso del Estado una iniciativa de ley para
que los nuevos centros de población cuenten con
la infraestructura hidráulica para el tratamiento
de sus aguas. Elaborar el capítulo ambiental del
Plan Estatal de Desarrollo con proyección a 50 años.
Proponer una reforma que dote de personalidad y
autonomía jurídica a la Procuraduría Estatal de
Protección al Ambiente. Analizar todos los cultivos
y suelos que son regados con aguas del Santiago y
del canal de El Ahogado para garantizar el derecho
al trabajo de los agricultores.

Reubicar todas las escuelas que se localizan en
las inmediaciones del lugar conocido como El Salto
de Juanacatlán y realizar estudios epidemiológicos
y psicológicos a los pobladores de ambos
municipios.

A los ayuntamientos que menciona les
recomienda la cancelación de permisos de
construcción y habitabilidad que pretenden
instalarse en los márgenes del río Santiago.

A los senadores y diputados federales por Jalisco
les pide que asignen recursos económicos para
atender la contaminación y que fortalezcan la
legislación en materia ambiental, así como
incrementar el número de inspectores para
garantizar de manera amplia una adecuada
vigilancia de las descargas.

Al Poder Judicial le sugiere la creación de un
tribunal de justicia especializado en materia de
asuntos ambientales y finalmente, a las
universidades y empresarios se les exhorta al diseño
de programas académicos para la formación integral
de gestores ambientales y la elaboración de un
informe que explique sus procesos productivos y
su interacción con el medio ambiente,
respectivamente.

Inobjetable incremento de enfermedades

Álvarez Cibrián expuso que si bien no se ha
acreditado la causa-efecto de las enfermedades que
presentan los habitantes de las cabeceras
municipales de El Salto y Juanacatlán, resulta
evidente el daño a la salud de todas las personas
que de forma o de manera directa tienen contacto
con las aguas del río Santiago, sus afluentes y
efluentes, hasta su desembocadura en el océano

Pacífico: «Afectaciones que van desde
enfermedades de las vías respiratorias y
gastrointestinales hasta las crónicas».

Las copias certificadas de las actas de defunción
que obtuvo la CEDHJ revelan que se muestra un
incremento en los fallecimientos por cáncer
ocurridos entre 1978 y 2008 de hasta 179 por
ciento; en el caso de insuficiencia renal, 317 por
ciento; diabetes mellitus, 700 por ciento, y por
afecciones cardiacas, mil 100 por ciento.

El personal del organismo entrevistó a 97
personas que tienen más de cuarenta años de vivir
en las colonias aledañas a la presa derivadora de El
Salto-Juanacatlán. Los resultados destacan que las
enfermedades y síntomas que con más frecuencia
padecen son: dolor de garganta, con 24 por ciento;
13 por ciento indicó tener gripe; 11 por ciento,
irritación de los ojos; 10 por ciento, asma; 10 por
ciento, tos, y otro 10 por ciento afecciones en la
piel.

El ombudsman recordó que la Secretaría de
Salud ya había sido apercibida por este motivo; sin
embargo, la dependencia ha respondido que la ley
no le impone el deber de supervisar la calidad del
agua y evaluar las condiciones de salud de la
población.

Con ello, dice el titular de la CEDHJ, la Secretaría
de Salud renuncia de manera expresa al deber de
fomentar en la población el desarrollo de actitudes
y conductas que le permitan prevenir las
enfermedades y, por ende, muchas personas
pueden estar con padecimientos derivados de la
contaminación del río Santiago y no saberlo porque
la dependencia se niega a analizar el problema.

Por lo anterior, recomienda a la Secretaría
efectuar un estudio epidemiológico con la Cofepris
para determinar si las enfermedades son producto
de la contaminación.

La Comisión notificó ayer mismo a las autoridades
que tienen diez días naturales para que digan si
aceptan la Recomendación. En caso afirmativo,
deberán emitir informes trimestrales al organismo.

Pide CEDHJ atender
polución en el Santiago

Cielo Mejía

Mural
28 de enero de 2009

Al tener evidencia de que la contaminación del río
Santiago viola las garantías de la población, la
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Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) realizó ayer una macrorrecomendación
dirigida a autoridades estatales, municipales y
organismos.

Los derechos a la salud, a gozar de un ambiente
sano y ecológicamente equilibrado, al patrimonio,
la legalidad, al desarrollo, al agua, alimentación, a la
seguridad social, a la democracia, al trabajo, a
vivienda digna y a la educación, quedaron
violentados, según la CEDHJ, por las omisiones de
instancias como la Secretaría de Salud Jalisco (SSJ),
la Comisión Estatal del Agua (CEA) y el Sistema
Intermunicipal de Agua Potable y Alcantarillado
(SIAPA).

«La responsabilidad por la contaminación de
las aguas del río Santiago no sólo recae en las
autoridades por no haber hecho lo que legalmente
les correspondía, sino porque además pretendieron
justificar sus omisiones con argumentos débiles»,
comentó Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, presidente
de la CEDHJ.

Los 172 puntos recomendatorios dirigidos a
autoridades, además de 36 exhortos a otras
instancias, fueron considerados como históricos por
el ombudsman, quien explicó que aunque la
investigación de la Comisión sobre el Santiago tardó
dos años en darse a conocer, es una oportunidad
para que la sociedad y el gobierno reviertan el daño.

Entre los principales fallos que consignó la
CEDHJ está el incumplimiento de los ayuntamientos
sobre su deber de sanear el agua, obligación que se
le transfirió a la CEA.

Los municipios implicados en la Recomendación
fueron Guadalajara, Zapopan,   Tlaquepaque,
Tonalá, Tlajomulco de Zúñiga, El Salto, Juanacatlán,
Ixtlahuacán de los Membrillos, Chapala, Poncitlán,
Ocotlán, Tototlán, Atotonilco el Alto y Arandas.

Otro de los problemas es que ningún
ayuntamiento ha realizado estudios de impacto
ambiental para la construcción de
fraccionamientos.
En el caso de la salud, aunque no se puede constatar
que hay una relación de causa-efecto, la CEDHJ
evidenció que en los últimos 30 años las
defunciones en El Salto y Juanacatlán han
aumentado considerablemente; la insuficiencia
renal en 317 por ciento, el cáncer en 179 por ciento,
la diabetes se incrementó 700 veces, mientras que
las afecciones cardiacas llegaron hasta una
incidencia de mil 100.

La mayor parte de las recomendaciones que hizo
Derechos Humanos estuvo dirigida al gobernador
Emilio González Márquez, a quien se le sugirió poner
en operación las plantas necesarias para
tratamiento de aguas del río Santiago, además de
realizar estudios de los riesgos a la salud de la

población afectada, llevar a cabo un sistema de
monitoreo de la contaminación y analizar los
cultivos que son regados con aguas afectadas.

Al SIAPA se le instó a modernizar sus sistemas
operadores de agua, mientras que a los
ayuntamientos se les pidió que destinen recursos
para la afectación social y revoquen permisos que
pretendan construir en las márgenes del río.

Estudian Recomendación

Margarita Valle

Mural
28 de enero de 2009

El Gobierno del Estado analiza la Recomendación
que emitió el martes la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco (CEDHJ) por la contaminación
del río Santiago, y se cumplirá conforme el
presupuesto alcance, señaló el gobernador Emilio
González Márquez.

Ayer, después de la inauguración del Centro de
Estudios Limnológicos que operará la Comisión
Estatal del Agua (CEA), el mandatario anunció que
ordenó, como primera revisión, otro análisis del río
para conocer con mayor precisión los
contaminantes físicos, químicos y orgánicos.

En cuanto a la sugerencia de la Comisión de
indemnizar a las personas afectadas por la polución,
indicó que se debe determinar el grado de
afectación y el criterio de la CEDHJ, pues sería como
pedirlo también para los habitantes de la zona
metropolitana por la mala calidad del aire.

«Esta Recomendación será analizada, como
todas, con atención, con profundidad y es nuestro
deseo y la disposición del Ejecutivo el poder
implementar todas aquellas medidas que vengan
recomendadas que tengamos recurso para ello»,
afirmó el gobernador.

De acuerdo con González Márquez, las medidas
del Gobierno del Estado para abatir la
contaminación del río Santiago iniciaron hace un
año, días después de que murió el niño Miguel Ángel
López Rocha, quien, se asegura, cayó al cauce y
habría muerto de una intoxicación por arsénico,
aunque otros análisis revelan que fue por bacterias.

El mandatario estatal manifestó que se hicieron
obras como la rehabilitación de 17 plantas de
tratamiento.

El director de la Comisión Nacional del Agua,
José Luis Luege Tamargo, aseguró que la
contaminación del río es menor y se trata de
polución orgánica, pues los estudios que han

realizado demuestran que los niveles de arsénico
son bajos desde el año pasado.

«Sí puedo decir con absoluta seguridad que no
es la causa de ese deceso [de Miguel Ángel], que la
Comisión Nacional del Agua trabajó con la
Secretaría de Salud, con las autoridades estatales y
que no se encontró niveles de arsénico altos», dijo
el funcionario federal.

Para el director del SIAPA, Rodolfo Ocampo, es
irracional la Recomendación que emitió la CEDHJ,
ya que para cumplirla necesita 19 mil millones de
pesos.

La Comisión pidió al organismo modernizar sus
redes, lo que implicaría un gasto de 43 mil millones
de pesos por la renovación de 7 mil 400 kilómetros
de las líneas de drenaje, y las 7 mil 600 de agua.

Pero las peticiones más cercanas como la
reparación de fugas, la separación de la corriente
pluvial del drenaje, así como otorgar 30 litros por
persona diarios gratis, son las que se pagan con 19
mil millones de pesos.

«Con todo gusto atendemos las recomendaciones
que nos ha enviado si junto con la Recomendación,
que no me ha llegado, nos hace llegar un cheque
por los 19 mil millones de pesos», advirtió Ocampo.

Urgen a limpiar el río
Santiago

El Informador
28 de enero de 2009

La primera macrorrecomendación del año,
presentada por la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco (CEDHJ), fue dirigida por el
problema de la contaminación del río Santiago, y
contiene 172 puntos recomendatorios y 36
exhortaciones a varios sectores de la sociedad.

El ombudsman jalisciense, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, informó que desde mayo de 2007,
la Comisión recibió 127 quejas por presuntas
violaciones de derechos humanos a la salud y un
ambiente sano, como consecuencia de las
afectaciones que provoca la contaminación del río
Santiago.

Ante ello, la CEDHJ llevó a cabo una
investigación, tras la cual emitió un informe especial
sobre la contaminación del río que causó daños a
los habitantes de los municipios de El Salto y
Juanacatlán; sin embargo, la respuesta de las
autoridades para solucionar el problema fue nula.

A pesar de ello, y tras analizar 94 evidencias y los
informes entregados por las autoridades, la Comisión
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comprobó que existe «una violación a los derechos
humanos a gozar de un ambiente sano y
ecológicamente equilibrado, a la salud, al agua, a la
alimentación, al patrimonio, a la legalidad, a la
seguridad social, al desarrollo sustentable, a tener
una vivienda en un entorno digno, y a los derechos
de niños y niñas a un nivel de vida adecuado para
su desarrollo físico, espiritual, moral y social», según
lo puntualizó el ombudsman del estado.

Por este motivo, ayer emitió la primera
Recomendación del año, dirigida al gobernador del
estado, Emilio González Márquez; al titular de la
Comisión Estatal del Agua (CEA), César Coll Carabias;
al director del Sistema Intermunicipal de Agua
Potable y Alcantarillado (SIAPA), Rodolfo Ocampo
Velázquez; a los presidentes municipales de
Guadalajara, Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá,
Tlajomulco de Zúñiga, El Salto, Juanacatlán,
Ixtlahuacán de los Membrillos, Chapala, Poncitlán,
Ocotlán, Tototlán, Atotonilco el Alto y Arandas;
además de partidos políticos y legisladores federales
y locales, entre otros sectores.

En síntesis, los 172 puntos recomendatorios se
enfocan de la siguiente manera: ejecutar políticas
públicas de gestión ambiental integral y
sustentable, con reglas claras, así como la aplicación
de las mejores prácticas ambientales y
tecnológicas; que se pida al Ejecutivo federal la
declaratoria de emergencia en los municipios de El
Salto y Juanacatlán para la utilización del fondo
revolvente de recursos públicos, a fin de atender
de inmediato la situación; se pide que el Congreso
del Estado presente una iniciativa de ley para que
los nuevos centros de población cuenten con la
infraestructura hidráulica para el tratamiento y la
reutilización de sus aguas.

Se plantea también que se reparen los daños a
las víctimas por la pérdida o deterioro de sus bienes
muebles e inmuebles, su salud, educación y
actividades, por lo cual se recomienda la creación
de una comisión especial que regule las decisiones
y los montos a pagar.

En la Recomendación también se solicita que el
SIAPA cobre más a quien contamine más, y a quienes
realicen acciones de preservación, saneamiento y
uso razonable del agua los haga acreedores a
estímulos y exenciones tributarias.

A los ayuntamientos se les exhorta a que inicien
los procedimientos para la revocación de licencias,
cancelación de permisos de construcción y
constancias de habitabilidad a quienes pretenden
ubicarse en los márgenes del río Santiago.

De estas recomendaciones, se espera la respuesta
de aceptación o no en diez días, para que una vez
que se tenga la contestación, en caso de aceptarse,

las autoridades deberán entregar un informe
trimestral a la Comisión.

La contaminación del
Santiago ameritó una
macrorrecomendación

Maricarmen Rello

Público
28 de enero de 2009

Tras acreditar plenamente perjuicios graves a la
salud y calidad de vida de los habitantes en los
márgenes río Santiago, a causa de la contaminación
del afluente, la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ) giró una
macrorrecomendación al gobernador Emilio
González Márquez, a catorce presidentes
municipales y a diversos funcionarios públicos, a
quienes exhortó a iniciar a la brevedad acciones
para revertir los daños e incluso pagar la reparación
de lo ocasionado.

Se trata de una Recomendación sin precedente
en la historia de la entidad y del país: un documento
con 172 puntos recomendatorios que, entre otros,
prevé la creación de un patronato para la atención
de las víctimas del daño ambiental, de una agencia
interdisciplinaria y de un fideicomiso para financiar
la reparación del daño, estudios específicos y
auditorías a los manifiestos de impacto ambiental.

Asimismo, contiene propuestas en materia de
reformas legales y prevé la creación de una norma
estatal de medio ambiente y acciones que
incumben a toda la cuenca de El Ahogado, pues, se
argumenta, se requiere de una «visión integral»
ante la grave contaminación del río Santiago (ver
anexo).

Durante la presentación de esta
Recomendación, primera del año, el presidente de
la CEDHJ, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, sostuvo
que, luego de analizar 94 evidencias recabadas e
informes rendidos por las autoridades, se comprobó
la violación de doce derechos humanos: a gozar de
un ambiente sano y ecológicamente equilibrado;
al agua; a la salud; a la alimentación; al patrimonio;
al desarrollo; a la legalidad; a la seguridad social; al
trabajo; a la vivienda digna; a la democracia y a los
derechos de niñas y niños.

A pregunta expresa, indicó que todos los
conceptos de violación son graves y, por tanto, «todo
es muy urgente y muy necesario» de resolverse.

Explicó que se considera al Gobierno del Estado
«como el principal responsable, al que se dirige la
mayor parte de la Recomendación, para que gire
instrucciones a las dependencias competentes y se
atiendan todos estos puntos recomendatorios».

Tras el titular del Ejecutivo, también dirige
recomendaciones expresas a la Comisión Estatal del
Agua (CEA) y al Sistema Intermunicipal de Agua
Potable y Alcantarillado (SIAPA), y a los
ayuntamientos de Arandas, Atotonilco, Tototlán,
Ocotlán, Poncitlán, Chapala, Ixtlahuacán de los
Membrillos, Tlajomulco de Zuñiga, Juanacatlán, El
Salto, Tlaquepaque, Tonalá, Zapopan y Guadalajara.

La llamada macrorrecomendación del río
Santiago consta de 275 páginas, con cuatro grandes
capítulos y varios apartados. En uno de ellos destaca
la creación de un patronato.

Al respecto, Alfonso Hernández Barrón, titular
de la tercera Visitaduría General (la instancia a cargo
de la integración de la queja), explicó que entre los
172 puntos recomendatorios se encuentran los
mecanismos para la reparación del daño. «De hecho
hay un capítulo especial, de la propuesta para la
creación de un patronato, de hacer los estudios
específicos para cada caso y determinar los montos
a que tengan derecho las personas que han sido
afectadas en su patrimonio, en su salud, en sus
bienes en general», dijo, tras acotar que hay otros
apartados, basados en los principios fundamentales
del derecho, «de tal modo que es un documento
muy sólido».

Las autoridades tienen diez días naturales para
responder si aceptan las recomendaciones. Ésta, la
Recomendación 1/09, aborda la corresponsabilidad
de otros actores, por lo que, «de manera
respetuosa», la CEDHJ también emite exhortos (que
no recomendaciones) a los distintos sectores de la
sociedad, universidades, académicos y empresarios,
algo que fue elogiado por los representantes de
organismos de la sociedad civil que interpusieron
el escrito de queja en mayo de 2007: el Instituto
de Valores Integrales y Desarrollo Ambiental
(VIDA) y el Instituto Mexicano para el Desarrollo
Comunitario (Imdec), bajo el folio 986/07/ III. A
ésta, posteriormente se acumularon 127 quejas, la
última en 2008: 7286/08/III.

«Considero que hemos hecho un buen
trabajo», concluyó Álvarez Cibrián, pese a que la
queja tardó en resolverse más de lo que el propio
ombudsman estimó. De cualquier modo, la CEDHJ
emitió un Informe especial sobre la contaminación
del río Santiago (13 de febrero de 2008) y, a lo
largo de su indagatoria, dictó varias medidas
cautelares, la mayoría de ellas no aceptadas.
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Aun con estos antecedentes, el ombudsman dijo
confiar: «Ojalá que se empiecen a ver resultados,
que se empiecen a ver acciones y que esto sea la
oportunidad histórica que tenga sociedad y
gobierno para revertir este gran daño que se les ha
generado a nuestras aguas, a nuestro río Santiago».
Y agregó: «La esencia de nuestras recomendaciones
no es entrar a un debate, ni a una discusión, ni
mucho menos a un litigio; estas recomendaciones
son para aceptarse, son para cumplirse. Nosotros
esperamos entonces que esta oportunidad... sea
aprovechada por nuestras autoridades».

Para el Instituto Vida y el Imdec, en cambio, la
macrorrecomendación abre la puerta para
fomentar otros «mecanismos de justiciabilidad» y
para exigir, como sociedad civil, que se frene la
contaminación del río Santiago y el daño a mujeres,
hombres y niños que aspiran la pestilencia y tóxicos
emanados de sus aguas.

Industriales admiten
responsabilidad
compartida

Patricia Romo Sahagún

Público
28 de enero de 2009

Para la Asociación de Industriales de El Salto
(AISAC), la macrorrecomendación emitida por la
Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ)
en torno a la contaminación del río Santiago es
«puntualísima» y «era necesaria», porque termina
con la satanización que se había hecho del sector
industrial como único responsable de los
contaminantes, manifestó el presidente de ese
organismo, Jesús Lara Herrera.

El representante de las alrededor de sesenta
empresas instaladas en el corredor de El Salto reiteró
que la industria no es la única generadora de
contaminantes al río y atribuyó a los desechos
domésticos y de talleres clandestinos la principal
responsabilidad.

«En el caso concreto del río Santiago [las aguas
industriales] son una contribución discreta,
comparada con el volumen gigantesco de aguas
domésticas que, en el caso de una ciudad como la
nuestra, no sólo llevan desechos domésticos, sino
de pequeños talleres e incluso de industrias
clandestinas que descargan sus aguas en las aguas
municipales».

Tras la Recomendación, «ahora falta que todos
asumamos nuestra responsabilidad, autoridades
municipales, el Gobierno del Estado y el resto de los
actores, uno de los cuales somos nosotros», añadió.

Según el industrial, las empresas del corredor
tienen 40 plantas de tratamiento de aguas y este
año invertirán «varios cientos de miles de pesos».
En cambio, denunció, hay ayuntamientos que no
tratan sus aguas. Admitió que «otro montón» de
industrias no socias de AISAC descargan sus aguas
al Santiago, pero dijo desconocer los detalles.

Macroamonestación por
el Santiago

Gabriela Godínez

Ocho Columnas
28 de enero de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, realizó
una Recomendación dirigida al gobernador del
estado, Emilio González Márquez, así como al
director de la CEA, César Coll Carabias, entre otras
autoridades, por la violación de derechos humanos
de la sociedad de gozar de un medio ambiente sano
debido a la contaminación que existe en el río
Santiago.

Se consideró que se violaban, en muchos
aspectos, el bienestar de la sociedad, ya que al vivir
en condiciones insalubres estaban dañando la
salud de quienes viven en las zonas aledañas al río,
quienes presentaron ante la Comisión 127 quejas,
que fueron incluidas dentro de la que se recibió en
mayo del pasado año un escrito de parte del
Instituto de Valores Integrales y Desarrollo
Ambiental y del Instituto Mexicano para el
Desarrollo Comunitario.

Por tanto, la Comisión requirió un informe a los
involucrados de acciones sobre el caso, para que
con ello se creara el expediente, tomarse las acciones
necesarias y realizar la Recomendación respecto a
la grave contaminación que existe en este río,
además de haber recurrido a especialistas en el tema
y recabado las evidencias necesarias.

Álvarez Cibrián señaló que los ayuntamientos
han faltado a su obligación de verificar el cabal
cumplimiento de los deberes de saneamiento que
originalmente les corresponden a ellos y que
mediante dicho convenio transfirieron a otras
instituciones, por lo que, como medida cautelar, se
solicitó a las autoridades municipales de El Salto y

Juanacatlán que vigilaran e inspeccionaran que
sus drenajes no vertieran aguas residuales de
procesos industriales, agrícolas y ganaderos sin
tratamiento, y que de ser necesario suscribieran
un convenio de colaboración con la CEA. Ambas
autoridades se negaron a aceptarla.

Gobierno

Al gobernador del estado, Emilio González Márquez
se le pidió, entre otras cosas, que gire instrucciones
para que inicien con ejecución de políticas públicas
ambientales de manera integral, aplicando en ello
lo mejor de la tecnología disponible, que se elabore
un inventario de los recursos naturales que existen
en nuestro estado, así como construir las plantas de
tratamiento necesarias para extraer la
contaminación del río, entre otras
recomendaciones.

Salud analiza si acepta o
rechaza las medidas

El Informador
29 de enero de 2009

La Secretaría de Salud Jalisco (SSJ) prepara
información para aceptar, o en su caso descartar, la
macrorrecomendación emitida por parte de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) en torno a la problemática en salud
ocasionada por el río Santiago.

Uno de los principales señalamientos en la
Recomendación es el incremento de muertes
ocasionadas por padecimientos como cáncer,
afecciones cardiovasculares, insuficiencia renal y
diabetes en los municipios de El Salto y Juanacatlán,
ambos aledaños al río Santiago.

Arturo Múzquiz, director de Planeación de la
SSJ, informó que aun cuando la dependencia no
ha recibido la Recomendación de manera oficial,
ya comenzó la tarea de generar información
relacionada con el comportamiento de las
enfermedades en dichos municipios, en el periodo
de 1978 a la fecha.

«Queremos jalar toda la información para ver el
comportamiento en El Salto, en Juanacatlán y en
otro municipio que vamos a poner como referencia,
que posiblemente sea Ameca; además de qué pasó
a nivel estatal y nacional».

La información se obtendrá a través de
diferentes subsistemas, los cuales serán puestos en
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un gráfico para analizar la incidencia de
padecimientos a lo largo de treinta años.

Los resultados, advirtió Múzquiz Peña, estarán
listos en alrededor de cuatro días.

Añadió que los señalamientos en torno al río
Santiago son «apreciaciones» de la CEDHJ, por lo
que lo importante será confirmar el crecimiento de
casos de enfermedades, y qué factores intervinieron
para que se diera.

Sin embargo, señala que será «difícil» demostrar
con información estadística que el río Santiago ha
influido en el incremento de las muertes.
«Difícilmente vamos a concluir en que haya una
correlación con el río.

Ha sido un tema muy polémico, pero demostrar
que el río por sí solo genera ciertos padecimientos,
habrá que investigar a fondo».

Múzquiz Peña manifestó que cuando la
información esté totalmente recabada se podrá
determinar si es procedente aceptar o rechazar la
Recomendación.

Sí, con peros, a la
Recomendación

Agustín del Castillo

Público
29 de enero de 2009

La macrorrecomendación de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) para resarcir
las garantías de decenas de miles de ciudadanos
afectados por la contaminación en la cuenca del
río Santiago, bañada durante más de cuatro décadas
por los desechos de Guadalajara, mereció del
gobernador Emilio González Márquez un ambiguo
respaldo, que se concretará «hasta donde los
recursos nos alcancen».

El mandatario fue deliberadamente escueto,
opuesto a ofrecer demasiadas precisiones a su
declaración, hecha motu proprio antes de
comenzar con la conferencia de prensa convocada
junto al director de la Comisión Nacional del Agua
(CNA), José Luis Luege Tamargo.

«Esta Recomendación, como todas, será
analizada con atención, con profundidad, y es
nuestro deseo y es la disposición del Ejecutivo poder
implementar todas aquellas medidas que vengan
recomendadas, siempre que tengamos recursos
para ello», señaló.

González Márquez acababa de inaugurar el
remodelado Laboratorio Estatal de Calidad de Agua,

que, además de realizar muestreos y estudios,
buscará ser certificado para que sus resultados
tengan valor legal. Ante esa circunstancia, anunció:
«He instruido para que el primer trabajo de este
nuevo laboratorio sea el actualizar la información
que se tiene sobre la contaminación del río Santiago
[...] El examen, el análisis que se hará en una primera
parte será físico-químico, que es donde existe
preocupación por algunos actores sociales por
conocer si hay arsénico o no, si hay metales pesados
o no».

Aceptó referirse al tema de la indemnización de
los afectados por la contaminación  en la parte baja
de la cuenca de El Ahogado: «Este tema lo tenemos
que analizar con detenimiento con la Comisión,
porque se desdobla otro muy sencillo: ¿quién nos
va a indemnizar a los que vivimos en la zona
metropolitana de Guadalajara por la calidad de
aire que tenemos? [...] Además, en Jalisco teníamos
una debilidad: la falta de laboratorio para contar
con mediciones adecuadas del problema, y eso lo
hemos resuelto el día de hoy...»
–Gobernador, ¿se va a aceptar o no la
recomendación?
–Ya lo dije.

Tanto el mandatario como el titular de la CNA
descartaron que el arsénico, que presuntamente
mató al niño Miguel Ángel López Rocha luego de
que cayó al río Santiago, sea un problema de salud
pública en la zona. González Márquez apuntó:
«Los estudios que se tienen, llevados a cabo por
instituciones nacionales, reportan la inexistencia
de arsénico en el Santiago...».

Luege Tamargo fue más lejos: «Nosotros llevamos
análisis puntuales: yo quiero decirles con toda
certeza  que los contaminantes de arsénico estaban
por debajo de lo que establece la norma; es decir,
no había niveles altos de arsénico».

–¿Ni hace un año?
–Ni hace un año, ni ahorita, eso quiero dejarlo

muy claro. La contaminación es fundamentalmente
orgánica, es decir, de drenajes públicos urbanos; y
los proyectos.

La tarea pendiente

La CEDHJ hizo 27 recomendaciones al gobernador
Emilio González Márquez, entre ellas que gire las
instrucciones para:

* Ejecutar políticas públicas de gestión ambiental
integral y sustentable con reglas claras, la aplicación
de las mejores prácticas ambientales y tecnologías
disponibles, con énfasis en la capacitación de agua
de lluvia, su tratamiento y su reutilización, la

protección de las fuentes pequeñas de agua limpia
que existen en la ciudad, zonas de recarga y agua
subterránea, aunado a la supresión de fugas en la
red de distribución de una nueva cultura de agua.
* Construir y poner en operación inmediata las
plantas necesarias para tratar el líquido  que fluye
hasta el río Santiago.
* Llevar a cabo auditorías y supervisiones a todas
las obras relacionadas con el saneamiento de la
cuenca Lerma-Chapala-Santiago-Pacífico.
* Iniciar los trámites para que el Ejecutivo federal
declare zona de restauración ecológica los
municipios de El Salto y Juanacatlán, así como los
procedimientos tendentes a clausurar
temporalmente o de manera definitiva, e impongan
sanciones a las industrias cuyos desechos no estén
debidamente tratados.
* Hacer un inventario de industrias establecidas
en la cuenca de El Ahogado y el alto Santiago, así
como de fraccionamientos, propietarios y
habitantes que vierten desechos.
* Destinar recursos económicos suficientes para
otorgar incentivos fiscales a los particulares que
fomenten el desarrollo sustentable.
* Poner en operación un sistema de monitoreo de
cantidad y calidad en todas las fuentes, descargas,
almacenamiento y reutilización de agua.

Se declaran incapaces

Víctor Manuel Chávez Ogazón

El Occidental
29 de enero de 2009

El gobierno de Jalisco y el SIAPA se declaran
incapaces de atender en su totalidad la
«macrorrecomendación» de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos en relación con el río Santiago
y el sistema hidráulico estatal. Rodolfo Ocampo la
consideró incluso «inverosímil» y consideró que se
gastarían 19 mil millones de pesos: «Si me la envía
con un cheque por esa cantidad, mañana mismo
empiezo». El Ejecutivo ordenó nuevos estudios a
las aguas del río, y analiza una posible
indemnización a familiares del niño Miguel Ángel
López Rocha.

Una vez conocido por los medios, así lo expresó
el gobernador Emilio González Márquez. Opinó de
la Recomendación emitida por la Comisión Estatal
de Derechos Humanos (CEDHJ) relacionada con
la contaminación del río Santiago: «Esta
Recomendación, como todas, será analizada con



19

Notas periodísticas

atención, con profundidad; es nuestro deseo y es
la disposición del Ejecutivo implementar todas
aquellas medidas que vengan recomendadas por
parte de la Comisión Estatal de Derechos Humanos
que tengamos recurso para ello».

González Márquez recordó el deceso del niño
Miguel Ángel hace un año y la atención que
entonces se atrajo sobre el río Santiago: «Yo quiero
informar de algunas acciones, de las muchas que
se tomaron de inmediato, para disminuir la
contaminación en el río Santiago y en las demás
cuencas. Primero, el evento que estamos el día de
hoy atestiguando es la puesta en marcha de este
Laboratorio Estatal de Calidad del Agua».

Aseguró que además de construir este
laboratorio, con casi cinco millones de pesos
invertidos en la instalación y más de cincuenta
millones de pesos invertidos en equipamiento: se
han rehabilitado en este año 17 plantas de
tratamiento residual, y arrancó la construcción de
la planta de tratamiento de Atotonilco, «todas estas
plantas que convergen finalmente en el Santiago,
convirtiéndolo en un espacio contaminado»,
expresó.

También aceptó que faltan cosas por hacer y
por lo pronto la mencionada Recomendación: «Será
analizada con atención, con profundidad y es
nuestro deseo y es la disposición del Ejecutivo el
poder implementar todas aquellas medidas que
vengan recomendadas por la parte de la Comisión
Estatal de Derechos Humanos, que tengamos
recurso para ello. Hace unos minutos he instruido
para que el primer trabajo de este nuevo
laboratorio sea actualizar la información que se tiene
sobre la contaminación del río Santiago. El año
pasado se llevaron a cabo dos estudios, ahora he
instruido para que se inicie este laboratorio,
revisando la calidad del agua y los niveles de
contaminación del río Santiago en los distintos
puntos de toma de muestra».

Sobre una posible indemnización a las víctimas,
comentó: «Creo que tendríamos que determinar
el grado de afectación de la contaminación. Este
tema es un tema que tenemos que analizar con
detenimiento con la Comisión Estatal de Derechos
Humanos, por que de este tema se desdobla uno
muy sencillo: ¿Quién nos va a indemnizar a los que
vivimos en la zona metropolitana de Guadalajara
por la calidad del aire que tenemos?».

Continuó señalando: «Es un tema que tenemos
que revisar con detenimiento, y ver el criterio de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos, si esto
aplica también por los habitantes de la zona
metropolitana, que sin duda tenemos una
afectación en nuestra salud por la calidad de aire

que respiramos, y si esto afecta también a quienes
viven en las costas, o a quienes viven en todos los
espacios de nuestro estado, ya que, como lo hemos
reconocido, este gobierno está disminuyendo los
niveles de contaminación, pero no hemos llegado a
los niveles en que se esperaba. Así es que lo
revisaremos con detenimiento».

El secretario de Desarrollo Rural, Álvaro García
Chávez, también actuando con prudencia, le dio la
razón en parte a la Comisión Estatal de Derechos
Humanos (CEDHJ): «Yo creo que se ha hecho lo
posible, lo que está al alcance en este momento. No
podemos hacer nada extraordinario; la otra
solución era entubar esas aguas, meterle muchos
kilómetros, que al final de cuentas lo único que
íbamos a hacer es lo que ustedes mismos
mencionan: estar trasladando dos, tres, cuatro,
cinco kilómetros. Es una obra que va a costar
muchos millones de pesos y que al final de cuentas
no es la solución total».

El funcionario insistió en que la solución
definitiva será la construcción y la puesta en
funcionamiento de la planta de tratamiento de
aguas residuales.
Rodolfo Ocampo, director del Sistema
Intermunicipal de Agua Potable y Alcantarillado
(SIAPA) y a quien le «llovió» dicha recomendación,
sacó cuentas estratosféricas sobre lo que
representaría cumplir con cada una de las
recomendaciones enviadas por el ombudsman de
Jalisco.

«Entonces, pues yo le digo al presidente de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos que con
todo gusto atendemos las recomendaciones que
nos ha enviado, si junto con la Recomendación,
que no me ha llegado, por cierto, nos hace llegar un
cheque por los 19 mil millones de pesos», comentó
en tono sarcástico, para luego referir que incluso la
recomendación va contra la tendencia mundial,
en la que sube el precio del agua, mientras aquí se
recomienda regalarla: «Que la otorguemos gratis,
esto no se ve en ninguna parte del mundo, ni en
México, donde suelen suceder cosas inverosímiles e
increíbles».

«Es irracional lo que está pidiendo, no existe la
capacidad financiera del organismo para poder
atender lo que está pidiendo», culminó.

Emilio analiza
Recomendación sobre
situación del río Santiago

El Informador
29 de enero de 2009

El gobernador del estado, Emilio González Márquez,
afirmó que analizará la Recomendación emitida
por la Comisión Estatal de Derechos Humanos
(CEDHJ), en torno a la contaminación que existe
en el río Santiago, pero anticipó que las medidas
que aplicará para aminorar los efectos de la
polución dependerán de los recursos con los que
cuente el Poder Ejecutivo.

«Esta Recomendación, como todas, será
analizada con atención, con profundidad, y es
nuestro deseo y es la disposición del Ejecutivo poder
implementar todas aquellas medidas que vengan
recomendadas por parte de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos (CEDHJ), que tengamos
recursos para ello».

González Márquez enumeró las acciones que
su administración ha implementado para disminuir
las afectaciones de la contaminación, desde que
hace un año murió el menor Miguel Ángel López
Rocha, presuntamente por las aguas contaminadas
del Santiago; entre ellas, que se han rehabilitado
17 plantas de tratamiento de aguas residuales.

Instruyó, además, como primera acción del
Laboratorio Estatal de Calidad del Agua,
reinaugurado ayer, que se analice y actualicen los
datos de los contaminantes que existen en ese río.

«El primer trabajo de este nuevo laboratorio
será actualizar la información que se tiene sobre la
contaminación del río Santiago. El año pasado se
llevaron a cabo dos estudios; ahora he instruido
para que se inicie este laboratorio, revisando la
calidad del agua y los niveles de contaminación en
los distintos puntos de toma de muestra».

El titular del Poder Ejecutivo refirió que entre
los datos que se podrán corroborar está si realmente
hay presencia de metales pesados en las aguas del
río Santiago, cuyos resultados podrían conocerse
en un mes.

«Tendríamos que determinar el grado de
afectación de la contaminación. Este tema lo
tenemos que analizar con detenimiento con la
CEDHJ, porque de él se desdobla uno muy sencillo:
¿Quién nos va a indemnizar a los que vivimos en la
zona metropolitana de Guadalajara por la calidad
del aire que tenemos? Es un tema que tenemos
que revisar con detenimiento, y ver el criterio de la
Comisión, si esto aplica también para los habitantes
de la zona metropolitana».
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El mandatario afirmó que el Gobierno estatal
«está disminuyendo los niveles de contaminación,
pero no hemos llegado a lo que se esperaba».

Recomendación, sujeta a
grandes obras e
inversiones: Conagua

El Informador
29 de enero de 2009

El director de la Comisión Nacional del Agua
(Conagua), José Luis Luege Tamargo, aseguró que si
bien es bienvenida la Recomendación de Derechos
Humanos, éste un asunto que no se puede
resolverse en un día, sino que está condicionado a
grandes obras y sobre todo, inversiones.

Es un asunto del que nosotros tenemos plena
conciencia y precisamente yo diría, la respuesta a
esta Recomendación, que como todas son
bienvenidas; son precisamente las acciones; lo que
es evidente es que no se puede resolver en un día
la Recomendación, sino que está sujeta a grandes
obras, a grandes inversiones que no se habían
realizado y que ahora se están realizando».

El funcionario federal, que estuvo de visita por
la ciudad para la presentación del Programa
Hídrico de Jalisco, dijo que ésta será una
herramienta básica, para guiar al gobierno estatal
en las acciones que debe emprender.

El titular del Sistema Intermunicipal de Agua
Potable y Alcantarillado (SIAPA), Rodolfo Ocampo,
calificó de «irracional» y «carta de buenas
intenciones» la macrorrecomendación emitida por
el organismo.

Aseguró que lo que estaba pidiendo al SIAPA le
costaría una inversión de por lo menos 19 mil
millones de pesos en un lapso de 20 años, lo que
evidentemente está fuera de su alcance.

Incluso, a manera de ironía, Rodolfo Ocampo
señaló que no tienen problemas en aceptar la
Recomendación, pero que en ella debió venir
también un «cheque y con gusto hacemos lo que
pide».

Entre las acciones sugeridas por la CEDHJ están
el sustituir toda red de drenaje de la zona
metropolitana, instalar tubería para aguas pluviales
y residuales, así como el otorgar 30 metros cúbicos
diarios gratis a los cuatro millones de habitantes de
la metrópoli.

El secretario de Desarrollo Rural (Seder), Álvaro
García Chávez, informó que será en tres semanas
más cuando por fin concluyan la construcción del

colector que desviará en forma paralela las aguas
negras del río Santiago.

Pese a estas acciones que debieron terminar el
año pasado, el funcionario reconoció que el
problema de contaminación sí se trasladará aguas
debajo de la confluencia de las poblaciones de
Juanacatlán y El Salto, donde se represan.

«En la tercera semana de febrero estará
terminado ya en su totalidad, para que no se genere
esa laguna de oxidación que ahí se presenta en la
cortina [...] Lo que hemos dicho siempre, es una
solución parcial, temporal».

El funcionario subrayó que la única manera de
solucionar el problema de contaminación que
prevalece en el río Santiago se tendrá una vez que
está operando la planta de tratamiento El Ahogado.

«No se puede hacer otra cosa, porque la única
solución integral es la planta de tratamiento El
Ahogado y ésa terminará en unos dos años».

?¿Y las poblaciones que viven aguas abajo
también padecerán los malos olores y mosquitos?

?Es diferente. Es real que están trasladando y
alejando de los núcleos de población  el problema,
mas no eliminándolo. El entubamiento es
simplemente desplazar ese foco de infección
kilómetros abajo, donde no esté tan cerca de la
población; ésa es una realidad.

La construcción de esta tubería tuvo un costo
para el gobierno estatal de aproximadamente
veinticuatro millones de pesos.

La Recomendación sobre
el río Santiago, buena
noticia para Jalisco

Jorge Rocha

La Jornada Jalisco
30 de enero de 2009

En medio de un contexto donde la crisis económica
mundial empieza a mostrar sus efectos, luego de
que el titular del Banco de México aceptó que
nuestro país está en recesión, que en materia de
delincuencia organizada ya se hicieron costumbre
las noticias periodísticas que dan cuenta de las
ejecuciones, y las evidencias de que en la clase
política y en diversos sectores gubernamentales se
siguen descubriendo acciones ilícitas (caso Herrán
Salvatti), la primera Recomendación del año 2009
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de
Jalisco (CEDHJ) sobre el caso de la contaminación

en el río Santiago, en los municipios de El Salto y
Juanacatlán, se convierte en una excelente noticia.
En los días posteriores al martes, las notas en prensa
nos dieron a conocer los resultados de la
Recomendación 1/2009, que presentó a la opinión
pública y a las autoridades correspondientes Felipe
de Jesús Álvarez Cibrián y que surgió desde la
Tercera Visitaduría de la CEDHJ, que encabeza
Alfonso Hernández Barrón.

Más que repetir lo que ya se escribió y se ha
dicho al respecto, lo que intentaré hacer después
de una rápida revisión de las 275 cuartillas que
componen este documento, es recuperar las
virtudes y aciertos de esta Recomendación, que ya
varios medios de comunicación empiezan a
nombrar como histórica.

La primera virtud a resaltar en este texto es el
tratamiento que dan al problema del río Santiago
desde una perspectiva de la complejidad; es decir,
se reconoce que la grave situación que se vive en
Juanacatlán y El Salto tiene muchas causas, algunas
de ellas históricas, que se entrecruzan y se
relacionan; y a su vez, tienen una multiplicidad de
efectos. Esta misma mirada desde la complejidad
permite incorporar y reconocer la responsabilidad
de múltiples actores sociales. Por esta razón, es
completamente entendible que las autoridades
recomendadas sean muchas y en múltiples niveles.

La segunda virtud que podemos encontrar en
esta extensa recomendación es que recurre, para
fundamentar la argumentación y el análisis del
caso, a la normativa que dicta el derecho
internacional de los derechos humanos. Se hace
una recuperación y justificación del uso del
derecho internacional y luego se realiza un análisis
desde esta perspectiva, que ayuda a vislumbrar
cuáles son los derechos violados a la población de
los municipios de El Salto y Juanacatlán.
Evidentemente también se incorpora para el
análisis toda la legislación interna correspondiente.

Un tercer elemento digno de resaltar es que el
equipo de la Tercera Visitaduría se acoge a la revisión
y la opinión de especialistas, no sólo en temas de
derechos humanos, sino de académicos e
investigadores en temas ambientales y de manejo
del agua. Incluso se recurrió a la revisión de algunas
teorías de ecología sumamente progresistas y
novedosas, como las de algunos teóricos de la
economía ecológica. Es de aplaudir que la
institución pública de defensa de los derechos
humanos haya decidido recuperar la visión de otras
disciplinas, ya que la perspectiva compleja que
adoptaron para definir el problema requería un
acercamiento interdisciplinar.
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El cuarto elemento novedoso que muestra esta
Recomendación es que se conocieron y
documentaron experiencias exitosas, tanto
internacionales como nacionales y locales, de
manejo sustentable de cuencas. Gracias a esta
revisión se pudieron hacer propuestas, no sólo en el
ámbito jurídico, sino algunos lineamientos de corte
técnico y social. Trascender el señalamiento de los
derechos humanos violados y dar propuestas de
solución, es sin lugar a dudas un buen aporte.

La quinta virtud de esta Recomendación es que
se hace un análisis particularizado por cada uno de
los derechos humanos violados, donde a partir de
las evidencias que se recogieron a lo largo del
proceso de elaboración de la Recomendación y la
confrontación de éstas con los marcos normativos
particulares, se concluyen las violaciones a cada
uno de los derechos humanos violados en este caso.
Esta forma de abordar la Recomendación también
representa un significativo aporte.

La sexta virtud que muestra la primera
Recomendación de 2009 es que reconoce las
omisiones de diversas instancias y autoridades
gubernamentales frente al problema en el río
Santiago y que se configuran como violaciones a los
derechos humanos, conceptuándolas como la falta
de vigencia del derecho a la legalidad. Estamos
acostumbrados a que las violaciones a los derechos
humanos se configuran cuando hay un acto de
autoridad que claramente se define como una
acción ilegal. Otra de las formas como el Estado
puede violar los derechos humanos es cuando deja
de cumplir con sus obligaciones o cuando permite
que otros actores sociales no respeten los derechos
de terceros. En esta Recomendación se define la
omisión gubernamental como una violación a los
derechos humanos.

La última virtud que desde este primer análisis
contiene la Recomendación 1/2009 es que
recomienda sobre derechos que no están
consagrados en la legislación interna mexicana y
de Jalisco, pero que sí están consagrados en el marco
normativo internacional de los derechos humanos,
como el derecho a la alimentación y el derecho al
agua. Este aporte puede significar un primer paso
para incorporar en la legislación interna claramente
estos dos derechos humanos. Además de que hay
un gran apartado de reparación del daño que es
digno de mencionar.

Hay dos defectos que desde mi punto de vista
tiene esta Recomendación, la primera ya ha sido
señalada por varios medios de comunicación, y es
que no hay ninguna referencia a la muerte de
Miguel Ángel López Rocha. Hace un año de este
lamentable suceso y parece que tampoco esta

Recomendación será la vía para que se haga justicia.
El segundo defecto es que son tantas las
recomendaciones, que será una tarea titánica hacer
el seguimiento de cada una de las propuestas que
allí se hacen. Faltó hacer una consideración sobre
las recomendaciones que son estratégicas para
resolver el problema y las que son urgentes. Esto
hubiera facilitado la implementación de las
propuestas.

Como escribí al principio, esta Recomendación
es una buena noticia en el momento presente y
creo que es necesario reconocer el trabajo realizado
por la Tercera Visitaduría. Si el trabajo de la CEDHJ
sigue por estos derroteros, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián se encontrará en el camino de convertirse
en el ombudsman que Jalisco necesita.

Derechos humanos
incómodos

Roberto Arias de la Mora

Público
3 de febrero de 2009

La primera Recomendación del año de la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco realmente
ha puesto en un predicamento a nuestros políticos
profesionales al comprobarse la violación de por lo
menos doce derechos humanos de quienes habitan
en las orillas del río Santiago.

Según la Recomendación, estas poblaciones han
visto conculcados sus derechos a gozar de un
ambiente sano y ecológicamente equilibrado, al
agua, a la salud, a la alimentación, al patrimonio, al
desarrollo, a la legalidad, a la seguridad social, al
trabajo, a la vivienda digna, a la democracia y a los
derechos de niñas y niños (Público, 28 de enero).

Lo que llama la atención es el marcado contraste
entre la amplitud de esta Recomendación, calificada
de histórica por sus alcances e implicaciones, y lo
escueto de la repuesta que le mereció por parte de
algunas de las autoridades implicadas, al aceptar
su responsabilidad para «implantar todas aquellas
medidas que vengan recomendadas, siempre que
tengamos recursos para ello» (Público, 29 de
enero).

Por el tono de las primeras reacciones, no cabe
duda de que el asunto de la contaminación del río
Santiago se volvió sumamente incómodo para las
autoridades por sus implicaciones políticas,
económicas y sociales en la entidad. Y no es para
menos, ante la proximidad del proceso electoral

resulta evidente que el activismo de todos los actores
políticos los moverá al oportunismo para llevar a su
molino algo del agua del río Santiago, sin importarles
realmente qué tan contaminada se encuentre.

Es obvio también que frente a la difícil
coyuntura económica por la que se atraviesa y que
ha convertido a la conservación del empleo en la
principal divisa del discurso gubernamental,
cualquier indicio de endurecimiento de las normas
ambientales o la implementación de acciones
remediadoras adicionales pueden resultar medidas
contraproducentes para las actuales prioridades
gubernamentales que buscan sostener la actividad
económica de la entidad.

Lo que no parece ser muy obvio es que la
incomodidad que en el corto plazo provoca en las
autoridades este asunto de la contaminación del
río Santiago, a la larga puede conducirnos -si es que
no lo ha hecho ya? a un escenario catastrófico para
el entorno ambiental metropolitano y regional de
Jalisco. Lo que verdaderamente resulta «muy
urgente y muy necesario» -como diría Álvarez
Cibrián? es el impostergable cambio de actitud
pública frente a este problema que nos atañe a
todos y no únicamente a los habitantes de las
márgenes del río Santiago.

Por nuestro bien y el de nuestros hijos, más nos
vale no escatimar recurso alguno, no sólo para
resarcir los derechos humanos que les han sido
inculcados hasta ahora a los pobladores de El Salto
y Juanacatlán, sino para comenzar a revertir ese
oprobioso escenario al que todos, ya sea por acción
o inacción, hemos estado contribuyendo.

Más que lamentarse por la escasez de recursos,
las autoridades de los tres órdenes de gobierno
deberían aprovechar la oportunidad para imaginar
junto con la sociedad las alternativas que nos
permitan acrecentarlos para enfrentar eficazmente
este añojo problema de contaminación en el
Santiago.

Salud, escollo en lucha vs
riesgos de río: CEDHJ

Maricarmen Rello

Público
3 de febrero de 2009

La Secretaría de Salud Jalisco (SSJ) ha incurrido
en negativas sistemáticas para atender su función
en la protección humana, en lo que se refiere al
riesgo sanitario que representa la contaminación
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en el río Santiago, según lo ha documentado la
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ). La dependencia que encabeza Alfonso
Gutiérrez Carranza negó diversa información al
organismo defensor, con pretextos variados.

En el transcurso de quince meses, la
dependencia cambió de postura para evadir
entregar estudios epidemiológicos en la zona de El
Salto y Juanacatlán. La justificación va desde que
la estadística de las enfermedades que padecen los
habitantes de estas poblaciones, especialmente de
tumores cancerígenos, no reporta diferencias
significativas con la de otros municipios; pasando
porque no existen estudios epidemiológicos, o no
hay recursos para pagar la realización de éstos, hasta
que el carácter de los estudios de laboratorio
aplicados es de información «reservada» y un
supuesto retraso en la entrega de resultados por
parte de la empresa asignada.

Al respecto de esta postura, en el tema de la
contaminación del río Santiago, el tercer visitador
general de la CEDHJ, Alfonso Hernández Barrón,
indicó que la SSJ «desde 2007 negó
sistemáticamente tener competencia y derivó la
responsabilidad a la Secretaría del Medio Ambiente
y otras dependencias, aunque luego nos dio
diversas respuestas».

Sin embargo, el entrevistado citó el artículo 30
de la Ley General de Salud, que indica que
corresponde a la Secretaría de Salud «tomar las
medidas y realizar las acciones necesarias tendentes
a la protección de la salud humana ante los riesgos
y daños derivados de las condiciones del ambiente
sin perjuicio de la competencia que pueda tener
otra institución... mientras que otro artículo
también le da la responsabilidad a la Secretaría de
Salud de desarrollar investigación permanente y
sistemática de los riesgos a la salud de la población».

Debido a la contundencia de la norma legal, la
SSJ fue invitada a cumplir con su función y a
entregar informes de estudios epidemiológicos y
de los resultados de análisis a los pobladores de El
Salto y Juanacatlán, que después de negarlos, se
entregaron de forma parcial en octubre pasado (ver
recuadro).

Hernández Barrón recordó que la Comisión
Federal para la Protección de Riesgos Sanitarios
(Cofepris) reiteró que la SSJ era la dependencia
responsable de realizar una evaluación
epidemiológica «para determinar si existe vínculo
de las enfermedades que aquejan a los habitantes
de El Salto y Juanacatlán con las causas
ambientales», incluso, sostuvo que la misma
dependencia estatal estaba dotada de recursos
económicos para realizarlos.

«La SSJ nos informó que siempre sí iban a realizar
los estudios epidemiológicos y lo derivan a su
Dirección de Regulación Sanitaria y ésta lo deriva a
la Dirección de Salud Pública... después se niega la
Secretaría de Salud diciendo que no tiene
presupuesto para dichos estudios epidemiológicos.
Finalmente los realiza, pero nos niega la información
estadística por ser reservada, supuestamente. Le
contestamos al secretario que no requerimos
nombres ni identidad y nos responden que todavía
no está terminada [la investigación] por un atraso
de la empresa, y cuando les pedimos el convenio
con esta empresa nos enviaron los datos, pero
parciales», narró el visitador.

Por ello, la CEDHJ dirigió un «llamado enérgico
al secretario de Salud», al presentar hace una
semana la macrorrecomendación 1/09 por la
contaminación del río Santiago.

El pasado jueves, el secretario Gutiérrez
Carranza respondió que no le había llegado la
recomendación citada; sin embargo, informó que
un día antes (miércoles 28 de enero), instruyó a la
Dirección General de Planeación de la
dependencia, a elaborar un nuevo estudio para
conocer el impacto epidemiológico en la zona, una
de las más afectadas por la contaminación.

Es así que a casi un año de la muerte de Miguel
Ángel López Rocha, intoxicado por arsénico tras
caer al río Santiago, la gente de El Salto considera
que ha sido mínima la presencia de la SSJ, e incluso,
con el apoyo de organizaciones ciudadanas, los
mismos pobladores organizaron brigadas de salud
en esta cabecera municipal. Y anuncian una
manifestación para el 13 de febrero, en el
aniversario luctuoso del pequeño Miguel Ángel.

Pide Gobierno a la
CEDHJ 15 días más para
determinar si acepta
Recomendación por el río
Santiago

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
5 de febrero de 2009

En vista de que continúa analizando su contenido,
el Gobierno del Estado le solicitó este jueves a la
Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ)
quince días más para determinar si acepta la
macrorrecomendación por la contaminación del
río Santiago.

Cabe recordar que el pasado 27 de enero, el
ombudsman jalisciense, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, hizo público el documento de 172 puntos
recomendatorios al gobernador y a varios
funcionarios más, incluidos catorce alcaldes, por
las omisiones y negligencia en torno al afluente.

También giró 36 exhortaciones a actores políticos,
sociales y empresariales para que asuman su
responsabilidad en el problema.

Se cumplen plazos por el
caso del río Santiago

Maricarmen Rello

Público
19 de febrero de 2009

Mañana viernes es el último día de plazo para que
los representantes legales del Poder Ejecutivo
estatal, de la Comisión Estatal del Agua (CEA), del
SIAPA y de 14 ayuntamientos jaliscienses se
pronuncien respecto a si aceptan o no la
Recomendación 1/09, que les giró la Comisión
Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ) en torno a
diversas acciones para contrarrestar la grave
contaminación del río Santiago.

El jefe de Seguimiento de Quejas, Fernando
Zambrano Paredes, informó que, en atención a la
petición expresa del Ejecutivo estatal, la CEA, el
SIAPA y los municipios de Tlaquepaque, Ocotlán,
El Salto, Zapopan y Chapala, se otorgó una prórroga
para responder a la llamada
macrorrecomendación, misma que finiquita el 20
de febrero y que se otorgó en consideración «al
cúmulo de actuaciones y lo extenso de la
Recomendación».

Las demás autoridades municipales
(Guadalajara, Tonalá, Tlajomulco, Juanacatlán,
Ixtlahuacán, Chapala, Poncitlán, Tototlán,
Atotonilco el Alto y Arandas) no hicieron ningún
pronunciamiento ni solicitud de prórroga; sin
embargo, la CEDHJ también les envió un
requerimiento para hacerles saber que tienen hasta
el mismo día, 20 de febrero, para que se pronuncien
respecto a la Recomendación. «Si no recibimos
respuesta alguna, se entenderá que su
pronunciamiento es en sentido negativo», indicó
el entrevistado.

–Algún municipio ya declaró que la acepta en
su generalidad y después se discutirán los puntos
en particular. ¿Es válido?
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?Así es. Les estamos haciendo hincapié sobre
dos aspectos en torno al seguimiento de cualquier
recomendación: un aspecto principal es que se
pronuncien aceptando total o parcialmente, o en
su caso rechazando la Recomendación; y otro
aspecto muy diferente es el cumplimiento de las
acciones que son de corto, mediano y largo plazo.

En este sentido, la principal situación que deben
de tener en cuenta las autoridades es «que el plazo
es únicamente para que se manifiesten, se
pronuncien si es aceptada o no la Recomendación;
obviamente, para el cumplimiento de los puntos se
requeriría mucho más tiempo».

La macrorrecomendación tiene 172 puntos,
dirigidos a autoridades estatales y a catorce alcaldes,
a quienes se les exhorta para iniciar acciones para
contrarrestar la contaminación.

A los municipios se les solicita especialmente
asumir la responsabilidad del saneamiento de aguas
residuales.

Respaldo del Consejo
Ciudadano de la CEDHJ
a la
macrorrecomendación

La Jornada Jalisco
19 de febrero de 2009

El Consejo Ciudadano de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos en Jalisco respaldó la
Recomendación 1/2009, relacionada con las
violaciones de los derechos humanos «que
padecen» las poblaciones litorales al río Santiago,
en particular las comunidades de El Salto y
Juanacatlán, en relación a gozar de un ambiente
sano y ecológicamente equilibrado.
Dicho Consejo exhorta al mandatario estatal Emilio
González Márquez; César Luis Coll Carabias, director
general de la Comisión Estatal del Agua, y Rodolfo
Ocampo Velázquez, director general del Sistema
Intermunicipal de Agua Potable y Alcantarillado, a
aceptarla «sin condiciones y la incorporen en
programas y políticas públicas a favor de las
poblaciones afectadas».
En comunicado de prensa, la CEDHJ refiere que la
Recomendación «es una excelente oportunidad
para que los órganos del Estado diseñen nuevos
paradigmas en materia ambiental y social, que
hagan posible la viabilidad de generaciones
futuras».

Y agrega: «La solución de los problemas
ambientales es el reto principal que habrán de

enfrentar gobierno y sociedad civil. El caso de la
contaminación en el río Santiago exige que ambas
partes entreguen su mayor y mejor esfuerzo para
resolver un asunto que ha provocado en miles de
personas dolor y tragedia».

El apoyo del Consejo Ciudadano fue tomado por
acuerdo en la sesión ordinaria 247, celebrada el 16
de febrero.

Acepta el gobierno
Recomendación de la
CEDHJ sobre el río
Santiago

Juan Carlos G. Partida

La Jornada Jalisco
20 de febrero de 2009

Para no entrar en «dimes y diretes», el gobernador
Emilio González Márquez dijo que se coincide «en
el espíritu» de la Recomendación que la Comisión
Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ) hizo sobre
el río Santiago y ofreció trabajar, como ya se hace en
muchos de los puntos que recomienda, para
revertir el foco contaminante que padecen quienes
habitan en sus márgenes. En lo que hasta ahora
todavía no hay una definición concreta, es en el
tema de la reparación del daño que pidió la CEDHJ
para quienes han sufrido por esa contaminación.
«Hay una aceptación de la mayoría de los puntos
que se están planteando por parte de la Comisión
de Derechos Humanos; el tema central es que deje
de haber contaminación en el río, y para ello, pues
se requiere que las aguas municipales que también
suele haber ahí, que todo lo que viene desde antes
pues, de aguas arriba, sean tratadas. Entonces, el
primer compromiso es sí, tenemos que tratar las
aguas, no es un tema sencillo, la construcción de
una planta de tratamiento lleva tiempo, pero no
estamos empezando ahorita, esta convicción la
tenemos desde siempre y hemos arrancado este
proceso con anticipación; la planta de tratamiento
de El Ahogado va a ayudar de manera sensible a
que el río Santiago deje de ser el foco contaminante
que ahora es», explicó.

En ese sentido, dijo que aceptaba todo lo
referente a la obligación que tiene el estado para
inspeccionar las descargas industriales, por medio
del laboratorio de Limnología que tiene la Comisión
Estatal del Agua.

«La parte difícil en este tema es la de la
indemnización, esa reunión no la hemos tenido con
la Comisión, porque contaminación la encontramos
en muchas partes del estado, [como] quien vive
cerca de un tiradero de basura y tiene toda la vida
viviendo ahí. ¿Cómo se van a fijar esos criterios?, y
¿cómo vamos a resarcir ese daño a la salud? Que sin
duda existe, como existe la gente que va al centro
de la ciudad.

También dijo que tomaban como propias la
preocupación expresada por la CEDHJ para crear
sistemas diferenciados de captación de aguas
pluviales y residuales, lo cual, aunque no puede
hacerse de inmediato, sí puede instituirse como
una política pública estatal para hacerla también
a través de los municipios.

«En síntesis, coincidimos en el espíritu de la
Recomendación de la Comisión, hay algunas
imposibilidades de hecho, pero seguimos en la
disposición de llegar a una conclusión en beneficio
de todos», aseveró.

González Márquez también dijo, en otros temas,
que estaría dispuesto a acudir al Congreso para la
glosa del Informe de gobierno, y que le gustaría
que pudiera acordarse un mecanismo para poder
debatir lo que sigue para Jalisco en los próximos
años entre los poderes del estado y con los grupos
de la sociedad.

«Lo que [los diputados] señalen en cuanto a
quién deba comparecer en la glosa, tienen ellos la
autoridad y nosotros acatamos, y en lo que el
intercambio de poderes yo estoy todavía a la
expectativa, ojalá lo podamos hacer», enfatizó.

Se suman ONG a
macrorrecomendación de
Derechos Humanos

Mauricio Ferrer y Jorge
Covarrubias

La Jornada Jalisco
20 de febrero de 2009

Decenas de organismos internacionales y locales,
defensores de derechos humanos y ambientalistas,
así como investigadores, se sumaron a la
macrorrecomendación emitida por la Comisión
Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ) en torno a
la contaminación del río Santiago, que afecta a los
municipios de El Salto y Juanacatlán.

Desde las 17 horas, los comunicados de prensa
comenzaron a llegar vía correo electrónico. El
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primero correspondió al organismo FIAN, con sede
en Alemania. «FIAN Internacional ha tenido noticia
desde 2007 de la gravísima situación en la que viven
los habitantes de los municipios de Juanacatlán y
El Salto, a causa de la severa contaminación del río
Santiago. En particular, es motivo de preocupación
para FIAN que la contaminación del río ha
destruido parcial o totalmente las fuentes de
alimentos (cultivos, árboles frutales, pesca, ganado)
y de ingresos (turismo, actividad agropecuaria) de
los ejidatarios y pequeños propietarios que habitan
en la región», declara el organismo.

De su parte, el Tribunal Latinoamericano del
Agua, con sede en Costa Rica, recordó que en la
audiencia celebrada en el paraninfo de la
Universidad de Guadalajara del 8 al 12 de octubre
de 2007, el jurado de este tribunal ético y científico-
técnico responsabilizó a las autoridades de los tres
niveles de gobierno por el alarmante deterioro del
río Santiago y la cuenca a la cual pertenece.

Desde Cochabamba, Bolivia, la Red VIDA
(Vigilancia Interamericana para la Defensa y
Derecho al Agua), que aglutina a siete
organizaciones latinoamericanas y de Estados
Unidos, manifestó que «hasta ahora hemos visto
con angustia e indignación lo que está sucediendo
con el río Santiago y cómo el ácido sulfhídrico y
metales pesados que brotan de las fábricas y
contaminan el aire y las aguas, están afectando los
cuerpos, las mentes y los corazones de la gente
sencilla y trabajadora de esos territorios».

El Colectivo de Organizaciones Ciudadanas por
el Agua (Coloca), que alberga a unos cuarenta
organismos locales, se sumó a la causa y expresó
que «rechaza los espacios simulados de
participación social, que ha sido una constante
utilizada por las autoridades en diversos casos de
problemáticas hídricas de la región y exige un
verdadero diálogo, continuo e informado, entre
gobierno y ciudadanía, desde el cual se produzcan
acciones concretas para garantizar el acceso al agua
en calidad y cantidad suficiente para todas las
personas».

Y finalmente, investigadores del Instituto
Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente
(ITESO), que forman parte del grupo de trabajo
interdisciplinario para El Alto Santiago-ITESO,
señalaron que es posible cumplir los 172 puntos de
la macrorrecomendación girada por el organismo
defensor de los derechos humanos.

Susana Herrera Lima, Óscar Castro Mercado,
Andrea Fellner Grassmann, Mario López Ramírez,
Felipe Alatorre Rodríguez, Magdalena Sofía de la
Peña Padilla, Laura Velázquez López, Heliodoro
Ochoa García y Juan Carlos Páez Vieyra, quienes

forman parte de esta red, dijeron que «si se abordan
con responsabilidad política y por medio de
políticas públicas integradas [puede solucionarse].
La falta de recursos públicos no puede excusar el
deber de los gobiernos de atender de manera
organizada una situación de tal relevancia y
riesgo», subrayaron.

Al igual que las otras organizaciones, los
académicos proponen la generación de espacios
efectivos de consulta, colaboración e intervención
social, porque se trata de instaurar una
«gobernanza» del medio ambiente que no puede
ser ignorado y que es la clave para la resolución de
conflictos sociales y para el ejercicio de un buen
gobierno.

Ayer fue el último día para que las autoridades
y organismos civiles y no gubernamentales
suscribieran o rechazaran la recomendación
emitida.

Piden a Ejecutivo limpieza
del río

Sergio Hernández

Mural
20 de febrero de 2009

Diversas organizaciones no gubernamentales de
carácter internacional realizaron ayer una campaña
buscando presionar al gobierno de Jalisco para que
atienda las causas y efectos de la contaminación
ambiental que padece el río Santiago y los
habitantes de las comunidades ubicadas en las
márgenes del mismo.

El Tribunal Latinoamericano del Agua, Food and
Water Watch, y el capítulo México de la Plataforma
Interamericana de Derechos Humanos
Democracia y Desarrollo, emitieron comunicados
de prensa por separado exigiendo que la
Recomendación 01/2009 de la Comisión Estatal
de Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ), respecto
al río Santiago, sea aceptada en su totalidad por el
gobierno estatal.

La misma petición hicieron la organización FIAN
(Foodfirst Information & Action Network), que
tiene su sede en Alemania, y la Red VIDA,
conformada por diversas organizaciones de
América Latina vinculadas a la lucha por preservar
los recursos hídricos, además de otras 30
asociaciones jaliscienses aglutinadas en el Colectivo
de Organizaciones Ciudadanas por el Agua (Coloca).

«Consideramos que es urgente la intervención
multidisciplinaria para conseguir detener la
degradación ambiental y los daños a la salud y, en
una etapa posterior, hacer posible la remediación
del daño ocasionado», señaló Jeff Conant,
coordinador de Comunicaciones e Investigaciones
Internacionales de Food and Water Watch.

«Exhortamos al Gobierno del Estado de Jalisco
al cumplimiento cabal de las recomendaciones en
beneficio de las y los que hoy habitan las zonas
cercanas al cauce del río Santiago, pero también a
favor de toda la población de la cuenca del mismo
río».

La Recomendación de la CEDHJ fue dada a
conocer el 27 de enero, y va dirigida tanto al gobierno
de Jalisco como a diversos municipios.

El 28 de enero, el gobernador Emilio González
dijo que estaban analizando la Recomendación
emitida, pero señaló también que requerían dinero
para cumplir con ella.

«Es nuestro deseo y la disposición del Ejecutivo
el poder implementar todas aquellas medidas que
vengan recomendadas que tengamos recurso», dijo
entonces el mandatario.

Coincidimos con
Recomendación emitida
por la CEDHJ: Emilio

El Informador
20 de febrero de 2009

El gobernador del estado, Emilio González Márquez,
asevera que coincide con el espíritu de la
Recomendación emitida por la Comisión Estatal de
Derechos Humanos por la contaminación del río
Santiago al Poder Ejecutivo, por lo que en general
la acepta, pero advirtió que se presentan obstáculos
para atender todas las propuestas del organismo.

Entre los puntos que el gobierno ya está
atendiendo es inspeccionar descargas de aguas
negras, para lo que edificó un laboratorio.

El tema difícil, dijo, es lo que respecta a la
indemnización.

«La parte más difícil en este tema es la
indemnización. Esta reunión no la hemos tenido
con la Comisión Estatal de Derechos Humanos,
porque la contaminación nos la encontramos en
muchas partes del estado. Quien vive cerca de un
tiradero de basura y tiene toda la vida viviendo ahí,
¿cómo se van a fijar esos criterios y cómo vamos a
resarcir ese daño a la salud?».
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El mandatario refirió que se tiene la intención
de limpiar las aguas contaminadas, aunque aclara
que no es responsabilidad sólo del Ejecutivo, pero
para atenderlo ya se trabaja en la edificación de
una planta de tratamiento.

Académicos respaldan
«macrorrecomendación»

El grupo de académicos de estudios sobre la región
del Alto Santiago, del Instituto Tecnológico y de
Estudios Superiores de Occidente (ITESO) ha
hecho público su respaldo a la Recomendación 1/
2009 de la Comisión Estatal de Derechos Humanos
de Jalisco (CEDHJ), y acepta el exhorto de esta
dependencia para buscar soluciones que permitan
construir alternativas incluyentes e integrales.

De igual forma, los investigadores destacan que
la respuesta gubernamental debe de estar a la altura
de la urgencia del problema y es inaceptable que
se propongan soluciones fragmentadas, basadas en
obras de tratamiento de agua, cuando lo que se
discute en la reorganización del tejido social y la
sustentabilidad de la vida humana y de los
ecosistemas naturales. Por ello, «es inaceptable»
que las autoridades se excusen en la falta de recursos
públicos.

Por último, puntualizan que como académicos
bucarán contribuir desde su quehacer
universitario, a la comprensión y solución del
problema que se enfrenta.

Acepta Emilio
macrorrecomendación de
la CEDHJ

Víctor M. Chávez Ogazón

El Occidental
20 de febrero de 2009

El gobernador Emilio González Márquez aceptó la
macrorrecomendación emitida por la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco en relación
a la contaminación del río Santiago. Sólo dijo que
quedan pendientes sin puntualizarse los criterios
de indemnización. Esto lo manifestó de gira por el
valle de Juárez, donde inauguró las obras de
pavimentación en concreto hidráulico de la calle
El Moral y supervisó el avance de obra de la
construcción del malecón en la presa de Valle de
Juárez; y por La Manzanilla de la Paz, donde
inauguró el empedrado zampeado con huella de

adoquín en el centro histórico de La Manzanilla de
la Paz y visitó el avance de obra del mirador El
Centenario.

En Valle de Juárez, González Márquez confirmó
que se rompió el récord de inversión en
infraestructura, con 62 obras incluidas, y aseguró
que el gobierno de Jalisco le apuesta al impulso del
estado a través de la vinculación de lugares turísticos
de diversas regiones, como la sierra del Tigre con el
lago de Chapala, y con ello buscar que la población
de la zona metropolitana de Guadalajara (ZMG)
tenga más opciones de esparcimiento y se genere
derrama económica en dichas áreas.

Acepta la Recomendación.

En una entrevista a la mitad del recorrido, González
Márquez habló sobre la macrorrecomendación que
en su momento hizo la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco sobre el caso del río Santiago, y
preciso: «Yo, de entrada, las acepto todas,
entendiendo que muchos puntos son debatibles,
pero esto no se trata de debatir, sino de mejorar, así
es que si la Comisión vio que podemos mejorar en
algunas áreas, sin hacer más dimes y diretes lo
tomamos para mejorar».

Mencionó que todos los puntos están
reconocidos, pero en cuanto a la indemnización
aún no puntualizan los criterios.

También se dijo dispuesto a acudir  ante el
Congreso del Estado para abordar la glosa de su
Segundo informe, para aclarar dudas, pero de igual
forma comentó que le gustaría participar en un
formato distinto en el que puedan coincidir los
poderes en actualizar  el Plan Estatal de Desarrollo,
revisar ejercicios anteriores y, por supuesto, que se
incluyan las perspectivas a futuro.

Cruza fronteras caso del
río Santiago

Víctor M. Chávez Ogazón

El Occidental
20 de febrero de 2009

El caso de contaminación que no cesa en el río
santiago, que fue ya motivo de una Recomendación
(la 1/2009) de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco y que aún no es atendida por
muchas autoridades, rebasó fronteras y ahora son
organismos de Uruguay, Bolivia; El Salvador,
Honduras y Estados Unidos los que solicitan al

mismo gobernador Emilio Gonzáles Márquez que
intervenga y aplique medidas a corto, mediano y
largo plazo para sanear la zona.

El documento considera de igual forma al
director general de la Comisión Estatal del Agua,
César Luis Coll Carabias; el director general del Sistema
Intermunicipal de Agua Potable y Alcantarillado,
Rodolfo Ocampo Velázquez; al secretario de Salud
del estado de Jalisco, Alfonso Gutiérrez Carranza.

También se dirigen a los presidentes municipales
de Guadalajara, Zapopan, Tlaquepaque, Tonalá,
Tlajomulco, El Salto, Juacacatlán, Ixtlahuacán de
los Membrillos, Chapala, Poncitlán, Ocotlán,
Tototlán, Atotonilco el Alto y Arandas.

Las organizaciones que integran la Red VIDA
(Vigilancia Interamericana para la Defensa y
Derecho al Agua) señalan en el mencionado escrito
que «hasta ahora hemos visto con angustia e
indignación lo que está sucediendo con el río
Santiago y cómo el ácido sulfhídrico y metales
pesados que brotan de las fábricas y contaminan el
aire y las aguas, están afectando los cuerpos, las
mentes y los corazones de la gente sencilla y
trabajadora de esos territorios».

Aseguran que este caso se repite: «... en muchas
partes de nuestros continentes, durante siglos nos
hicieron lo mismo, envenenaron nuestros campos,
nuestras aguas, explotaron nuestros bienes
comunes, pisotearon nuestros derechos, nos
ignoraron, nos despreciaron, nos envenenaron, nos
olvidaron, pero supimos ponernos de pie,
recuperamos nuestra voz y nos movilizamos así como
está sucediendo en Juanacatlán, El Salto y Puente
Grande».

Se congratulan estos grupos por el trabajo de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) al emitir la Recomendación (1/2009)
sobre la grave problemática de salud ambiental que
se vive en la región.

Sin embargo, a las autoridades estatales y
municipales se les hace un llamado «urgente para
que acepten de inmediato la Recomendación e
inicien acciones integrales a corto, mediano y largo
plazo en defensa de los derechos de las poblaciones
afectadas y reparen los daños que por décadas han
degradado la calidad de vida de las comunidades
aledañas a la ribera del río Santiago. Estaremos
atentos a lo que suceda a partir de ello y la respuesta
de las autoridades».

Firman este documento: Óscar Olivera,
Federación de Trabajadores Fabriles de
Cochabamba, Bolivia; Ana Ella Gómez, Centro para
la Defensa del Consumidor, El Salvador; Jeff Conant,
Food and Wather Watch y Peoples Health
Movement, EU; Eristo Reyes, bloque popular;
Honduras; Claudia Campero, Coalición de
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Organizaciones Mexicanas en Defensa del Agua,
México, Luis Isarra, Federación Nacional de
Trabajadores del Agua Potable y Alcantarillado del
Perú, Perú; y Carmen Sosa, Comisión por la Defensa
del Agua y de la Vida, Uruguay.

Faltaban 9 municipios por
responder sobre polución

Público
21 de febrero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) esperaba anoche solamente las respuestas
de nueve municipios, entre todas las autoridades
involucradas en su macrorrecomendación sobre la
contaminación del río Santiago, la 1/2009.

Hasta las 21:00 horas del último día de plazo
para contestar, habían enviado sus documentos de
respuesta a la Recomendación: el Gobierno del
Estado, la Comisión Estatal del Agua (CEA), el
Sistema Intermunicipal del Agua Potable y
Alcantarillado (SIAPA) y cinco de los catorce
municipios a que alude el documento.

No obstante, la CEDHJ no pudo informar el
sentido de las respuestas.

La Recomendación 1/2009 incluye 172 puntos
que involucran a todas las autoridades
mencionadas en solicitudes para garantizar, a los
vecinos del Santiago, sus derechos a la salud y a un
medio ambiente sano, entre otros.

Ejecutivo falló en su
promesa al río Santiago

Maricarmen Rello

Público
25 de febrero de 2009

Para algunos, será una sorpresa. Para los críticos de
la llamada macrorrecomendación 1/09 por la
contaminación del río Santiago, es lo que se
esperaba: pese a que había prometido otra cosa, el
gobernador de Jalisco, Emilio González Márquez,
respondió con negativas a la mayoría de los puntos
recomendatorios del documento de 295 hojas que
dictó la Comisión de Derechos Humanos (CEDHJ).
En la respuesta enviada al organismo defensor, el
20 de febrero, se da cuenta de que, de 88 puntos
recomendatorios contenidos en los apartados

primero, segundo, tercero y quinto de la
macrorrecomendación, sólo se aceptaron 29. Se
deriva íntegramente el apartado cuarto por no tener
competencia y se aceptan once de los doce puntos
del apartado sexto.

Efectivamente, como lo advirtió González
Márquez en la entrevista concedida durante su gira
de trabajo por la sierra del Tigre, se rechaza el
aspecto referido a la indemnización, contenido en
el apartado quinto «Para la reparación del daño»,
el cual abarca de las recomendaciones 74 a la 88:
el gobierno estatal sólo acepta 3 de los 15 puntos
recomendatorios: practicar estudios ambientales,
epidemiológicos y psicológicos a los vecinos de El
Salto; proporcionarles atención médica a través de
la SSJ y diseñar una campaña para fomentar el uso
responsable y la limpieza del agua a través de la
Semades.

De los puntos referidos al apartado primero,
«Gestión ambiental integral y sustentable», se
aceptaron 16 de 47 recomendaciones, por
considerar que es viable su cumplimiento. Se
rechazó el resto, por considerar que son
competencia de autoridades municipales,
federales o que su acatamiento corresponde a otro
de los poderes del estado.

En materia de salud se aceptaron cuatro
recomendaciones de siete, y se advierte que se
procederá a girar los oficios correspondientes a la
Secretaría de Salud Jalisco (SSJ).

El apartado cuatro se deriva a la competencia al
SIAPA, mientras que dentro del sexto rubro, referido
a la «Gobernanza», se aceptaron once de doce
puntos recomendatorios.

Hoy, en conferencia de prensa, la CEDHJ dará a
conocer las respuestas del Ejecutivo estatal, de la
Comisión Estatal del Agua, el SIAPA y de seis de los
catorce ayuntamientos que respondieron.

Aceptación parcial del
gobierno a
Recomendación sobre la
contaminación en el río
Santiago

Jorge Covarrubias

La Jornada Jalisco
26 de febrero de 2009

Del total de los puntos emitidos en la
Recomendación que le dirigió la Comisión Estatal
de Derechos Humanos (CEDHJ) por la

contaminación del río Santiago, el Gobierno del
Estado sólo aceptó 69 por ciento, excluyendo de
entre las observaciones el pago de indemnización
a las víctimas que han sufrido por la polución del
afluente.

En tanto hasta el día de ayer, los ayuntamientos
de Guadalajara, Juanacatlán, Tlajomulco, El Salto,
Ocotlán, Atotonilco y Arandas no habían
respondido a la Recomendación, por lo que el
organismo defensor decidió, por la importancia que
reviste el tema, ampliar el plazo de respuesta hasta
el 9 de marzo, con el propósito de que las
autoridades reconsideren su postura y acepten el
total de los puntos dirigidos en lo que es la primera
Recomendación de 2009.

«Si no responden, o lo hacen con ambigüedades,
se considerará como una negativa», sentenció el
presidente del organismo, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, al dar lectura a un comunicado en el que
se dio a conocer a las dependencias que aceptaron
la Recomendación, aunque no en su totalidad.

Sólo los ayuntamientos de Chapala, Poncitlán,
Tototlán, Tlaquepaque e Ixtlahuacán de los
Membrillos aceptaron el total de los puntos emitidos.

La Comisión Estatal de Agua (CEA) aceptó 83
por ciento de las observaciones que se le hicieron,
y el Ayuntamiento de Tonalá, que posee en su
territorio el vertedero de Matatlán y el relleno
sanitario de Los Laureles, sólo aceptó 29 de las 68
propuestas que se le giraron.

La CEDHJ consideró que la postura asumida por
el Sistema Intermunicipal de Agua Potable y
Alcantarillado (SIAPA) es demasiado ambigua y
ante una situación «tan delicada» como lo es la
contaminación ambiental, no hay lugar para
interpretaciones subjetivas, ya que el titular de este
organismo, Rodolfo Ocampo Velázquez, dijo que
cumpliría con la Recomendación si le entregaban
un cheque por 19 mil millones de pesos para
modernizar los sistemas operadores de agua.

Álvarez Cibrián reviró al funcionario que es parte
de sus atribuciones el gestionar recursos si no los
tiene.

«Obviamente que si existe voluntad política, el
no tener medios económicos será motivo para que
ellos los gestionen. La Comisión no puede gestionarle
los recursos económicos, pero si no hay voluntad
para gestionar recursos, entonces se muestra que
no hay voluntad para cumplir con un compromiso
social», dijo.

El ombudsman prefirió destacar los puntos que
aceptaron las dependencias por encima de los que
no están dispuestos a cumplir. Sin embargo, lanzó
un ultimátum advirtiendo que una vez vencida la
prórroga, la CEDHJ se enfocará a darle seguimiento
únicamente a los compromisos que se asuman.
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Cibrián dijo que las dependencias no aceptaron
en su totalidad la Recomendación porque
consideran que no es de su competencia el darle
cumplimiento, no obstante, aseguró que el
organismo hizo un trabajo exhaustivo de
investigación y cada observación está debidamente
fundada.

«Nosotros [en] lo único [en] que estamos de
acuerdo y convencidos, [es de] que todos y cada
uno de los puntos establecidos en nuestra
recomendación son puntos debidamente
fundados, razonados y obviamente motivados y
fundados en el derecho. Lo que se diga en contra
de eso, pues definitivamente es una postura
contraria a la Comisión». Lo que sí aceptaron

De los cien puntos que se le dirigieron, el
Gobierno del Estado aceptó 69 entre los que destaca
solicitar a la Secretaría de Gobernación la emisión
de una declaratoria de emergencia ambiental en
los municipios de El Salto y Juanacatlán. La práctica
de auditorías y supervisión en la construcción de
las macroplantas de tratamiento. Declarar zonas
de restauración ecológica a los municipios referidos.
Implementar un sistema de prevención y control
de pandemias. Formular una iniciativa de ley en la
que se contemple que los nuevos centros de
población cuenten con una infraestructura
hidráulica que permita el tratamiento y la
reutilización de sus aguas, y que en la
infraestructura de salud en estas zonas se
proporcionen servicios gratuitos y especializados
en oncología, dermatología, afecciones de las vías
respiratorios, gastroenterología, oftalmología y la
atención de casos de somnolencia, jaqueca y
hemorragias nasales.

El CEA, por su parte, aceptó: establecer un
departamento para la atención de asuntos que
originen conflictos sociales. Brindar acceso a la
información y a la justicia ambiental, a la
participación pública y a la rendición de cuentas.
Solicitar a los tres poderes del Estado y a los
ayuntamientos revocar las disposiciones legales que
obstruyan el control definitivo de la calidad del
agua.

Finalmente, Tonalá aceptó iniciar
procedimientos de revocación de licencias y
cancelar permisos de construcción que pretendan
ubicarse en los márgenes del río Santiago. Revisar
licencias municipales de giros que vierten de forma
directa sus aguas al río Santiago. Abstenerse de
autorizar fraccionamientos e instalaciones de
empresas que no cuenten con el estudio de impacto
ambiental, y que los reglamentos municipales
consideren la obligación de las empresas y
particulares que pueden ser contaminantes de una

garantía de reparación o fianza que cubra la
indemnización por daños ecológicos.

CEDHJ amplía plazo para
contestar
«macrorrecomendación»

El Informador
26 de febrero de 2009

Debido a que sólo 69 por ciento de los 100 puntos
que se dirigieron al Gobierno del Estado fueron
aceptados en la «macrorrecomendación» que
emitió la Comisión Estatal de Derechos Humanos
Jalisco (CEDHJ), por la contaminación del río
Santiago, se amplió el plazo para que el 9 de marzo
las autoridades involucradas hagan su
pronunciamiento con respecto a los señalamientos
para cuidar y respetar el derecho a la salud, a un
ambiente limpio y sano.

«El Gobierno del Estado no está aceptando
algunos puntos estableciendo falta de
competencia, porque considera que la
competencia es de la CEA [Comisión Estatal del
Agua], del SIAPA y de los municipios; eso es que 21
de los 31 puntos que están fundamentados en la
falta de competencia, la indemnización de forma
lisa y llana no está aceptada», precisó el
ombudsman en Jalisco, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián.

El titular de la CEDHJ señaló que el Gobierno
del Estado sólo aceptó 69 por ciento de los puntos
recomendados, entre los que destacan practicar
auditorías y supervisión en la construcción de
macroplantas de tratamiento, solicitar a la Secretaría
de Gobernación la declaratoria de emergencia en
los municipios de El Salto y Juanacatlán, así como
declararlos zona de emergencia ecológica. Además,
se aceptó implementar un sistema de prevención
y control de pandemias, entre otras.

La CEA aceptó 82 por ciento de los 12 puntos,
aprobando brindar acceso a la información y a la
justicia ambiental, a la participación pública y a la
rendición de cuentas. Además admitió respetar la
integridad corporal y la libertad y seguridad jurídica
de los defensores del derecho al ambiente sano y
ecológicamente equilibrado, además de que
establecerá un departamento para la atención de
asuntos que originen conflictos sociales, además
de contar con un órgano mixto por representantes
gubernamentales para la revisión y validación de
proyectos de construcción de plantas de
tratamiento.

 El Ayuntamiento de Tonalá sólo aceptó 29 de
las 68 propuestas, mientras que el SIAPA y el
municipio de Zapopan asumieron una postura
«ambigua», indicó Álvarez Cibrián, por la
complejidad del tema de la contaminación del río
Santiago.

Los municipios de Guadalajara, Juanacatlán,
Tlajomulco, El Salto, Ocotlán, Atotonilco y Arandas,
hasta el momento no han contestado a la
Recomendación. Las autoridades pidieron
prórroga, que les fue concedida hasta el 9 de marzo,
mientras que los municipios de Chapala, Poncitlán,
Tototlán, Tlaquepaque e Ixtlahuacán de los
Membrillos aceptaron los puntos recomendatorios.

CEDHJ da ultimátum
para responder sobre el
Santiago

Maricarmen Rello

Público
26 de febrero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) concedió hasta el 9 de marzo próximo
como último plazo «improrrogable» a autoridades
del gobierno estatal y a municipios para que se
pronuncien respecto a la Recomendación 1/09
sobre la contaminación del río Santiago. Lo mismo
para aquellos que la aceptaron parcialmente o que
fueron ambiguos en sus respuestas y a los cuales se
les invita a reconsiderar, anunció Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián.

De acuerdo con información que leyó el
ombudsman, el gobierno estatal aceptó 69 de los
cien puntos recomendatorios que se le dirigieron
expresamente, si bien en la copia de los listados
que proporcionó a medios de comunicación sólo se
enumeran 43 recomendaciones aceptadas y 31
puntos no aceptados. El organismo ofreció
complementar la información faltante (26
recomendaciones que no aparecen en el listado de
las aceptadas por el Ejecutivo estatal) en el
transcurso de ayer, pero no lo hizo.

Como este diario adelantó (Público, 25 de
febrero de 2009), el Gobierno del Estado rechazó
pagar la reparación del daño a las víctimas de la
contaminación del afluente, ciertamente la
petición más innovadora y la más polémica.

Álvarez Cibrián explicó que en 21 de los 31
puntos rechazados se argumentó que eran
competencia de otras instancias municipales o
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federales o de otros poderes. Por ejemplo, hacer
análisis de suelos de uso agrícola y alimentos se
consideró facultad de la Secretaría de Agricultura
(Sagarpa), dependencia federal.

El presidente de la CEDHJ prefirió hablar de lo
afirmativo. Sostuvo que, con la respuesta positiva a
69 puntos de cien (cifra por confirmar), se
considera que la «macrorrecomendación» fue
aceptada por el gobierno de Jalisco. Y, ¿si fueran
sólo dos los puntos aceptados, ¿sería el mismo
criterio?, se le inquirió. A esto respondió con evasivas.

Con evasivas, también, fueron las respuestas del
SIAPA y del Ayuntamiento de Zapopan, por lo que
el ombudsman les notificó ayer de la ampliación de
plazo y manifestó: «Ante una situación tan delicada
de contaminación ambiental como la que vivimos
en Jalisco, no hay lugar para interpretaciones
subjetivas, por lo que, para no generar
incertidumbre jurídica, es necesario que se
pronuncien de manera expresa si aceptan o no la
Recomendación».

El municipio de Tonalá sólo aceptó 29 de 68
recomendaciones (42 por ciento). Los gobiernos
de Guadalajara, Tlajomulco, Arandas, Atotonilco,
Ocotlán, El Salto y Juanacatlán -estos últimos, los
más afectados por la contaminación del afluente-
no contestaron la Recomendación al vencerse el
segundo plazo el pasado 20 de febrero. Algunos
pidieron otra prórroga. Se les concedió bajo
advertencia de que será la última. Si callan
nuevamente o rechazan el documento, la CEDHJ
ya no insistirá: «Que la sociedad los juzgue»,
sentenció el ombudsman.

«Esta Comisión ha cumplido con su labor al
presentar una resolución completa, fundada y
motivada sobre el problema de contaminación del
río Santiago y sus posibles consecuencias. Aceptar
y cumplir las propuestas es responsabilidad única
de las autoridades a las que se dirigió, por lo que,
una vez concluido el plazo [9 de marzo], nuestro
trabajo estará enfocado exclusivamente a dar
seguimiento a los compromisos que asuman», dijo.

En contraste, reconoció a los municipios de
Chapala, Poncitlán, Tototlán, Tlaquepaque e
Ixtlahuacán de los Membrillos, que aceptaron en
su totalidad los 68 puntos que les dirigieron en esta
macrorrecomendación.

La Comisión Estatal del Agua (CEA) aceptó 10
de los 12 puntos que se le recomendaron; entre
ellos, aceptó brindar acceso a la información y a la
justicia ambiental, y respetar la integridad corporal,
libertad y seguridad jurídica de los defensores del
derecho a un ambiente sano y ecológicamente
equilibrado.

Entre lo aceptado por el gobierno estatal destaca
solicitar a la Secretaría de Gobernación que se

declare zona de emergencia a los municipios de El
Salto y Juanacatlán. Asimismo, supervisar la
construcción de las macroplantas de tratamiento;
implementar un sistema de prevención y control
de pandemias; formular una iniciativa de ley para
que los nuevos centros de población cuenten con
tratamiento y reutilización de sus aguas y realizar
estudios epidemiológicos en la zona afectada, entre
otras.

Si bien el balance no es del todo satisfactorio,
reconoció el ombudsman, la Comisión consideró
«positivos» los pronunciamientos con la aceptación
total o parcial de las recomendaciones. Las
autoridades que así lo hicieron demostraron su
buena voluntad e interés de revertir los efectos de
la contaminación del río, lo que no es un compromiso
menor, puntualizó el presidente.

Lo aceptado

• Gobierno estatal: aceptó 69 de cien puntos
recomendatorios.
Solicitar declaratoria de emergencia en los
municipios de El Salto y Juanacatlán a la Secretaría
de Gobernación.
Declarar zonas de restauración ecológica los
municipios de El Salto y Juanacatlán.
Practicar auditorías y supervisión en la
construcción de las macroplantas de tratamiento.
Implementar un sistema de prevención y control
de pandemias.
Diseñar un sistema de captación de agua de lluvia.
Formular una iniciativa de ley que contemple que
los nuevos centros de población tengan
infraestructura hidráulica para tratar y reutilizar
sus aguas.
Dotar de mayor autonomía, personalidad y
patrimonio propio a la Procuraduría Estatal de
Protección al Medio Ambiente.
Intensificar inspección y vigilancia en el vertedero
Los Laureles.
Contar con un laboratorio de análisis de
contaminación de aguas.
Delimitar por personal de Protección Civil las áreas
de riesgo y peligro en las márgenes del río Santiago
y del canal Las Pintas-El Ahogado.
• Gobiernos municipales: Chapala, Poncitlán,
Tototlán, Tlaquepaque e Ixtlahuacán de los
Membrillos aceptaron la totalidad de los 68 puntos
recomendatorios; Tonalá aceptó 29; Zapopan dio
una respuesta ambigua.
Iniciar procedimientos de revocación de licencias
y cancelar permisos de construcción que pretendan
ubicarse en las márgenes del río Santiago.
Revisar licencias municipales de giros que vierten
de forma directa sus aguas al río.

Regular y ordenar la inspección y vigilancia de todas
las descargas de aguas residuales a la red de drenaje
municipal.
Abstenerse de autorizar fraccionamientos e
instalaciones de empresas que no cuenten con el
estudio de impacto ambiental.
Incluir en reglamentos municipales una garantía
de reparación o fianza que cubra la indemnización
por daños ecológicos por parte de las empresas y
particulares.
Declarar áreas naturales protegidas.
Clausurar e imponer sanciones a las industrias cuyos
desechos no estén debidamente tratados.
Realizar un inventario de industrias en las cuencas
de El Ahogado y el alto Santiago.
• Comisión Estatal del Agua: aceptó 10 de 12
puntos.
Brindar acceso a la información y a la justicia
ambiental, a la participación pública y a la rendición
de cuentas.
Respetar la integridad corporal y la libertad y
seguridad jurídica de los defensores del derecho al
ambiente sano y ecológicamente equilibrado.
Establecer un departamento para la atención de
asuntos que originen conflictos sociales.

El gobierno de Jalisco se
niega a reparar daños por
contaminación en el cauce
del Santiago

Juan Carlos G. Partida

La Jornada Jalisco
26 de febrero de 2009

El gobierno estatal rechazó reparar daños a los
afectados por el deterioro ambiental y sanitario
provocado por la contaminación del río Santiago.
Éste era uno de los puntos centrales de la
Recomendación que la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) emitió a la
administración que encabeza el gobernador Emilio
González Márquez.

Las autoridades de Jalisco sólo aceptaron 69 de
los 100 apartados de la citada Recomendación.

Entre los asuntos que acatará destacan la
realización de auditorías a las plantas de
tratamiento, emitir una declaratoria de emergencia
en los municipios de El Salto y Juanacatlán,
formular una iniciativa de ley que permita el
tratamiento de aguas, y crear un laboratorio que
analice la contaminación  en ese cuerpo de agua.
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En conferencia de prensa, el ombudsman
jalisciense, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, dijo que
hubo «varias» autoridades a las que se envió la
Recomendación 1-09 y no aceptaron los puntos
por completo o lo hicieron de manera «ambigua»,
por lo cual instó a las dependencias implicadas a
reconsiderar su posición.

«En este momento la Comisión Estatal de
Derechos Humanos notifica tanto a las autoridades
que no aceptaron los puntos, como a los que dieron
una respuesta poco clara, que se les concede un
último plazo, improrrogable, que vence el 9 de
marzo», señaló.

La Comisión Estatal del Agua aceptó 83 por ciento
de los puntos; el Ayuntamiento de Tonalá, 42 por
ciento, mientras otros municipios que también
descargan aguas residuales en el cauce, entre ellos
Chapala, Poncitlán, Tototlán, Tlaquepaque e
Ixtlahuacán de los Membrillos, los aceptaron por
completo.

El presidente de la CEDHJ dijo que el Sistema
Intermunicipal de Agua Potable y Alcantarillado y
el Ayuntamiento de Zapopan dieron respuestas
«ambiguas» y que no ha recibido contestación de
los municipios de Guadalajara, Tlajomulco,
Atotonilco, Arandas, El Salto y Juanacatlán. Los dos
últimos son los más afectados, pues el río pasa en
medio de las cabeceras municipales con la mayor
carga de contaminantes, luego de recibir el desagüe
del sur de la zona metropolitana tapatía.

Aceptan recomendación a
medias

Cielo Mejía

Mural
26 de febrero de 2009

El Gobierno del Estado sólo aceptó 69 de los 100
puntos petitorios de la Recomendación que hizo la
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) por la contaminación del río Santiago.

Declarar estado de emergencia en El Salto y
Juanacatlán, diseñar un sistema de captación de
lluvia, formular una iniciativa para tratamiento de
aguas y dar mayor autonomía a la Procuraduría
Estatal de Protección al Medio Ambiente fueron
algunos de los puntos que el Ejecutivo aceptó
cumplir.

De los 31 rechazados -que incluyen la
indemnización y atención médica a los  afectados,
así como la clausura de empresas contaminantes?,

21 no fueron aceptados por el gobierno estatal al
considerar que no eran de su competencia.

Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, titular de la
CEDHJ, dijo ayer que entre las 16 autoridades a las
que dirigió las recomendaciones, no todas han
aceptado los puntos petitorios.

La Comisión extendió el plazo hasta el 9 de marzo
para que las instancias reconsideren su posición. El
límite previamente acordado venció el 20 de
febrero.

De la Recomendación, la Comisión Estatal del
Agua aceptó 83 por ciento de sus puntos: Tonalá,
42 por ciento, mientras que el SIAPA y Zapopan
dieron respuestas que la CEDHJ consideró
ambiguas.

Guadalajara, Tlajomulco, Atotonilco, Arandas,
Juanacatlán y El Salto -estos dos últimos los más
afectados por el problema? no respondieron a la
petición de la CEDHJ.

Los ayuntamientos de Chapala, Poncitlán,
Tototlán, Tlaquepaque e Ixtlahuacán de los
Membrillos convinieron todas las proposiciones de
la Recomendación.

Indemnizaciones, la duda
del gobernador

Agustín del Castillo

Público
26 de febrero de 2009

El gobernador del estado, Emilio González Márquez,
dio a conocer que «hay una aceptación de la
mayoría de los puntos» de la macrorrecomendación
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de
Jalisco (CEDHJ) en el caso de la contaminación del
río Santiago, mientras media docena de
comunicados de organismos civiles mexicanos e
internacionales presionaban ante la opinión pública
para que la aceptación sea total. Hoy es el día límite
para aceptarla.

«El tema central es que deje de haber
contaminación en el río, y para ello se requiere que
las aguas municipales [...] sean tratadas. Entonces
el primer compromiso es sí: tenemos que tratar las
aguas, no es un tema sencillo; la construcción de
una planta de tratamiento lleva tiempo, pero no
estamos empezando ahorita, esta convicción la
tenemos desde siempre, y hemos arrancado este
proceso con anticipación; la planta de tratamiento
El Ahogado va ayudar de manera sensible a que
deje de ser foco contaminante que ahora es», dijo

el mandatario, luego de una gira de trabajo por la
sierra del Tigre.

La Recomendación 1/2009, con 172 puntos,
pretende restituir el ambiente sano a que tienen
derecho decenas de miles de moradores de la
cuenca Santiago, sobre todo en su paso por la zona
metropolitana de Guadalajara, en la parte baja de
la subcuenca El Ahogado.

Así, precisó, «se acepta todo lo referente a la
obligación que tiene el estado para inspeccionar
las descargas industriales, en donde ya tenemos el
laboratorio para poder hacerlo de manera directa
[...] La parte difícil es el tema de la indemnización:
esta reunión no la hemos tenido con la CEDHJ,
porque contaminación la encontramos en muchas
partes del estado, [como] quien vive cerca de un
tiradero de basura y tiene toda la vida viviendo ahí.
¿Cómo se van a fijar esos criterios? Y ¿cómo vamos
a resarcir ese daño a la salud que sin duda existe,
como existe para la gente que va al centro de la
ciudad?».

También está de acuerdo con «crear sistemas
diferenciados para aguas pluviales y aguas
residuales. Esto no se puede hacer en un solo evento,
pero sí se puede instituir como una política pública
por parte del Estado [...] En síntesis, coincidimos
con el espíritu de la Recomendación, hay algunas
imposibilidades de hecho, pero seguimos en la
disposición de llegar a una conclusión en beneficio
de todos».

Pese a esas excepciones, luego señaló: «Yo de
entrada las acepto todas, entendiendo que muchos
puntos son debatibles [...] La Comisión vio que
podemos mejorar en algunas áreas; sin hacer más
dimes y diretes, lo tomamos...»

A favor de una aceptación plena y sin cortapisas
de la macrorrecomendación se manifestaron
decenas de organizaciones sociales y ecologistas de
Jalisco, México y toda América, cuyos manifiestos
inundaron ayer las redacciones virtuales de los
diarios locales.

Los exhortos provienen de los profesores e
investigadores del Grupo de Trabajo
Interdisciplinario para El Alto Santiago, el Instituto
Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente
(ITESO); de la ONG International Food and Water
Watch, con sede en Los Ángeles, California, Estados
Unidos; del Espacio de Coordinación de
Organizaciones Civiles sobre Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (Espacio DESC9, capítulo
mexicano de la Plataforma Interamericana de
Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo
(PIDHDD), que agrupa decenas de
organizaciones; del Colectivo de Organizaciones
Ciudadanas por el Agua (Coloca), donde hay
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muchas ONG locales; de la Red Vida Vigilancia
Interamericana para la Defensa y Derecho al Agua),
con sede en Cochabamba, Bolivia; y del Tribunal
Latinoamericano del Agua (TLA), con sede en San
José, Costa Rica, el cual emitió una resolución similar
a la de la CEDHJ desde octubre de 2007, durante
su plenaria realizada en la capital de Jalisco.

La respuesta oficial se deberá entregar hoy a la
CEDHJ, mediante oficio formal del gobernador.

Analizarían nuevamente
macrorrecomendación

El Informador
27 de febrero de 2009

El secretario general de Gobierno, Fernando
Guzmán Pérez Peláez, dijo que el Poder Ejecutivo
tiene la disposición de analizar, por segunda ocasión,
la Recomendación que emitió la Comisión Estatal
de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ), ante la
prórroga que el propio organismo otorgó al gobierno
estatal; sin embargo, adelantó que los puntos que
«al gobierno le tacaba aceptar, se acataron».

«Veremos con atención de nuevo el documento,
pero consideramos que en un principio no habría
una modificación de la no aceptación de algunos
de los puntos porque no hay competencia, pero
vamos a ver antes de dar una opinión definitiva»,
aseveró el funcionario estatal, tras acudir al segundo
informe  de actividades del titular de la CEDHJ,
Felipe de Jesús Álvarez Cibrián.

Guzmán Pérez Peláez consideró que si sólo se
aceptaron 69 de los 100 puntos que incluía la
Recomendación por la contaminación del río
Santiago, fue porque en los 31 puntos restantes  la
solución salía de la competencia de las autoridades
estatales.

«Hay algunos [puntos] que no han sido
aceptados, fundamentalmente porque
consideramos que son competencia de las instancias
federales o municipales, pero veremos con atención
de nuevo el documento», explicó.

Uno de los que el gobierno estatal no aceptó fue
el otorgar una indemnización a la familia del niño
Miguel Ángel López Rocha, quien habría muerto
tras caer a las aguas del río Santiago.

En este sentido, el secretario estatal señaló que
mientras la autoridad judicial no determine las
causas de la muerte del niño, el gobierno no puede
aceptar esa responsabilidad.

«No puede haber una indemnización cuando
no hay una causa cerrada. Aquí, el procedimiento

está abierto, no se ha determinado el origen y las
causas de la muerte, desde donde recuerdo, no
había señalamiento directo de que el niño hubiese
caído al río o que alguien lo haya visto caer»,
concluyó.

Aceptan Recomendación

Mural
3 de marzo de 2009

El Ayuntamiento de Guadalajara aceptó la
Recomendación hecha por la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ) de sumarse a
contribuir a la recuperación del río Santiago.

La aceptación se dio en la sesión plenaria del
viernes, y apenas en estos días se estaría notificando
a la Comisión.

El primer edil, Alfonso Petersen, aseguró que
están conscientes de que parte de la problemática
del río es aguas arriba, en la parte de El Salto, pero
que pueden ayudar a que empresas tapatías traten
sus aguas residuales antes de arrojarlas.

«Lo que está solicitando al municipio de
Guadalajara es que apoye, precisamente en las
diferentes estrategias necesarias para llevar a cabo
un tratamiento satisfactorio y una rehabilitación
adecuada al río Santiago», comentó.

Mantiene Gobierno
postura y rechaza 31
puntos de
macrorrecomendación

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
10 de marzo de 2009

El Gobierno del Estado no cambió de opinión
respecto a la macro recomendación de la Comisión
Estatal de Derechos Humanos por la contaminación
del Río Santiago, por lo que al vencer el plazo se
considera que rechazó 31 de los 100 puntos que se
le dirigieron, explica su presidente, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián.

«Digamos que el Ejecutivo del Estado ante el
escrito que enviamos de reconsideración no aceptó
ninguno de los puntos que quedaban pendientes
para su aceptación».

De los 14 ayuntamientos a los que se dirigió esta
macrorrecomendación, Guadalajara, El Salto,
Juanacatlán, Ocotlán, Atotonilco y Arandas no
aceptaron este compromiso con la salud de la
población.

El SIAPA cambió su postura y dijo «Sí» a 22 de
los 23 puntos.

El Salto y Juanacatlán
rechazaron
macrorrecomendación de
la CEDHJ

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
10 de marzo de 2009

Venció el plazo, por lo que el presidente de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ), Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, indica
que de las 17 autoridades estatales y municipales a
las que se dirigió la macrorrecomendación por la
contaminación del río Santiago, sólo siete aceptaron
en su totalidad, otras como el Gobierno del Estado,
lo hicieron de manera parcial.

«De estas 17 autoridades, tres autoridades
aceptaron parcialmente como lo es el Ejecutivo, la
Comisión Estatal del Agua y Tonalá, siete autoridades
aceptaron en su totalidad como son los
ayuntamientos de Tototlán, Tlaquepaque,
Ixtlahuacán de los Membrillos, Chapala, Tlajomulco
de Zúñiga y Poncitlán».

Seis municipios la rechazaron, entre éstos dos
de los más afectados por la suciedad del río Santiago
como son El Salto y Juanacatlán.

Sólo siete de las 17
autoridades implicadas
aceptaron la
Recomendación sobre el
río Santiago: CEDHJ

Raúl Torres

La Jornada Jalisco
11 de marzo de 2009

De las 17 autoridades a las que fue dirigida la
Recomendación 01/2009 de la Comisión Estatal



31

Notas periodísticas

de Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ), relacionada
con la contaminación del río Santiago, sólo siete la
aceptaron totalmente, tres rechazaron algunos
puntos, seis no se pronunciaron al respecto, y existe
un caso en que la Comisión no tiene claro cuál fue
la respuesta.

Según el presidente del organismo, Felipe de
Jesús Álvarez Cibrián, las autoridades que aceptaron
totalmente la Recomendación fueron los
ayuntamientos de Tototlán, Tlaquepaque,
Ixtlahuacán de los Membrillos, Chapala, Tlajomulco
de Zúñiga, Poncitlán y el SIAPA. En este último
caso, el ombudsman aclaró que el administrador
del agua en la zona metropolitana aceptó 22 de los
23 puntos que le conciernen, por lo que se consideró
que aceptó en su totalidad la Recomendación.

Las autoridades que aceptaron parcialmente los
puntos de la Recomendación que les atañen son el
Poder Ejecutivo, la Comisión Estatal del Agua y el
Ayuntamiento de Tonalá.

«Seis autoridades no se pronunciaron y por lo
tanto se declara la no aceptación, no obstante que
en algunos de los casos pidieron prórroga, pero el
día de ayer [lunes] no se recibió respuesta y por lo
tanto se les tiene como no aceptada. Son
Guadalajara, El Salto, Ocotlán, Atotonilco el Alto,
Juanacatlán y Arandas. Y tenemos un caso más,
que es el de Zapopan, donde parece que hubo una
confusión y aparentemente sí se tiene un escrito
donde están aceptando la Recomendación», dijo
Álvarez Cibrián.

En esa misma situación parece estar
Guadalajara, pues ayer mismo el ayuntamiento
tapatío emitió un boletín donde aclara que desde
el 27 de febrero el pleno del cabildo aprobó en
sesión ordinaria aceptar la Recomendación.

Durante la rueda de prensa en la que se informó
sobre esta situación estuvo presente el director del
SIAPA, Rodolfo Ocampo, quien explicó que el único
punto que no aceptó el organismo fue el que
recomienda otorgar gratuitamente 30 litros de agua
diarios por usuario y a partir del litro 31 cobrar el
líquido al costo de producción.

«No lo aceptamos, porque consideramos que
de alguna forma esto lesionaría las finanzas del
organismo, a pesar de que es una Recomendación
a 20 años y que considera ajustar la tarifa del agua;
si esto sucediera [el ajuste] realmente fortalecería
las finanzas del organismo, pero consideró poco
probable que exista el ajuste en las tarifas», indicó
el funcionario.

Ocampo indicó que si se otorgaran los 30 litros
y no se ajustara la tarifa, el SIAPA perdería alrededor
de cuatrocientos ochenta millones de pesos al año,
pero reconoció que si se siguiera al pie de la letra la

Recomendación de la Comisión, es decir, logrando
el ajuste de la tarifa, la dependencia intermunicipal
recibiría anualmente más de mil quinientos
millones de pesos.

El director del SIAPA indicó que en cuanto a la
Recomendación de sustituir totalmente la red de
drenaje de la zona metropolitana, el organismo
intensificará sus labores en ese sentido para en veinte
años lograr hacerlo, pues advirtió que en las
condiciones actuales se desperdicia 32 por ciento
del agua que se consume en la ciudad.

Según sus cálculos, se necesita restituir más de
los tres mil quinientos kilómetros en la red de
drenaje y agua, lo que implicaría una inversión
mínima de 10 mil 800 millones de pesos.

El SIAPA rectifica y dice
sí a la CEDHJ por el río
Santiago

Maricarmen Rello

Público
11 de marzo de 2009

El Sistema de Agua Potable y Alcantarillado (SIAPA)
rectifica: salvo uno, dice sí a todos los puntos
recomendados por la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ) para frenar la
contaminación del río Santiago. Los ayuntamientos
de El Salto y Juanacatlán también sorprenden por
su respuesta a la macrorrecomendación 1/09 pues,
aun siendo los municipios más afectados por la
suciedad y malos olores que despide el afluente,
callaron. Al no responder los requerimientos del
organismo defensor, se considera una negativa.
Ocotlán, Atotonilco y Arandas tampoco se
pronunciaron; con ello, no aceptaron hacer nada
a favor de la salud de su población.

Y el Ayuntamiento de Guadalajara (que había
pedido la ampliación de término en tanto sometía
el tema a discusión del cabildo) envió un
comunicado anoche para señalar que, en sesión
del 27 de febrero, los regidores aprobaron un
dictamen para pedir a las dependencias
municipales que respondan a la Recomendación
«y atender en los casos y materias de competencia,
conforme a derecho corresponda».

Tales respuestas se concretaron este 9 de marzo,
al vencerse el último plazo que otorgó la CEDHJ
para que las autoridades rectificaran o se
pronunciaran sin ambigüedades respecto a la
histórica macrorrecomendación que suscribió el

ombudsman, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, el 29
de enero pasado.

El presidente de la CEDHJ hizo el recuento. De
las tres autoridades estatales y catorce municipales
que fueron requeridas por la Comisión, sólo seis
aceptaron en su totalidad los 68 puntos
recomendatorios: los ayuntamientos de Tototlán,
Tlaquepaque, Ixtlahuacán de los Membrillos,
Chapala, Tlajomulco de Zúñiga y Poncitlán. Con
Zapopan hubo una confusión respecto al escrito
de respuesta, y el presidente pidió tiempo para
aclarar lo que se entendió como una aceptación. La
respuesta de Guadalajara fue anunciada por la
noche.

El gobierno estatal se sostuvo en lo dicho: no
aceptó 31 puntos recomendatorios. Los mismos que
se negó acatar desde el 20 de febrero. «Digamos
que el Ejecutivo del estado, ante el escrito que
enviamos de reconsideración, no aceptó ninguno
de los puntos que quedaban pendientes para su
aceptación», indicó Álvarez Cibrián. Insistió en que,
entonces, aceptó 69 de cien.

El Gobierno del Estado, la Comisión Estatal del
Agua (CEA) y el Ayuntamiento de Tonalá, aceptaron
la Recomendación de forma parcial. Mientras que
el SIAPA, que había manifestado la imposibilidad
de aceptar siete puntos recomendatorios por falta
de recursos económicos -solicitaba quince mil
millones de pesos para hacerlo?, reconsideró y la
aceptó prácticamente toda.

El propio titular del SIAPA, Rodolfo Ocampo
Velázquez, pidió estar en la conferencia de prensa
de la CEDHJ para explicar la reconsideración.
Ejemplificó que no había recursos financieros para
sustituir la red de agua y drenaje de la ciudad en
un solo acto, «pero hoy lo que estamos aceptando
es entrar en un proceso gradual de sustitución de
estas tuberías para que, en un plazo de veinte años,
podamos resolver esta problemática que aqueja a
toda la zona metropolitana, pero principalmente a
las partes más viejas de la ciudad».

Así, el único punto rechazado fue ofrecer
diariamente 30 litros de agua gratis por persona.
«Esto lesionaría las finanzas del organismo a pesar
de que es una Recomendación a veinte años» y de
que iría acompañada del ajuste al precio de la tarifa
(hoy se subsidia 50 por ciento del costo del agua),
con lo cual se duplicarían los ingresos del organismo.

Sin embargo, la última palabra la tiene el Poder
Legislativo, el cual podría aprobar lo gratuidad de
30 litros, pero sin el ajuste a la tarifa, por lo cual
mejor se optó por rechazarlo.
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Se deben privilegiar los
derechos humanos a la
salud antes que los
empleos: CEDHJ

Víctor Montes Rentería

Notisistema
21 de marzo de 2009

La Secretaría del Medio Ambiente del Gobierno
Federal debe privilegiar los derechos humanos de
los habitantes afectados por la contaminación en
el río Santiago antes de preocuparse por la
conservación de empleo y las inversiones, asegura
el presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián: «Yo sé
que el derecho al desarrollo, el derecho que tienen
las comunidades al turismo, a tener fuentes de
empleo, a propiciar algunas otras alternativas, son
muy importantes, pero primero están los derechos
humanos a la salud, primero están los derechos
humanos a la vida».

La llamada de atención del ombudsman
jalisciense ocurre luego de que el titular de la
Semarnat señaló que la declaratoria de zona de
emergencia sobre el río Santiago no se aplica porque
se afectaría la generación de empleo y las inversiones
en la zona.

Prioritario, derecho a
salud que inversión:
ombudsman

El Informador
22 de marzo de 2009

Ante el rechazo de autoridades federales para emitir
la declaratoria de emergencia ambiental en el río
Santiago (a su paso por El Salto y Juanacatlán),
argumentando que se afectarían inversiones
privadas, el presidente de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, manifestó que la protección de los
derechos humanos a la salud debe ser prioritaria a
la generación de empleo y a la captación de
capitales.

«El derecho al desarrollo, el derecho que tienen
las comunidades al turismo, a tener fuentes de
empleo, a propiciar algunas otras alternativas son
muy importantes, pero primero están los derechos
humanos a la salud, primero están los derechos
humanos a la vida».

Agregó que son lamentables las declaraciones
del titular de la Semarnat, Juan Rafael Elvira
Quesada, durante su visita del viernes pasado a la
ciudad, en cuanto a mencionar que no se aprobará
la declaratoria de emergencia.

Dijo que los servidores públicos deben estar
comprometidos con la sociedad y en garantizarles
sus derechos humanos.

«Si aquí se anteponen cuestiones de inversión
y cuestiones turísticas, creo que este servidor
público está fallando y está demostrando no tener,
en este sentido, el compromiso y el perfil para
desempeñarse como tal».

Elvira Quesada mencionó que en breve habrá
«magníficas noticias» en materia de
infraestructura para el saneamiento, pero no dio
mayores detalles.

Álvarez Cibrián comentó que ha mantenido
comunicación con el presidente de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos, José Luis
Soberanes, quien ha girado instrucciones a fin de
que ese organismo se enfoque al asunto de la
contaminación del Río Santiago.

«Por eso creo que en su momento, también
tendrán que llegarle sus reflexiones, sin lugar a
dudas, por parte de la Comisión Nacional».

En cuanto a la recomendación que emitió la
CEDHJ en relación a la contaminación del Río
Santiago, mencionó que se ha obtenido una buena
respuesta de las autoridades estatales, al aceptarla
en la mayor parte, pero ahora tendrá que reflejarse
en resultados concretos.

Consideró que a fin de obtener mejores
resultados para resolver el tema de la contaminación
del Río Santiago, es necesario que también
autoridades federales realicen acciones
coordinadamente con los estados.

«Todo lo que aquí se haga por parte de las
autoridades estatales debe ser respaldado,
fortalecido por parte de las autoridades federales».

Por su parte, el senador Ramiro Hernández
declaró que es una «irresponsabilidad» la
declaración del titular de la Semarnat, que
demuestra su insensibilidad hacia los problemas
de la gente. Puntualizó que buscará reunirse esta
semana con la comisión del Senado que revisa el
problema de la contaminación en la cuenca donde
se ubican El Ahogado y el Río Santiago.
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Servidores públicos de la
Procuraduría manipulan
investigación

Síntesis de la
Recomendación  2/2009

Asunto: violación a la libertad sexual, los derechos del
niño, la libertad, la legalidad y la seguridad jurídica.

Dirigida al procurador general de Justicia, Tomás
Coronado Olmos, y al presidente municipal de
Guadalajara, Alfonso Petersen Farah.

A partir del 13 de septiembre de 2007, varios
medios de comunicación publicaron que Martín
Aguirre Aguirre, quien fuera juez calificador y
posteriormente director jurídico de la Dirección
de Alumbrado Público del Ayuntamiento de
Guadalajara, había violado sexualmente a una
adolescente de dieciséis años de edad, y que
por esos hechos la madre de la joven interpuso
una denuncia penal que motivó el inicio de la
averiguación previa 1737/2007/S, en la que
además se investigaba la presunta violación de
otra adolescente de doce años de edad
cometida por el mismo ex servidor involucrado.

La madre de la víctima declaró a los medios
que el agente del Ministerio Público Pedro Haro
Ocampo daba excusas para no integrar la
indagatoria. Dijo también que Martín Aguirre
había ordenado la privación ilegal de la libertad
de la joven con la intención de que se desistiera
de la denuncia. Por esto se inició la
averiguación 010935/2007/039, en la que
también se mencionó el nombre del actual titular
de la Procuraduría de Justicia, Tomás Coronado
Olmos, quien habría acudido a una fiesta
celebrada a finales de enero de 2007 en una
granja ubicada por la carretera Guadalajara-
Chapala, en donde supuestamente sostuvo sexo
oral con una menor de edad apodada la China.
En ese lugar, se dijo, adultos practicaban juegos
eróticos con muchachitas a las cuales les
obsequiaban dinero y otros objetos para que se

metieran a una alberca y fueran fotografiadas
desnudas.

Con base en la ley que rige a esta Comisión
Estatal de Derechos Humanos, el mismo 13 de
septiembre se inició de oficio el acta de
investigación 79/2007, la cual motivó la
integración de la queja 2193/2007. Dentro de
ella, este organismo emitió medidas cautelares
dirigidas al procurador para que garantizara los
derechos a la integridad física, seguridad y
justicia de las agraviadas. Las medidas fueron
aceptadas y con ello el primer fiscal del estado
asumió la obligación de cumplirlas, lo cual fue
del conocimiento público.

El 26 de diciembre de 2007, la Comisión
recibió un oficio de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, al que anexaba copia
de la queja que presentaron ante esa instancia
la madre de la agraviada y organismos no
gubernamentales, y en la cual nombraron como
representantes a miembros de un organismo
civil; en ésta reclamaban los mismos hechos
que ya investigaba la Comisión estatal.
Señalaron que Martín Aguirre ofreció dinero a
la mamá para que se retractaran de la denuncia
que presentaron en su contra; que los fiscales
Blanca Arcelia Barrón y Eduardo López habían
acudido a su domicilio la noche del 31 de agosto
en compañía de tres elementos de la Policía
Investigadora, y que con engaños las habían
trasladado a las instalaciones de la Procuraduría,
donde presuntamente las obligaron a firmar
declaraciones en las que exculpaban al
procurador, y que este último intervino en la
integración de las averiguaciones previas para
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que se omitieran o agregaran actuaciones o
declaraciones.

Manifestaron además que la fiscal Ana
Bertha Castañeda no le permitió a la madre
estar presente en el momento de la declaración
de su hija ni leer lo que había escrito; y que la
agente del Ministerio Público Ana María García
Morales le pidió a la adolescente que ampliara
su denuncia, y sin embargo, no obraba en el
expediente.

Ante la gravedad de los hechos denunciados,
que involucran a servidores públicos de la
Procuraduría y a un ex servidor del
ayuntamiento de Guadalajara, la Comisión se
dio a la tarea de investigar minuciosamente cada
uno de los señalamientos. Esto se refleja en la
recopilación de múltiples pruebas, evidencias y
testimonios, entre ellos de personas que
asistieron a la mencionada fiesta en enero de
2007, familiares de las agraviadas y servidores
públicos.

Es importante señalar que en 15 ocasiones
se invitó a la madre y a la menor de edad, sin
éxito, a que ratificaran la queja. Algunas fueron
con visitas directas a su domicilio, otras
mediante llamadas telefónicas, vía oficio, y, por
último, a través de sus representantes oficiales.
Todo esto con el fin de que aportaran posibles
datos que fueran de su personalísimo
conocimiento, con los cuales apoyarían la
integración de la queja que motivó esta
Recomendación.

El 9 de abril de 2008 se recibió un escrito
signado por integrantes de dicha asociación civil,
donde manifiestan que la mamá de la
adolescente solicitaría a la Comisión evitar
cualquier acto de molestia a las víctimas, y que
esa decisión debería ser respetada porque las
afectadas no habían pedido la intervención de
este organismo. Dicha solicitud llegó el 11 de
abril.

La Comisión conoció y respetó su negativa
a aportar información y no insistió en
entrevistarlas, pero continuó con las
indagaciones. Se subraya que aunque las
agraviadas no declararon directamente, sí
hicieron llegar a la Comisión, por conducto de
terceros –representantes y familiares– escritos
que dieron luz para resolver diversos hechos
investigados.

A continuación se precisa la participación
de cada uno de los servidores públicos
involucrados.

• El actuario Juan Carlos Torres Ortega fue
señalado porque no realizó ninguna acción para
que se ejecutara la orden de aprehensión que
ya se había librado en contra de Martín Aguirre
cuando éste supuestamente acudió al edificio
de la Procuraduría y salió de él sin mayor
problema. La Comisión revisó las imágenes
grabadas ese día por las cámaras de video
instaladas en el edificio y no advirtió que el ex
servidor público hubiera ingresado a dicha
dependencia.

• Del fiscal Adolfo Reynoso Velázquez se dijo
que el 30 de agosto de 2007, en la averiguación
previa 010935/2007, recabó las declaraciones
de las dos agraviadas cuando denunciaron la
privación ilegal de la libertad de la menor de
edad, pero que no estampó en ellas su firma, lo
cual no resultó cierto.

Quien tomó las declaraciones el 30 de agosto
fue el fiscal Marco Antonio Chávez Villegas,
según lo manifestó él mismo en su declaración
rendida en la averiguación previa 187/2007-V
ante la presencia de otros servidores públicos.

• Sobre el ex fiscal Marco Antonio Chávez
Villegas, el 25 de enero de 2008 el encargado
de la Dirección de Supervisión de Derechos
Humanos comunicó la imposibilidad de que
dicha persona rindiera su informe, en razón a
que dejó de laborar en esa dependencia el 26
de diciembre de 2007. Por ello y debido a que
en la queja presentada ante la CNDH no hubo
señalamientos en su contra de posibles
violaciones a derechos humanos, el 9 de enero
de 2008 se concluyó que no había materia para
continuar la investigación.

• La fiscal Blanca Arcelia Barrón Rosales fue
señalada de haber acudido al domicilio de las
agraviadas la noche del 31 de agosto de 2007,
acompañada de más personal de la
Procuraduría. Con documentos oficiales y
testimonios demostró que a las 23:30 horas del
31 de agosto de 2007 se encontraba recabando
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la declaración de la coordinadora de
Averiguaciones Previas y que fue a las 4:30
horas del 1 de septiembre de 2007 cuando, en
compañía de dos secretarios de agencia se
trasladó al domicilio de las agraviadas para
pedirles que acudieran a la Procuraduría a
rendir sus declaraciones respecto de los hechos
investigados en la averiguación previa 187/2007-
V, en la cual ellas tenían el carácter de testigos
por hechos en los que se investigaba al fiscal
Marco Antonio Chávez Villegas y al ex
subprocurador Víctor Manuel Landeros Arvizu.
La fiscal dijo que ellas aceptaron comparecer,
e incluso las acompañó la pareja de la señora;
precisó que las declaraciones las recabó ella
misma, sin que mediara amenaza o algún tipo
de coacción, y que una vez concluidas
procedieron a su firma.

Por su parte, el concubino de la madre de la
agraviada declaró a la Comisión que esa noche
no se percató de ningún acto de hostigamiento,
acoso o que hayan sido retenidas ilegalmente
las agraviadas.

La Comisión cuenta con la copia certificada
de la indagatoria 187/2007-V, documental
pública de actuaciones que hace prueba plena
y que robustece su versión. Incluso un visitador
adjunto de la Comisión estuvo presente a la 1:52
horas del primero de septiembre, cuando el
agente del Ministerio Público Marco Antonio
Chávez Villegas rendía su declaración ante la
fiscal Blanca Arcelia Barrón. Fue a las 4:30
horas del primero de septiembre cuando se
determinó el traslado al domicilio de las
agraviadas, el cual se efectuó a las 5:05 de ese
día.

Tres secretarios en ese entonces adscritos
a la fiscal Blanca Arcelia Barrón, coincidieron
en manifestar ante la Comisión que alrededor
de las 04:30 horas del 1 de septiembre de 2007
dos de ellos acompañaron a la fiscal al domicilio
de las agraviadas, que ninguno portaba arma
de fuego y que la representante social las invitó
a declarar en la averiguación previa que se
instruyó en contra de ex funcionarios de la
Procuraduría. Precisaron que dichas personas
declararon libremente y sin coacción.

• La Comisión investigó de oficio el actuar del
fiscal Eduardo López Pulido, debido a que en

una entrevista que la mamá de la menor de edad
concedió a un medio de comunicación, señaló
que éste, junto con otras personas, había acudido
a su domicilio la noche del 31 de agosto de 2007
y con engaños las habían trasladado a la
Procuraduría, donde él y otro fiscal las obligaron
a firmar documentos que no les dejaron leer.

Las evidencias permiten concluir que sólo
Blanca Arcelia Barrón, Aarón Casillas Limón
y Miguel Alfonso Medrano fueron quienes
acudieron al domicilio de la quejosa.

• Sobre Tomás Coronado Olmos, procurador
general de Justicia.

En su informe rendido a la Comisión, Tomás
Coronado Olmos señaló como antecedente que
debido a irregularidades que se presentaron en
el desempeño del trabajo del subprocurador
Víctor Manuel Landeros Arvizu, ordenó que se
instauraran procedimientos administrativos en
su contra, por lo que consideró evidente que
éste, con la ayuda del fiscal Marco Antonio
Chávez Villegas, en represalia manipularan las
declaraciones de las denunciantes.

Con el fin de esclarecer los hechos, la
Comisión se entrevistó con los abuelos maternos
de la víctima, quienes coincidieron en que las
agraviadas les manifestaron de forma
categórica que quien violó sexualmente a la
adolescente fue Martín Aguirre Aguirre. En su
testimonio, el abuelo declaró que al preguntarles
por qué en la prensa y televisión decían que
habían denunciado al procurador de participar
en actos sexuales con jovencitas en una granja,
éstas respondieron que ya habían acudido a la
Procuraduría para aclarar que no conocían al
funcionario ni lo habían denunciado. Varias
veces le preguntó a su nieta si lo conocía y la
respuesta siempre fue que no, que nunca lo
había visto personalmente y que él no estuvo
en la fiesta celebrada por la carretera a
Chapala.

Asimismo, en las declaraciones hechas en
las procuradurías de Justicia y Social, así como
en los testimonios recabados por la Comisión a
las personas que estuvieron presentes en la
fiesta, entrevistadas por separado, fueron
coincidentes en que no conocen personalmente
al procurador; que él no estuvo en la fiesta;
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que no se practicaron juegos eróticos ni se abusó
sexualmente de muchachitas menores de edad,
y que no estuvo ni conocen a alguna joven con
el mote de la China.

La Comisión también recabó y analizó copias
certificadas del acta de investigación 03/2007/
SRS, iniciada por la Procuraduría Social, en las
que existe constancia de la reunión sostenida
el 18 de septiembre por Pedro Ruiz Higuera,
procurador social; José León Valle,
subprocurador de representación social; Raúl
Sánchez Jiménez, director de la familia y el
menor; Rocío Corona Nakamura, regidora del
Ayuntamiento de Guadalajara, y la mamá de la
agraviada. A esta última se le preguntó si el
procurador había participado en los hechos en
que se le menciona y la respuesta fue que no lo
conocía, que su hija y ella nunca habían
manifestado que él hubiera participado, y que
no sabe por qué asentaron esa acusación en su
contra.

También destaca la carta que la madre de
la agraviada hizo llegar a este organismo el 28
de marzo de 2008 por conducto de su padre,
firmada por ella al margen y al calce. En el
documento sostiene que en su declaración del
30 agosto de 2007, ni ella ni su hija mencionaron
que Tomás Coronado Olmos hubiera afectado
a una amiga de su hija, a quien supuestamente
conocía como la China. Añadió que quien
asentó esos datos fue la persona que tomó la
declaración, lo cual coincide con el testimonio
rendido por ambas el primero de septiembre
dentro de la averiguación previa 187/2007-V.

De acuerdo con el dictamen pericial
grafoscópico solicitado por la Comisión al
Instituto Jalisciense de Ciencias Forenses, la
firma que viene en esa carta es auténtica; es
decir, es la de la madre de la agraviada.

El 18 de febrero de 2008 se integró un
Comité Temporal integrado por cinco
consejeras y consejeros del Consejo Ciudadano
de la Comisión, a quienes en mi calidad de
presidente de este organismo y en uso de las
facultades que me confiere la ley, de manera
extraordinaria, autoricé su coadyuvancia en la
investigación de este caso. En atención a la
sugerencia hecha por este Comité, se indagó
por qué en la declaración ministerial que la
víctima rindió ante la Procuraduría fueron

omitidos los datos de identidad de la persona
apodada la China.

Conforme al análisis de cada una de las
pruebas y constancias, este organismo
considera que el personal de la Procuradurìa
no fue omiso ni ocultó deliberadamente esos
datos, ya que en la declaración la menor de
edad únicamente mencionó a su amiga la China,
sin proporcionar ningún dato que pudieran llevar
a su identidad.

En la inconformidad presentada el 12 de
diciembre de 2007 ante la CNDH, la quejosa
refiere exactamente lo mismo que en la anterior
declaración ministerial; es decir, únicamente se
menciona a la China, pero no proporciona más
datos de identidad; lo cual coincide con la
presentada al día siguiente ante la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, donde
tampoco se aporta ningún dato al respecto.

Lo anterior, no obstante que ambos escritos
–a diferencia de la declaración ministerial–
fueron redactados en papel membretado y con
la asistencia y asesoramiento jurídico del Cepad,
cuyos miembros, en unión del secretario del
organismo civil Red Todos los Derechos para
Todos firmaron el que fue presentado ante la
Corte Interamericana. Se infiere que fueron
redactados sin presiones y, por supuesto, sin la
presencia de ninguna autoridad, por lo que, de
haber contado con esos datos de identidad,
seguramente los habrían expresado; más aún
si se considera que fueron elaborados cuatro
meses después de la declaración ministerial,
cuando ya era de su conocimiento el contenido.

En un manuscrito redactado por la víctima
con motivo de la evaluación psicológica que le
fue practicada el 26 de abril de 2007 por un
perito del Instituto Jalisciense de Ciencias
Forenses, describe los hechos del abuso sexual
de que fue objeto, así como los de la fiesta a la
que asistió celebrada en una granja por la
carretera a Chapala y no menciona a la China
ni hace referencia a Tomás Coronado Olmos.

Respecto a otra investigación sugerida por
el Comité Temporal del Consejo Ciudadano
para determinar si las firmas de las presuntas
agraviadas en las declaraciones ministeriales
del primero de septiembre fueron plasmadas
en una hoja en blanco y después se escribió
sobre ellas, esta Comisión cuenta con la prueba
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pericial practicada por el Instituto Jalisciense
de Ciencias Forenses, que concluye que sí
fueron plasmadas por las agraviadas y que
primero fue el texto y posteriormente las firmas.

Asimismo, las consejeras y consejeros
ciudadanos que coadyuvaron en la
investigación, se entrevistaron con diversos
periodistas que ellos consideraron contaban con
evidencias de la participación del procurador
en los hechos, pero no obtuvieron ningún
resultado, ya que éstos no aportaron ninguna
prueba.

Por otra parte, no se encontró ningún dato
que demostrara que el procurador entorpeció
la integración de las averiguaciones previas
relacionadas con estos hechos o que intervino
en su integración para que se omitieran o
agregaran actuaciones. Por el contrario, se
advierte que respetó el principio de autonomía
de la institución del Ministerio Público.

Con base en la investigación realizada, la
Comisión Estatal de Derechos Humanos
concluye que el actuario Juan Carlos Torres
Ortega, los fiscales Adolfo Reynoso Velázquez,
Blanca Arcelia Barrón Rosales, Eduardo López
Pulido y el procurador de justicia Tomás
Coronado Olmos, no violaron los derechos
humanos a la legalidad y seguridad jurídica de
las agraviadas.

Sin embargo, del reclamo hecho en la queja
presentada ante la Comisión Nacional también
se menciona que la fiscal Ana María García
Morales le pidió a la víctima que ampliara la
denuncia que había presentado por violación,
pero que dicha ampliación no aparece en el
expediente; no se encontraron elementos que
acreditaran tal afirmación. No obstante, de
manera oficiosa y en suplencia en la deficiencia
de la queja, al analizar las actuaciones
ministeriales que integran dicha averiguación
previa, esta Comisión encontró las siguientes
irregularidades que contravienen diversas
disposiciones legales:

a) Omitió ordenar lo procedente para que la
menor de edad aclarara las discrepancias
consistentes en que ante la autoridad ministerial
proporcionó una media filiación del sujeto que
la agredió, la cual resultó distinta a la que
proporcionó a la Policía Investigadora.

b) Recibió la declaración del inculpado Martín
Aguirre Aguirre sin que justificara su
comparecencia voluntaria, al no mediar cédula
citatoria ni oficio de presentación.

c) Respecto a la denuncia de violación en
agravio de otra jovencita, ocurrida en fechas
distintas al caso analizado en esta
Recomendación, no ordenó de oficio las
diligencias pertinentes, como lo son la
inspección del lugar de los acontecimientos,
girar oficio a la Policía Investigadora para la
localización y presentación del posible agresor
Martín Aguirre Aguirre, así como del señalado
con el nombre de Roberto Zamora Aguirre.

d) No recabó la declaración de los testigos
señalados por dicha menor, como lo exige el
Código Penal Estatal.

e) Omitió actuar respecto de la forma y medios
con los cuales la víctima puede identificar al
inculpado.

f) No ordenó que la fotografía y la copia de la
credencial de elector que exhibió al comparecer
el ex servidor público Martín Aguirre Aguirre
le fueran puestas a la vista a la víctima, con el
fin de que realizara la identificación.

• Igualmente, del fiscal Pedro Haro Ocampo la
Comisión advirtió en su actuación las siguientes
irregularidades:

a) Falta de actuación oportuna, pues a pesar
de que indagaba un delito grave, consignó la
averiguación previa casi cinco meses después
de haberla iniciado, sin haber agotado las líneas
de investigación para robustecer los elementos
del tipo penal y la probable responsabilidad del
denunciado, ya que omitió ordenar a la Policía
Investigadora la localización de Martín Aguirre,
para corroborar la existencia o no del mismo.

b) Al asumir la integración y resolución de la
indagatoria no subsanó las omisiones o
irregularidades de la fiscal Ana María García
Morales.

c) No actúo conforme a las reglas del
procedimiento, ya que ejerció acción penal en
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contra de Martín Aguirre por el delito de
violación en agravio de la adolescente, sin el
desglose de copias certificadas, como lo
establece el enjuiciamiento penal estatal.

d) Tomó la segunda declaración de la víctima
sin que estuviera debidamente asistida por sus
padres o tutores.

e) No recabó las diligencias posteriores que
justificaran la retractación de la joven, con el
fin de esclarecer esos hechos.

f) No justificó la comparecencia de una joven
de 18 años de edad, pues se había ordenado la
localización y presentación de una menor de
edad de 17 años del mismo nombre.

Sobre Martín Aguirre Aguirre

Es innegable que el fiscal ejerció acción penal
en contra del ex servidor público Martín Aguirre
y solicitó en su contra orden de aprehensión
por su probable responsabilidad criminal en el
delito de violación, por lo que cometió el delito
imputado y con ello, por supuesto, violó los
derechos humanos de las niña y niños y a la
libertad sexual.

Ante las irregularidades documentadas y la
deficiente integración de la averiguación previa,
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Penal del Tercer Circuito concedió a Martín
Aguirre el amparo y protección de la justicia
federal en contra de los actos que reclamó del
Juez Octavo de lo Penal del Primer Partido
Judicial en el Estado, del procurador de Justicia
estatal y de otras autoridades, por la orden de
aprehensión que se pronunció en su contra por
la violación sexual. Ello, puesto que según se
lee en la resolución de marras, sí se tiene
acreditado el cuerpo del delito de violación
sexual.

En la resolución federal un magistrado votó
en contra, por considerar que las pruebas de
cargo que se ofrecieron en contra del ex
servidor involucrado constituyen suficientes
indicios para sostener el pronunciamiento de la
orden de captura en su contra.

Por lo anterior, esta Comisión concluye que
Martín Aguirre Aguirre transgredió en perjuicio

de las menores de edad los derechos humanos
relativos a la libertad sexual y a los del niño.

Es de especial relevancia mencionar que en
la fecha en que Martín Aguirre realizó estos
actos, aprovechó indebidamente su investidura
de servidor público, ya que así se lo hizo saber
a su víctima como parte de la amenaza para
que no lo denunciara.

En resumen, la Comisión Estatal de
Derechos Humanos concluye que los fiscales
Pedro Haro Ocampo y Ana María García
Morales, así como el ex servidor público Martín
Aguirre Aguirre, violaron los derechos humanos
a la legalidad y seguridad jurídica, así como los
derechos del niño; este último además
transgredió derechos humanos a la libertad
sexual.

Por ello se emiten las siguientes

Recomendaciones

A Tomás Coronado Olmos, procurador general
de Justicia:

PRIMERA. Ordene el inicio de un procedimiento
administrativo en contra de los fiscales Pedro
Haro Ocampo y Ana María García Morales y
analice la posibilidad de suspenderlos de sus
labores sin goce de sueldo por un término de
tres a treinta días, o destituir a quien o quienes
proceda, por haber dilatado y no integrar
conforme a derecho la averiguación previa
1737/2007/S.

SEGUNDA. Tomando en consideración que al ex
servidor público Martín Aguirre Aguirre le fue
concedido el amparo y protección de la justicia
federal por la orden de aprehensión solicitada
en su contra por la Procuraduría a su cargo en
la averiguación previa 1737/2007/S, ordene al
fiscal investigador que la integre a la brevedad,
debida y legalmente, por los hechos constitutivos
de violación sexual cometidos en agravio de una
menor de edad, y recabe las pruebas que
permitan acreditar fehacientemente el cuerpo
del delito y la probable responsabilidad del
indiciado.
TERCERA. Ordene al fiscal a cargo de la
averiguación previa C/392/2008/S, que a la
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brevedad la integre y resuelva debidamente
conforme a derecho.

CUARTA. Ordene al fiscal a cargo de la
averiguación previa 310/2007/AG.06/SEC/A,
que agilice su integración y la resuelva conforme
a derecho, teniendo en cuenta en todo momento
la prioridad de los derechos de la agraviada.

Al presidente municipal de Guadalajara, Alfonso
Petersen Farah:

En virtud de que Martín Aguirre Aguirre fue
dado de baja por abandono de labores como
titular de la Dirección Jurídica de Alumbrado
Público del Ayuntamiento de Guadalajara,
agregue una copia de la presente resolución a
su expediente laboral, como antecedente de que
cuando fue servidor público de dicho
ayuntamiento violó derechos humanos.

Las autoridades a quienes se dirige esta
Recomendación tienen diez días naturales,
contados a partir de que se les notifique, para
que hagan de nuestro conocimiento si la aceptan
o no; en caso afirmativo, acrediten su

cumplimiento dentro de los quince días
siguientes.

Esta Comisión se solidariza con las
agraviadas, quienes han sido doblemente
víctimas; la adolescente, de los oprobiosos actos
de ultraje sexual cometidos en su contra; y tanto
ella como su señora madre, de las deficientes
actuaciones y omisiones en que los fiscales
involucrados incurrieron al integrar las
averiguaciones previas. Han sido víctimas
también de quienes, aprovechando su situación,
con fines inconfesos y difundiendo falsedades,
propiciaron su exposición en medios, lo que
atentó contra el resguardo de su intimidad y
sus derechos de personalidad. Esto les pudo
haber generado confusión y que se negaran a
declarar personalmente ante este organismo
sobre datos que sólo ellas pudieron haber
conocido y de suma importancia en la
investigación realizada.

Guadalajara, Jalisco, 30 de enero de 2009

Maestro Felipe de Jesús Álvarez Cibrián
Presidente
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Notas periodísticas La CEDHJ y Tomás
Coronado

Gilberto Pérez Castillo

Marcatextos.com
3 de febrero de 2009

Las recomendaciones que emitió el viernes de la
semana pasada la Comisión Estatal de los Derechos
Humanos (CEDHJ) constituyen una serie de
documentos que vale la pena analizar con mucho
cuidado, ya que de ellas se desprenden asuntos
trascendentales.

Entre ellos vale la pena destacar los siguientes:
1. La CEDHJ, de manera responsable, exonera al

Procurador Tomás Coronado de las acusaciones
hechas en su contra por un supuesto abuso de una
menor, cuya existencia no pudo comprobarse.

2. Sin embargo, la Comisión deja en claro que las
fiestas, en las que participaban funcionarios del
gobierno municipal de Guadalajara que encabezó
Emilio González, se realizaron por lo menos durante
dos años y en ellas participaban menores de edad
con fines sexuales.

Por lo anterior, la CEDHJ recomienda  a las
autoridades concluir las investigaciones al respecto,
castigando a quienes hayan participado de dichos
abusos.

En este caso, aún queda por resolver la posible
participación del Procurador Tomás Coronado, por
lo que no puede decirse que la Comisión lo exonera
definitivamente, pues si bien concluye que en una
de ellas éste no cometió abuso sexual a una menor,
aún falta por investigar su participación en otras
reuniones similares.

3. Las recomendaciones de la CEDHJ dejan en
claro que la verdadera víctima (la menor que
efectivamente fue violada, al parecer por Martín
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CEDHJ no encontró
culpable a Coronado
Olmos

DK 1250
31 de enero de 2009

No encuentra responsable la CEDHJ al procurador
de justicio Tomás Coronado Olmos por un caso de
violación a una menor de edad a mediados de 2007,
en cambio a los fiscales Pedro Haro Ocampo, y Ana
María García Morales así como al ex servidor público
Martín Aguirre Aguirre, ex funcionario de
Guadalajara y presunto agresor, se le acreditó
violación a los derechos humanos.
      Al mismo tiempo se recomendó al presidente
municipal de Guadalajara, Alfonso Petersen Farah
se boletine al ex funcionario Martín Aguirre por los
actos señalados.
      Al presentar su recomendación, el ombudsman,
Felipe de Jesús Álvarez, hizo énfasis en que la CEDHJ
no ha tenido contacto directo con las quejosas, y
lamentó que éstas “han sido víctimas de quienes,
aprovechando su situación, con fines inconfesos y
difundiendo falsedades, propiciaron su exposición
en medios, lo que atentó contra el resguardo de su
intimidad y sus derechos de personalidad. Esto les
pudo haber generado confusión y que se negaran
a declarar personalmente”.
      Cabe recordar que María Araceli Arellano Enciso
denunció los delitos sexuales en contra de su hija,
Águeda Jazmín, en 2007. Desde entonces, el caso
se ha visto envuelto en controversias. La mujer y su
hija son asistidas legalmente por el Centro de Justicia
para la Paz y el Desarrollo (Cepad), que critica la
actuación de la CEDHJ. Instancias internacionales,
como la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, solicitaron al Estado mexicano proteger
a María Araceli y a su familia.

Aguirre Aguirre) acabó siendo nuevamente víctima
por el jaloneo político y por el manoseo de grupos
y personajes que sólo han buscado sacar provecho
de este asunto, sin importar el daño que ya le han
hecho a la menor y a su familia.

4. La investigación de la CEDHJ deja en evidencia
que en este estado, todavía es fácil que funcionarios
de la Procuraduría puedan fabricar averiguaciones
previas para inculpar a quien no ha cometido un
delito.

Y al final, Coronado
Olmos estaba limpio

Jaime Ramírez Yáñez

Público
4 de febrero de 2009

El 13 de diciembre de 2007, el Centro de Justicia
para la Paz y el Desarrollo (Cepad) presentó una
denuncia de hechos ante la fiscal Especial para la
Atención de Delitos Relacionados con Actos de
Violencia contra las Mujeres (Fevim), Alicia Elena
Pérez Duarte, con la finalidad de que esa instancia
federal investigara hechos delictivos en donde se
mencionaba al procurador estatal Tomás Coronado
Olmos.

Poco tiempo después, Pérez Duarte renunció a
su cargo, fue sustituida por Guadalupe Morfín
Otero, reconocida defensora de los derechos
humanos, pero aún no hay una conclusión al
respecto, o al menos públicamente no se ha dado
a conocer el resultado de la averiguación previa.

De la lectura del documento completo,
presentado por la Cepad a la Fevim, queda claro
que el afán por derrumbar a un funcionario ha
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provocado que las partes en conflicto pierdan de
vista el verdadero objetivo de la justicia: subsanarle
a una menor de edad –ahora ya mayor– su
condición de persona humana. Águeda Jazmín se
mantiene como la víctima visible de toda esta
comedia de enredos.

1. Según lo investigado en una primera
averiguación previa, la 1737/2007/S, radicada en
la agencia del Ministerio Público de Atención a
Delitos en Agravio de Menores, Sexuales y Violencia
Intrafamiliar, se advierte claramente que la menor
sí fue sujeta a un abuso sexual.

Incluso en un examen médico practicado un
día después del hecho denunciado -27 de abril de
2007- la doctora María del Socorro Méndez Herrera
señaló en el dictamen que sí presentaba signos de
violencia física.

Las psicólogas Edna Gabriela Barajas Díaz y
Anabel Hernández Hernández, del Instituto
Jalisciense de Ciencias Forenses (IJCF), quienes
examinaron tanto a la madre como a la hija,
concluyeron que la menor «ha vivido en un
ambiente familiar desintegrado y disfuncional en
el que ha tenido desacuerdos con su madre, María
Araceli Arellano Enciso».

A lo largo de la investigación, otro dato que quedó
suficientemente claro es que la menor, en compañía
de otras más, sí había asistido a fiestas, cuando
menos doce en dos años, en donde hubo alcohol,
drogas y prácticas sexuales recurrentes, de acuerdo
con los testimonios de cuando menos cuatro
personas que declararon en la averiguación previa.

2. Sin embargo, todo iba bien. La información
aportada por las víctimas a la autoridad ministerial
para que pudiera ejercer la acción penal en contra
del presunto responsable, Martín Aguirre Aguirre,
era la correcta. Todo se fue a la borda cuando un
funcionario, el subprocurador Víctor Landeros
Arvizu, quiso utilizar el asunto políticamente en
contra de su superior jerárquico, Tomás Coronado
Olmos. Éste fue el momento en que todas las partes
irresponsablemente se olvidaron de la verdadera
víctima, de Águeda Jazmín.

3. Así como sucedió con la ya famosa declaración
relacionada con privación ilegal de la libertad, en la
que Landeros Arvizu quiso ajustar cuentas con
Coronado Olmos, en la denuncia de la Cepad ante
la Fevim, se repite la escena, sólo con la diferencia
de que en vez de una mención, al procurador se le
menciona cuando menos siete veces.

Pero también, el documento de la organización
no gubernamental guarda inconsistencias tales
como que la madre de la menor afirma que desde
la primera denuncia de abril de 2007, ya se había
mencionado a Coronado Olmos, pero nunca se
explica en la denuncia cómo es que si la madre de

la víctima estuvo frente a él –en mayo de ese mismo
año– no le reclamó nada.

4. Se insiste en mencionar el nombre de Tomás
Coronado Olmos, pero no se aportan pruebas
concretas. Otra inconsistencia visible en el
documento de la Cepad se refiere a la identidad de
la China. Presuntamente ella fue la víctima sexual
oral directa de Coronado Olmos.

En la averiguación previa 010935/2007/039,
iniciada después de una denuncia por privación
ilegal de la libertad en agosto de 2007, se asentó
que la China era una menor de edad. En la denuncia
de la Cepad del 13 de diciembre de ese mismo año,
cuatros meses después, la China ya no es una niña,
sino una mayor de edad.

En esa misma denuncia, Águeda Jazmín cita las
placas del vehículo en el que fue privada de la
libertad y amenazada de muerte por un enviado
de Aguirre Aguirre. Una Caribe, color gris, de modelo
atrasado con las placas, JVD-1318. Este automotor
aparece dado de baja administrativamente y está
dentro de una relación de vehículos robados, o fuera
de circulación, misma que estaba en poder de la
Suprocuraduría C, dedicada a los asuntos
vehiculares, que en su momento encabezara Víctor
Landeros Arvizu.

Aún falta una instancia en dar a conocer su
veredicto al respecto, la Fevim. Al margen de lo que
ocurra, la realidad es que entre la certeza moral y
la verdad jurídica hay un trecho de distancia tan
grande como la que hay entre la tierra y la luna. En
todo esto, lo cierto es que Águeda Jazmín se
mantiene como la víctima.

Derechos humanos aún
espera al ITEI

Maricarmen Rello

Público
5 de febrero de 2009

Debido a que no ha recibido la notificación oficial
del Instituto de Transparencia e Información
Pública (ITEI), la CEDHJ no manifestó ayer su
posición respecto a la exigencia que le hizo este
instituto para que entregue a un ciudadano copia
de la Recomendación 2/09, acerca de acusaciones
contra el procurador de Justicia estatal sobre abusos
sexuales a menores. El ITEI decidió que las
recomendaciones del ombudsman no son
información reservada.

Se perdió la CEDHJ

Jorge Rocha

La Jornada Jalisco
9 de febrero de 2009

Demasiado rápido nos dimos cuenta que seguimos
igual o quizá peor en la Comisión Estatal de los
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ). El martes
27 de enero, el presidente de la CEDHJ y el tercer
visitador salieron a la opinión pública con la primera
recomendación del 2009 que, desde mi punto de
vista (a pesar de que tiene algunos defectos), es
una buena recomendación. Ya en el artículo
anterior argumenté mis razones y análisis. En varios
medios de comunicación se reconoció la labor de la
Tercera Visitaduría al poner nuevamente en el
espacio público el tema del río Santiago. Incluso
algunos pensamos que por fin la CEDHJ empezaría
a convertirse en el organismo autónomo que
necesita la entidad. No fue así, poco duró el gusto,
nuevamente llegó la decepción. El mismo viernes
30 de enero, tres días después, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián dio a conocer la segunda
recomendación del año, en la que el principal
objetivo, de acuerdo con las notas de prensa y el
boletín elaborado por la Comisión, era exonerar por
adelantado a Tomás Coronado Olmos, procurador
de Justicia de Jalisco, en lo referente a las
imputaciones que se le hacen de obstruir la justicia
en un caso sobre pederastia.

Al salir la recomendación sobre la contaminación
del río Santiago y sus efectos en las poblaciones de
El Salto y Juanacatlán, pude hacer un primer
análisis sobre el extenso documento. Intenté hacer
lo mismo con la segunda recomendación, pero hasta
el jueves 5 de febrero se publicó en la página web
de la Comisión que el texto original de la
recomendación no se difundirá porque se consideró
que es información confidencial de acuerdo con la
Ley de Transparencia del estado de Jalisco. Lo único
disponible es la información del boletín de la
recomendación y lo que apareció en los medios
masivos de comunicación. Por lo tanto, y sólo con
estos datos, intentaré hacer un análisis de esta
situación por demás extraña.

Lo primero que salta a la vista es que mientras
en la recomendación del Santiago se hizo una
investigación con todas las personas afectadas por
el problema de la contaminación, en la segunda
recomendación ni siquiera se contó con la
información de las víctimas ni de la organización
que está coadyuvando en el caso. Es más, el Centro
de Justicia para la Paz y el Desarrollo (Cepad) y la
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madre de la agraviada dieron a conocer a la opinión
pública un boletín de prensa, donde informan que
no se les había notificado de la resolución de la
CEDHJ ni de la recomendación. Se dice en el boletín
de prensa de la Comisión que las agraviadas nunca
asistieron a los citatorios que se les hicieron; sin
embargo, un elemento que no se cita es que ya
antes de la investigación de la CEDHJ, Álvarez Cibrián
había expresado públicamente que el procurador
no era culpable de nada. Se puede deducir que
esta postura inhibió a la víctima y su madre a
declarar en una institución que de antemano dio
su veredicto.

El segundo elemento que llama la atención es
que en la primera recomendación del 2009, la
Tercera Visitaduría tuvo diálogo y tomó en cuenta
las aportaciones de organizaciones de la sociedad
civil, académicos y expertos en la materia. De
acuerdo con lo que mostraron los medios de
comunicación y el boletín de la CEDHJ, en la
segunda recomendación fue al contrario. El titular
de la CEDHJ, en la rueda de prensa acusó al Cepad
de obstaculizar su trabajo y tener intereses
inconfesables. Esta postura del presidente de la
CEDHJ frente a algunas organizaciones es por
demás preocupante y muestra claros signos de
intolerancia. Esta no es la primera ocasión que
Álvarez actúa así; en la revista Proceso a inicios de
este año hizo infundadas y graves acusaciones
contra la Red Jalisciense de Derechos Humanos, el
Centro de Derechos Humanos 28 de Mayo y el
Cepad. En una recomendación, la institución tendió
puentes, en otra acusaron sin tener elementos
suficientes y, como bien expresó el Cepad, se
confundió a la opinión pública.

El tercer punto que resalta es que por lo menos
dos consejeros ciudadanos de la Comisión, Francisco
Pérez Chagollán y Paola Lazo Corvera, han expresado
públicamente su extrañamiento frente a esta
recomendación, ya que se había constituido en el
seno de dicho Consejo una comisión especial para
este caso (también se cita en el boletín la
conformación de esta comisión). Ambos consejeros
coincidieron en que no se les consultó y tampoco se
les informó sobre esta recomendación y sus
resultados. Ambos cuestionaron la forma de
proceder de Álvarez Cibrián en este punto en
particular, donde no se le dio al Consejo Ciudadano
el lugar que le corresponde.

El cuarto asunto que cuestiona la segunda
recomendación del año tiene que ver con que en
la primera se retoma y se justifica la utilización del
derecho internacional de los derechos humanos
para argumentar. En la segunda se desconoce, por
lo que hay de información, las medidas cautelares
dictadas por la Comisión Interamericana de

Derechos Humanos a propósito del caso. Además
se adelanta a exonerar al procurador cuando hay
un proceso abierto en la Fiscalía Especial para la
Atención de Delitos Relacionados con Actos de
Violencia en Contra de las Mujeres y la Trata de
Personas (Fevimtra), de que tampoco se cita nada
en el boletín de la Comisión.

Desde mi perspectiva, y con los elementos de
análisis disponibles, es evidente que hay un enorme
desnivel entre una recomendación y otra. La
pregunta necesaria e ineludible es: ¿por qué esta
esquizofrenia institucional?, ¿por qué primero una
buena recomendación y luego una sumamente
cuestionable?

Por lo menos se me ocurren dos grandes hipótesis
para intentar explicar qué pasó. La primera línea
de interpretación tiene que ver con la gestión dentro
del organismo. Una de las probables explicaciones
es que existe una evidente diferencia en el nivel de
profesionalismo dentro de las visitadurías. La
recomendación del río Santiago fue elaborada por
la Tercera Visitaduría, a cargo de Alfonso Hernández
Barrón, y la segunda recomendación fue trabajada
por la Segunda Visitaduría, que preside Javier
Perlasca Chávez. Los productos de cada instancia
son notablemente distintos, con lo que podemos
presumir que hay visitadurías poco capacitadas y
visitadurías bien capacitadas. Este problema
denotaría un grave problema de gestión de parte
del presidente de la CEDHJ al permitir estas
diferencias y no exigir y ayudar a que todas las
visitadurías tengan el mismo nivel de calidad en el
trabajo.

Un elemento adicional es que pareciera que no
hay un “filtro” para las recomendaciones, es decir,
el presidente no tiene la posibilidad de hacer un
análisis crítico para darles a las recomendaciones
un nivel de calidad similar. Esto confirmaría la
hipótesis de que Álvarez Cibrián no es un conocedor
del tema de los derechos humanos y que por lo
tanto depende en exceso de lo que presenten sus
visitadores generales.

La segunda línea de interpretación es que
efectivamente se negoció una recomendación por
otra. La necesidad del gobierno del estado de
posicionarse en el escenario electoral, generó una
estrategia múltiple de visibilización, alianzas y
limpieza “exprés”. La campaña mediática de Emilio
González a propósito de su segundo informe de
gobierno, el nuevo donativo al organismo que
aglutina a las radios y televisoras de Occidente
(RATO) por 20 millones de pesos y exculpar a Tomás
Coronado de las acusaciones en su contra, parecen
formar parte de una estrategia electoral para revertir
el descontento social y quitarse posibles flancos de
ataque de otros partidos políticos frente a unas

campañas electorales que seguramente serán muy
agresivas. Lo primero era sacar una recomendación
que posicionara a la CEDHJ en la opinión pública
de manera favorable, y en ese marco exonerar al
procurador.

 Todo esto supondría que el presidente de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos saldría
fortalecido en su relación con el gobierno del estado
y entonces tendría la capacidad de negociar otros
asuntos, por ejemplo, el presupuesto (que como
sabemos se mantuvo igual que en 2008, a pesar de
la solicitud de incrementarlo de forma
considerable). Si esta línea de interpretación se
confirmara, el titular de la Comisión pondría en alto
riesgo su autonomía, que se supone es la mayor
fortaleza de un organismo público de derechos
humanos y se estaría subordinando a este organismo
autónomo a los intereses políticos.

Ninguna de las dos líneas de interpretación son
excluyentes entre sí, podríamos tener una
combinatoria de ambas, con lo cual la conclusión
final es que se perdió la Comisión. Es más, podríamos
cambiarle de nombre y llamarle la Comisión Estatal
de Algunos Derechos Humanos de Jalisco, es decir,
que las quejas prosperarían sólo si llegan a una
visitaduría que funcione adecuadamente y que
no se afecten los intereses políticos del presidente
del organismo. Se consumó la pérdida de este
organismo.

 Si vemos esta situación en un marco más amplio
de análisis, en Jalisco se estaría configurando de
forma clara un modelo de democracia
representativa mínima, donde las instituciones que
se supone defienden derechos fuera del ámbito
electoral, estarían subordinadas al poder político
(como la CEDHJ) o cada vez más debilitadas por
falta de recursos y presupuestos como el Instituto
de Transparencia e Información Pública de Jalisco
(ITEI). En este modelo hay dos grandes ganadores:
la clase política, porque se acentúa la partidocracia,
y los grandes capitales, que para hacer sus negocios
sólo tienen que pactar con los políticos, pasando
por arriba de los intereses generales.
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Indica que análisis de
articulista carece de
sustento

Jorge Rocha

La Jornada Jalisco
19 de febrero de 2009

Señor director: En relación al artículo «Se perdió la
CEDHJ», de Jorge Rocha, publicado en La Jornada
Jalisco el 9 de febrero de 2009, me permito hacer
las siguientes precisiones:

Sorprende que no obstante que el autor
desconozca el texto completo de la Recomendación
2/2009, sin titubeos haya elaborado un «análisis»
y, además de manera confusa y con sobrada
imaginación, la haya comparado con otra
Recomendación.

Como académico y experto en derechos
humanos, el articulista debe saber que en tales
condiciones, su «análisis» carece de sustento.
Cuando una opinión se basa únicamente en datos
publicados en notas periodísticas y sin acudir a la
fuente de información, como fue el caso, se corre el
riesgo de incurrir en inexactitudes.

A continuación le demuestro que sus
afirmaciones y conclusiones son equivocadas:

1. Sí se contó con la información que las víctimas
proporcionaron a través de los medios de
comunicación y en los escritos presentados ante
CEDHJ, CNDH y CIDH por conducto de sus propios
representantes y familiares; todos los
señalamientos fueron puntualmente investigados.
Tanto a ellas como a sus representantes se les pidió
en 15 ocasiones su colaboración para que
proporcionaran datos de su personalísimo
conocimiento, pero se negaron y expresamente
manifestaron su deseo de que no se les molestara,
lo cual se respetó, pero no fue pretexto para seguir
a fondo cada línea de la investigación.

2. Es totalmente falso que la Recomendación
no haya sido notificada a los quejosos; si el
columnista así lo desea, puede verificar en este
organismo que dicha acción se realizó de manera
inmediata. Quien difundió esa información es el
organismo civil que se involucró en el caso, no la
señora.

3. El presidente de la CEDHJ nunca expresó que
«el procurador no era culpable de nada». Esa idea
fue difundida por quienes se empeñaron en
confundir a la opinión pública. Lo que sí aconteció
fue que el presidente declaró el 17 de septiembre

de 2007 –respaldado en la lógica y en la ética que
debe tener cualquier organismo público similar–
que el asunto estaba en proceso de investigación,
por lo que no se tenían los datos necesarios para
asumir una posición definitiva en ese momento
(Boletín número 40/07, www.cedhj.org.mx).

4. Durante la investigación se dialogó no sólo
con la organización que representa a las víctimas,
sino con otras instituciones; se contó con la opinión
de expertos y fueron recabados los dictámenes
periciales necesarios. Botón de muestra es la
coadyuvancia de siete consejeros ciudadanos, a
través de acciones y líneas de investigación que
ellos sugirieron. Estos consejeros representan a
organizaciones de la sociedad civil defensoras de
derechos humanos. Además, por su conducto
también se solicitó apoyo a periodistas adentrados
en el tema, con los resultados que ya se comentan
en el boletín de la Recomendación.

5. Es falso que el presidente de la Comisión haya
acusado al Cepad de obstaculizar el trabajo de la
Comisión; tal afirmación demuestra que no leyó la
información difundida.

6. A todos los consejeros ciudadanos miembros
del Comité Temporal para el seguimiento de este
caso se les consultó y tomó en cuenta. Participaron
por lo menos en seis reuniones de trabajo donde se
les informaba de los avances y acciones efectuados.
La resolución se hizo pública, como en todos los
casos, el día de la conferencia de prensa. No hay
ningún fundamento legal que justifique que dicho
documento deba ser conocido por alguna persona
antes de que se publique.

7. La Recomendación sí se fundamentó en el
derecho internacional de los derechos humanos:
en las consideraciones y motivaciones existen
muchas páginas donde se argumenta en esta
materia.

8. Es una falacia que se hayan desconocido las
medidas cautelares dictadas por la CIDH; tal
afirmación tampoco tiene fundamento.

9. La Comisión no «exhoneró» al procurador de
Justicia. Como experto en la materia, el columnista
debe saber que las comisiones de derechos
humanos no tienen tales atribuciones, sino que
solamente resuelven si hubo o no violaciones a
derechos humanos. Por lo mismo, es una mentira
más que se asuman funciones de fiscalía ministerial
o se haya desplazado a la que refiere el académico.

10. Es incongruente que, desconociendo el texto
de la Recomendación, el autor descalifique con una
seguridad inusitada la capacidad y calidad de
quienes realizamos la investigación.

Es alentador el reconocimiento al trabajo de una
de las visitadurías de la Comisión, más aún porque
viene de alguien que sistemáticamente ha
descalificado el trabajo de este organismo.

En resumen, las hipótesis que aventura el
articulista, los calificativos que expresa y las
conclusiones a las que arriba son sólo suposiciones
sin el sustento que debe tener el más mínimo
trabajo de cualquier experto académico, por el bien
de la verdad y de la sociedad.

Agradezco su atención y la publicación de la
presente.

Atentamente
Maestro Javier Perlasca Chávez, segundo

visitador general

Respuesta del articulista

Respuesta a la carta enviada por Javier Perlasca
Chávez.

Es indudable que la libertad de expresión y el
acceso a la información pública son derechos
fundamentales que es necesario ejercer para
construir una democracia sólida. Éste es el
fundamento inicial por el cual elaboro estos análisis
y los doy a conocer a la opinión pública. Como ya
escribí en mi artículo, no pude incorporar a este
trabajo el contenido de la Recomendación
completa porque precisamente la propia Comisión
Estatal de los Derechos Humanos de Jalisco la
catalogó como información confidencial y
reservada. Es más, de acuerdo con la revista Proceso
de esta semana, ésta es la primera Recomendación
que tiene este estatus en Jalisco. Incluso a los
consejeros ciudadanos de la CEDHJ que solicitaron
el texto se les ha negado esta información, por lo
tanto era imposible recuperar estos datos. Avisé en
mi texto tal situación y que desde allí haría mi
interpretación, de no hacerlo hubiera caído en la
autocensura y hubiera renunciado a ejercer mis
derechos.

La primera notable contradicción en la que cae
el segundo visitador es que primero afirma que mi
análisis carece de sustento porque tomé como
fuente lo vertido en medios de comunicación (como
si los medios no fueran una fuente fidedigna), y
luego expresa que «sí se contó con la información
que las víctimas proporcionaron a través de los
medios de comunicación...», es decir, para un
análisis periodístico no se vale utilizar la información
en medios, pero para una recomendación sí.
Además, le recuerdo al visitador que incluí en el
análisis la propia información vertida por la Comisión
a través de su boletín de prensa (que leí
detalladamente).
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Sobre la notificación, si es falso lo que dice el
organismo involucrado, pues reclame al organismo
involucrado y hágales una carta pública.

Sobre las expresiones anticipadas del titular de
la CEDHJ sobre el caso, el propio Álvarez Cibrián
debió hacer las aclaraciones en su momento, si no
fue así, él mismo ayudó a mantener la confusión.

En cuanto al diálogo con organizaciones y
expertos, no pude saber esa información porque el
texto de la Recomendación no está disponible. Haber
escrito que sí hubo ese diálogo hubiera sido un
ejercicio de sobrada imaginación. Pero lo que sí
indagué fue sobre organizaciones expertas en el
tema, y a ninguna se le preguntó nada. En cuanto
a la comisión de seguimiento del Consejo Ciudadano
(que se expresa en los puntos 4 y 6 de esta carta),
fueron por lo menos dos consejeros ciudadanos los
que expresaron públicamente que no se les tomó
en cuenta y estaban sorprendidos por la manera
de proceder del presidente en lo que respecta a
este caso. Para un ejercicio periodístico es menester
retomar las voces de todas las partes implicadas.

En lo referente a las acusaciones del presidente
de la CEDHJ contra el Cepad, transcribo a la letra lo
que dice el boletín de prensa de la Comisión:

«Lo anterior, no obstante que ambos escritos -a
diferencia de la declaración ministerial- fueron
redactados en papel membretado y con la asistencia
y asesoramiento jurídico del Cepad, cuyos
miembros, en unión del secretario del organismo
civil Red Todos los Derechos para Todos firmaron el
que fue presentado ante la Corte Interamericana»,
es decir, la CEDHJ reconoce claramente quién es la
organización que asesora a las víctimas. Luego, casi
al final de su boletín se dice: «Esta Comisión se
solidariza con las agraviadas, quienes han sido
doblemente víctimas; la adolescente, de los
oprobiosos actos de ultraje sexual cometidos en su
contra; y tanto ella como su señora madre, de las
deficientes actuaciones y omisiones en que los
fiscales involucrados incurrieron al integrar las
averiguaciones previas. Han sido víctimas también
de quienes, aprovechando su situación, con fines
inconfesos y difundiendo falsedades, propiciaron
su exposición en medios, lo que atentó contra el
resguardo de su intimidad y sus derechos de
personalidad. Esto les pudo haber generado
confusión y que se negaran a declarar
personalmente ante este organismo sobre datos que
sólo ellas pudieron haber conocido y de suma
importancia en la investigación realizada. Aunque
en este párrafo no se cita al Cepad, es evidente que
se dirige a esta organización. Si no es así, la Comisión
debería decir a quiénes se refiere, porque

precisamente esto genera confusión en la opinión
pública. Además estos ataques no son nuevos, en la
revista Proceso (1680) del 11 de enero de 2009,
Felipe de Jesús Álvarez Cibrián se expresó del Cepad,
de la Red Jalisciense de Derechos Humanos y de la
Coordinadora 28 de Mayo como «enemigos de la
institución y de los derechos humanos».

Sobre los puntos 7 y 8, la información pública
no daba cuenta de esos elementos y no se sabrá
hasta que se tenga acceso a la información. Sobre
la exoneración, precisamente la CEDHJ debería
saber que no tienen esas atribuciones y peor aún
cuando hay procesos legales abiertos. En cuanto a
la calidad profesional de algunas visitadurías de la
CEDHJ, ya expresé mi opinión.

Finalmente, que el segundo visitador de la CEDHJ
se refiera a mí como «alguien que sistemáticamente
ha descalificado el trabajo de este organismo», en
primer lugar es falso, porque en el artículo anterior
al citado sobre la contaminación del río Santiago,
expresé públicamente mi reconocimiento a la labor
de la Comisión; segundo, estas expresiones me
parecen un gesto de intolerancia muy grave, que
muestra nula capacidad de autocrítica y diálogo; y
tercero, sugiere que las posturas críticas ante este
organismo no son bien recibidas por la institución
que debería alentar el ejercicio de los derechos como
la libertad de expresión y el acceso a la información.
Esto sin duda me parece lamentable.

Autoridades aceptan
Recomendación por
violación sexual

El Informador
20 de febrero de 2009

El presidente municipal de Guadalajara, Alfonso
Petersen Farah, y el procurador del Estado, Tomás
Coronado Olmos, aceptaron la Recomendación 2/
09 que dictó la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco por violación del derecho de los
niños y la libertad sexual.

El 31 de enero, la Comisión presentó su segunda
Recomendación del año, la cual se enfoca a la
supuesta violación sexual que cometió Martín
Aguirre Aguirre, ex funcionario tapatío, en contra
de un adolescente de dieciséis años.

Sin embargo, debido a que durante el proceso
se cometieron algunas violaciones en el
procedimiento y en la toma de declaraciones,
además del hecho, la CEDHJ pidió al presidente

municipal tapatío que ordenara integrar al
expediente de Aguirre Aguirre la Recomendación,
en la que se da a conocer la falta supuestamente
cometida por el ex funcionario para que ésta quede
como antecedente.

Por su parte, también la Procuraduría General
de Justicia del Estado (PGJE), aceptó la
Recomendación, por lo cual iniciará con el proceso
administrativo en contra de los fiscales, Pedro Haro
Ocampo y Ana María García Morales por haber
intervenido con dolo en las investigaciones que la
madre de la menor y ésta interpusieron, por lo que
los señalados serán suspendidos de sus labores sin
goce de sueldo, tal como lo dicta la Recomendación.

Aceptan peticiones sobre
violador

Público
20 de febrero de 2009

El Ayuntamiento de Guadalajara y la Procuraduría
General de Justicia del Estado (PGJE) aceptaron
solicitudes de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ) sobre el caso de Martín
Aguirre Aguirre, el ex funcionario del Ayuntamiento
de Guadalajara acusado de abuso sexual contra
una menor de edad.

La CEDHJ se refiere al tema en la Recomendación
2/09. Al alcalde de Guadalajara le pidió que se
agregue en su expediente que cometió el delito
cuando fue funcionario del ayuntamiento.

La PGJE aceptó la solicitud de iniciar
procedimientos administrativos contra los fiscales
Pedro Haro Ocampo y Ana María García Morales, y
analizará suspenderlos o hasta destituirlos, pues, al
cometer irregularidades en la integración de una
averiguación previa, propiciaron que Martín Aguirre
recibiera un amparo.
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La CEDHJ no exoneró a
Tomás Coronado del caso
de presunto abuso a una
menor

Jorge Covarrubias

La Jornada Jalisco
26 de febrero de 2009

En víspera de su informe anual de actividades 2008
que rendirá hoy en punto de las 10:45 en el Centro
de la Amistad Internacional, el presidente de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ)
Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, se deslindó de los
señalamientos que el Comité de América Latina y el
Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer
(Cladem) le dirigió por la Recomendación 2 de 2009
que exonera al procurador de justicia del estado
Tomás Coronado Olmos, de haber participado en
fiestas donde presuntamente se abusaba
sexualmente de menores de edad.

El ombudsman dijo que su veredicto se basó en
un trabajo profesional y bastante serio.

«La Comisión ha hecho su trabajo de forma seria,
de forma clara, lo hemos dejado muy precisado, y
en ese sentido lo que resuelva otra instancia que
nada tiene que ver con la institución, con la
Comisión Estatal de Derechos Humanos, porque
además es el mismo caso, ellos mismos resuelven
conforme a otros procedimientos y eso es un asunto
de ellos. Nuestro caso está investigado, está
fundamentado y ha quedado claro ante la sociedad
jalisciense», respondió sobre la posibilidad de que
la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia
contra la Mujer y Trata de Personas (Fevimtra) que
encabeza la ex ombudsman jalisciense Guadalupe
Morfín Otero, determine que sí hay responsabilidad
del primer fiscal del estado.

Cibrián dijo que el término «exonerar» no existe
para la CEDHJ porque no tienen competencia en
materia fiscal, pero sí pueden llegar a conocer una
verdad jurídica sobre determinados casos que se
investigan.

El ombudsman también desestimó los
comentarios que hicieron los consejeros ciudadanos
del organismo en el sentido de que no se les dio a
conocer el contenido de la Recomendación y mucho
menos la resolución. Dijo que no es su obligación el
consultarles nada.

«Yo no tengo ninguna obligación de darles a
conocer lo que la Comisión vaya a resolver respecto
de quejas en particular», dijo, y añadió que el
Consejo Ciudadano no tiene atribuciones para

imponer al presidente ninguna clase de comités
para resolver cada queja que llega al organismo.

Cladem expuso que la exoneración de la CEDHJ
al procurador demuestra la falta de compromiso
con los derechos humanos, «particularmente de
las mujeres».

Recomendaciones no son
datos reservados

Maricarmen Rello

Público
7 de marzo de 2009

El presidente del Instituto de Transparencia e
Información Pública de Jalisco (ITEI), Augusto
Valencia, aclaró que las recomendaciones que
emite la Comisión Estatal de Derechos Humanos de
Jalisco (CEDHJ) no son información reservada, pero
efectivamente de estos expedientes se pueden
reservar «algunos datos», relativos a la identificación
de las personas que comparecieron para su
integración y que podrían verse afectadas.

Cuando un procedimiento se está ventilando
ante una instancia a manera de juicio, la Ley de
Transparencia establece que lo tramitado en dicho
procedimiento «tendrá que ser reservado en tanto
se resuelve; una vez resuelto, es información que
se debe dar a conocer, protegiendo información
confidencial. Esto es, algún nombre o domicilio,
que se puedan establecer en ese documento»,
indicó.

El entrevistado destacó que «no hay tal
supuesto» para clasificar como reservada la
información de un procedimiento ya concluido. Y
ejemplificó con dos casos que atañen a la Comisión
de Derechos Humanos. Por una parte, lo relativo a
las sesiones del Consejo Ciudadano de la CEDHJ:
«Leí una declaración y creo que se deben distinguir
dos cosas... se nos hizo la consulta de las sesiones de
la CEDHJ, donde, por tratarse dos temas
relacionados con resoluciones [de quejas], se
reservó toda la sesión». El consejo del ITEI resolvió
que podían reservarse esos temas, «pero no toda la
sesión, sólo porque fuera a tratarse un expediente
equis tiempo».

Sobre las Recomendaciones (una forma de
resolución de los expedientes de queja que
presentan los ciudadanos contra abusos de
autoridad), «hay pendientes por resolver algunos
asuntos, pero sin perder de vista que la ley establece
que, cuando concluye un caso, ese caso es público...

por supuesto, reservando aquellos datos que
pudieran generar un daño a la persona».

Valencia informó que el instituto analiza el
recurso de revisión que interpusieron consejeros
ciudadanos de la CEDHJ, tras la negativa de su
presidente, Felipe Álvarez, a entregarles copia de la
Recomendación 2/09, donde el organismo resuelve
que el procurador de Justicia, Tomás Coronado, no
violó derechos humanos en un caso de abuso sexual
a menores. Aclaró que el ITEI no se ha pronunciado
respecto a la reserva de este documento.

Cabe citar que, en materia de transparencia, la
CEDHJ obtuvo el segundo lugar entre los organismos
evaluados por el ITEI.

El ITEI emplaza a la
CEDHJ a entregar
información

Maricarmen Rello

Público
24 de marzo de 2009

El ombudsman de Jalisco, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, tiene diez días hábiles para entregar a un
ciudadano copia de la Recomendación 2/09 a través
de la cual el organismo que encabeza concluyó que
el procurador de Justicia de Jalisco, Tomás Coronado
Olmos, no violó derechos humanos de presuntas
víctimas por casos de corrupción de menores. De
negarse a entregar copia del documento, podrá ser
sujeto de una denuncia de carácter penal.

Tanto el ciudadano Alberto Bayardo, solicitante
de la información, como el propio titular de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) fueron notificados la semana pasada por
el Instituto de Transparencia e Información Pública
(ITEI) de la resolución a favor del primero.

Bayardo consideró que el presidente de la CEDHJ
no tiene ahora «ningún pretexto de entregar la
información», e incluso el que ha esgrimido ya,
preservar la confidencialidad del niño, puede
cumplirse acatando la disposición del instituto, de
omitir los datos que identifiquen a las víctimas
nombradas en la Recomendación 2/09. Esto es
«testar» los datos como nombres y domicilios que
no deban hacerse del conocimiento público.

El entrevistado se dijo satisfecho con la
resolución del ITEI «pues se nos reconoce la razón
en un caso donde varios consejeros ciudadanos [de
la propia CEDHJ] consideramos que estaba obrando
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mal la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, al negarse
a entregarnos copia de la Recomendación 2/09
cuando es claro que la ciudadanía tiene derecho a
conocer cómo se llegó a esta resolución».

Bayardo indicó que la CEDHJ, con su negativa,
plantea que sólo vale la conclusión de la indagatoria
de la queja, como si el proceso para resolución no
tuviera importancia. A su juicio, «es igual de
importante».

El consejero ciudadano añadió que la Comisión,
como todos los organismos públicos, debe estar
sujeta al escrutinio de la sociedad, no sólo dando
conclusiones sino siendo transparentes también al
informar de los procesos y criterios con base en los
cuales se sustenta una resolución.

A iniciativa de Bayardo, el consejero ciudadano
de la CEDHJ sostuvo una reunión con personal del
ITEI para recibir asesoría en materia de
transparencia. El punto más polémico, hasta ahora,
el relativo a la información que la CEDHJ debe o no
entregar. Tras dicha reunión, hace dos semanas, la
Secretaría Ejecutiva de la Comisión entregó un
segundo borrador que está siendo revisado por los
consejeros.

«Gravísimo error», la
resolución del Instituto

Maricarmen Rello

Público
25 de marzo de 2009

Por considerar un «gravísimo error» la resolución
del Instituto de Transparencia e Información
Pública de Jalisco (ITEI), en torno a que todas las
Recomendaciones de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) son de
carácter público, el presidente de ésta, Felipe de
Jesús Álvarez Cibrián, anticipó que se negará a
acatarla.

Lo anterior significa que no pretende entregarle
al ciudadano Alberto Bayardo copia de la
Recomendación 2/09, en la cual la CEDHJ concluyó
que el procurador de Justicia de Jalisco, Tomás
Coronado Olmos, no violó derechos humanos de
presuntas víctimas adolescentes. Al primer fiscal se
le integró un expediente de queja y una
investigación por su presunta participación en
fiestas donde funcionarios sostenían juegos
sexuales con menores de edad.

En entrevista con Público, el ombudsman
argumentó su negativa al considerar que no puede
«ponerse el derecho a la información y el derecho
a la transparencia de información por encima de
los derechos fundamentales de la niñez», y citó los
que se vulneran: «El derecho a la integridad
personal, el derecho a la personalidad, el derecho
a la privacidad y el derecho a la intimidad de los
menores de edad».

A su juicio, con testar nombres y domicilios no
se protege suficientemente la identidad de las
víctimas, pues en la Recomendación 2/09 se
reproducen íntegras sus declaraciones, que
incluyen «circunstancias de tiempo, modo y lugar»
que hacen fácil su identificación. Dijo, además,
que el solicitante debería conocer la
Recomendación, pues se ha ostentado como
fundador del Cepad, organismo que apoya
legalmente a los denunciantes.

El ombudsman tiene diez días hábiles para
entregar copia del documento; de negarse, podría
ser denunciado penalmente.

Acusa ombudsman de
fines perversos a
ciudadano consejero

Maricarmen Rello

Público
26 de marzo de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, acusó al consejero ciudadano
Alberto Bayardo de tener otros fines al solicitar copia,
vía la Ley de Transparencia, de la Recomendación
2/09.

«Yo creo que aquí hay mucha perversidad...
porque él, con toda seguridad y por la cercanía que
tiene con la gente del Cepad [Centro de Justicia
para la Paz y el Desarrollo], a quienes sí se les notificó
de forma íntegra esta resolución, debe estar
perfectamente enterado de cuál es el contenido».

Al respecto, el aludido aclaró: «Si yo tuviera un
interés perverso, ¿qué es eso?, por conocer el texto
[...] no necesitaría solicitarla por transparencia... el
único interés que me anima es el de asegurarme de
que las partes que son publicables del texto, de
ésta y de cualquier otra Recomendación, se hagan
públicas. Que se pongan al alcance de la

ciudadanía, para que la propia ciudadanía ejerza
su derecho a evaluar el desempeño de la CEDHJ».

La polémica Recomendación alude al
procurador de Justicia estatal, Tomás Coronado
Olmos, y su presunta participación en fiestas donde
funcionarios mantenían juegos sexuales con
menores de edad. La CEDHJ concluyó que el primer
fiscal no violó derechos humanos. Otros
funcionarios, sí.

Álvarez Cibrián reiteró que es «desafortunada»
la resolución del Instituto de Transparencia e
Información Pública de Jalisco (ITEI) e invitó a los
padres o representantes de las adolescentes cuya
declaración se incluye dentro de la Recomendación
2/09, girada por el organismo, a que presenten
recursos de impugnación. El ITEI mandató a la
CEDHJ a entregar copia del documento a Bayardo,
y sólo deberá testar datos como nombres y domicilio
para evitar identificar a las víctimas.

El presidente de la CEDHJ argumentó que hay
transcripciones, como la agresión sexual de parte
de Martín Aguirre Aguirre a una menor de edad
que afecta el interés superior de la niñez.
«Imagínense ustedes si es adecuado que, con el
pretexto de anteponer el derecho a la información,
lo vayamos a hacer público y lo pongamos en una
página de Internet y se lo demos a cualquier
ciudadano [...]», justificó.

Impugnarán solicitud de
hacer público expediente
completo del caso del
Procurador

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
25 de marzo de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos (CEDHJ) Felipe de Jesús Álvarez Cibrián
impugnará la solicitud del Instituto de
Transparencia e Información (Itei) para hacer
público el expediente completo sobre el caso del
Procurador Tomás Coronado Olmos, dado que este
contiene el relato de alguna niña sobre los abusos
sexuales del ex funcionario tapatío Martín Aguirre.
      “Que en esta situación no es para estar
poniendo en evidencia ni hacer público todo lo
que pasó con estas personas menores de edad, sobre
todo en todos los tipos de detalles, insisto, de
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circunstancias, de modo, tiempo y lugar, cómo
fueron agredidas sexualmente y que eso se haga
público”.

      El ombudsman Felipe de Jesús Álvarez Cibrián
califica como perversa la actitud del consejero
ciudadano de Derechos Humanos Alberto Bayardo,
quien promovió el recurso ante el Instituto de

Transparencia, porque él ya conoce el contenido
de la recomendación.
      Insiste en que no la hará pública porque
afectaría los derechos de la niñez.
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Policías se exceden y violan
derecho a la vida

Síntesis de la
Recomendación  3/2009

Asunto: violación del derecho a la vida, a la integridad
personal, a la libertad y a la legalidad y seguridad jurídica.

Dirigida al secretario de Seguridad Pública,
Prevención y Readaptación Social del Estado,
Luis Carlos Nájera Gutiérrez de Velasco.

El 11 julio del año pasado comparecieron ante
este organismo un hombre y una mujer para
reclamar que la tarde de ese mismo día, él y
otras tres personas se encontraban en el interior
de una finca ubicada en el barrio de Analco,
cuando escucharon alboroto en la calle, gritos
que ordenaban que se tiraran al suelo y también
golpes. Al asomarse observaron a muchos
sujetos que, vestidos de civil, se ostentaban
como agentes de la Policía Investigadora,
portaban armas de fuego y con lujo de violencia
pateaban las puertas de los domicilios cercanos;
a algunos de los vecinos los amenazaban,
hincaban y golpeaban. El quejoso manifestó que
uno de sus amigos salió a la calle e informó a
los sujetos que una casa a la que tocaban
violentamente era de su propiedad y la rentaba
a un señor, lo que le valió para que de inmediato
cuatro de ellos lo golpearan en la cabeza con
sus armas y lo patearan mientras otros
ingresaban a su domicilio.

Otro hombre intervino para pedirles que no
golpearan más a su amigo, pero también a él lo
agredieron y le dispararon por la espalda cuando
intentó huir, lo que le provocó la muerte más
tarde, cuando era atendido en el puesto de
socorros de la Cruz Roja. En los hechos fueron
lesionadas otras tres personas: uno perdió
cuatro piezas dentales y presentó una herida
en el cráneo que requirió once puntadas; otro
sufrió una herida en el cráneo y varias lesiones

en su cuerpo, y al tercero le infligieron también
diversas lesiones y lo detuvieron acusado
falsamente de cometer un delito.

Por estos acontecimientos la Comisión inició
una investigación que incluyó la visita inmediata
al lugar, en donde fueron recabados los
testimonios de vecinos, quienes fueron
coincidentes en circunstancias de modo, tiempo
y lugar y señalaban el mal actuar de los
elementos de seguridad pública.

En sus informes los diez policías implicados
coincidieron en que pertenecían al grupo Libras
de la Dirección General de Seguridad Pública
del Estado, encargados de captar los reportes
anónimos de acusaciones de narcotienditas o
de compraventa de droga al menudeo,
denunciados en Preventel.

Reconocieron ante la Comisión y ante el
Ministerio Público que el día de los hechos se
encontraban en servicio, sin uniforme, y que
viajaban en autos no oficiales. En la confluencia
de las calles Medrano y calzada Independencia
se pusieron de acuerdo para introducirse en el
barrio de Analco sin contar previamente con
una estrategia para realizar su labor; al entrar
a la colonia observaron a varios sujetos en la
vía pública que les parecieron «sospechosos»
porque «se mostraron nerviosos» y «tenían
aspecto de cholos». Los interceptaron para
revisarlos, los hincaron y a base de golpes
lograron someterlos, pero los vecinos salieron
de sus casas para auxiliarlos; en la confusión,
dos de los sometidos intentaron huir, pero tres
oficiales los persiguieron. Fue entonces cuando
dispararon y dos proyectiles se incrustaron en
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el cuerpo de uno de ellos, lo que posteriormente
le causó la muerte.

La Comisión concluye que los servidores
públicos se excedieron en sus funciones y
violaron los derechos humanos a la vida, a la
libertad y a la integridad y seguridad personal
de los agraviados.

Este organismo está consciente que los
policías ponen en riesgo su integridad física de
manera cotidiana; sin embargo, ello no les
faculta para quitarle la vida a una persona en
las circunstancias que se dieron en este caso.
El ejercicio indebido de la función
encomendada se repite de forma constante al
proceder con arrestos ilegales y revisiones de
rutina sin fundamento legal.

La preocupación de las autoridades por
mejorar la seguridad pública supone el
reconocimiento que sólo se puede proteger a la
colectividad cuando se respeten los derechos
de cada individuo; en ese sentido, es oportuno
recordar que se deben proteger los derechos
de las personas con el mismo empeño con que
se persigue a los probables responsables de
algún delito o falta administrativa.
Cuando estos hechos sucedieron, la legislación
estatal ya establecía la responsabilidad en forma
directa del estado para aplicarse en casos como
éste; por ello es de estricta justicia la
responsabilidad que se reclama a favor de los
deudos de quien fue privado de la vida y de los
demás agraviados, por las lesiones y perjuicios
causados.

El policía José Fernando Hernández Núñez
fue consignado ante el juzgado quinto de lo
criminal por los delitos de abuso de autoridad y
homicidio calificado, razón por lo cual resulta
innecesario pronunciarse al respecto.
Por lo expuesto, la Comisión Estatal de
Derechos Humanos emite las siguientes

Recomendaciones:

A Luis Carlos Nájera Gutiérrez de Velasco,
secretario de Seguridad Pública, Prevención y
Readaptación Social:

Primera. Inicie procedimiento administrativo en
contra de Arturo Anguiano Martín del Campo,
Guillermo Amezcua Montes, Luis Alberto
Torres Chávez, Carlos Alberto López

Hernández, José Martín Rojas Melchor,
Fernando López Flores, Juan Aguilar Cruz,
Mariano Carrasco Flores, José Fernando
Hernández Núñez, Fernando Mora Jerónimo y
Sergio Joaquín Maldonado Garnica, elementos
de la Dirección General de Seguridad Pública
del Estado, por los hechos investigados en esta
queja, a fin de que se les apliquen las sanciones
que conforme a derecho correspondan.

Segunda. Que la Secretaría a su cargo pague a
los deudos de la persona que fue privada de la
vida, la reparación de los daños y perjuicios
causados.

Tercera. Que pague los daños y perjuicios
causados por las lesiones físicas y psicológicas
provocadas en tres personas más

Cuarta. Se lleven a cabo cursos de capacitación
en materia de derechos humanos dirigidos a los
elementos operativos de la Dirección General
de Seguridad Pública.

Quinta. Ordene a los policías a su cargo que en
el ejercicio de sus funciones se mantengan
uniformados y con las insignias y escudos que
marca la Ley de Seguridad Pública del Estado.

Sexta. Otorgue asistencia psicológica por el
daño moral que causaron a uno de los
agraviados, y para ello realice las gestiones
necesarias para que sea atendido en la
Coordinación de Atención a Víctimas del Delito
y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría
General de Justicia.

En caso de que alguno de los agentes implicados
ya no labore en la institución, agregue copia de
la resolución al expediente personal.

A Tomás Coronado Olmos, procurador general
de Justicia, se le formula la siguiente petición:

ÚNICA. Inicie averiguación previa en contra de
los elementos de la Dirección General de
Seguridad Pública del Estado implicados, para
que se analice su probable responsabilidad penal
en la comisión de los delitos de abuso de
autoridad y lesiones.
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La autoridad a quien se dirige esta
Recomendación tiene diez días naturales,
contados a partir de la fecha en que se le
notifique, para que haga de nuestro
conocimiento si la acepta o no; en caso

afirmativo, acredite dentro de los quince días
siguientes su cumplimiento.

Guadalajara, Jalisco, 5 de febrero de 2009

Atentamente

Maestro Felipe de Jesús Álvarez Cibrián
Presidente

El documento íntegro puede ser consultado en
la web de la institución
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Emite CEDHJ
Recomendación contra la
SSP por abuso cometido a
un profesor universitario

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
5 de febrero de 2009

El maestro de finanzas del CUCEA de la Universidad
de Guadalajara, Nicolás Segura  Salas, fue una de
las víctimas del abuso policiaco en el barrio de Analco,
que le valió este jueves a la Secretaría de Seguridad
Pública una Recomendación de la Comisión Estatal
de Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ).

«Mi único delito fue haberles pedido una
explicación de por qué se estaban introduciendo a
mi domicilio estas personas que, con todo lujo de
violencia, se metieron a una casa que es de mi
propiedad sin que existiera una orden judicial».
En un supuesto operativo contra narcotienditas, el
catedrático, a quien le sembraron droga e
inventaron delitos, fue golpeado y amenazado de
muerte por los elementos, vestidos de civil y en
vehículos no oficiales.

Hoy le pide a Seguridad Pública que se limpie
su nombre y se castigue a los responsables de estas
vejaciones cometidas en julio de 2008.

CEDHJ emite
Recomendación por
excesos de violencia de
policías

El Informador
5 de febrero de 2009

 La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) emitió este jueves su tercera
Recomendación del año. Va dirigida al secretario
de Seguridad Pública de Jalisco, Luis Carlos Nájera,
por los excesos de diez elementos que, vestidos de
civil, en un supuesto operativo contra
narcotienditas en el barrio de Analco, mataron a
un hombre y lesionaron a otros tres, en un incidente
registrado en julio de 2008.

Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, presidente de la
CEDHJ, emitió la Recomendación: «El quejoso
manifestó que uno de sus amigos salió a la calle e
informó a los sujetos [policías] que una casa a la
que tocaban violentamente era de su propiedad y
la rentaba un señor, lo que le valió para que de
inmediato cuatro de ellos lo golpearan en la cabeza
con sus armas y lo patearan mientras otros
ingresaban a su domicilio».

La Comisión pide que se indemnice y se reparen
los daños a los familiares del fallecido, además de
considerar a los tres lesionados.

Emite Recomendación
dirigida al secretario de
Seguridad

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
5 de febrero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) emitió este jueves su tercera
Recomendación del año, dirigida en este caso al
secretario de Seguridad Pública, Luis Carlos Nájera,
por los excesos de diez elementos que, vestidos de
civil, en un supuesto operativo contra
narcotienditas en el barrio de Analco, mataron a
un hombre y lesionaron a otros tres, explica su
presidente, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián.

«El quejoso manifestó que uno de sus amigos
salió a la calle e informó a los sujetos que una casa
a la que tocaban violentamente era de su
propiedad y la rentaba un señor, lo que le valió para
que de inmediato cuatro de ellos lo golpearan en la
cabeza con sus armas y lo patearan mientras otros
ingresaban a su domicilio».

Este incidente registrado en julio de 2008 dejó
saldo de un hombre muerto, cuyo único pecado
fue pedirle a los policías que no golpearan a su amigo.
Otras tres personas más resultaron heridas.
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La Tremenda Corte

Público
6 de febrero de 2009

El imperio de la ley. La Comisión Estatal de Derechos
Humanos certificó los actos ilegales de diez policías
que, vestidos de civil y en autos no oficiales, mataron
a un vecino e hirieron a tres más en el barrio de
Analco, en julio de 2008. La narración de los hechos
parece extraída de una película de policías
corruptos y abusivos.

Película recurrente. Los oficiales buscan
«sospechosos» por su aspecto «cholo»; recorrieron
la calle Insurgentes, en Analco, dieron órdenes a
gritos y sometieron a los vecinos en el suelo, con
resultados fatales. Una película como la que vimos
en Ocotlán el 1 de enero de 2009, que terminó con
la muerte del joven Fernando López Alejandre.

Emiten Recomendación a
SSP

Gabriela Godínez

Ocho Columnas
6 de febrero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos emitió
una Recomendación dirigida al procurador de
Justicia del Estado, Tomás Coronado Olmos, y al
secretario de Seguridad Pública, Luis Carlos Nájera
Gutiérrez de Velasco, con relación a la violación de
los derechos humanos por parte de miembros del
Grupo Libras, perteneciente a la secretaría que está
bajo su cargo.

El presidente de la CEDHJ, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, dio a conocer los hechos por los que
se originó la presente Recomendación, la cual surgió
a raíz de una queja presentada en julio del año
pasado, cuando policías del Grupo Libras
agredieron físicamente a vecinos del barrio de
Analco y dieron muerte a uno de ellos, quien trataba
de defender de las agresiones a un amigo.

CEDHJ emite
Recomendación por
abuso de elementos de la
Secretaría de Seguridad
Pública

El informador
6 de febrero de 2009

Ayer, la Comisión Estatal de Derechos Humanos
Jalisco (CEDHJ) emitió su tercera Recomendación
del año, la cual fue dirigida a la Secretaría de
Seguridad Pública del Estado, para que su titular,
Luis Carlos Nájera Gutiérrez, proceda en contra de
los diez elementos de la corporación que violaron
los derechos humanos durante un operativo en
contra de narcotienditas, en el barrio de Analco,
quienes actuaron con prepotencia causando la
muerte de un hombre y dejando a otros tres heridos.

El presidente de la Comisión Estatal, Felipe de
Jesús Álvarez Cibrián reconoció que a pesar de que
los actuales gobiernos han puesto su dedicación en
la capacitación de los elementos policiacos, ésta no
ha sido suficiente, por lo que pidió reforzar estos
trabajos.

«Sabemos que de alguna forma ha resultado la
capacitación, no podemos decir que la
capacitación no ha dejado efectos, pero la que se
ha dado no es suficiente, tiene que seguirse
impulsando, debe haber conciencia de que
debemos de seguir capacitando».

Ante ello, y tras concluir la investigación hecha
por la Segunda Visitaduría, el titular de la Comisión
presentó los siguientes puntos recomendatorios, los
cuales deberán responder si son aceptados o no, en
un periodo de diez días.

Al secretario de Seguridad Pública del Estado se
le pide que inicie un proceso administrativo en
contra de Arturo Anguiano Martín del Campo,
Guillermo Amezcua Montes, Luis Alberto Torres
Chávez, Carlos Alberto López Hernández, José
Martín Rojas Melchor, Fernando López Flores, Juan
Aguilar Cruz, Mariano Carrasco Flores, José Fernando
Hernández Núñez, Fernando Mora Jerónimo y
Sergio Joaquín Maldonado Garnica, elementos a
quienes se les acusa de estos hechos, por lo que la
CEDHJ pide que se les apliquen las sanciones
correspondientes.

Además se le pide que la dependencia pague a
los deudos de la persona que fue privada de su vida
la reparación de los daños y perjuicios causados;
además que se indemnice por los daños y perjuicios
causados por las lesiones físicas y psicológicas a las
otras tres personas.

A Tomás Coronado Olmos le solicita que inicie
una averiguación previa en contra de los elementos
de la secretaría.

Emite CEDHJ
Recomendación a SSP

Cielo Mejía

Mural
6 de febrero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) emitió ayer la tercera Recomendación del
año, la cual denunció abusos policiacos por parte
de elementos de la Secretaría de Seguridad Pública,
por lo que ésta estuvo dirigida a su titular Luis Carlos
Nájera Gutiérrez.

El 11 de julio de 2008, diez policías vestidos de
civil irrumpieron contra vecinos de la colonia Analco,
uno de los cuales murió tras recibir un balazo en la
espalda.

A Nájera se le pidió recompensar a agraviados e
iniciar procesos administrativos contra los
responsables.

Emite CEDHJ
recomendación al titular
de la Secretaría de
Seguridad Pública

Viridiana Saavedra Ponce

La Jornada Jalisco
6 de febrero de 2009

Por violar el derecho a la vida, a la integridad
personal, a la libertad y a la legalidad y seguridad
jurídica, la Comisión Estatal de Derechos Humanos
Jalisco (CEDHJ) emitió una Recomendación a Luis
Carlos Nájera Gutiérrez de Velasco, secretario de
Seguridad Pública, Prevención y Readaptación
Social.

La Recomendación es en el tenor de que inicie
procedimiento administrativo en contra de diez
elementos de seguridad pública pertenecientes al
grupo Libras, que en julio de 2008, ostentándose
como agentes de la Policía Investigadora, vestidos
de civil protagonizaron un escenario de riña en la
colonia Analco, que dejó como saldo un muerto y
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tres lesionados, lo que por conclusión determina
que «los servidores públicos se excedieron en sus
funciones», como lo refirió Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, presidente de la CEDHJ.

El ombudsman aseguró estar consciente de
«que los policías ponen en riesgo su integridad física
de manera cotidiana; sin embargo, ello no les faculta
para quitarle la vida a una persona en las
circunstancias que se dieron», tomando en cuenta
que de acuerdo con la narración de los hechos de
los afectados, comenzó a escucharse «alboroto en
la calle, gritos que ordenaban que se tiraran al suelo
y también golpes».

Los afectados, al buscar de dónde provenían los
gritos, se dieron cuenta de que personas vestidas
de civil portaban armas «y con lujo de violencia
pateaban las puertas de los domicilios cercanos,
incluso a algunos de los vecinos los amenazaban,
hincaban y golpeaban», refirió Álvarez Cibrián.

Otra de las recomendaciones es que la Secretaría
de Seguridad Pública pague a los deudos de la
persona que fue asesinada, así como a los lesionados,
el daño y los perjuicios ocasionados, y que además
lleve a cabo capacitación en materia de derechos
humanos entre los elementos de seguridad; que
ordene a los policías en funciones estar vestidos
con la indumentaria requerida, que permita su
identificación y que en caso de que algún elemento
ya no labore para dicha dependencia, se agregue
copia de la resolución al expediente personal.

Igualmente, se hizo una petición al procurador
de Justicia, Tomás Coronado Olmos, para que inicie
averiguación previa en contra de los elementos
implicados, para que se analice la probable
responsabilidad penal en delitos relacionados con
el abuso de autoridad y las lesiones.

Cabe señalar que Nájera Gutiérrez tiene diez
días naturales para responder la Recomendación
luego de que ésta sea notificada.

Analizará Secretaría de
Seguridad
Recomendación de la
CEDHJ

Carlos Álvarez Cortés

Notisistema
9 de febrero de 2009

La Secretaría de Seguridad Pública analizará la
Recomendación que la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ) hizo contra la

dependencia por abuso de autoridad, señala su
titular, Luis Carlos Nájera, quien habla de las
conclusiones a las que llegó el organismo.

«Bueno, cada quien cuenta la historia a su forma.
Nosotros tenemos una investigación interna y
bueno, estamos documentando para presentarle a
la Comisión Estatal la versión de los elementos y de
la Secretaría».

Tras reconocer como productiva la coordinación
entre su dependencia y la Comisión, Nájera
Gutiérrez confía en ceñirse al plazo que fijó el
organismo y establecer así una postura.

Inician proceso contra 10
policías

El Informador
20 de febrero de 2009

El secretario de Seguridad Pública de Jalisco, Luis
Carlos Nájera Gutiérrez de Velasco, aceptó iniciar
procedimiento administrativo en contra de los diez
policías que violaron derechos a la vida, a la
integridad personal, a la libertad y a la legalidad y
seguridad jurídica, en contra de una persona que
perdió la vida y a tres que resultaron lesionados
durante el conflicto en el barrio de Analco.

La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
solicitó en su tercera Recomendación del año llevar
a cabo un procedimiento administrativo en contra
de los uniformados que actuaron como policía
investigadora causando la muerte de un sujeto.

Sin embargo, respecto al pago por los daños
ocasionados, la Secretaría de Seguridad Pública
aseguró que proporcionará apoyo a las personas
que fueron lesionadas, pero negó la indemnización
a la familia del hombre que murió.

Acepta SSP iniciar
procedimiento a 10
policías tras
Recomendación de la
CEDHJ

Juan Carlos Huerta Vázquez

Notisistema
20 de febrero de 2009

La Secretaría de Seguridad Pública del Estado
aceptó iniciar un procedimiento administrativo

contra diez elementos policiacos, en respuesta a la
Recomendación emitida por la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ), luego de
acreditar la violación del derecho a la vida, a la
integridad personal, a la libertad y a la legalidad y
seguridad jurídica, en contra de una persona que
falleció por un disparo y otras tres que resultaron
lesionadas durante un operativo antidrogas.

La dependencia impartirá cursos de
capacitación en derechos humanos a los elementos
operativos, e instruyó a los policías estatales para
que porten completos sus uniformes con las
respectivas insignias y escudos. El titular de la
Secretaría, Luis Carlos Nájera Gutiérrez de Velasco,
se negó a indemnizar a los deudos de la persona
que fue privada de la vida, por lo que la Comisión
pedirá que reconsidere su postura.

No pagarán muerte por
abuso de policías

Público
20 de febrero de 2009

El secretario de Seguridad Pública del Estado, Luis
Carlos Nájera Gutiérrez de Velasco, aceptó iniciar
un procedimiento administrativo contra diez
policías como respuesta a la Recomendación 3/09
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de
Jalisco (CEDHJ), por el caso de una serie de abusos
cometidos en el barrio de Analco.

No obstante, el funcionario se negó a indemnizar
a los deudos de un vecino que murió en ese abuso
policiaco, por lo que la CEDHJ le pidió que
reconsidere su posición; y tampoco precisó si
acatará la solicitud de reparar daños a tres personas,
quienes sufrieron lesiones físicas y psicológicas, pues
avisó que eso se decidirá al concluir los
procedimientos administrativos.

El abuso fue el 11 de julio de 2008 por diez ex
agentes del grupo Sigma de la Dirección estatal de
Seguridad Pública; vestidos de civil, con armas de
fuego, atacaron a varios vecinos y allanaron casas,
tras ostentarse como elementos de la Policía
Investigadora. Los agentes dispararon por la
espalda y mataron a un vecino que intentó ayudar
a otro que era pateado por los policías.
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Debe Guadalajara reparar
daños a deudos de una persona

Síntesis de la
Recomendación  4/2009

Asunto: violación del derecho a la vida, a la legalidad y
seguridad jurídica.

Dirigida al presidente municipal de Guadalajara,
Alfonso Petersen Farah

El 23 de enero de este año, los diarios
difundieron la noticia sobre la detención de
Pablo Ríos González y Enrique García Robles,
ambos policías tapatíos acusados de un
asesinato. Se les culpaba de «levantar», golpear
y dejar en la barranca a un mesero, cuyo
cadáver fue localizado el 20 de enero a las 7:20
horas a la entrada de la barranca de Oblatos, a
200 metros de la parte posterior del edificio de
la Policía de Guadalajara. De acuerdo con la
autopsia practicada al cadáver, la causa del
fallecimiento fue una contusión difusa de cráneo
y golpes en el abdomen.

Por estos hechos la Comisión inició de oficio
una investigación; posteriormente, familiares del
agraviado interpusieron una queja que hoy
concluye con la presente resolución.

De acuerdo con las evidencias recabadas
por este organismo, Pablo Ríos González y
Enrique García Robles se desempeñaban el día
de los hechos como oficiales de policía de la
Dirección de Seguridad Pública de Guadalajara
y estuvieron asignados a la zona 4, lugar donde
privaron de su libertad al agraviado y, como
consecuencia de los golpes que le propinaron,
violaron su derecho a la vida. Ambos
reconocieron haber realizado la detención el 19
de enero en la noche porque supuestamente el
sujeto estaba ebrio, agresivo y estorbaba el
tránsito de los vehículos; lo esposaron y lo
subieron a la patrulla; lo trasladaron a la colonia
Jardines de la Barranca, donde lo bajaron a

rastras; lo golpearon, lo llevaron a la orilla de la
barranca de Oblatos y lo empujaron al vacío.

Existen varios testigos de la detención; entre
ellos el de una persona que observó cuando los
policías esculcaron al hombre y le pusieron las
esposas; como no quería que lo detuvieran, lo
golpearon en las costillas. Esto se refuerza con
la declaración de Pablo Ríos González el 22 de
enero de 2009, quien reconoció que una vez en
la patrulla, el detenido insultó a su compañero.
Cuando llegaron a Jardines de la Barranca se
metieron a una calle que por lo regular está
sola. Enrique García estacionó el vehículo, bajó
y sacó al detenido, quien cayó al suelo boca
arriba y le dio cinco patadas: cuatro en los
costados y una en la cabeza. De acuerdo con
la versión de Pablo Ríos ante el agente del
Ministerio Público, no le dijo nada a su
compañero por no meterse en problemas. En
seguida, Enrique arrastró al sujeto, todavía
esposado, y lo dejó al filo de la barranca; sacó
una lámpara y con ella golpeó detrás de la
cabeza al detenido, y todavía le dio dos golpes
más en el abdomen. Después lo colocó a la
orilla, le pasó los pies por la malla ciclónica que
en esa parte tiene un hoyo de aproximadamente
un metro de diámetro, lo sentó, le quitó los aros
aprehensores y lo empujó hacia el vacío. Al
preguntarle a Enrique por qué lo aventó, la
respuesta fue que no pasaba nada, que ya se
retiraran. Pablo Ríos dijo que vio que el hombre
estaba boca abajo, atorado en un árbol, con los
pantalones en los tobillos, y aun así ambos
subieron a la patrulla y se retiraron.
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Este mismo policía, al poner a su vista un
gafete con la fotografía y el nombre de la
persona que apareció muerta, reconoció al
hombre como el mismo que detuvieron, así
como algunos documentos que éste portaba.

Por su parte, el policía Enrique García
sostiene la versión de que fueron ambos los que
bajaron al detenido de la patrulla, pero éste se
cayó. Dijo que los dos lo patearon, lo voltearon
boca arriba, lo tomaron de los pies y lo
arrastraron hasta la orilla del alambrado que
está al filo de la barranca de Oblatos. Ahí lo
sentaron y nuevamente lo golpearon con una
lámpara en la cabeza y tórax y como ya estaban
enojados, lo empujaron, pero se quedó atorado
en un árbol y que cuando ya se iban, alcanzaron
a escuchar que se quejaba. También lo
identificó cuando tuvo a la vista un gafete con
la fotografía de la persona que apareció muerta.

Existen otros elementos de prueba que
corroboran las declaraciones que ambos
servidores públicos rindieron el 22 de enero de
2009 ante el agente del Ministerio Público, donde
coinciden en mencionar que el 19 del mismo
mes detuvieron al agraviado y lo subieron a la
patrulla y, como los agredió verbalmente, lo
trasladaron a la barranca de Oblatos, donde lo
golpearon y lo arrojaron al precipicio.

Refuerza lo anterior el oficio suscrito por
personal de la Policía Investigadora el 21 de
enero, en cuyo contenido se aprecia que en
atención a lo informado por Base Palomar,
acudieron a la barranca donde se encontraba
una persona tirada sobre el piso y presentaba
varios golpes en el cuerpo. Al observar el
terreno, apreciaron que pudo haber caído o sido
lanzada de la parte alta del lugar, a una altura
aproximada de treinta o cuarenta metros, por
lo que subieron a la parte alta y al llegar
observaron que a unos diez metros era
terracería con hojas secas y ramas. Notaron
una huella de arrastre de algo grande que se
dirigía de la calle a la malla ciclónica que divide
la barranca.

El 21 de enero, el fiscal dio fe de tener a la
vista un vehículo marca Dodge, tipo Stratus,
con el número de unidad G-4011, color blanco,
con franjas en color azul y gris, con un escudo
que dice: «SSP GUADALAJARA», con la
leyenda: «POLICIA». Observaron en la parte
trasera tres marcas hemáticas.

El cadáver encontrado presentó huellas de
violencia física externa a simple vista, y se le
apreciaban múltiples excoriaciones distribuidas
en gran parte de su cuerpo, así como una herida
localizada en la región occipital, de
aproximadamente cuatro centímetros de
diámetro.

La autopsia revela que la muerte se debió a
las alteraciones causadas por la contusión difusa
de cráneo y contusión de abdomen de tercer
grado.

Esta Comisión acreditó que los servidores
públicos actuaron con dolo desde que decidieron
llevarse al agraviado a un lugar solitario con la
intención de golpearlo argumentando que los
había insultado. Por ello, amparados en que
nadie podía observar su actuación, se dirigieron
a aquel lugar sin enterar a sus superiores o
ponerlo a disposición inmediata del juez
municipal, y con toda alevosía lo golpearon y
aventaron a la barranca, donde falleció.

El derecho a la vida tiene sustento en la
dignidad, y además de ser el derecho humano
por excelencia, puesto que se le considera el
más grande y preciado, es inherente a la
persona y, por lo tanto, inviolable. Debemos
preservarlo, defenderlo, mantenerlo intocable
y desarrollar su disfrute de manera plena, ya
que su respeto permite la existencia y ejercicio
de los demás derechos.

El Ayuntamiento de Guadalajara debe
asumir la responsabilidad patrimonial por los
menoscabos que sufrió el agraviado. Uno de
los regímenes de responsabilidad civil
extracontractual del Estado es el que acepta
que éste puede responder ante el gobernado
según un sistema de responsabilidad objetiva
basado en la causalidad entre la acción u
omisión del órgano y el daño ocasionado al
derecho de una persona.

Por lo anterior, la Comisión Estatal de
Derechos Humanos emite las siguientes

Recomendaciones:

Al presidente municipal de Guadalajara, Alfonso
Petersen Farah:

PRIMERA. Que repare los daños a los deudos
del agraviado, con independencia del resultado
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de otros procedimientos que en forma
simultánea se estén desarrollando.

SEGUNDA. Gire instrucciones al director de
Asuntos Internos y Jurídicos del Ayuntamiento
de Guadalajara, Luis Roberto Dávila Sánchez,
para que concluya el procedimiento de
responsabilidad administrativa 27/09-F, iniciado
en contra de los oficiales de policía Enrique
García Robles y Pablo Ríos González, y tome
en cuenta lo actuado por esta Comisión.

TERCERA. Instruya al director de Seguridad
Pública de Guadalajara, Macedonio Tamez
Guajardo, para que ponga en marcha un
programa integral de capacitación al personal
de la corporación a su cargo, que permita a los
policías reforzar su formación y se evite que
sufran impactos psicológicos que afecten su
integridad y la de los demás. Se sugiere que se
aporten criterios de autocuidado, sensibilización,
calidez, respeto a la dignidad y elementos de
intervención en crisis y manejo del estrés.

CUARTA. Instruya a los funcionarios antes
señalados para que en forma coordinada
realicen una investigación para determinar si
los policías actualmente activos cuentan con
antecedentes penales o de responsabilidad
administrativa y si tienen el perfil para
desempeñar su cargo.

Una vez recibida la presente Recomendación,
la autoridad a la que va dirigida deberá informar
sobre su aceptación dentro del término de diez
días naturales y, de ser así, acreditar su
cumplimiento dentro de los quince días
siguientes.

Guadalajara, Jalisco, 25 de marzo de 2009

Atentamente

Felipe de Jesús Álvarez Cibrián

El documento íntegro puede ser consultado en
la web de la institución
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Emite la CEDHJ
Recomendación dirigida
al alcalde tapatío Alfonso
Petersen Farah

Jorge Covarrubias

La Jornada Jalisco
26 de marzo de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ)
emitió su cuarta recomendación en lo que va del
año (4/09) que está dirigida al presidente
municipal de Guadalajara, Alfonso Petersen Farah,
por violación al derecho a la vida, a la legalidad y
seguridad jurídica.

El organismo acreditó que los policías de la
Dirección de Seguridad Pública tapatía, Pablo Ríos
González y Enrique García Robles, asesinaron a un
mesero el 19 de enero del año en curso, y lo arrojaron
a la barranca de Oblatos.

De acuerdo con el informe que rindió el
presidente del organismo, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, los elementos detuvieron el 19 de enero al
victimado en la zona 4, presuntamente porque
estaba ebrio, agresivo y estorbaba el tráfico
vehicular.

«Lo esposaron y lo subieron a la patrulla; lo
trasladaron a la colonia Jardines de la Barranca,
donde lo bajaron a rastras; lo golpearon, lo llevaron
a la orilla de la barranca de Oblatos y lo empujaron
al vacío», dijo el ombudsman.

Álvarez Cibrián narró la brutalidad que
emplearon los policías para someter a su víctima. Al
llegar al lugar, Enrique García bajó al mesero de la
patrulla y le propinó cinco patadas; cuatro en los
costados y uno en la cabeza. Enseguida, arrastró al
sujeto, todavía esposado, y lo dejó al filo de la

barranca; sacó una lámpara y con ella golpeó detrás
de la cabeza al detenido, y todavía le dio dos golpes
más en el abdomen. Después lo colocó a la orilla, le
pasó los pies por la malla ciclónica que en esa parte
tiene un hoyo de aproximadamente un metro de
diámetro, lo sentó, le quitó los aros aprehensores y
lo empujó al vacío.

«Al preguntarle a Enrique por qué lo aventó, la
respuesta fue que no pasaba nada, que ya se
retiraran. Pablo Ríos dijo que vio que el hombre
estaba boca abajo, atorado en un árbol, con los
pantalones en los tobillos, y aún así, ambos subieron
a la patrulla y se retiraron».

Por estos hechos, la Comisión solicitó al primer
edil que repare los daños a los deudos del agraviado
en independencia del resultado de otros
procedimientos que en forma simultánea se estén
desarrollando. Qué gire instrucciones al director
de Asuntos Internos y Jurídicos del municipio, Luis
Roberto Dávila Sánchez, para que concluya el
procedimiento de responsabilidad administrativa
27/09-F, iniciado en contra de los oficiales de policía
y tome en cuenta el informe del organismo.

Como tercer punto se le pide a Petersen Farah
que instruya al director de Seguridad Pública,
Macedonio Tamez Guajardo, para que ponga en
marcha un programa integral de capacitación al
personal de la corporación a su cargo, que permita
a los policías reforzar su formación y se evite que
sufran impactos psicológicos que afecten su
integridad y la de los demás. «Se sugiere que se
aporten criterios de autocuidado, sensibilización,
calidez, respeto a la dignidad y elementos de
intervención en crisis y manejo del estrés», y
finalmente que instruya a los funcionarios
mencionados para en forma coordinada realicen
una investigación para determinar si los policías
actualmente activos cuentan con antecedentes

penales o de responsabilidad administrativa y si
tienen el perfil para desempeñar su cargo.

Se niega a divulgar recomendación

Al darse a conocer la resolución del Instituto Estatal
de Transparencia (ITEI) que obliga a la CEDHJ a
divulgar la recomendación que estuvo dirigida al
procurador de Justicia, Tomás Coronado Olmos, por
su presunta participación en una fiesta donde se
abuso sexualmente de menores de edad, el titular
del organismo que vela por las garantías individuales
consideró que se comete una equivocación que
pone en riesgo la integridad de las niñas, por lo que
adelantó que posiblemente se impugnará.

«Es muy lamentable esta resolución. Estamos
nosotros analizando las estrategias jurídicas para
impugnarla pero, independientemente de eso, aquí
podrán con todo derecho, acudir a interponer el
juicio de amparo los representantes legales de las
personas menores de edad que aquí declararon y
que participaron en este trámite de queja porque
definitivamente la justicia federal, yo estoy
completamente seguro, debe conceder la
suspensión de estos actos que ha ordenado el ITEI»,
precisó.

Aunque el ITEI sugirió que se omitan los
nombres y domicilios de las adolescentes agraviadas,
el ombudsman manifestó que esta medida no es
suficiente.

«Hay transcripciones dentro de esa
recomendación, insisto, de cómo se dio la agresión
sexual de parte de Martín Aguirre Aguirre, por lo
menos a una menor de edad, imagínense ustedes
si es adecuado que con el pretexto de anteponer el
derecho a la información lo vayamos a hacer público
y lo pongamos en una página de Internet y se lo
demos a cualquier ciudadano que nos lo solicite»,
puntualizó.
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El ombudsman añadió que la CEDHJ no puede
ser incongruente con su actuar y no permitirán que
una institución que se equivocó al resolver genere
que la propia Comisión viole los derechos humanos
de las personas menores de edad, que llegaron a
declarar «considerando que esta institución es una
institución seria, de buena fe y que no va a
evidenciar esas situaciones tan graves».

La CEDHJ pide reparar
daño por muerte de
mesero

Maricarmen Rello

Público
26 de marzo de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) giró una Recomendación al Ayuntamiento
de Guadalajara para que éste pague la reparación
del daño ocasionado a Juan Rizo Hernández, quien
fue golpeado por policías municipales y arrojado al
precipicio de la barranca de Oblatos, donde falleció
por contusión de cráneo.

Además, el organismo defensor solicitó al
presidente municipal, Alfonso Petersen Farah, que
revise si los 3 500 elementos adscritos a la
corporación policiaca tienen antecedentes penales
y si cuentan con el perfil adecuado para
desempeñar su cargo. Asimismo, pidió que inicie
un «programa integral de capacitación» para evitar
que los policías «sufran impactos psicológicos que
afecten su integridad y la de los demás». Lo anterior,
debido «a que, según explicó el presidente de la
CEDHJ, Felipe Álvarez Cibrián, el estrés y la tensión
a que están sujetos los elementos de seguridad
pública los puede llevar a cometer actos
irracionales.

La Comisión acreditó que los policías tapatíos
Enrique García Robles y Pablo Ríos González, hoy
sujetos a proceso penal por presunto homicidio-
actuaron con dolo desde el momento en que
detuvieron al occiso, quien se ganaba la vida como
mesero. Álvarez Cibrián narró que los inculpados
decidieron llevarse al agraviado a un lugar solitario
con la intención de golpearlo, argumentando que
los había insultado. «Por ello, amparados en que
nadie podía observar su actuación, se dirigieron a
aquel lugar sin enterar a sus superiores o ponerlo a
disposición inmediata del juez municipal, y con
toda alevosía lo golpearon y aventaron a la barranca,

Acepta Petersen
Recomendación por el
asesinato de un mesero a
manos de policías

Jorge Covarrubias

La Jornada Jalisco
27 de marzo de 2009

El presidente municipal de Guadalajara, Alfonso
Petersen Farah, aceptó la Recomendación de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ)
por el asesinato de un mesero a manos de policías
tapatíos, y dijo que ya se actúa en el proceso de
indemnización.

«El Ayuntamiento de Guadalajara asume la
Recomendación, que reconocimos desde el
principio, y por supuesto que asumiremos la
responsabilidad legal que se derive precisamente
de esta mala acción de estos dos elementos
policiacos, que hoy están siendo sujetos a acción
penal como consecuencia de esta mala actuación»,
dijo.

El organismo defensor de los derechos humanos
acreditó que los policías de la Dirección de
Seguridad Pública tapatía Pablo Ríos González y
Enrique García Robles asesinaron a un mesero el
19 de enero del año en curso y lo arrojaron a la
barranca de Oblatos.

De acuerdo con el informe que rindió el
presidente del organismo, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, los elementos detuvieron el 19 de enero al
victimado en la zona 4, presuntamente porque
estaba ebrio, agresivo y estorbaba el tráfico
vehicular.

De su parte, el titular de la corporación policiaca,
Macedonio Tamez Guajardo, aseguró que cada año
se analiza el perfil de los uniformados y se imparten
cursos para el manejo del estrés.

«Primero el curso de inducción, que es el curso
que se da a los muchachos que ingresan a la
academia y pretenden ser policías. Es un curso que
antes era de seis meses, ahora es de ocho meses e
inclusive materias como ética, incluye derechos
humanos, derecho penal», dijo.

Reconoció que no es la primera ocasión que la
CEDHJ dirige recomendaciones a la corporación
tapatía, y ello no significa que está fallando, sino
que entre el universo de tres mil elementos no hay
garantía de que alguno no falle.

donde falleció». Su cuerpo fue encontrado la
madrugada del martes 20 de enero de este año,
por un corredor que ahí se ejercitaba.

Tras conocer los hechos a través de diarios locales,
la CEDHJ abrió queja de oficio el 22 de enero
pasado. Ayer, a dos meses de distancia, presentó la
resolución. Es la primera Recomendación por
violaciones de derechos humanos cometidas este
2009, y la primera del año dirigida a Guadalajara.
«Nuestra intención es ir resolviendo con
oportunidad y que nuestras resoluciones lleguen a
ser más efectivas», ofreció Álvarez Cibrián.

Rizo Hernández, de 43 años, representaba un
aporte económico importante para sus padres, con
los cuales vivía. Por ello, el ombudsman justificó
que el ayuntamiento tapatío debe «asumir la
responsabilidad patrimonial por los menoscabos que
sufrió el agraviado» y determinar una cantidad
líquida; indemnización que recibirán los padres
por el daño causado a su hijo, que es la privación de
la vida.

Guadalajara indemnizará
a deudos

Público
27 de marzo de 2009

El Ayuntamiento de Guadalajara aceptó la
Recomendación que emitió el miércoles la Comisión
Estatal de Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ) y
pagará la indemnización de ley a los papás de Juan
José Rizo Hernández, quien fue asesinado por dos
policías municipales en enero.

Entrevistado al concluir la sesión del pleno del
ayuntamiento, el alcalde Alfonso Petersen admitió
que el homicidio de Juan José Rizo, de cuarenta y
tres años, mesero, y quien representaba un aporte
económico para sus padres, con los cuales vivía, «es
un caso muy lamentable».

Los policías Enrique García Robles y Pablo Ríos
González detuvieron al hoy occiso y lo golpearon,
con el argumento de que los había insultado, la
noche del 19 de enero. Luego lo aventaron en la
barranca de Oblatos, donde fue hallado sin vida el
20 de enero. «El ayuntamiento acepta la
Recomendación y, por supuesto que asumiremos
la responsabilidad legal que se deriva de esta mala
acción.



59

Notas periodísticas

Se le adelantó a la
CEDHJ

El Occidental
27 de marzo de 2009

Sin señalar monto de indemnización, el alcalde
tapatío Alfonso Petersen Farah dijo que desde que
tuvo conocimiento del asesinato del mesero por dos
malos elementos policiacos –portando el uniforme
y utilizando su patrulla–, se inició con el
procedimiento jurídico correspondiente.

Desde antes de que se emitiera la
Recomendación por parte de la Comisión Estatal
de Derechos Humanos a la comuna tapatía, ya
había tomado cartas en el asunto, ya que no se
puede negar la responsabilidad de la comuna en
este hecho, e indicó que sí la acepta.

El Ayuntamiento de Guadalajara asume la
Recomendación que reconocimos desde el
principio, y por supuesto que asumiremos la
responsabilidad legal que se deriva precisamente
de esta mala acción de estos dos elementos
policiacos», subrayó.

Emiten Recomendación al
ayuntamiento tapatío por
muerte de mesero

Mardia Mendoza

El Informador
27 de marzo de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, dio a conocer la cuarta Recomendación
del año y la primera que de forma única se le dirige
al ayuntamiento tapatío por la muerte de un mesero,
tras los golpes que le provocaron dos elementos de
la policía de Guadalajara.

Álvarez Cibrián, de acuerdo con la investigación
que llevó a cabo la Comisión, determinó que hubo
violación del derecho a la vida, a la legalidad y a la
seguridad jurídica, según las evidencias en donde
se señala a los elementos de la Dirección de
Seguridad Pública: Pablo Ríos González y Enrique
García Robles, como las personas que durante su
horario de trabajo privaron de su libertad y de la
vida al mesero fallecido. Estos hechos ocurrieron el
20 de enero:

En la primera Recomendación solicita al
presidente municipal de Guadalajara la reparación
de los daños a los deudos del agraviado, con
independencia de otros procedimientos. Además
pide que gire instrucciones al director de Asuntos
Internos y Jurídicos de Guadalajara, Luis Roberto
Dávila Sánchez, para que concluya el
procedimiento de responsabilidad administrativa
en cuanto a los oficiales de policía.

La tercera es que se instruya al director de
policía, Macedonio Tamez Guajardo, para que
ponga un programa integral de capacitación para
el personal que tiene a su cargo y también gire a los
funcionarios antes señalados investigar a los policías
activos que tengan antecedentes penales.

Una vez recibida la Recomendación, el
ayuntamiento tapatío deberá contestar en un
máximo de diez días a la Comisión de Derechos
Humanos.
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La presa El Zapotillo, a consulta
pública y de expertos

Medidas cautelares

Dirigidas al gobernador del estado y al director
de la CEA

A través del oficio SGG/1545/2008, suscrito por
el secretario general de Gobierno, Fernando A.
Guzmán Pérez Peláez, y el G. J.  176/2008,
signado por Francisco Javier Kono de la Cerda,
gerente jurídico de la Comisión Estatal del Agua
(CEA), se dio contestación al pronunciamiento
5/08, emitido por esta Comisión Estatal de
Derechos Humanos (CEDHJ) el 13 de agosto
de 2008 y dirigido tanto al gobernador del
Estado de Jalisco, Emilio González Márquez,
como al ingeniero César Coll Carabias, director
de la CEA. En dichos oficios se advierte que
las proposiciones solicitadas no fueron
aceptadas por dichas autoridades con el
argumento de que el proyecto de la obra pública
denominada presa El Zapotillo se encuentra a
cargo de la Comisión Nacional del Agua
(Conagua), y no del Gobierno del Estado de
Jalisco, el cual sólo ha servido como apoyo y
se ha limitado a proporcionar información a los
habitantes de las poblaciones que se verían
afectadas por tal proyecto.

Asimismo, del acta circunstanciada
elaborada el 7 de enero de 2009 por personal
de esta CEDHJ se advierte que personal de la
Comisión Federal de Electricidad, junto con
perforadoras de subsuelo y motobombas han
estado en operación en el sitio donde se
pretende levantar la cortina de la mencionada
presa, así como que ha habido un considerable
movimiento de tierra, material pétreo, árboles
y arbustos.

Las autoridades estatales citan que han
limitado a realizar sesiones informativas a la
comunidad, dando por hecho que el proyecto
redundará en beneficios económicos y sociales,
sin que hasta el momento cuenten con los
medios para acreditar tal situación. Reconocen
que no cuentan con información de que la obra
se esté llevando conforme a los lineamientos
legales mínimos que se requieren para su inicio
e ignoran si tienen o no los permisos y
dictámenes sobre impacto ambiental, calidad del
agua y autorización del Instituto Nacional de
Antropología e Historia para derrumbar,
modificar o trasladar edificaciones con valor
histórico antropológico o arquitectónico.

A pesar de que «el proyecto referido no fue
sugerido por el Gobierno del Estado de Jalisco»
–según se afirma en el mismo documento– se
niegan a realizar gestiones solicitadas por los
pobladores y por esta CEDHJ para que se
convoque a los afectados e interesados en el
proyecto y se les dé participación en la toma
de decisiones.

Además de tales omisiones, existe una
notoria contradicción entre la versión dada por
las autoridades estatales y las federales en
materia de agua, pues el Gobierno del Estado
de Jalisco asegura que el proyecto no fue
sugerido por el, mientras que la información
proporcionada por la Conagua aduce que los
estudios para la posible ampliación del proyecto
original –que era la construcción de una presa
con una cortina de 75 metros– obedeció a la
solicitud del gobierno de Jalisco.
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De acuerdo con los datos y documentos
proporcionados por el Gobierno del Estado,
resulta evidente que se han llevado a cabo
acuerdos de entendimiento y convenios con la
federación y con Guanajuato para colaborar en
la ejecución del proyecto, el cual debe contar
con los dictámenes y estudios necesarios que
garanticen la vialidad no sólo técnica, sino de
impacto ambiental y social; de no ser así, se
pondrían en riesgo los bienes particulares,
estatales y nacionales, además de la integridad
física de los habitantes de Acasico, Palmarejo
y Temacapulín. La norma jurídica estatal es
rigurosa al establecer como obligación, y no
como potestad del Ejecutivo del estado, la
actuación y gestión para la coordinación de
acciones que favorezcan el interés del estado.

En estas circunstancias, esta defensoría
pública insiste en que se garanticen los
lineamientos previstos en los artículos 66 y 67
de la Ley del Agua para el Estado de Jalisco y
sus Municipios, pues la obligación del gobierno
estatal es atender a los intereses de la población,
en particular de las  comunidades afectadas,
además de promover, desde el ámbito de sus
atribuciones, la coordinación de acciones con
la autoridad del agua federal y con las demás
instituciones de ese ámbito que se requieran,
en materia de planeación, realización y
administración de las acciones de gestión de
los recursos hídricos que mejor favorezcan el
interés de la entidad. Debe, asimismo, propiciar
un desarrollo que no sólo atienda las
necesidades de abasto de agua para Jalisco y
Guanajuato, sino que prevea y evite que se
vulneren los derechos elementales de los
presuntos agraviados a la conservación y
seguridad en sus bienes, cultura, tradiciones,
historia y patrimonios arquitectónico y
antropológico.

En virtud de lo anterior y para evitar la
consumación irreparable de violaciones a los
derechos humanos de los inconformes, de
conformidad con lo dispuesto en los artículos 7,
fracciones I, V, X, XII; y 55 de la ley que la
rige, esta Comisión actualiza y reitera al
gobernador del Estado de Jalisco y al director
de la CEA las siguientes medidas cautelares:

PRIMERA. Promuevan la participación de la
Conagua y hagan pública una convocatoria para
que la sociedad civil aporte puntos de vista y
proyectos similares o alternativos al sugerido
por el Gobierno de Jalisco y que se pretende
elaborar. De tal forma que estas aportaciones
sean tomadas en cuenta en las decisiones sobre
la viabilidad de la construcción de la presa El
Zapotillo o de un proyecto alterno.

SEGUNDA. En tanto se concreta lo anterior, las
autoridades del estado de Jalisco deben
comprometerse a actuar con respeto y a no
generar actos que puedan ser entendidos como
hostigamiento en contra de pobladores y
propietarios de fincas en Temacapulín con la
intención de conseguir su anuencia para la
construcción de la presa El Zapotillo.

TERCERA. A efecto de garantizar el derechos
humano a la información y haciende uso de una
política de fluidez y transparencia, den a conocer
de manera pormenorizada la participación que
tienen los distintos órganos de la administración
pública del Estado de Jalisco y asuman la
representación integral en la mesa interestatal,
poniendo especial interés en expresar el sentir
de la población que pudiera resultar afectada.

CUARTA. Realicen las gestiones necesarias ante
la Comisión Nacional del Agua y demás
autoridades involucradas para que en forma
inmediata se suspendan las obras en el lugar
donde se pretende construir la cortina de la
presa, hasta en tanto no cuenten con los
dictámenes técnicos, de impacto ambiental y
social, y demás que resulten necesarios para
garantizar el pleno respeto a los derechos
humanos; se ejecute un proceso de consulta
incluyente en los términos propuestos en el
presente documento, y atendiendo lo dispuesto
en el artículo 14 bis de la Ley de Aguas
Nacionales; y en los artículos 66 y 67 de la Ley
del agua para el Estado de Jalisco y sus
municipios.

QUINTA. A efecto de garantizar los derechos
humanos de los miembros de las comunidades
posibles afectadas, en especial el de la
participación democrática en el diseño de
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políticas públicas, se organice una visita donde
participen los diferentes niveles de gobierno,
vecinos de las comunidades aludidas y personal
de esta defensoría pública de derechos humanos
al sitio donde se pretende construir la cortina
de la presa. En la referida visita debe
informarse de manera amplia, veraz, oportuna
y sencilla –evitando el uso de tecnicismos
complejos– a los pobladores y al personal de
este organismo.

Para el cumplimiento de estas medidas se
otorga a las autoridades un término de diez días
hábiles a partir de que reciban la notificación
correspondiente.

Así lo acordaron y firman los maestros Felipe
de Jesús Álvarez Cibrián y Alfonso Hernández
Barrón, presidente y tercer visitador general,
respectivamente, de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos.

Guadalajara, Jalisco, 13 de enero de 2009
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Crece el rechazo

Cielo Mejía

Mural
8 de enero de 2009

«No a la presa», es el primer mensaje que reciben
los visitantes de Temacapulín. El rechazo a la
construcción de la presa El Zapotillo no sólo se ve en
los carteles, sino en las miradas de la población.

El pueblo tiene alrededor de trescientos sesenta
habitantes, pero la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ) ya cuenta con casi
trescientas quejas por el hostigamiento de las
autoridades a causa de la construcción del vaso
regulador que inundará Temacapulín, Acasico y
Palmarejo.

Las paredes de las casas están pintadas de
inconformidad. No hay graffiti que no sean
portavoces de la población.

Ayer se realizó una asamblea del Comité Salvemos
Temacapulín, Acasico y Palmarejo, a la que asistieron
poco más de ciento cincuenta personas.

El evento estuvo presidido por Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, titular de la CEDHJ, quien además
de recibir más de ciento setenta y seis quejas, que
se sumaron a otro oficio que contiene cien más,
prometió a los inconformes realizar una medida
cautelar dirigida al Gobierno del Estado y a la
Comisión Estatal del Agua, ya que la población
considera que sus derechos están siendo
violentados.

Álvarez Cibrián señaló que se comprometió a
hablar con la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, ya que la presa está planeada por
autoridades federales.

«Hay en esta población unanimidad en cuanto
a la oposición de la construcción de la cortina; es

un acto muy significativo, contundente, y lo menos
que podemos hacer es agilizar de forma importante
la integración de estas quejas», aseguró.

A Raquel Palomino se le quiebra la voz, grita
que nunca va a haber un pueblo igual a Temaca,
como conocen el lugar.

Leopoldo Gutiérrez asegura que el pueblo tiene
mucho turismo, ya que cuenta con los mejores
balnearios de los Altos de Jalisco.

Los hijos ausentes no quieren estar en
Temacapulín por última vez; las sonrisas
desaparecen de sus rostros cuando oyen que la
presa inundará el lugar que los vio nacer.

«Queremos ver a nuestros hijos y a los hijos de
nuestros hijos estar aquí, disfrutando de nuestras
tradiciones», comentó Kevin Orozco, de quince
años, quien radica en Estados Unidos y todos los
años visita a su madre.

Durante la asamblea, representantes de las
poblaciones pidieron al gobernador Emilio
González Márquez que visite las zonas afectadas.

«La reubicación de los pueblos no es una opción,
no aceptamos el hostigamiento de las autoridades»,
consideró el párroco Gabriel Espinoza.

Temaca se pierde entre Los Altos, pero todavía
hay esperanza, por eso las fiestas patronales estallan
en cuetes y repican las campanas de los templos.

CEDHJ pide debatir la
presa El Zapotillo

Agustín del Castillo

Público
8 de enero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) solicitará esta semana al Gobierno del
Estado abrir el debate sobre la construcción de la
presa El Zapotillo, para incluir las voces de los
ciudadanos que serán afectados con la inundación
de tres pueblos alteños, como nueva medida
cautelar dentro del procedimiento de
Recomendación que actualmente se realiza, que
incluye ya 28 quejas.

Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, presidente del
organismo, anunció lo anterior después de acudir
a una gira de trabajo en la zona que sería inundada
si se construye la cortina de los 105 metros de altura
en una garganta del río Verde; el ombudsman
jalisciense visitó el área física de la presa y encabezó
una audiencia pública en Temacapulín donde vio
crecer las quejas contra el Gobierno del Estado y la
Comisión Estatal del Agua (CEA), de cien entregadas
en 2007 y 2008, a 289, en virtud de 182 entregadas
tan sólo este miércoles.

La audiencia incluyó de cuatrocientas a
quinientas personas, «muchas, consideramos que
en Temacapulín no viven más de cuatrocientas»,
pues fueron contados los moradores de Acasico o
Palmarejo, los otros poblados afectados.

Añadió: «Aprecié que existe una oposición casi
unánime hacia la construcción de esa presa; basta
ver un gran porcentaje de viviendas con leyendas
opuestas a la obra, además de esas cien quejas ya
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acumuladas desde 2007, que integra la visitaduría
de la región Los Altos Norte, con la Tercera Visitaduría
General».

Álvarez Cibrián reconoció haber emitido en
agosto de 2007 un pronunciamiento con medidas
cautelares que rechazó el gobierno de Emilio
González Márquez. El argumento para eludirlo fue
que la obra es responsabilidad de la Comisión
Nacional del Agua, instancia federal.

Ayer «refrendé la medida cautelar al gobierno
estatal y la CEA para efecto de que se garantice
realmente la participación ciudadana, porque se
han hecho reuniones informativas, básicamente, y
ahora, a ellos les representa un escenario de
amenazas, hostigamiento, que no se sienten oídos,
y sí se sienten atropellados», dijo.

Por eso es necesario abrir el debate público para
no imponer voluntades. El ombudsman se
comprometió a buscar una reunión con su similar
nacional, José Luis Soberanes, para solicitar que
aborde también el asunto en la esfera federal, a fin
de evitar que el gobierno de Jalisco «siga eludiendo»
responsabilidades.

La Ley de Aguas Nacionales habla de la obligación
de permitir la participación ciudadana en los
grandes proyectos de infraestructura y hay que
hacerlos valer, puntualizó Álvarez Cibrián.

Apoya CEDHJ a
pobladores de Temaca,
Acasico y Palmarejo

Alfredo Toledo

El Occidental
8 de enero de 2009

Ni un paso atrás piensan dar los habitantes de
Temacapulín, Acasico y Palmarejo en la defensa de
sus comunidades, y muestra de ello fueron las 180
quejas que le hicieron llegar al presidente de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos, Felipe de
Jesús Álvarez Cibrián, quien se comprometió a
elaborar en esta misma semana una nueva medida
cautelar dirigida al Gobierno del Estado.

«Estaremos en esta misma semana elaborando
una medida cautelar actualizada de acuerdo a las
necesidades y de acuerdo a lo que el tercer visitador
general también nos informe».

Ante poco más de doscientas personas, el
ombudsman jalisciense explicó que dichas quejas
se suman a las cien previamente presentadas, por
lo que se mantendrán muy cerca de los pobladores

los que autoridades estatales han actuado
buscando la salida de los habitantes.

Ante esto, Álvarez Cibrián se comprometió a
dirigir en esta semana medidas cautelares al
gobierno de Emilio González Márquez y a la Comisión
Estatal de Agua y Saneamiento (CEAS) para evitar
que se sigan dando actos de violación a los derechos
humanos.

Además, el presidente de la CEDHJ indicó que
buscará la intervención del ombudsman nacional,
José Luis Soberanes Fernández, para que
interponga ante las autoridades federales que
apoyan el proyecto de la construcción de la presa
y con ello se evite seguir violentando los derechos
de los habitantes de estas tres comunidades.

«Hoy [ayer] estaré solicitando una reunión de
trabajo con el presidente de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, el doctor José Luis
Soberanes Fernández, para que dentro de su
competencia como Comisión, como organismo
público defensor de los derechos humanos ante las
instancias federales, como la Conagua, también
tenga o pueda tener la participación que en este
caso corresponda», dijo Álvarez Cibrián.

Son apenas cuatrocientas las personas que
habitan de forma permanente en la comunidad
de Temacapulín; sin embargo, durante el periodo
vacacional cuando regresan los «hijos ausentes»,
se suman más de mil habitantes.

Ayudarán a habitantes de
Temacapulín

Gabriela Godínez

Ocho Columnas
8 de enero de 2009

Los habitantes de Temacapulín pidieron el apoyo
del presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos del estado, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián,
para que no continúen con el proyecto de la presa
El Zapotillo.

Álvarez Cibrián, durante su visita a Temacapulín,
se comprometió a realizar en esta misma semana
una medida cautelar, asimismo hablar con el
presidente de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, José Luis Soberanes, para dar una
respuesta en el transcurso del año.

Por su parte, la presidenta del Comité Salvemos
Temacapulín, Acasico y Palmarejo, Abigail Agredano
Sánchez, expuso ante los representantes de la
Comisión la situación por la que están atravesando,

para garantizar que no se violen sus derechos
humanos.

«Una de las cuestiones más graves que en este
momento no se pueden tolerar es que no haya la
adecuada y la correcta información, porque ése es
un derecho humano que ustedes están exigiendo
y la Comisión lo respalda».

Explicó que aunque el Gobierno del Estado se
ha respaldado en el federal para la construcción de
la presa El Zapotillo, el artículo 14 bis de la Ley de
Aguas Nacionales establece que deben coordinarse
no tan sólo con la Comisión Nacional del Agua
(Conagua), sino con todos los gobiernos involucrados
para que la sociedad sea consultada.

«Por esa razón también es compromiso de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos que a partir
del día de hoy [ayer] estaré solicitando una reunión
de trabajo con el presidente de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos [CNDH], José
Luis Soberanes, para que dentro de su competencia
pueda tener la participación que en este caso
corresponda.»

Por su parte, María Abigail Agredano, presidenta
del Comité Salvamos Temaca, aseguró que han sido
víctimas de hostigamiento y burlas por parte del
Gobierno del Estado: «Nos amenazan
constantemente, pero no nos dan la cara, nos han
dicho que si no nos salimos, nos va a inundar, que
no nos van a dar nada por nuestras casas, además
de burlas, porque nos dicen que nos van a enviar
lanchas y salvavidas para que nademos cuando el
agua esté aquí.»

Entregan 182 quejas por
acoso ante Derechos
Humanos

El Informador
8 de enero de 2009

Pobladores de las comunidades de Temacapulín,
Palmarejo y Acasico mantienen su negativa a la
construcción de la presa El Zapotillo, pues sus
comunidades serían reubicadas. Además,
aseguraron recibir amenazas por parte de las
autoridades estatales por oponerse a vender sus
predios.

Ayer, el presidente de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ), Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, realizó
unja visita a la comunidad de Temacapulín, en la
que los habitantes entregaron oficialmente 182
quejas, por presuntos actos de hostigamiento con
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en la cual menciona que se están violando sus
derechos humanos.

Señala que han recibido graves humillaciones
de parte de las autoridades al pedirles que desalojen
sus hogares para inundar el pueblo y que si no lo
hacen se realizará de todas maneras, además de
que se pretende desaparecer el templo de la virgen
de los Remedios y el templo del Niño Flamacordis.
Agregó que se ha invitado en múltiples ocasiones al
gobernador del estado, Emilio González Márquez,
y a César Coll, titular de la Comisión Estatal del Agua,
y no ha habido respuesta alguna por parte de ellos,
por lo que piden que se piense bien la situación y
se hable para que  no se expropien sus hogares, ya
que esto les afectaría además de que no están
dispuestos a reubicarse.

Por su parte, el padre Gabriel Espinosa mencionó
que no aceptarán la reubicación ni la destrucción
de las riquezas naturales a través de engaños, por
lo que exigió respeto a sus derechos fundamentales
para que se cancele el proyecto de El Zapotillo por
ser inviable.

Pidió, entre otras cosas, que las autoridades sirvan
al pueblo y no sólo busquen intereses personales o
políticos, añadiendo que es necesaria la unión del
pueblo para la defensa del mismo.

Durante la reunión se pudieron observar dentro
de la plazuela algunos objetos que forman parte
del museo de la región, así como pobladores con
mantas en rechazo de la construcción de la presa,
así como algunas con declaraciones de algunas
autoridades como Emilio González, Francisco
Ramírez Acuña, ex gobernador, por mencionar
algunos.

Con la posible construcción de la presa menciona
que ha traído muchos problemas, principalmente
en las personas mayores; además de que el río se
encuentra contaminado, por lo que insisten en que
hay otras opciones en otros estados como
Guanajuato, en donde se localizan algunas presas,
las cuales están en desuso.

Por último, habitantes de Temacapulín
expresaron sus inconformidades, a la vez que le
presentaron 176 quejas que se reunieron a la fecha,
para que éstas se anexen a otras que se tenían
desde el año 2007.

Red de DH defiende a
vecinos de Temaca

Agustín del Castillo

Público
9 de enero de 2009

La Red Jalisciense de Derechos Humanos manifestó
su apoyo a los opositores al embalse de El Zapotillo,
en Los Altos, «empeñados a mantener vivos sus
centros de población», ante la «cerrazón de las
autoridades locales y federales, empeñadas en
construir una presa contra la voluntad de la mayoría
de los habitantes».

En un manifiesto firmado por el presidente de
esa organización no gubernamental, Óscar
Gonzáles Gari, destacan que «los derechos que no
están siendo cumplidos ni respetados aquí son
muchos: a tener una vida libre de violencia, a vivir
en un medio ambiente sano, a una vivienda digna,
a la propiedad individual y colectiva de los bienes
de la tierra [...], a elegir libremente el lugar de
nuestra residencia [...], a la justicia y al trato justo,
a no ser discriminados y a no ser reubicados de
manera forzosa, sin una consulta previa e
informada, realizada de manera imparcial con los
pobladores originarios del sitio que las autoridades
pretendan deshabitar por razones de utilidad
pública».

Detalla que el proyecto, «diseñado en las
oficinas de la burocracia, forma parte de una
sociedad de consumo, que se entiende y se ve a sí
misma como una comunidad que para crecer
necesita altos niveles de producción y consumo.
No de las cosas que se necesitan, sino de las que se
venden en el mercado. Esta vorágine [...] tiene como
uno de sus más nocivos efectos la generación de
residuos y desperdicios que, mezclados con el agua
de los ríos, lagos y represas naturales, son portadores
de la cultura de la muerte».

El «metabolismo [sic] de la capital de Jalisco y
las ciudades de Guanajuato son una especie de
altar de sacrificios que reclama una enorme
cantidad de recursos, como los de esta valiosa
cuenca y cultura, en un círculo vicioso [...], que
vamos tratando sus peores efectos apenas».

Cañadas frena presa El
Zapotillo

Agustín del Castillo

Público
14 de enero de 2009

«Aquí estuvo el presidente municipal con nosotros,
este domingo, y se comprometió por escrito a que
no daría el uso de suelo para hacer la presa», señaló
don Alfonso Íñiguez Pérez, integrante del Comité
Salvemos Temacapulín, al notificar una importante
victoria obtenida en la defensa del antiguo poblado
enclavado en las inmediaciones del codiciado río
Verde.

El acuerdo existe, y ayer fue difundido por el
Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario
(Imdec). Es un escrito escueto, de apenas dos
párrafos, firmado por el primer edil José de Jesús
Sainz Muñoz, por los regidores María Alcaraz
Martínez y Jorge Gutiérrez Mejía, y por el delegado
municipal de Temacapulín, Clemente Torres Yánez,
aunque no por otros miembros del cabildo de
Cañadas de Obregón, demarcación a la que
pertenece Temaca.

En el texto se mencionan tres acuerdos: «Uno,
no aprobarán el uso de suelo para la ampliación de
la cortina a diez metros, de la llamada presa El
Zapotillo, por ser esta facultad exclusiva del
municipio autónomo; dos, en cuanto a lo que se
refiere a promover la controversia constitucional,
el presidente municipal se compromete a
estudiarla, para que se respete la autonomía del
municipio; tres, mantener los vínculos de diálogo,
colaboración y comunicación».

El citado trámite no se ha realizado aún en su
última versión, y sólo se ha aprobado el cambio de
uso de suelo para el proyecto inicial, una cortina de
80 metros que no causaba el anegamiento de los
poblados de Palmarejo y Acasico.

Según el Imdec y el Comité Salvemos
Temacapulín, hay numerosos errores en el nuevo
proyecto, que fue ampliado por petición de la
administración de Emilio González Márquez en
Jalisco, con la intención de almacenar en el vaso
artificial más agua para también abastecer las
necesidades de Guadalajara, y no sólo las de León
y catorce municipios alteños, como establecía el
proyecto original.

«Queda en evidencia que no existe aún la
autorización municipal para afectar ni a la
comunidad de Temacapulín, ni gran parte del
territorio de este municipio. A su vez, esta licitación
fue publicada sin el manifiesto de impacto
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ambiental [pues debió ampliarse la manifestación
original], ni el permiso del INAH [Instituto Nacional
de Antropología e Historia], requerido para el
proyecto, y no se ha informado de manera adecuada
a la población, ni se llevó a cabo la consulta a las
comunidades afectadas, que el gobernador
comprometió el 23 de mayo de 2008», señala el
comunicado de prensa anexo.

Interviene Derechos Humanos

Por su parte, el presidente de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, emitió ayer cinco medidas
cautelares en el tema de la presa El Zapotillo, entre
las que destaca «la necesidad de que se efectúe
una consulta pública respecto a la construcción de
la presa y se respeten las decisiones de los habitantes
de este poblado, así como de Acasico y Palmarejo».

También pide que participen en el debate y la
información las instancias federales involucradas,
que convoquen a la sociedad a proponer «puntos
de vista y proyectos similares o alternativos»; que,
mientras se concreta eso, las autoridades dejen de
hostigar vecinos; que «realicen las gestiones
necesarias [...] para que en forma inmediata se
suspendan las obras en el lugar donde se pretende
construir la presa»; y que «se organice una visita
[...] al sitio donde se pretende construir la presa
con el fin de informar de manera amplia, veraz,
oportuna y sencilla a los pobladores y al personal de
este organismo».

Dictó la CEDHJ medidas
cautelares contra Emilio
González y César Coll

La Jornada Jalisco
14 de enero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) dictó medidas cautelares al gobernador
Emilio González Márquez y al director de la Comisión
Estatal del Agua, César Coll Carabias, para evitar que
se violen los derechos humanos de los habitantes
de los tres pueblos que desaparecerían debajo del
agua con la construcción de la presa El Zapotillo,
proyecto hídrico pensado para dotar de agua
potable las zonas metropolitanas de León, en
Guanajuato, y de Guadalajara, en Jalisco, además
de distintos municipios de Los Altos en Jalisco.

La CEDHJ pidió que se haga pública una
convocatoria para que la sociedad civil aporte

Suspensión inmediata de
obras para El Zapotillo,
pide Derechos Humanos

El Informador
14 de enero de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, pidió a las autoridades estatales la
suspensión «inmediata» de cualquier tipo de obra
en el sitio donde se construirá la presa El Zapotillo.
Esta exigencia forma parte de las medidas
cautelares dictadas por el organismo al gobernador
de Jalisco, Emilio González, y al director de la
Comisión Estatal del Agua (CEA), César Coll Carabias,
con la intención de evitar violaciones de derechos
humanos, luego de que pobladores de Temacapulín,
Acasico y Palmarejo denunciaron actos de
hostigamiento.

«Que el gobierno estatal realice las gestiones
necesarias ante la Comisión Nacional del Agua
(Conagua) y demás autoridades involucradas, para
que en forma inmediata se suspendan las obras en
el lugar donde se pretende construir la presa, hasta
en tanto no cuenten con los dictámenes técnicos
de impacto ambiental y social, y que garanticen el
pleno respeto a los derechos humanos».

Álvarez Cibrián señala que el proyecto de abasto
debe ser sometido a una consulta pública, en la
que se dé voz a los habitantes que resultarán
afectados y que, mientras se concreta el foro, las
autoridades se comprometan a actuar «con respeto
y no generar actos que puedan ser entendidos
como hostigamiento en contra de pobladores y
propietarios de fincas en Temacapulín para
conseguir su anuencia en la realización de la obra».

Y es que «a efecto de garantizar el derecho
humano a la información y haciendo uso de una
política de fluidez y transparencia, la CEDHJ pide
que den a conocer de manera pormenorizada la
participación que tienen los distintos órganos de la
administración local y asuman la representación
integral en la mesa interestatal, poniendo especial
interés en expresar el sentir de la población que
pudiera resultar afectada».

El proyecto de El Zapotillo, que dará agua a 14
localidades de Los Altos de Jalisco, la ciudad de León,
Guanajuato, y la zona metropolitana de
Guadalajara, es rechazado por los lugareños,
quienes a pesar de las ofertas económicas se oponen
a dejar sus comunidades que serán anegadas con
la presa.

La semana pasada, el ombudsman realizó una
gira por la localidad de Temacapulín, en la que

puntos de vista y proyectos similares o alternativas
al que se pretende elaborar para que estas
aportaciones sean tomadas en cuenta en las
decisiones sobre la viabilidad de la construcción de
la presa o de un proyecto alterno.

En estos momentos el proyecto se encuentra en
fase de licitación, mientras el gobierno estatal
desarrolla una intensa campaña para convencer a
los habitantes de que vendan sus predios o bien
acepten una reubicación en una zona cercana.
Pobladores y activistas han mostrado
reiteradamente su repudio a la presa en
manifestaciones tanto en los pueblos como en
Guadalajara, aunque de acuerdo con la CEA el
proceso de compra o convencimiento de
reubicación ha avanzado en los últimos días.

«En tanto se concreta lo anterior, las autoridades
estatales deberán comprometerse a actuar con
respeto y no generar actos que puedan ser
entendidos como hostigamiento en contra de
pobladores y propietarios de fincas en Temacapulín
para conseguir su anuencia en la realización de la
obra. Asimismo, a efecto de garantizar el derecho
humano a la información y haciendo uso de una
política de fluidez y transparencia, la CEDHJ pidió
que den a conocer de manera pormenorizada la
participación que tienen los distintos órganos de la
administración local y asuman la representación
integral en la mesa interestatal, poniendo especial
interés en expresar el sentir de la población que
pudiera resultar afectada», informó la CEDHJ en el
comunicado.

También, que realicen las gestiones necesarias
ante la Comisión Nacional del Agua y demás
autoridades involucradas para que en forma
inmediata se suspendan las obras en el lugar donde
se pretende construir la presa, hasta en tanto no
cuenten con los dictámenes técnicos de impacto
ambiental y social, y que garanticen el pleno respeto
a los derechos humanos. Y por último, que se
organice una visita donde participen los diferentes
niveles de gobierno, vecinos de las comunidades
aludidas y personal de la Comisión al sitio donde se
pretende construir la presa, con el fin de informar
de manera amplia, veraz, oportuna y sencilla a los
pobladores y al personal de este organismo.
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recabó poco más de ciento ochenta denuncias y de
las que derivan medidas cautelares.

Por último, recomienda que se organice una
visita donde participen los tres diferentes niveles
de gobierno, vecinos de las comunidades aludidas
y personal de la Comisión al sitio donde se pretende
construir la presa, «con el fin de informar de
manera amplia, veraz y sencilla a los pobladores y
al personal de este organismo».

Actualmente la presa El Zapotillo se encuentra
en proceso de licitación, mismo que concluirá el
próximo mes de marzo.

Pide Derechos Humanos
frenar El Zapotillo

Ocho Columnas
14 de enero de 2009

Para cumplir con el compromiso adquirido el
miércoles durante su visita a Temacapulín, el
presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, reiteró la
necesidad de que se efectúe una consulta pública
con respecto a la construcción de la presa El Zapotillo
y se respeten las decisiones de los habitantes de
este poblado, así como de Acasico y Palmarejo.

A través de las medidas cautelares, dictadas para
evitar la probable consumación irreparable de
violaciones de derechos humanos, la CEDHJ solicitó
al gobernador del estado y al director de la CEA que
promuevan la participación de la Conagua y hagan
pública una convocatoria para que la sociedad civil
aporte puntos de vista y proyectos similares o
alternativos al que se pretende elaborar para que
estas aportaciones sean tomadas en cuenta en las
decisiones sobre la viabilidad de la construcción de
la presa o de un proyecto alterno.

En tanto se concreta lo anterior, las autoridades
estatales deberán comprometerse a actuar con
respeto y no generar actos que puedan ser
entendidos como hostigamiento en contra de
pobladores y propietarios de fincas en Temacapulín
para conseguir su anuencia en la realización de la
obra.

Participaciones

Asimismo, a efecto de garantizar el derecho humano
a la información y haciendo uso de una política de
fluidez y transparencia, la Comisión pidió que den
a conocer de manera pormenorizada la
participación que tienen los distintos órganos de la

administración local y asuman la representación
integral en la mesa interestatal, poniendo especial
interés en expresar el sentir de la población que
pudiera resultar afectada.

También que realicen las gestiones necesarias
ante la Comisión Nacional del Agua y demás
autoridades involucradas para que en forma
inmediata se suspendan las obras en el lugar donde
se pretende construir la presa, hasta en tanto no
cuenten con los dictámenes técnicos de impacto
ambiental y social, y que garanticen el pleno respeto
a los derechos humanos.

Por último, que se organice una visita donde
participen los diferentes niveles de gobierno,
vecinos de las comunidades aludidas y personal de
la Comisión al sitio donde se pretende construir la
presa con el fin de informar de manera amplia,
veraz, oportuna y sencilla a los pobladores y al
personal de este organismo.

Cabe recordar que el pasado miércoles, el
ombudsman realizó una gira de trabajo en estos
poblados. Ahí, personal de este organismo recibió
las quejas de los habitantes y se comprometió a dar
puntual seguimiento al caso y emitir la resolución
correspondiente.

Sugieren consulta por
presa

Margarita Valle

Mural
14 de enero de 2009

Para evitar que se atente contra las garantías
individuales, la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ) pidió ayer al Gobierno
del Estado y a la Comisión Estatal del Agua que
realicen una consulta pública para conocer la
opinión de los pobladores de Temacapulín, Acasico
y Palmarejo sobre la construcción de la presa El
Zapotillo.

Además, pide que se respete la opinión de los
habitantes de estas localidades que se inundarán
con la presa, y que no se inicie la obra hasta tener
los estudios de impacto ambiental y social que
garanticen el respeto a los derechos humanos.

Además, se pide que las autoridades actúen con
respeto para evitar que incurran en hostigamiento
contra los habitantes al tratar de convencerlos del
proyecto.

Por separado, el Comité Salvemos Temacapulín,
Acasico y Palmarejo, informó ayer que el presidente

municipal de Cañadas de Obregón, José de Jesús
Sainz Muñoz, se comprometió con los habitantes
de la primera localidad mencionada, a no autorizar
el uso de suelo para la ampliación de la cortina de
la presa a 105 metros.

También se comprometió a estudiar la
posibilidad de promover una controversia
constitucional para que se respete la autonomía
municipal, ya que no existe autorización del
ayuntamiento para afectar la comunidad de
Temacapulín y parte del municipio.

Recomienda el
ombudsman consulta
pública para la presa El
Zapotillo

Gerardo Sedano Anguiano

El Occidental
14 de enero de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, dictó ayer medidas cautelares al
gobernador del estado y al titular de la Comisión
Estatal del Agua para evitar la violación de los
derechos humanos de los habitantes de
Temacapulín. El ombudsman reiteró la necesidad
de que se efectúe una consulta pública respecto a
la construcción de la presa El Zapotillo y se respeten
las decisiones de los habitantes de este poblado, así
como de Acasico y Palmarejo.

La CEDHJ solicitó al gobernador del estado y al
director de la CEA que promuevan la participación
de la Conagua que hagan pública una convocatoria
para que la sociedad civil aporte puntos de vista y
proyectos similares, o alternativos al que se pretende
elaborar, para que estas aportaciones sean tomadas
en cuenta en las decisiones sobre la viabilidad de la
construcción de la presa o de un proyecto alterno.

En tanto se concreta lo anterior, las autoridades
estatales deberán comprometerse a actuar con
respeto y no generar actos que puedan ser
entendidos como hostigamiento en contra de
pobladores y propietarios de fincas en Temacapulín,
para conseguir su anuencia en la realización de la
obra.



68

Notas periodísticas

Desconoce CEA
«medidas cautelares» por
presa El Zapotillo

El Informador
15 de enero de 2009

La Comisión Estatal del Agua (CEA) prefiere no
emitir una opinión sobre las medidas cautelares
dictadas por Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, titular
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ), en relación con el proyecto de la presa El
Zapotillo, porque oficialmente no han sido enviadas.

De acuerdo con información proporcionada por
el área de Comunicación Social de la CEA, hasta ayer
la dependencia no había recibido ningún
documento oficial de parte del ombudsman para
enterarlos de las peticiones y que al conocer las
peticiones sólo a través de lo publicado en los medios
de comunicación, preferían reservar cualquier
comentario hasta no conocer a detalle el
documento.

Y es que en un comunicado emitido por la CEDHJ
desde el pasado martes, el presidente de Derechos
Humanos en Jalisco pidió a las autoridades la
suspensión «inmediata» de cualquier tipo de obra
en el sitio donde se construirá la presa.

Asimismo, pidió que el proyecto sea sometido a
una consulta pública para dar voz a los pobladores
de las comunidades de Temacapulín, Acasico y
Palmarejo que serán inundadas por la obra.

El proyecto de El Zapotillo que dará agua a 14
localidades de Los Altos, en Jalisco, la ciudad de
León, Guanajuato y la zona metropolitana de
Guadalajara, no ha logrado la aceptación de los
lugareños que se oponen a dejar sus lugares de
origen.

Temacapulín y los
derechos humanos

Manuel Villagómez Rodríguez

El Occidental
15 de enero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos, que
preside el licenciado Felipe de Jesús Álvarez Cibrián,
ha recibido casi trescientas quejas de los habitantes
de Temacapulín, Palmarejo y Acasico en contra del
gobernador Emilio González Márquez, César Coll
Carabias, Héctor Castañeda Yánez en su calidad de

un incremento en la altura de la cortina de la presa
El Zapotillo de 80 metros considerada en el proyecto
original a 105 metros, que permitirá una mejor y
eficiente regulación de las aguas del río Verde, a
través del sistema de ́ presa El Zapotillo, El Salto y
Arcediano.»

Para firmar este punto, el gobernador del estado
jamás consultó a los habitantes de Temacapulín,
Palmarejo, Acasico y al ejido de El Zapotillo. Aquí
tienen muestras de la violación de los derechos
humanos de los ciudadanos ya referidos.

El día 24 de diciembre, el gobernador anuncia
por medio de Héctor Castañeda Yáñez que cuenta
con 30 millones de pesos para comprar todo
Temacapulín -este anuncio se dio como si se tratara
de un regalo del Niño Dios- y las reacciones a esta
noticia no se hicieron esperar, pues los habitantes
de Temaca convocaron a una asamblea el día 7 de
enero a la cual invitaron al licenciado Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, quien aceptó la invitación y de ahí
se le entregaron 182 quejas. El día 8 de enero, Héctor
Castañeda Yánez se reúne en el balneario de El
Salitre con Narciso Martínez Martínez, dueño del
balneario, y ahí presionaron a ciudadanos para que
vendieran sus terrenos. A esta reunión llegaron
habitantes de Temaca acompañados por el padre
Gabriel Espinosa y fueron sacados del balneario y
en este incidente participaron tres patrullas.

El día 10 de enero, los habitantes de Temaca
invitaron al presidente de Cañadas de Obregón,
José de Jesús Sainz Muñoz, y ante los razonamientos
en contra de la presa El Zapotillo, el presidente se
comprometió por escrito a no firmar el cambio de
uso de suelo para la cortina de 105 metros de altura.

Por lo antes expuesto, consideramos que la
Comisión Estatal de Derechos Humanos tiene
suficientes elementos para aplicar la Ley Estatal en
cuanto a recomendaciones y medidas cautelares
para hacer respetar los derechos humanos.

Alcalde de Cañadas no
cree poder frenar presa

Agustín del Castillo

Público
15 de enero de 2009

El presidente municipal de Cañadas de Obregón,
José de Jesús Sainz Muñoz, reconoce que se
comprometió por escrito con los vecinos de
Temacapulín para no emitir la autorización del
cambio de uso de suelo para la cortina de 150 metros

servidores públicos del estado; también existen
quejas en contra de servidores públicos del
gobierno federal como José Luis Luege Tamargo, José
Ramón Ardavin Ituarte, Antonio Iglesias Benítez y
César Franco.

Las quejas se fundamentan en las violaciones a
las garantías individuales que consagra la
Constitución y que se inician con el oficio CJ/13/
2005, firmado el 24 de mayo por el mismo
gobernador Francisco Ramírez Acuña, cuando le
propone a Cristóbal Jaime López construir una presa
en donde no se afecte ningún núcleo de población,
pero a renglón seguido, propuso que se considerara
un sitio en el cañón de los Sandovales, conocido
también como El Zapotillo. Ésta fue la primera
violación de los derechos humanos, ya que el señor
ex gobernador jamás consultó a los habitantes de
Temacapulín, Acasico, Palmarejo y el ejido de El
Zapotillo.

Posteriormente, el señor ex gobernador firmaría
un convenio de coordinación, el día 1 de septiembre
de 2005, justamente con el estado de Guanajuato
y el gobierno federal, el cual en su primera cláusula,
dice: «Primera. La Comisión Nacional del Agua y
‘Los Estados’ acuerdan llevar a cabo un programa
especial sobre los usos y distribución de las aguas
superficiales de propiedad nacional de la cuenca
del río Verde, con el objeto de lograr el
abastecimiento de agua potable a la ciudad de León,
Guanajuato, localidades de Los Altos de Jalisco y
zona conurbada de Guadalajara, a partir de la
construcción y operación de la infraestructura
hidráulica en el río Verde en los sitios Zapotillo y
Arcediano», este último, ubicado en el río Santiago
a 800 metros aguas debajo de la confluencia con
el río Verde. En este caso tampoco el señor ex
gobernador consultó a los habitantes de
Temacapulín, Acasico, Palmarejo y ejido El Zapotillo.

El día 1 de agosto de 2008, el Ejecutivo del
Estado firma un convenio de entendimiento que
dice: «6. El 1 de agosto se suscribió entre la Comisión
Nacional del Agua y ambos estados, un acuerdo de
entendimiento, en el cual se plasmaron las acciones
para incrementar la altura de la cortina de la presa
El Zapotillo. Asimismo, el gobierno de Jalisco y la
Comisión acordaron cubrir los costos de estudios,
proyectos y obras inherentes adicionales que
resulten de la elevación de la cortina de la presa El
Zapotillo». Para firmar este convenio jamás se
consultó a los habitantes de Temacapulín, Acasico
y Palmarejo.

El 16 de octubre de 2007, el Ejecutivo del Estado
firma otro convenio y en una de sus partes dice:
«Tercera. El Estado de Jalisco manifiesta su voluntad
de participar en el proyecto, por lo que se refiere a
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de altura que el gobierno de Jalisco quiere que se
edifique en El Zapotillo; sin embargo, es escéptico:
«No creo que podamos parar la obra».

«Hice el compromiso de apoyarlos, no ampliar
el permiso; es un derecho que el municipio tiene
según el artículo 115 constitucional, pero sabemos
que son cuestiones de la Semarnat (Secretaría de
Medio Ambiente Federal). El municipio, al negarse,
no aseguraría el desistimiento del proyecto;
supuestamente el gobierno tiene argumentos
suficientes para demostrarnos que está bien, de
algún modo es un respaldo social o político que les
damos a los de Temacapulín, pero ni siquiera creo
que vayamos a promover la controversia
constitucional», dijo a este diario, entrevistado por
vía telefónica.

En realidad, añadió, «este asunto no lo tengo
tan estudiado. Al momento no se nos han solicitado
nada de licencias de construcción [...] ni sabemos
del proyecto anterior [de 80 metros de altura];
fue discutido desde la administración pasada, en
ese tiempo se autorizó. Simplemente fue un
comentario y una propuesta a estudiar, donde la
gente me pedía que metiéramos una controversia
de este proyecto, pero no tenemos ninguna
decisión; difícilmente nos vamos a meter...»

Reconoció que hay discordias internas en el
municipio. «Lo que la gente de Temaca dice es que
estamos a favor de taparlos allí, de que se inunden
[...] la realidad es que entendemos que es un
proyecto magno, aunque los afecta; nos beneficiará
a todo el municipio, incluyéndolos a ellos, con un
pueblo nuevo o indemnizándolos por encima del
valor comercial de sus fincas».

Aún más: «Si de mí dependiera detenerla [la
presa], seria un problema, creo que no tenemos
poder de hacerlo desde el municipio».

– ¿Cuáles beneficios esperan?
–Bueno, se harán 27 proyectos que quedarían

casi todos dentro de Cañadas Obregón: carreteras,
puentes, un pueblo nuevo si lo aceptan, el
acueducto que pasará a un kilómetro de la cabecera
para darnos agua sin mucho trabajo, casi apenas
abriendo la llave.

Destaca que con todo y compromiso firmado
ante el pueblo de esa delegación, «nos vamos a
mantener al margen de cualquier situación ajena
a lo que nos compete»; por si fuera poco, en caso
de que llegara la solicitud de cambio de uso de
suelo para la nueva cortina, «yo no sé si el cabildo
nos vaya a respaldar en el compromiso: firmé por
mí [...]. A futuro, no sé cuál sea el rumbo que tomen
las cosas por la presión del gobierno...».

–¿Entonces fue esa firma algo parecido a darles
«atole con el dedo» a los vecinos de Temaca?

–Ellos lo saben bien [...] dicen que buscan
detener los tiempos para ver si viene otro gobierno
y no construye la presa [...] Sabemos que, si se hace,
nos beneficia, pero ni nos preocupa que se haga o
se desista de hacerla; nos quedan apenas unos
meses y vendrán nuevas autoridades para decidir
qué hacer.

Ante quejas, la CEA
«reserva» información
sobre presa

Agustín del Castillo

Público
20 de enero de 2009

Las constantes quejas por «hostigamiento» por
parte de muchos vecinos de Temacapulín, así como
el planteamiento de cinco medidas cautelares por
parte de la Comisión Estatal de Derechos Humanos
que derivó de éstas, han motivado a la Comisión
Estatal del Agua (CEA) a «reservar» la información
sobre el proceso de negociaciones que realizó para
adquirir los predios del vetusto poblado que se
inundaría con la edificación de la presa El Zapotillo.

Jessica González Alcalá, directora de
Comunicación Social de la CEA, aclaró lo anterior a
este diario, como fruto de una decisión tomada por
el Comité de Clasificación de Información del
organismo estatal. La decisión está basada en la
fracción primera del articulo 23 de la Ley de
Transparencia e Información Publica de Jalisco, y
tiene dos fundamentos: «por la seguridad de los
habitantes que han decidido negociar con la CEA
la compra-venta de su predio, o bien la reubicación
al nuevo centro de población que se construiría
fuera del vaso de la presa.

En segundo lugar, se consideró que la reserva
permitirá «no entorpecer la negociación». En ese
sentido, ni el director de la CEA, César Coll Carabias,
ni el responsable de la negociación, Héctor
Castañeda Náñez, podrán atender los medios de
comunicación en relación a este asunto, mientras
no se notifique lo contrario, aclaró la funcionaria.

Lo cierto es que la negociación está entorpecida.
Alfonso Pérez Íñiguez, habitante de Temacapulín,
acusa a Castañeda Náñez de «tratar de engañar»
a los vecinos.

«La gente no fue a Yahualica a negociar;
entonces cambiaron el lugar de negociación a un
balneario que está a un lado de Temaca, que se
llama El Salitre. Allí, el pasado 8 de enero, mandaron

avisar que la gente que quisiera negociar fuera,
pero su trato fue muy ventajoso. A un habitante de
aquí le debían 400 mil pesos, 20 por ciento por
adelantado, pero en un mes tenía que desalojar su
casa; cómo cree que con 80 mil pesos iba él a salirse,
pues se enojó y no hizo trato. Entonces vinieron e
insultaron a la gente, que la gente de aquí eran
puros viejitos que se están muriendo de hambre;
a otros les dijeron que la presa se hace por sus
huevos; a otros, que los de Temaca le están
buscando chichas a las gallinas; «es que viniste a
encontrar gente con puros huevos, le contestaron»,
explica.

Los moradores de Temaca «estábamos
indecisos» con ofrecer resistencia «porque si
empezaban a comprar las casas iban a empezar a
demolerlas; pero con la estrategia que siguieron de
véndenos tu casa y te damos 20 por ciento, y nos
desocupas, pues nadie quiere, luego quién garantiza
que les paguen todo [...] ahora, casas como éstas a
cambio de casas de Infonavit, claro que los dueños
no van a aceptar. El pueblo está totalmente
disgustado con los funcionarios que nos mandaron
a negociar, porque nos trataron como barbajanes,
no es manera venir a insultar; a Héctor Castañeda
se lo hemos dicho; no nos quiso recibir en El Salitre,
se encerró y nos acusó de que le aplicamos un
minisecuestro, y la verdad es que no nos quiso
recibir».

Ante ello, advierte el vecino: «... no sabemos lo
que pase, pero vamos a enfrentarnos a lo que
venga».

Necesario se respeten
decisiones de habitantes
de Temacapulín: Álvarez
Cibrián

Crítica
26 de enero de 2008

Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, presidente de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ), reiteró la necesidad que se efectúe una
consulta pública respecto a la construcción de la
presa El Zapotillo y se respeten las decisiones de los
habitantes de Temacapulín, así como de Acasico y
Palmajero.

La CEDHJ solicitó a Emilio González Márquez,
gobernador de Jalisco, y al director de la CEA, que
promuevan la participación de la Conagua y hagan
pública una convocatoria para que la sociedad civil
aporte puntos de vista y proyectos similares o
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alternativos al que se pretende elaborar para que
estas aportaciones sean tomadas en cuenta en las
decisiones sobre la vialidad de la construcción de la
presa de un proyecto alterno.

Acuerdo para proteger a
Temacapulín

Crítica
26 de enero de 2009

José de Jesús Sainz Muñoz, presidente municipal
de Cañadas de Obregón, y pobladores de
Temacapulín, concretaron la firma de un acta. En
ella se establece que el cabildo del ayuntamiento
no aprobará el cambio de uso de suelo para la
ampliación a 150 metros de la cortina de la presa El
Zapotillo. Pobladores le piden al alcalde que se
comprometa a hacer válida su postura en contra de
que se afecte su única delegación.

Derechos Humanos
lamenta ultimátum de
Luege Tamargo

Maricarmen Rello

Público
29 de enero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) lamentó las declaraciones del titular de la
Comisión Nacional del Agua (CNA), José Luis Luege
Tamargo, quien ayer sostuvo que la construcción
de la presa El Zapotillo no está en duda, a pesar de
la oposición de moradores de Temacapulín, uno de
los tres poblados que sería inundado con la cortina
de agua.

De visita en Guadalajara, Luege Tamargo anunció
que éstos son «los días finales» para definir el
proyecto.

«Declaraciones de este tipo no abonan a
solucionar el conflicto en un marco de concordia
[...] y la historia nos ha enseñado que la imposición
termina convirtiéndose en abuso de autoridad»,
apuntó el tercer visitador de la CEDHJ, Alfonso
Hernández Barrón, tras considerar como «poco
sensibles» las declaraciones del funcionario federal.

«Los servidores públicos de cualquier nivel de
gobierno deben ser susceptibles a las inquietudes

a misa y promueven clases de Biblia en Casa Jalisco.
Sólo el cardenal Juan Sandoval ha salido a la defensa
de Temaca y pidió lo mismo que la Comisión Estatal
de Derechos Humanos: que se presenten
alternativas. Pero para el gobierno de Emilio
González Márquez -con todo y su madre como
progenitora de un hijo que la mienta mucho- lo
más importante en éstos es hacer el capricho del
grupo político que encabeza Martita Sahagún y
Vicente Fox.

Sí se han visto asuntos muy graves en toda esta
cuestión. La gente de Temaca, armada en una
resistencia, está siendo provocada de muchas
formas. La CEDHJ ha emitido varias
recomendaciones que no le importan al gobierno
de Jalisco, le avientan la bolita al gobierno federal.
Entre unos y otros intentan matar a un pueblo y no
hay miembro de la Iglesia que defienda lo que se
está haciendo ahí.

Existimos muchos que nos hemos metido a esta
defensa, periodistas o miembros de organizaciones
no gubernamentales, pero el gobernador dice que
somos extranjeros y que no sabe a qué se debe el
interés, cuestiona las razones para defender al
pueblo.

El gobernador ya se olvidó de que el pueblo tiene
una lucha propia para defenderse porque muchas
ocasiones el gobierno es su principal verdugo. Se le
olvidó que a él mismo lo encerraron en la cárcel
porque luchaba a favor de que el voto fuera libre,
válido y que contara. Ya se le olvidó. Ahora los que
luchamos a favor de Temaca, los que somos alteños,
los que queremos que el pueblo viva, somos
extranjeros.

Es tan analfabeto e ignorante –no pretendo
descubrir el hilo negro– que ignora que las
macropresas y megaconstrucciones hidráulicas ya
están siendo desechadas en todo el mundo por no
ser viables ni económicamente ni para el medio
ambiente ni en tema de derechos humanos. Se le
olvida el empedernido y terco –empedernido por
necio, no por borracho, aunque también aplica–
que como servidor público no está obedeciendo al
pueblo que lo eligió y sí, en cambio, está
obedeciendo lo que otro grupo; en otra entidad,
está mandando para la reconstrucción de la presa
sobre el río Verde.

Hay alternativas, pero las quiere desoír y prefiere
que nosotros se las mostremos. Y, fíjese usted lo que
son las ironías de la vida, el diputado local, José Luis
Íñiguez -el principal traidor de Temaca- ahora busca
el nombramiento de su partido para irse al Congreso
de la Unión cuando la criatura no conoce ni lo que
es la Constitución y se atiene a que la gente votará
por el PAN, de nuevo, llegándole los votos de rebote.

sociales y, si bien hay obras que deben realizarse,
éstas deben sustentarse en un equilibrio entre el
aspecto social, el aspecto económico y el aspecto
ambiental. Si no hay equilibrio entre los tres, no
podemos hablar de un proyecto sustentable»,
opinó.

A su juicio, es evidente que hay un impacto a la
parte social, porque se pretende inundar las
propiedades de los habitantes de los tres poblados
-Temacapulín, Acasico y Palmarejo- y, sin embargo,
desde el principio no se les ha involucrado a
participar en el proceso. «Se perdió de vista la
responsabilidad que tienen de hacer participar a
las comunidades en la toma de decisiones», acotó.

Respecto a la supuesta violencia que se puede
desatar en Temacapulín, y que es el argumento para
que se clasifique toda la información del proyecto
como «reservada», el entrevistado consideró que
la gente de este poblado es «gente muy pacífica;
tan así que, en casi ochenta años no ha habido un
hecho de sangre».

Desde esta perspectiva, dijo que los defensores
de derechos humanos invitan a la autoridad a que
en la toma de decisiones se pondere también el
bienestar de las personas: «El caso de El Zapotillo
es un ejemplo clásico de una obra que pudiera
representar un bien mayor y se fastidia por la falta
de un proceso de consensos, de consulta y de
información adecuada».

No hay quien defienda a
Temaca

Miguel Ángel Casillas Báez

Público
30 de enero de 2009

No hay quien defienda a los pueblos católicos de
Temacapulín, Acasico ni Palmarejo. Ni el obispo de
San Juan de los Lagos, Felipe Salazar, se le ocurre
que ahí, como en los tiempos de Sodoma y Gomorra,
hubiera algún justo. Más bien piensa que ahí sólo
dejan monedas de menos de dos en la canasta y
por ende no vale la pena. ¿Para qué un templo?
¿Para que vaya una veintena de creyentes? No se
le ocurre defenderlos, se oculta en silencio mientras
lo vemos recibir millones en la fiesta de La Candelaria.
El dinero de creyentes, claro está, pero no se atreve
a pedir respeto por la gente que vive, que ora, que
suplica al cielo y a la tierra el respeto que se merecen.

No hay quien defienda al pueblo de Temaca,
pero sí hay yunquistas de la vieja guardia que van
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Eso es si los que podemos no alcanzamos a detener
esta traición al pueblo. Qué ganas tengo de que
este personaje empiece la campaña para retarlo a
un debate.

Lo peor de todo es que César Coll, el director de
la Comisión Estatal del Agua y Saneamiento, está
acusando al sacerdote Gabriel Espinosa Íñiguez de
ser un violento, de provocar a la gente. Lo está
acusando de defender el pueblo de sus padres y de
sus abuelos; está acusándolo de que por culpa del
sacerdote no se pueden hacer las negociaciones en
lo oscurito como quisiera el señor Coll Carabias. ¡Ya
basta! ¡Esto es el colmo de las provocaciones!

César Coll y Emilio González quieren llevar a
Temaca al Ejército mexicano, que por cierto está
apostado en una bodega a la entrada a San Miguel

el Alto, listo para actuar. Quieren que se desate la
violencia disparando injurias y difamaciones contra
el sacerdote Gabriel Espinosa, que es una persona
valiosa doblemente, según lo podemos saber
quienes lo conocemos.

A Gabriel lo apoyamos, estamos con él. Da la
cara, no se esconde, como lo ha hecho Emilio y como
lo hace César Coll. Gabriel Espinosa sí da ministerio
de amor y defensa de los desposeídos, de los pobres
y de los marginados, no como el obispo de San Juan
de los Lagos, que está recibiendo millones de pesos
de peregrinos. César Coll está provocando. Y Emilio
González será el responsable de levantar un
polvorín en su propia tierra. Que sobre su cabeza
caiga la declaración de enemistad.

Las cosas han sido pacíficas hasta ahora. No ha
habido más que mentadas de madre, y ésas son las
que Emilio le ha hecho al pueblo de Jalisco. Ésa sí
que es violencia verbal, señor César Coll. Decirle a
usted que es un alevoso no es acusarlo de nada,
porque como servidor público no atiende, no
escucha. Sólo le urge gastar siete mil millones de
pesos que el gobierno federal le está entregando,
hasta ahorita, para levantar una cortina en el río
Verde. Falta leer la Recomendación de la CEDHJ
porque esa misma bien que aplicaría con sus
bemoles para el río Verde.

Es urgente que responda la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, porque el señor César
Coll ya llegó a las amenazas.
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Estudio de impacto ambiental y
evitar tala de árboles, pide la
CEDHJ

Medidas cautelares

Dirigidas al doctor Alfonso Petersen Farah,
presidente municipal de Guadalajara

Estimado doctor:

Reciba un cordial saludo, y aprovecho la
ocasión para informarle que se abrió de oficio
queja en contra del Ayuntamiento de
Guadalajara por probables violaciones de los
derechos humanos ambientales de los
ciudadanos por el derribo y falta de reposición
de aproximadamente mil árboles, por las obras
del corredor Independencia del Macrobús, en
la calzada del mismo nombre, de esta ciudad.
Al leer la información periodística que se tomó
como referencia para el inicio de esta queja, se
advierte que las acciones y omisiones

constituyen posibles violaciones de derechos
humanos ambientales, a la protección de la
salud y al paisaje urbano.

Asimismo, con base en el artículo 55 de la
misma ley, se le solicita como medida
precautoria que en las posibles futuras obras
de las líneas de este medio de transporte se
abstengan de deforestar cualquier especie sin
haber realizado antes estudios de impacto
ambiental donde se prevea la reforestación con
las variedades adecuadas.

Guadalajara, Jalisco, 6 de marzo de 2009

Luis Arturo Jiménez Jiménez
Director de Quejas, Orientación y Seguimiento
de la CEDHJ



73

Notas periodísticas

Notas
periodísticasMedidas cautelares

CDHJ abrió queja por
estragos en los árboles

Maricarmen Rello

Público
12 de marzo de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ)
requirió al Gobierno del Estado, a través de la
Secretaría de Desarrollo Urbano y la Secretaría del
Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable; así como

al Ayuntamiento de Guadalajara, brinden al
organismo una explicación sobre la tala de 1 005
árboles en la calzada Independencia que se realizó
para dar paso al corredor del Macrobús.

El organismo abrió una queja de oficio, bajo el
folio 4077/09, luego de que medios de
comunicación difundieron la denuncia del
Colectivo Ecologista Jalisco, AC (Público, 6 de marzo
de 2009) respecto a la tala en la calzada
Independencia y la exigencia ciudadana de que se
restituyan estos árboles conforme al reglamento
municipal, lo que implicaría reforestar unos diez

mil árboles, pero el gobierno estatal plantea que
sólo sean tres mil.
A las tres instancias de gobierno citadas, la CEDHJ
pidió que le remitan el estudio de impacto
ambiental que debieron tener de base para el retiro
de árboles «y como medida cautelar también se les
pide que en las obras futuras de este sistema de
transporte, se abstengan de deforestar sin tener
estudios concretos de impacto ambiental donde
esté prevista la reforestación», informó el director
de Quejas del organismo, Luis Arturo Jiménez.
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Debe Guadalajara poner
señalamientos en obras de
remodelación al centro
histórico

Medidas cautelares

Dirigida al presidente municipal de Guadalajara.

Se recibe queja por escrito [...] en contra del
doctor Alfonso Petersen Farah, presidente
municipal de Guadalajara, por considerar que
con su actuar [remodelaciones al centro
histórico de Guadalajara] lesiona y pone en
riesgo a las personas con discapacidad.

Sin prejuzgar los hechos como ciertos y de
conformidad con el artículo 102, apartado B,
de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 4 y 10 de la Constitución
Política de Jalisco, así como los diversos 4, 7,
35, fracciones I y VI, inciso a; y 56 de la Ley
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos,
se admite la queja y se ordena realizar las
diligencias necesarias para el esclarecimiento
de los hechos.

Con fundamento en el artículo 55 de la Ley
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos
y 106 de su Reglamento Interior, se solicita
como medida cautelar al presidente municipal
de Guadalajara que en el término de tres días
naturales, a partir de que reciba el presente,
coloque en el centro histórico señalamientos y
aditamentos donde se realizaron o donde aún
se hacen excavaciones, esto con la finalidad
de proteger el libre tránsito de las personas con

discapacidad y adultos mayores, tomando en
consideración, además, que por las noches el
peligro aumenta por no haber suficiente luz. Lo
anterior también es con el objetivo de evitar
accidentes. Para una mayor información se
acompaña copia de la queja.

De aceptar la medida cautelar, informe en
el término citado y envíe copia de su
cumplimiento.

Se hace saber a la autoridad que conforme
al segundo párrafo del artículo 70 de la Ley de
la Comisión Estatal de Derechos Humanos,
establece:

... Las peticiones deberán ser atendidas por las
autoridades y servidores públicos a los que se
solicite aportar información o documentos y su
incumplimiento dará lugar a que el Presidente o
el Visitador General requiera a la autoridad
correspondiente la aplicación de las sanciones
respectivas, de acuerdo con lo establecido en la
presente ley...

Así lo acordó y firmó el maestro César Alejandro
Orozco Sánchez, primer visitador general de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos en
Jalisco.

Guadalajara, Jalisco, 23 de marzo de 2009
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Por lesiones, queja contra
obras del centro

Sergio Blanco

Público
11 de marzo de 2009

Las quejas contra el Ayuntamiento de Guadalajara
por las obras de remozamiento de calles en el centro
histórico comenzaron a cobrar forma de iniciativas
legales. En concreto, una queja ante la Comisión
Estatal de Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ): la
de un joven invidente que se fracturó la pierna al
caer a un pozo en la zona.

Mientras tanto, comerciantes advirtieron
también que podrían empezar con acciones
similares si el ayuntamiento no negocia con ellos
para ser indemnizados por los daños económicos
que han sufrido.

Derechos Humanos anunció ayer que dirigirá
medidas cautelares al gobierno municipal por el
caso de Abraham Álvarez Serrano, de 26 años. El
joven es ciego desde hace dos años y, al pasar por el
centro, se fracturó al tropezar con un pozo en medio
de las obras.

El caso de Álvarez motivó además que el
ayuntamiento comenzara, de oficio, un
procedimiento de responsabilidad patrimonial, que
podría tomar 45 días.

Ayer mismo, en el Centro del Adulto Mayor y del
Migrante, se convocó a un grupo de comerciantes
de la zona que está en proceso de rehabilitación
urbana, quienes denuncian, incluso, que ya han
tenido que despedir trabajadores debido a que las
ventas son bajas.

Así, avisaron que, si no hay un acuerdo para
resarcir daños, procederán por la vía legal en contra

del alcalde de Guadalajara, Alfonso Petersen;
director de Obras Públicas, Ricardo Oliveras, y hasta
el tesorero, Armando González Cantú, por acciones
como abuso de autoridad y ejercicio indebido del
servicio público, según expresó  José Luis Romero
Chávez, presidente coordinador del Consejo Estatal
de Comerciantes Establecidos y Prestadores de
Servicio de Jalisco, AC.

El consejo tomó nota de los acuerdos entre los
comerciantes y comenzó a levantar un patrón de
afectados. Posteriormente se realizará una segunda
reunión para después acudir a dialogar con el
ayuntamiento, «para buscar un acuerdo sin llegar
al término judicial, porque los elementos judiciales
existen para poderlos responsabilizar de esta
acción».

Romero fue específico en sus peticiones:
«simplemente dinero y compensación de los daños
a los comerciantes en su patrimonio, estamos
hablando de dinero». Aceptó que depende de cada
caso particular y aclaró que se revisará que los
solicitantes comprueben que son comerciantes y
cuenten con sus documentos en orden.

No obstante, reconoció que las obras les traerán
beneficios: «nunca estamos en contra del beneficio
de una obra, sino la forma de hacer la obra, la
anarquía».

Por obras, se quejan más
en Zapopan

Maricarmen Rello

Público
13 de marzo de 2009

Ante la Comisión Estatal de derechos Humanos de
Jalisco (CEDHJ) los zapopanos se han quejado más:
mientras el organismo ha recibido en los últimos
días cuatro quejas por las afectaciones causadas
por las obras de remodelación del centro histórico
en Guadalajara, por las obras en el corazón de
Zapopan se han recibido 37 desde hace semanas.

El jefe de Quejas de la CEDHJ, Luis Arturo
Jiménez, resaltó que no se habían presentado
ciudadanos que se consideraran afectados por las
obras en el centro tapatío sino hasta esta semana;
mientras que en Zapopan se presentaron desde el
año pasado con el mismo tono de molestia por la
restricción para transitar las calles céntricas.

Guadalajara, con menos quejas, tomó mayor
notoriedad luego de que un invidente cayó en un
hoyo al transitar por la calle San Felipe. Por los daños
sufridos en su integridad se presentó queja contra
el ayuntamiento tapatío, el 9 de marzo pasado.
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Dictan medidas: más
seguridad

Jessica Pilar Pérez

Mural
18 de marzo de 2009

Por la inseguridad que las obras de renovación en
el centro tapatío provocan, especialmente a los
invidentes, al transitar por la zona, la Comisión
Estatal de Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ) pidió
señalamientos adecuados.

El director de Quejas de la Comisión, Luis Arturo
Jiménez Jiménez, envió el 12 de marzo un oficio
donde solicitó la colocación de señalamientos para
evitar que las personas sufran lesiones.

Este oficio fue la respuesta al accidente que
sufrió el invidente Abraham Gamaliel Álvarez
Serrano, quien el 20 de febrero cayó en un pozo en
San Felipe en su cruce con Santa Mónica y se
fracturó la pierna izquierda.

Jiménez Jiménez dijo que el sábado realizó un
recorrido por Ocampo, Madero, López Cotilla y
Donato Guerra y no encontró señalamientos
adecuados, sólo una malla naranja para evitar el
paso, pero es insuficiente.

El primer vocal de la Organización de Invidentes
de Jalisco, Gilberto Rodrigo Quiroz Vázquez, dijo
que se sienten inseguros por el cambio constante
en calles o banquetas.

La única manera de cuidarse es pasándose los
tips de dónde está más feo o escarbado para no
pasar por ahí. Otros optan por ya no trabajar en el
centro.
Ni la CEDHJ ni los invidentes notaron la presencia
de las 90 personas que el ayuntamiento dijo que
pondría para evitar accidentes.

Mil quejas contra obras

José Mendoza Navarro

El Occidental
19 de marzo de 2009

Por lo menos mil quejas de comerciantes y
empresarios del centro de Guadalajara, en contra
de los efectos de las obras que en esta parte de la
ciudad hace el Ayuntamiento de Guadalajara,
esperan en la Comisión Estatal de Derechos
Humanos.

Tal es el pronóstico de Luis Arturo Jiménez
Jiménez, director de Quejas en la institución, quien
ayer recibió a varios integrantes de la organización
Consejo Estatal de Comerciantes Establecidos y
Prestadores de Servicios de Jalisco, AC, para
recibirles el documento mediante el cual se
inconformaron en contra de las obras de la comuna,
dados los estragos económicos que han resentido
sus comercios.

Hasta antes del día de ayer, únicamente se habían
presentado cuatro quejas por los mismos motivos,
según dijo el funcionario, quien destacó el interés
del ombudsman jalisciense «en que esto se
sustancie y se resuelva a la brevedad posible». Sin
embargo, Jiménez Jiménez aclaró que podrían
pasar hasta seis meses para que los quejosos
obtengan respuesta, lo que no fue del agrado de
José Luis Romero Chávez, presidente de la
agrupación.

Romero Chávez afirmó que son varios los
comerciantes los que ya quebraron y otros están a
punto: «Estamos hablando de una base de
comerciantes que tienen problemas en este
momento más o menos de cinco mil comerciantes».

Aclaró que los comerciantes quejosos «no
estamos en contra de la obra, estamos en contra de
la arbitrariedad, de la anarquía y la falta de un
proyecto ejecutivo y de un orden. Llegaron
abriendo todo el centro sin ton ni son y ocasionando
daños manifiestos a los comerciantes».

Negó que tras estas quejas haya cuestiones
políticas y aseveró que la única pretensión es que
se resarza el daño, «... el daño económico que los
comerciantes resienten en su patrimonio; no
queremos créditos relumbrones de temporada
electorera; lo que queremos es que se nos dé
legítimamente lo que es nuestro, en lo que nos ha
afectado».

Según el dirigente, serían alrededor de
trescientas las quejas proyectadas a presentarse el
día de ayer en la Comisión Estatal de Derechos
Humanos, y aseguró que después de esto, si no
obtienen la respuesta que desean, se irán al ámbito
penal y al juicio político en contra del presidente
municipal, Alfonso Petersen Farah.

Comerciantes del centro
histórico interponen queja
ante la CEDHJ contra el
ayuntamiento

Jorge Covarrubias

La Jornada Jalisco
19 de marzo de 2009

Por falta de respuesta, comerciantes del centro
histórico de Guadalajara interpusieron una queja
en la Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) en contra del Ayuntamiento de
Guadalajara para obligar a las autoridades a
compensar los daños ocasionados por la
remodelación de banquetas del primer cuadro de
la ciudad.

José Luis Romero Chávez, presidente del Concejo
[sic] Estatal de Comerciantes Establecidos y
Prestadores de Servicios de Jalisco dijo que ésta es
la primera acción que harán en forma coordinada
para lograr que el municipio indemnice a los
afectados.

Posteriormente pedirán juicio político en contra
del presidente municipal, Alfonso Petersen Farah,
y quien resulte responsable, y como último recurso
interpondrán una denuncia penal por daños y
perjuicios.

«En su momento una demanda de asuntos
penales porque existen los elementos», dijo el
representante de los afectados.
Romero Chávez dijo que los socios de esta
organización no quisieron esperar más tiempo, a
diferencia de la Asociación de Comerciantes del
Centro Histórico, que ha sido más tersa con las
autoridades.

El representante mencionó que el daño infligido
a los comerciantes ha ocasionado efectos colaterales
que se deben evaluar, como la pérdida de empleos
y la desintegración familiar.

Estimó que si cada uno de los comerciantes
interpone su queja, lograrán conjuntar alrededor
de mil, con lo que esperan tener mayor fuerza, toda
vez que no hubo respuesta como organización.

Dijo que el daño de lucro cesante se tipifica
cuando el comerciante deja de percibir utilidades,
como es el caso que compete.

Precisó que el Concejo [sic] no permitirá que se
cuelen oportunistas o gente que busque sacar
beneficios personales, y para ello tienen un registro
de cada uno de los comerciantes con su credencial
de elector, permisos y pagos de recibos municipales.

Por su parte, el director de Quejas de la CEDHJ,
Luis Arturo Jiménez, mencionó que es la primera
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vez que el grupo de comerciantes se acerca a
solicitar la intervención del organismo, aunque ya
se tenían cuatro quejas que fueron presentadas
en diferente tiempo, una da las cuales pertenece a
una persona a la que se le negó información sobre
el proyecto de renovación urbana y otra al joven
invidente Abraham Serrano, quien sufrió una
fractura de tibia al caer a un hoyo.

Dijo que el sábado pasado la Comisión hizo una
inspección en el centro y advirtió el peligro que
corren las personas con capacidades diferentes, en
especial los invidentes, por lo que se enviaron
medidas cautelares al ayuntamiento tapatío para
que coloquen señalamientos adecuados.

Imposible tapar los agujeros

Por la mañana, al término de la inauguración de
dos hornos crematorios en el panteón Guadalajara,
el presidente municipal aseguró que antes de que
llegara el oficio del organismo defensor de los
derechos humanos, ya había girado instrucción al
secretario general, Alfonso Rejón Cervantes, de dar
todas las atenciones al joven Abraham, que de
acuerdo con el parte médico tomado por la Cruz
Verde sufrió una fractura en el tercio distal de tibia
derecha.

Respecto a los señalamientos, Petersen Farah
dijo que es imposible tapar todos los agujeros o
zanjas de las obras en el centro; sin embargo, sostuvo
que al finalizar éstas los invidentes serán los más
beneficiados.

«No podemos pensar en la posibilidad de llevar
a cabo un cambio de una red eléctrica, de una red
sanitaria o de una red de distribución de agua
potable, si no está abierto el espacio», explicó.

Multan a once contratistas

Desde que comenzó la remodelación de banquetas,
ninguna constructora había sido sancionada. Ayer,
el titular de la Dirección de Obras Públicas, Ricardo
Oliveras, aseveró que se multó a once contratistas
por carecer de señalamientos en las obras que
realizan.

«La Unidad Departamental de Inspección a
Construcción e Imagen Urbana, en el transcurso
del fin de semana y el lunes, levantó 12 infracciones
y un apercibimiento», aseveró.

Las actas se levantaron por falta de
señalamientos y medidas de seguridad al peatón,
por lo que en caso de reincidir, las constructoras
estarían perdiendo el contrato.

«Podemos revocar el otorgamiento de la
asignación de estas constructoras, la intención

lógicamente es que señalicen adecuadamente,
porque hay constructoras que están trabajando
bastante bien y la deficiencia en este caso es la falta
de señalamiento», dijo el secretario general.

Las empresas sancionadas fueron Quantium,
GSV Grupo Constructor, Constructora Tlajomulco,
Nipe Construcciones, Edificaciones y Proyectos
Malú, Obras y Comercialización de la Construcción,
Grupo Constructor Inoblack, Toscana
Construcciones, Ingeniero Juan Manuel Gabriel
Quesada, Grupo Constructor Los Muros y
Constructora Flores Fajardo, esta última, dos veces.

Oliveras desconoció el monto de las sanciones y
el lugar donde se levantaron.

«Estamos hablando únicamente [la omisión]
de la malla peatonal», expresó, y el secretario general
agregó que la sanción es acorde a los metros que se
dejaron de señalar.

Asociaciones de
discapacitados interponen
queja ante la CEDHJ

Jorge Covarrubias

La Jornada Jalisco
20 de marzo de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) recibió ayer una queja de parte de
diversas asociaciones que representan a personas
con discapacidad, y que por causa de las obras de
remodelación en el centro histórico de Guadalajara
no pueden transitar libremente.

El presidente de Red Ciudadana, José de Jesús
Gutiérrez Rodríguez, entregó por escrito al titular
de la Dirección de Quejas del organismo, Luis Arturo
Jiménez, el parte de los motivos por los que se
fundamenta la queja.

En el informe se señala que el Ayuntamiento de
Guadalajara violó el artículo 13 de la Ley General
para Personas con Discapacidad, que establece:
«Las personas con discapacidad tienen derecho al
libre desplazamiento en condiciones dignas y
seguras en espacios públicos. Las dependencias de
la administración pública federal, estatal y
municipal vigilarán el cumplimiento de las
disposiciones que en materia de accesibilidad,
desarrollo urbano y vivienda se establecen en la
normatividad vigente».

José de Jesús indicó que las medidas adoptadas
por el municipio tapatío son insuficientes para

resarcir los daños y perjuicios ocasionados a las
personas con discapacidad.

«Es que esto debió planearse, tal vez en etapas,
lo que pasa es que aquí se hace un trabajo en forma
repentina sin previsión, sin planeación, y eso es lo
que está afectando», dijo.

Además del presidente de Red Ciudadana
acudieron representantes de Juntos por una Vejez
Digna, Distrofia Muscular de Occidente y Asociación
de Lisiados de Jalisco.

El miércoles, los comerciantes del centro
histórico interpusieron una queja por la afectación
de ventas que han ocasionado las obras. Ésta y la
que interpusieron ayer las asociaciones de personas
con discapacidad se turnarán a la Primera
Visitaduría.

Gutiérrez Rodríguez dijo que también hay
violaciones al Código de Asistencia Social del Estado
de Jalisco, que en su artículo 174 menciona que los
Planes y Programas de Desarrollo Urbano deben
contemplar que las construcciones o
modificaciones de edificios e infraestructura
urbana se adecuen a las necesidades de las personas
con discapacidad.

Obras en el centro
inspiran otra queja

Sergio Blanco

Público
20 de marzo de 2009

Se acumulan las quejas por las obras de
remozamiento del centro histórico de Guadalajara.
Tocó el turno a un conjunto de agrupaciones a favor
de personas con capacidades diferentes. La mañana
de ayer se presentaron varias de ellas en las oficinas
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) para presentar su reclamo.

Sus principales argumentos no distaron de los
de comerciantes que se quejaron justo el día
anterior: no le ven organización ni celeridad a las
obras. Pero a éstos le agregaron otro, según explicó
el director de Quejas de la CEDHJ, Luis Arturo
Jiménez Jiménez, pues exigieron que no se merme
su libertad de tránsito en la zona, ya que han
observado que hay lugares donde toda la calle está
abierta junto con las dos aceras, por lo que son
prácticamente inaccesibles para una persona de
capacidades diferentes, si desean ingresar a algún
domicilio.
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José de Jesús Gutiérrez Rodríguez, presidente
de Red Ciudadana, AC, aclaró que no están en contra
de las obras, ya que son necesarias para la ciudad,
sino de que al parecer éstas se realizan con falta de
previsión y de proyecto ejecutivo, además de que
ponen en riesgo la integridad física y la libre
circulación, «en virtud de que se dejan
excavaciones sin las protecciones necesarias para
poder transitar sobre ellas, pues no hay
señalamientos ni aditamentos que permitan
transitar sin riesgos», según reza el documento que
presentaron a la Comisión.

Esta falta de accesibilidad, de seguridad y de
prevención, se evidenció cuando el lunes de la
semana pasada cayó a un registro abierto el joven
invidente Abraham Gamaliel Álvarez Serrano, lo
que provocó que se rompiera una pierna.

Fue desde ahí, y no antes, que se puso en marcha
un programa de inspección para ayudar y conducir
por la zona intervenida a personas con capacidades
diferentes, incluso lo reconoció el mismo director
de Obras Públicas, Ricardo Oliveras Ureña: «Tan
estamos esforzándonos en esto, que en el momento
en que se dio el incidente, de inmediato se
implementó, por la Secretaría General, el
programa».

Y ahogado el niño..., hasta el mismo secretario
general, Alfonso Rejón Cervantes, declaró que desde
el accidente se han intensificado las revisiones
(Público, 12 de marzo de 2009), de manera que
ya trabajaban 17 nuevas personas para asistir a los
quince inspectores a trasladar a gente con
capacidades diferentes hasta su destino, explicó
Oliveras.

Lo que el ayuntamiento ha justificado sobre los
puntos donde ambas banquetas están en proceso
de obra, es que algunos contratistas, por razones
de los tiempos, se ven en la necesidad de hacerlo,
pero en los casos en que esto se presente, dijo Rejón,
«lo que tenemos que vigilar es que el punto esté
correctamente señalado y vigilado». Con lo anterior
establecido (y a sabiendas de la queja), Ricardo
Oliveras recomendó que las personas discapacitadas
asistan al centro.

Sin embargo, Arturo Jiménez declaró antes que
el pasado fin de semana dio un paseo por la zona
para constatar la veracidad de tales declaraciones,
pero a pesar de que dio varias vueltas, no encontró
a ningún inspector en toda el área. Por tal razón, se
le cuestionó al secretario general y al director de
Obras Públicas sobre los días en los que los
inspectores laboraban, a lo que Rejón contestó que
todos los días, y lo que Oliveras dijo fue: «No lo sé».

Lo cierto es que las 17 personas de la camiseta
verde fosforescente con la leyenda «Orgu Yo

Tapatío», sólo laboran de lunes a viernes, y unos en
un horario de 8:00 am a 14:00 horas, y otros de las
14:00 a las 20:00 horas, según reveló uno de ellos,
Salvador Martínez, quien a manera de anécdota
mencionó que ya ha sido testigo de varias caídas.

Por lo pronto, la CEDHJ ya le dio entrada a las
quejas y comenzará con el proceso de investigación,
con el compromiso de que a la brevedad buscará
dar respuesta a la solicitud de medidas precautorias
hacia el ayuntamiento, las cuales consistirán en que
haya real seguridad, y que no trabajen en las dos
aceras de manera simultánea o en una extensión
de las obras que no sea mayor a la capacidad de las
empresas, pues, según Jesús Gutiérrez, abren todo
y nada más trabajan en una cuadra. Bajo tal queja,
Alfonso Rejón convino en que, en el momento en
que Derechos Humanos los cite, previo acuerdo,
«nosotros estaremos al pendiente».

Un largo y sinuoso camino

Hugo Monroy Pedroza, ex presidente de la
Asociación de Lisiados de Jalisco, AC no ha podido
ingresar con su silla de ruedas al palacio del Congreso
del Estado desde que iniciaron las obras de
remozamiento del centro de Guadalajara.
Actualmente trabaja en una iniciativa de ley a favor
de las personas con discapacidad, pero en vista de
que no hay lugar para estacionarse, definitivamente
ya no ha asistido, dada la imposibilidad de sortear
las calles y aceras abiertas.

Se le cuestionó a Hugo sobre lo que espera obtener
con la queja ante la Comisión Estatal de Derechos
Humanos: «Nada, no va a pasar nada», respondió.
En tanto, el ayuntamiento, además de ofrecer una
cuadrilla que ayude a las personas con capacidades
diferentes (sólo en semana inglesa, pues descansan
sábados y domingos), dijo que estarán
inspeccionando que las constructoras garanticen
los señalamientos y la existencia de mallas naranja
para el confinamiento de los peatones, y eso lo
harán los siete días de la semana.

Los quejosos

Las asociaciones que levantaron sus respectivas
quejas (pero bajo el nombre de las personas físicas
que las representan), ante la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco, fueron:

* Asociación de Distrofia Muscular de Occidente,
AC
* Asociación Puente de la Institución a la Sociedad,
AC
* Solidaridad, Atención y Respuesta en Adaptación
a Personas Especiales, AC

* Grupo de Autoayuda para Pacientes Epilépticos
del IMSS
* Juntos por una Vejez Digna, AC
* Asociación de Lisiados de Jalisco

La Comisión comenzará una investigación y se
comprometió a que se dé respuesta a las medidas
precautorias que emita.

Acumula CEDHJ 107
quejas por obras

Jessica Pilar Pérez

Mural
21 de marzo de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) acumulaba hasta ayer 107 quejas en
contra del Ayuntamiento de Guadalajara por
molestias causadas por las obras de renovación del
centro histórico.

Los comerciantes fueron quienes más quejas
pusieron: 100 el pasado miércoles.

En una sola queja, presentada el jueves, se
acumuló la querella de Red Ciudadana, firmada
por ocho personas en representación del mismo
número de instituciones.

Otras fueron de un notario público y un
invidente que cayó a un hoyo. Esta última derivó
en medidas cautelares, para darle atención médica
y colocar señalamiento adecuado.

El primer visitador, César Alejandro Orozco
Sánchez, señaló que a más tardar el lunes se
emitirían otras medidas cautelares derivadas de la
queja de los discapacitados.

«Urge una medida cautelar, que se va a dictar,
para que el ayuntamiento establezca las medidas
necesarias que permitan a personas con alguna
discapacidad puedan transitar con seguridad en
el centro histórico», dijo.

«Reconocemos que las obras siempre son
molestas», reiteró el alcalde Alfonso Petersen,
«todavía no conocemos cómo podemos llevar a cabo
el ocultamiento de las instalaciones eléctricas, el
cambio de las redes de agua o el cambio de los
drenajes sin hacer agujeros».
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Promete Petersen un
centro más amable para
los discapacitados

El Informador
21 de marzo de 2009

Ante las sucesivas quejas que han presentado
personas con capacidades diferentes ante la
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ), debido a su inconformidad por las obras
de rehabilitación que el Ayuntamiento de
Guadalajara desarrolla en el primer cuadro de la
ciudad, el presidente municipal Alfonso Petersen
Farah aseguró que después de los trabajos
desarrollados, el centro estará diseñado para ser
más amable con las personas que tienen algún tipo
de discapacidad.

Por lo pronto, los trabajos en el primer cuadro
son un mal necesario. Petersen Farah señaló que es
imposible desarrollar una obra pública de la
dimensión de la que el ayuntamiento tapatío
ejecuta en el primer cuadro y que anuncia como
«el proyecto urbano más importante de los últimos
treinta años», sin generar molestias a la población,
exhortando a los habitantes a ser tolerantes con los
trabajos de intervención, y que están anunciados
para terminar en mayo.

Más allá de esto, afirmó que el municipio
desconoce cualquier tipo de proyecto de
renovación urbana que no sea intrusivo y por ende,
que esté exento de ocasionar molestias a los
moradores y comerciantes de Guadalajara, como
las que han generado los trabajos de intervención
en el primer cuadro de la ciudad durante los últimos
tres meses, señalando que «todavía no conocemos
cómo podemos llevar a cabo el ocultamiento de las
instalaciones eléctricas, el cambio a las redes de
agua o el cambio de los drenajes sin hacer
agujeros».

Con relación a la medida cautelar que la  CEDHJ
emitió al ayuntamiento tapatío para que los trabajos
desarrollados en el Centro preserven la seguridad
de los habitantes, sobre todo los que padecen algún
tipo de discapacidad, Petersen Farah respondió
que «sí se trabaja en la protección de este sector de
la población», y afirmó que durante la conclusión
de los trabajos la población será testigo de una
ciudad más amable con este tipo de personas.

Aseguró que los trabajos de rehabilitación en el
centro histórico de Guadalajara incluyen, además
de la modificación del paisaje urbano, un esquema
arquitectónico y de movilidad urbana más generoso
para los discapacitados, en la medida en que todos
los obstáculos con los que se enfrentaban antes de
las obras de intervención, y durante éstas, serán
eliminados.

Emite CEDHJ más
medidas cautelares

Jessica Pilar Pérez

Mural
25 de marzo de 2009

Por segunda ocasión, la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco encabezada por Felipe
Álvarez, emitió medidas cautelares por las obras
del centro de Guadalajara, esta vez en beneficio
de discapacitados y adultos mayores.

Al presidente, Alfonso Petersen, le solicitan
colocar señalamientos y aditamentos en donde hay
excavaciones para proteger el libre tránsito de las
personas que interpusieron la queja, sobre todo
por las noches cuando la luz disminuye.

El ayuntamiento tiene tres días naturales para
resolver si acepta o rechaza las nuevas medidas.
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Conciliaciones a favor de grupos
vulnerables

Dentro de las 268 conciliaciones logradas en
este primer trimestre, algunas procuraron el
bienestar de integrantes de grupos vulnerables.
En los ejemplos que a continuación se
describen, dos de ellos versan sobre estos casos:
uno de una persona con discapacidad visual y
el otro tiene que ver con personas recluidas en
la cárcel municipal de Zapotlán del Rey.

GUADALAJARA
El ayuntamiento indemnizará aEl ayuntamiento indemnizará aEl ayuntamiento indemnizará aEl ayuntamiento indemnizará aEl ayuntamiento indemnizará a
afectado por obrasafectado por obrasafectado por obrasafectado por obrasafectado por obras

El Ayuntamiento de Guadalajara resarcirá la
probable violación del derecho a la integridad y
seguridad personal de una persona con
discapacidad visual que se cayó en un socavón
producto de las obras que se llevan a cabo en
las calles del centro de la ciudad.  Apoyará
económicamente, en especie o de ambas formas
al quejoso durante el tiempo que tarde en
recuperarse de la fractura que sufrió y en caso
de que lo requiera, se le brindará atención
médica, con el objetivo de lograr su plena
recuperación física.
Por su parte, la Dirección de Obras Públicas,
tomará las medidas de seguridad suficientes en
las zonas de remodelación en donde haya mayor
riesgo para los peatones.

ZAPOTLÁN DEL REY
Establecen horario de visitas paraEstablecen horario de visitas paraEstablecen horario de visitas paraEstablecen horario de visitas paraEstablecen horario de visitas para
presospresospresospresospresos

El director de Seguridad Pública de Zapotlán
del Rey aceptó conciliar una queja de una
persona recluida en la cárcel municipal, que se
inconformó porque no había criterios definidos
para los días y horas de visita familiar.  Se le
propuso establecer dicho horario de acuerdo
con lo que marca la ley y llevar un registro con
el nombre de la persona que ingresa, la fecha,
la hora de entrada y salida, así como el nombre
del interno a quien visita. Lo anterior, sin
menoscabo de las medidas de seguridad que
deban tomarse en este centro de reclusión.

SSPPRS

Permiten trabajar a taxistaPermiten trabajar a taxistaPermiten trabajar a taxistaPermiten trabajar a taxistaPermiten trabajar a taxista

Tras haber sostenido un altercado con un
compañero, a un taxista se le impidió tomar y
dejar pasaje en las instalaciones del centro
penitenciario de Puente Grande. A pesar de que
en varias ocasiones solicitó audiencia con el
Coordinador de Seguridad y Custodia de la
Dirección General de Prevención y
Readaptación, para mostrarle un oficio de
canalización, el servidor público no lo atendía.
Por ello, la Comisión intervino y acordó con
ambas partes que el quejoso pueda ingresar a
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realizar sus actividades, en el entendido de que
respetará los reglamentos internos.

PGJE

Amonestarán a servidores públicosAmonestarán a servidores públicosAmonestarán a servidores públicosAmonestarán a servidores públicosAmonestarán a servidores públicos

La Procuraduría amonestará a dos policías
investigadores que, de manera indebida
pretendieron detener a una mujer con una copia

simple de la orden que para este fin giró su
supervisor jerárquico. En este sentido, para
evitar situaciones similares, se instruyó por
escrito a los responsables del área
correspondiente para que en lo subsecuente,
quienes se encargan de ejecutar las órdenes
de aprehensión, lo hagan con el documento
original o la copia certificada.
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Maestro Felipe de Jesús Álvarez Cibrián*

Los adultos
mayores como
parte de la
sociedad

Las ideas vertidas en los
artículos de esta sección

son responsabilidad de los
autores.

Una sociedad democrática como la nuestra está
integrada de una variada y compleja gama de
grupos que, por diversas razones, lleva a la
dominación de unos sobre los otros, y así se
configura así una multiplicidad de paradigmas
de marginación social basados en sexo, clases,
raza, edades, preferencias, etcétera. Pareciera
ser que la pluralidad es asimilada socialmente
no como una oportunidad de fortalecimiento
cultural, sino como un medio de «distinción»
entre los miembros del conglomerado.

En la actualidad mucho se
habla del ideal del Estado de
derecho, del fortalecimiento de
las democracias y del respeto a
los derechos humanos que
ambos suponen de manera
tácita, pero no reparamos en el
hecho de que la democracia
necesariamente implica una
sociedad tolerante a la
pluralidad, tal como afirman
Luis Salazar y José
Woldenberg:

La pluralidad es un rasgo, una característica de
la democracia que reconoce los diversos puntos
de vista, intereses, ideas y formas de pensar de
las personas y de los organismos o grupos que
se forman de acuerdo con ellos. En la pluralidad
todas las posturas son válidas, aun en sus
diferencias, porque enriquecen e impulsan el
avance de cualquier comunidad. 1

Leif Korsbaek y Florencia Mercado Vivanco,
desde una visión antropológico-jurídica,

comentan que el concepto pluralista de la
sociedad puede abarcarse desde dos
perspectivas: la primera de ellas hace referencia
a un pluralismo social que se percibe a través
de una desigualad fáctica manifiesta en todos
los aspectos de la vida cotidiana; y la segunda
se refiere a un pluralismo cultural que se
reconoce a través de los valores contenidos en
las diversas configuraciones de los grupos que
se encuentran dentro de las fronteras del país.2
Por otro lado, en términos de antropología las
sociedades plurales se definen como aquellas
que contienen múltiples poblaciones étnicas
dentro de una economía compartida y un orden
político centralizado dominado por uno de los
grupos.3 Pero esta visión antropológica puede
resultar aplicable no necesariamente a los
grupos étnicos, sino a todos los grupos que
integran una sociedad y que comparten una o
más características, como la edad.

Lo importante de esta reflexión inicial es
dejar claro que estas características propias de
cada grupo social no deben ser objeto de
situaciones de discriminación, pues muchas
veces llegan a traducirse como grandes
injusticias sociales que dejan a sus integrantes
en situación de vulnerabilidad respecto de sus
derechos más elementales.

Así lo prevé la propia Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, que en su
artículo primero prohíbe toda discriminación
motivada por origen étnico o nacional, género,
edad, discapacidades, condición social, salud,
religión, opiniones, preferencias, estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad

Lo importante de esta
reflexión inicial es dejar claro
que estas características
propias de cada grupo social
no deben ser objeto de
situaciones de discriminación,
pues muchas veces llegan a
traducirse como grandes
injusticias sociales
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humana y tenga por objeto anular o menoscabar
los derechos y libertades de las personas.4

Desafortunadamente, esta máxima
constitucional no resulta del todo eficaz, pues
hasta la fecha existen los llamados «grupos
vulnerables», que son definidos en la Ley de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos del
estado de Jalisco como: el conjunto de personas
cuyas condiciones físicas, psíquicas, históricas,
económicas, sociales o culturales, son tomadas
como motivos discriminatorios que hacen
probable la existencia de ataques reiterados a
sus derechos humanos.5

Efectivamente, esta vulnerabilidad a la que
nos referimos no se da de manera natural, sino
que se construye social o culturalmente debido
a la forma en que las diferencias entre los grupos
son asimiladas por la sociedad en general. Los
adultos mayores, mujeres, niños e indígenas son
algunos claros ejemplos de grupos con mayor
vulnerabilidad que otros, motivo por el cual el
Estado debe velar con mayor ahínco por el
respeto de sus derechos humanos. No se trata
de una actitud simplemente filantrópica, sino de
una obligación del ente gubernamental, basada
en un deber constitucional, apegado a valores
universales.

El tema de la vulnerabilidad de los adultos
mayores ha sido abordado desde una
perspectiva social o antropológica, y también
llevado a los foros del debate jurídico,
materializándose en leyes federales y estatales,
así como acciones o acuerdos internacionales.
A efecto de comprender un poco más la
relevancia de este tema, citaremos algunos
datos numéricos.

Algunas estadísticas

De conformidad con el artículo tercero de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores en México, éstas son las personas que
han cumplido los sesenta años de edad.

El Consejo Estatal de Población estimaba
que en junio de 2008 vivían en Jalisco 588 mil
adultos mayores de sesenta años, de los cuales
268 mil eran hombres (45.6 por ciento) y 320
mil mujeres (54.4 por ciento), 52 mil más que la
cantidad de varones. El total de adultos mayores
representa 8.5 por ciento respecto de la

población total de la entidad; de ellos, 17 mil
tienen noventa años o más, y entre éstos hay
723 que ya han cumplido los cien años o los
rebasan.

Según algunos datos emitidos por el Consejo
Estatal de la Salud para la Atención del
Envejecimiento (Coesaen), organismo de la
Secretaría de Salud Jalisco: más de 50 por ciento
de las personas de más de sesenta años sufren
de algún tipo de maltrato en su familia, en la
sociedad o en el trabajo.6 Un poco más allá, su
análisis señala que dos de cada diez adultos
mayores tienen asistencia social (servicios
médicos, alimentarios y de vivienda); uno de
cada dos viven en pobreza; uno de cada cuatro,
en soledad; y una tercera parte, con algún grado
de discapacidad.

Respecto de los servicios de salud, se estima
que 41.8 por ciento no es derechohabiente,
porcentaje un poco menor que el total de la
entidad, que es de 45 por ciento sin derecho a
servicios de salud. En el tema educativo, existen
125 mil personas mayores de sesenta años que
no saben leer ni escribir: 21.2 por ciento
respecto del total de la población de adultos
mayores, lo cual indica que uno de cada cinco
no ha recibido alfabetización. Con relación a la
población del estado, que es de 5.56 por ciento
de personas de quince años o más que no saben
leer ni escribir, ese 21.2 por ciento es muy
elevado.7

Protección jurídica de los derechos de los
adultos mayores

La protección especial a los adultos mayores
tiene su fundamento en el artículo 1°
constitucional, del cual se desprende la
existencia de la ley especial denominada: Ley
de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores, cuyo objetivo es garantizar el ejercicio
de sus derechos.

Esta ley establece en su artículo 5°, entre
otros, los siguientes derechos de las personas
adultas mayores.

Derecho a una vida íntegra y digna:
implica, entre otras cosas, una vida libre de
violencia, el respeto a su integridad física, sexual
y psicoemocional; la protección contra toda
forma de explotación, recibir protección de la
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comunidad, las instituciones federales, estatales
y municipales, así como a vivir en sitios dignos
y decorosos.

Derecho a la certeza jurídica: conlleva el
apoyo de las instituciones federales, estatales
y municipales para recibir un trato digno y
apropiado en cualquier procedimiento judicial
que los involucre, ya sea en calidad de
agraviados, indiciados o sentenciados; recibir
asesoría jurídica en forma gratuita en los
procedimientos administrativos o judiciales en
que sean parte; contar con un representante
legal cuando se considere necesario; recibir
atención preferente en la protección de su
patrimonio personal y familiar; y, cuando sea el
caso, testar sin presiones ni violencia.

Derecho a la salud, alimentación y a la
familia: se incluyen los satisfactores necesarios,
como alimentos, bienes, servicios y condiciones
humanas o materiales para su atención integral;
tener acceso preferente a los servicios de salud;
recibir orientación y capacitación en materia
de salud, nutrición e higiene, al igual que todo
aquello que favorezca su cuidado personal; y
tener el derecho a recibir el apoyo subsidiario
de las instituciones públicas para el cuidado y
atención de las personas adultas mayores.

Derecho a la educación: las instituciones
educativas, públicas y privadas deberán incluir
en sus planes y programas los conocimientos
relacionados con las personas adultas mayores;
asimismo, los libros de texto gratuitos y todo
material educativo autorizado y supervisado por
la Secretaría de Educación Pública incorporarán
información actualizada sobre el tema del
envejecimiento y las personas mayores.

Derecho al trabajo: implica desempeñarse
en forma productiva tanto tiempo como lo
deseen, gozando de igualdad de oportunidades.

Derecho a la asistencia social: en caso
de desempleo, discapacidad o pérdida de sus
medios de subsistencia, incluyendo el derecho
a una vivienda digna y adaptada a sus
necesidades, así como a tener acceso a una
casa hogar o albergue, u otras alternativas de
atención integral, si se encuentran en situación
de riesgo o desamparo.

Derecho a la participación: en procesos
productivos, de educación, de capacitación, de
recreación, deportivos, desarrollo social, entre
otros.

Derecho a la denuncia popular: ante los
órganos competentes, todo hecho, acto u
omisión que produzca o pueda producir daño o
afectación a los derechos y garantías que
establece la ley, o que contravenga cualquier
otra de sus disposiciones o de los demás
ordenamientos que regulen materias
relacionadas con las personas adultas mayores.

Derecho de acceso a los servicios:
atención preferente en los establecimientos
públicos y privados que prestan servicios al
público.8

Como se ha mencionado anteriormente, en
el mismo texto de la ley se refiere que los
derechos antes enunciados son sólo algunos que
bien pudiesen constituir sólo una base general
para garantizar a los adultos mayores una vida
digna, amén de otros muchos que pudieran
surgir en la casuística cotidiana.

En lo que corresponde al ámbito estatal, la
Constitución Política del estado de Jalisco
estipula en su artículo 15, fracción II, que:

Los órganos del poder público del Estado
proveerán las condiciones para el ejercicio pleno
de la libertad de los individuos y grupos que
integran la sociedad y propiciarán su
participación en la vida social, económica,
política y cultural de la entidad [...] Para ello, [...]
tendrán que establecer un sistema que coordine
las acciones de apoyo e integración social de
las personas de edad avanzada para facilitarles
una vida digna, decorosa y creativa; y se
promoverá el tratamiento, rehabilitación e
integración a la vida productiva de las personas
con discapacidad...9

La ley estatal estipula entre sus objetivos:

I. Reconocer los derechos de los adultos
mayores y los medios para su ejercicio;
II. Promover acciones de salud, recreación,
participación socioeconómica con el fin de lograr
una mejor calidad de vida en los adultos
mayores;
III. Establecer las responsabilidades de la familia,
la sociedad y el estado en cuanto a atención,
promoción y apoyo a los adultos mayores;
IV. Propiciar en la sociedad en general, una
cultura de conocimiento, reconocimiento y
aprecio por los adultos mayores; y
V. Propiciar la igualdad de oportunidades frente
al resto de la sociedad.10
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En ambas leyes se evidencia la importancia de
que el Estado garantice a los adultos mayores
la oportunidad de integrarse a una vida digna,
donde no se les nieguen oportunidades de
ninguna clase. Se debe velar porque no sean
marginados o segregados por los demás grupos
sociales, a efecto de garantizar el pleno respeto
a sus derechos humanos. El avance de la edad
no debe significar cultural o socialmente la
disminución de las capacidades de los individuos,
y mucho menos la disminución de los derechos.

La Comisión y los adultos mayores

En Jalisco existen personas contra las cuales
se realizan actos discriminatorios que dan como
resultado la anulación o el menoscabo del
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones
de igualdad, de sus derechos humanos y
libertades fundamentales en
la esfera política, eco-
nómica, social y cultural.
Estas conductas estigma-
tizan a los seres humanos,
profundizan las desigual-
dades ya de por sí existentes
y los colocan en situación de
vulnerabilidad.

Velando siempre por el
irrestricto respeto de los
derechos humanos, y en particular por los
grupos vulnerables, en el año 2008 se creó la
Quinta Visitaduría de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco, con el propósito
de brindar atención especial específicamente a
aquellas personas que han sido víctimas del
delito o se sitúen en condiciones de
vulnerabilidad.

Entre los grupos vulnerables encontramos
no sólo a los adultos mayores, sino a los niños y
niñas, las mujeres, las personas con
discapacidad, los indígenas, etcétera, lo que
significa que en una sola persona se pueden
dar dos o más factores de vulnerabilidad, con
lo cual se agrava su situación de desventaja.

Por ejemplo, un adulto mayor de edad
miembro de una comunidad indígena, o una
mujer con discapacidad, o una mujer mayor con
discapacidad. En estos casos se presenta una
combinación de factores de vulnerabilidad,

como lo son: el hecho de ser mujer, o de ser
indígena, ser una persona con discapacidad o
ser un adulto mayor. Sin embargo en los
ejemplos dados se presentan dos o más factores
de vulnerabilidad, lo que implica una doble o
triple victimización por parte de la sociedad.

A este tenor, la Quinta Visitaduría, con el
propósito de identificar situaciones fácticas de
discriminación sobre los grupos o personas
vulnerables, realiza durante todo el año diversas
visitas de supervisión a asilos, albergues, o
cualquier tipo de instituciones estatales y
municipales que traten personas en estado de
vulnerabilidad, a fin de garantizar el respeto a
los derechos humanos, cuidando que se brinde
un trato digno a las personas.

Es mediante estas visitas que se ha logrado
evitar las transgresiones a los derechos
humanos, pues situaciones de discriminación han

sido encontradas por la
CEDHJ y posteriormente
corregidas por las autoridades
competentes. Desde asuntos
simples como lograr que se
brinde una especial atención
a los adultos mayores, con
beneficios como el de no
hacer largas filas para la
realización de sus trámites y
pagos, hasta situaciones que

afectan sus derechos económicos, como el
hecho de garantizar que las recaudadoras les
hagan los descuentos que les corresponden en
los pagos de predial y agua.

Ante estas situaciones, la Comisión, en uso
de sus facultades legales, ha dictado medidas
cautelares no sólo para que se garanticen los
descuentos, sino para que se pusiera visible al
público la información respectiva y se orientara
a los adultos mayores sobre este derecho que
les corresponde. Dichas medidas cautelares
fueron acatadas por las dependencias
correspondientes, mientras que la Comisión
sigue realizando visitas aleatorias para
corroborar que se sigan respetando.

Otro caso de discriminación hacia los
adultos mayores fue el ocurrido en la
recaudadora de Tlaquepaque, en la que el
descuento en el predial se aplicaba solamente
a las viudas, y no a los viudos, con lo que se

El avance de la edad no debe
significar cultural o
socialmente la disminución de
las capacidades de los
individuos, y mucho menos la
disminución de los derechos.
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transgredía el derecho a la igualdad que
tenemos varones y mujeres ante la ley, motivo
por el cual esta Comisión dictó medidas
cautelares para que se corrigiera esta situación,
lo cual fue acatado por las autoridades
correspondientes.

Otro de los derechos de las personas adultas
mayores o con discapacidad que pudo
garantizarse esta Comisión, fue el hecho de que
en el nodo vial del anillo Periférico y la calzada
Independencia se construyeran rampas para el
acceso de las sillas de ruedas, en el uso del
derecho que otorga el Código de Asistencia
Social respecto a contar con espacios libres de
barreras arquitectónicas para el fácil acceso y
desplazamiento de las personas. Medida que
también fue tomada en cuenta por la autoridad
correspondiente.

En las obras de remodelación del centro
histórico de Guadalajara no hubo
discriminación, pero sí descuido, ya que la falta
de señalamientos causó que un adulto mayor
cayera en un pozo abierto con motivo del trabajo
que ahí se efectúa. La edad de esta persona y
el hecho de que fuera invidente acentuaron su
vulnerabilidad, por lo que la Comisión emitió

medidas cautelares dirigidas
al presidente municipal de
Guadalajara para que al
menos durante los tres
meses que tardará en
volver a trabajar, se le
proporcione la ayuda
médica, farmacéutica y
quirúrgica para su
rehabilitación, e instalar
señalamientos en las obras
para prevenir que a

cualquier persona pueda ocurrirle otro percance.
Estas pequeñas acciones marcan la

diferencia en la eficacia del respeto a los
derechos de los adultos mayores, tanto por la
sociedad en general como por las autoridades,
pues aun cuando sabemos que existen leyes
que consagran estos derechos, el trabajo de
supervisión de la Quinta Visitaduría constituye
una herramienta trascendental en la
constatación del cumplimiento de dichos
preceptos.

Se requiere consolidar en la sociedad la
cultura del respeto a los derechos humanos,
hacer una conciencia social de que existen
grupos que por sus condiciones físicas,
económicas, culturales, de salud, o edad, entre
otras, requieren mayor apoyo y atención no sólo
de las autoridades, sino de todos nosotros:
hacemos un llamado a la ciudadanía, medios
de comunicación masiva, autoridades,
organizaciones civiles, organismos autónomos,
con el objetivo de trabajar en el logro de una
sociedad más justa congruente, e incluyente.

Epílogo

Debemos estar conscientes de que somos una
sociedad plural, cuya composición atiende a la
formación de diversos grupos que son objeto
de vulneración de sus derechos humanos, por
lo que se debe estar alertas en su defensa y
protección. No podemos permanecer
indiferentes ante las necesidades de estos
grupos, por prejuicios sociales de raza, credo,
sexo, religión u otros.

La vulnerabilidad no es más que una
resultante de los paradigmas sociales, por lo que
se constituye como un factor externo o ajeno a
las características intrínsecas de los individuos,
es entonces un factor que puede cambiarse. Si
se modifican los paradigmas que lo originan, si
se varía esa cultura de discriminación que se
tiene sobre ciertos grupos sociales. Eso es, no
existen per se grupos vulnerables, sino grupos
vulnerados o personas o grupos en situaciones
de vulnerabilidad, por lo que cualquier persona
podemos encontrarnos en este supuesto. Como
afirman Asatashvili e Inés Borjón:

Sólo trascendiendo la vulnerabilidad se podrá
llevar a cabo un enfoque integral de los derechos
humanos donde confluya la visión intercultural
con orientación de género y edad. De tal modo
se podrá resignificar y revalorar todo aquello
que no respeta la diversidad y la diferencia.11

Los adultos mayores deben ser incluidos en
nuestro sistema de vida, debemos aprender a
valorarlos, respetarlos y garantizarles el respeto
a sus derechos y a una vida digna. La sociedad
debe redireccionar sus paradigmas con base

La vulnerabilidad no es más
que una resultante de los
paradigmas sociales, por lo
que se constituye como un
factor externo o ajeno a las
características intrínsecas de
los individuos
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en la movilidad a la que se encuentra expuesta
día con día, procurando el logro de una cultura
incluyente y tolerante, en la que puedan convivir
armónicamente todos los tipos de ideologías y
formas de ser y actuar, respetando siempre los
derechos humanos.

1 Instituto Federal Electoral. Disponible en: http://
sepiensa.org.mx/contenidos/democracia/l_pluralidad/
pluri_1.htm
2 «La sociedad plural y el pluralismo jurídico, un acercamiento
desde la Antropológía del Derecho. Leif Korsbaek y Florencia
Mercado Vivanco. Disponible en http://www.bibliojuridica.org/
libros/4/1670/10.pdf. p. 155.
3 McDonald, T., «Sociedades plurales» en Barfield, T. ed.
Diccionario de Antropología, México, 2000, p. 490.
4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Artículo 1. disponible en: http://www.cddhcu.gob.mx/
LeyesBiblio/pdf/1.pdf
5 Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos. Artículo
2°, Comisión Estatal Derechos Humanos. Disponible en: http://
www.cedhj.org.mx/

6 Datos ofrecidos por Alma Covarrubias Hernández titular del
Coesaen, citados por Viridiana Saavedra Ponce, La Jornada
Jalisco, 25 de marzo de 2008.
7 Consejo Estatal de Población, comunicado de prensa 9/08,
26 de agosto de 2008.
8 Ley de Los Derechos de Las Personas Adultas Mayores.
Disponible en: Http://Www.Cddhcu.Gob.Mx/Leyesbiblio/Pdf/
245.Pdf
9 Congreso del Estado de Jalisco. Constitución Política del
Estado de Jalisco. Artículo 15, fracción II. Disponible en:
www.cddhcu.gob.
10 Congreso del Estado de Jalisco. Ley de Desarrollo,
Protección, Integración Social y Económica del Adulto Mayor del
Estado de Jalisco. Disponible en: http://
www.congresojal.gob.mx
11 Aleksi Asatashvili e Inés Borjón López-Coterilla. Panorama
Actual de los Derechos Humanos de las Personas de Edad: La
situación de México frente a los compromisos internacionales.
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. México. 2003.
p. 19.
* Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos
Jalisco
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La tortura en
Roma

La aparición de la tortura en la ley griega

Entre los antiguos griegos encontramos, por
primera vez en la historia occidental, la
transformación de un sistema legal arcaico y
comunal en otro mucho más confuso, en donde
la contrariedad de la prueba y la distinción entre
hombre libre y esclavo son especialmente
relevantes.

En los antiguos conflictos legales se hacía
poco uso de las pruebas, y el delito no era visto
como nada diferente del agravio personal. El
resultado final de estos conflictos dependía de
la posición social de los litigantes y de la opinión
de los miembros más importantes de la
comunidad.

En el siglo V aC, en el marco de las ciudades
Estado, «la ley» ya no es el efecto de un
conjunto de enemistades o agravios personales.
Los hombres van reconociendo paulatinamente
que puede ser útil no regirse ya por este sistema,
que hay que separar la ley de juicios
exclusivamente personales, y que por tanto, hay
que escribir la ley, instituir criterios claros de
juicio, y favorecer que, en caso de desacuerdo,
se presenten testimonios que declaren sobre los
hechos. De esta manera, todos –los ciudadanos
libres, por supuesto– se someten a la
objetividad. Los ciudadanos, puesto que son
hombres libres con dignidad y honor, en caso
de conflicto, declaran, pero no pueden ser
sometidos a tortura.

La calidad de la dignidad de un ciudadano
fragmentaba las pruebas en «pruebas
naturales», que se obtenían fácilmente de la
palabra del ciudadano, y  «pruebas forzadas»,

que se conseguían de los que no tenían ningún
estado de honor o de ciudadanía discernible:
los extranjeros, los esclavos, los que tenían
ocupaciones vergonzantes o aquellos cuya
deshonra era reconocida públicamente. (Los
esclavos pueden ser torturados porque no tienen
honor ni dignidad y, en consecuencia, no están
supeditados por el deshonor en que incurre un
ciudadano si comete perjurio. La fiabilidad de
la palabra de un esclavo no proviene del honor
y dignidad de éste -que no tiene-, sino de la
reacción animal que el tormento despierta en
él).

Puede decirse que la misma doctrina de la
prueba fue definida por la importancia del
testimonio de un ciudadano. Por lo tanto, quien
no poseía tal estado de ciudadano no podía
proporcionar «pruebas», según concebían los
griegos este término. Inicialmente, pues, la
importancia del honor de un ciudadano creaba
una sistematización de las pruebas que distinguir
entre un tipo «natural» de prueba que podía ser
obtenida fácilmente de la palabra de un
ciudadano, y un tipo forzado de prueba que debía
ser arrancada por la fuerza de toda otra
persona.

El término que esgrime Aristóteles respecto
de la tortura, y el vocablo griego general, es
fundamentarnos, filológicamente relacionado
con la idea de poner algo metálico en una piedra
de toque para verificar su contenido. Basados
en una tortura como indagación cuyos efectos
pueden servir como pruebas en un
subprocedimiento dentro de un procedimiento
legal más extenso que es sustancialmente
opuesto, pero los ciudadanos litigantes no
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pueden ser sometidos al subprocedimiento de
base. Una conocida colección de discursos del
orador del siglo V, Antifón, ejemplifica
concisamente la idea general:

[Mi acusador] puede tomar tantos testigos como
quiera, examinarlos, examinar a testigos que sean
hombres libres, como corresponde al examen de
hombres libres, y a quienes, por autorrespeto y
justicia, estén naturalmente dispuestos a decir
la verdad sobre los hechos. En el caso de los
esclavos, puede interrogarlos si sus
declaraciones le parecen fieles a la verdad. Si no
es así, estoy dispuesto a entregarle todos mis
esclavos para que los someta a tortura. Si requiere
el testimonio de esclavos que no me
pertenezcan, prometo,
después de haber obtenido
el permiso de su propietario,
entregárselos también para
que los someta a tortura de
la manera que le agrade.

El derecho de un ciudadano
en un litigio penal (o civil) a
solicitar la tortura de
esclavos considera haber sido
admitido en general, sea en
un intercambio informal de
investigaciones, sea en un juicio propiamente
dicho. Los oradores griegos del siglo V se
refieren al interrogatorio mediante tortura de
los esclavos como si fuera algo común. He aquí
un pasaje del orador Andocides (del siglo V):

Tanto personal como oficialmente consideráis
la tortura como la prueba más segura. Siempre
que aparecen como testigos hombres libres y
esclavos y se hace necesario descubrir los
hechos del caso, no empleáis el testimonio de
los hombres libres, sino que mediante la tortura
de los esclavos tratáis de discernir la verdad de
las circunstancias. Y esto es natural, hombres
del jurado, pues sabéis que algunos de los
testigos se han presentado para dar un falso
testimonio, pero nunca se ha probado que
ninguno de los esclavos haga declaraciones
falsas como resultado de la tortura.

Tal aseveración involucra una noción ateniense
de la fiabilidad de la tortura que contrasta
perspicazmente con otros aspectos de su
cultura. En síntesis, los siglos V y IV brindan
ciertos indicios confusos de que la tortura

judicial de esclavos era admisible en teoría, pero
muy escasos prueban que fuesen torturados
muchos esclavos o que los atenienses valorasen
mucho tal testimonio. Y hay muchas sospechas
más de que en los asuntos políticos la tortura
puede haber sido más frecuente que en los
litigios civiles o penales comunes.

Terminología romana

Los romanos empleaban una serie de vocablos
para lo que hoy apuntamos como tortura. El
proceso de investigación en el procedimiento
penal era llamado quaestio, que a su vez
apuntaba al tribunal mismo. Principalmente el

tormentum se refería a una
forma de castigo, que
contenía la pena de muerte
infamante y sólo a esclavos.
Cuando el tormento se
empleaba en un
interrogatorio, el vocablo
experto era quaestio per
tormenta. Ulpiano nos
explica sobre estos términos:

Por tortura debemos entender el
tormento, el sufrimiento

corporal y el dolor empleados para obtener la
verdad. Por lo tanto un mero interrogatorio de
un grado moderado de temor no justifica la
aplicación de este edicto. En el término tormento
se incluyen todas las cosas que se relacionan
con la aplicación de la tortura. Por consiguiente,
cuando se recurre a la violencia y el tormento se
entiende que esto es tortura. (Digesto libro 47,
título 10, fragmento 15, sección 41.)

Es, sin duda alguna, el Digesto, libro 48, título
18, «Del tormento», la principal fuente legal
romana que nos ilustra sobre el tema. Aunque,
por supuesto, en otros muchos documentos
podemos hallar referencias a ésta.

En realidad, la tortura fue un adelantamiento
de castigos aplicables sólo a esclavos. De este
último texto podemos citar muchos fragmentos
que nos demuestran esto último. En el Digesto,
libro 48, título 18, fragmento 1, sección 1, sólo
una declaración habla de tortura a romanos
libres: «Pero cuando la acusación es traición,
que concierne a la vida de los emperadores,
todos sin excepción han de ser torturados, si

Los romanos empleaban una
serie de vocablos para lo que
hoy apuntamos como tortura.
El proceso de investigación en
el procedimiento penal era
llamado quaestio, que a su
vez apuntaba al tribunal
mismo
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son llamados a dar testimonio, y cuando el caso
lo requiera» (Digesto, libro 48, título 18,
fragmento 10). Arcadio Carisio, autor de la cita,
testifica algo tarde (alrededor del año 300 dC),
pero era una práctica antigua, de carácter
informal desde el siglo I, y públicamente desde
el cuarto siglo de nuestra era. En el mismo libro
48, título, 18, pero en su fragmento anterior 9,
sección 1, se recoge la extensión del uso de la
tortura para los esclavos en algunos casos
civiles, por Antonino Pío, en el siglo II: «El
Divino Pío declaró en un rescripto que la tortura
podía ser aplicada a esclavos en casos donde
había dinero involucrado, si no podía saberse la
verdad de otro modo,...»

La tortura en la ley romana

Puesto que la ley romana, formada por
influencias griegas, integró el mayor organismo
de jurisprudencia docta distinguida por la
tradición occidental, su doctrina de la tortura
tuvo fuerte influencia sobre los dos
resurgimientos que esta práctica experimentó
en el mundo occidental, que fueron los siglos
XIII y XX, más aún ahora, en nuestro siglo XXI.

En la ley romana más arcaica, como en la
ley griega, sólo los esclavos podían ser
torturados si eran acusados de un crimen. Como
en Grecia, los propietarios romanos de esclavos
tenían el derecho absoluto de castigar y torturar
a sus esclavos cuando maliciaban que eran
culpables de delitos contra la propiedad. Este
derecho no fue abolido en la ley romana hasta
el año 240 dC por un rescripto del emperador
Gordiano.

Los hombres libres, originalmente libres de
la tortura (y de las formas de castigo capital
reservadas para los esclavos), fueron también
torturados durante el imperio y después, en un
conjunto cada vez más amplio de casos
establecidos por orden imperial.

Las veteranas distinciones republicanas
entre hombres libres y esclavos y, en el seno
de los hombres libres, entre patricios y plebeyos,
se terminaron con las guerras sociales y la caída
de la república. Las nuevas distinciones que
aparecieron en la ley del siglo III dC hablan de
dos tipos de ciudadanos: honestiores y
humiliores. Los primeros eran privilegiados y
constituían la clase gobernante efectiva del

imperio; los segundos la masa del pueblo, los
que se dedicaban a ocupaciones humildes, los
pobres y desarraigados. La división de la
sociedad romana en dos clases hizo a la segunda
vulnerable a los métodos de interpelación y
castigo reservados sólo para los esclavos.
Incluso los honestiores pudieron ser torturados
en casos de traición y otros crímenes
específicos, con frecuencia existentes tan sólo
en el pensamiento del emperador.

Por último: con el advenimiento del imperio
y la glorificación de la figura del emperador,
con el paso seguro de ciudadanos del imperio a
súbditos de su majestad y de sus divinas órdenes,
cualquiera puede ser acusado de crimen
maiestatis, crimen de lesa majestad. La razón
de Estado logra por tanto imponerse, y la
exoneración cívica es una equivocación en una
sociedad en la que no hay realmente ciudadanos,
sino súbditos de su majestad y en la que la
libertad se diferencia muy poco de la esclavitud.
La divinidad del Estado otorga al crimen político
un carácter sacrílego incompatible con las
garantías de un proceso normal.

Objeciones a la tortura en el pensamiento
clásico

A pesar de las réplicas a la tortura expresadas
por filósofos, juristas y literatos del mundo
clásico, lo cierto es que no existe una condena
moral de la tortura como tal -proclamando los
valores de la persona humana-, sino un cierto
reconocimiento implícito de sus inconvenientes
–entre ellos preocupa sobre todo el hecho de
que los esclavos puedan ser torturados para
obtener testimonios contra sus amos.

En su libro De partitione oratoria (capítulo
34, fragmento 117, sección 18), Cicerón, hacia
el año 45 aC, nos proporciona información
valiosa sobre el posicionamiento del abogado
respecto a los testimonios obtenidos mediante
tortura:

Si el examen de testimonios obtenidos mediante
tortura o la solicitud [de] que este examen se
realice pueden contribuir a resolver el caso,
primero tenemos que defender esta institución
y hablar de la eficacia del dolor y de la opinión
de nuestros antepasados, los cuales,
indudablemente, habrían rechazado todo esto si
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no lo hubiesen aprobado; y de las instituciones
de los atenienses y de los rodios, pueblos muy
cultos, entre los cuales incluso los hombres libres
y los ciudadanos -por repugnante que esto sea-
son sometidos a tortura; y también de las
instituciones de nuestros compatriotas,
personas de sabiduría suprema, que, aunque no
permitían que los esclavos fuesen torturados
para que testimoniasen contra sus amos,
aprobaban el uso de la tortura en casos de
incesto. Asimismo, el argumento utilizado
habitualmente para invalidar el testimonio
obtenido con tortura tiene que ser rechazado
por ridículo y declarado irreal e infantil. Por tanto,
debéis inspirar confianza en la corrección y la
imparcialidad de la investigación, y valorar las
declaraciones hechas bajo tortura con
argumentos e inferencias.

El derecho romano y las sociedades
germánicas

En la historia de las instituciones jurídicas y el
pensamiento de los invasores y pobladores
germánicos del imperio romano, después del
siglo IV podemos advertir igualmente la
transformación de experiencias legales arcaicas
en otras más complicadas, en parte como
resultado de cambios internos en el seno de las
sociedades germánicas, y en parte como
consecuencia de la disponibilidad de un derecho
docto desarrollado, en este caso el romano.
Como en la Grecia arcaica, y tal vez en la
primitiva ley romana, el concepto de daño
personal precede al de delito; el de enemistad
familiar, al de juicio, y la categoría de hombre
libre no sólo distingue al guerrero del esclavo y
del extranjero, sino que también le otorga
muchas cualidades similares a las que
antiguamente habían protegido a los ciudadanos
atenienses y a los romanos de la clase de los
honestiores. Pero las sociedades germánicas
de la primera Europa medieval no desarrollaron
y adaptaron rápidamente sus prácticas y valores
a los del derecho romano.

En la totalidad de los casos, el derecho
romano no se propagó y estudió en Europa
hasta las postrimerías del siglo XI. Respecto a
los que no eran hombres libres o a los que eran
sólo libres deshonrados, la ley germánica
permitía la tortura y los castigos de un género
que rebajaba el honor personal. Los esclavos

acusados de crímenes, las mujeres de hombres
de rango asesinados por ellas y los hombres
libres públicamente declarados traidores,
desertores o cobardes, podían ser tratados de
esta forma. La obra Germania, de Tácito,
escrita a finales del siglo I, reconoce claramente
estas características de la cultura jurídica
germánica.

Los germanos parece que se consideraban
los equivalentes de los honestiores y,
exceptuando acciones puntuales no sancionadas
por sus reyes, parece que mantuvieron los
hombres libres exentos de la tortura durante la
mayor parte de su historia jurídica primitiva.

Limitaciones

Puesto que advertimos que existían
restricciones para la aplicación de la tortura,
Augusto  previno sobre su uso: «No creo que
deba aplicarse la tortura en todos los casos y a
toda persona; pero cuando crímenes capitales
y atroces no pueden ser descubiertos y probados
excepto mediante la tortura de esclavos,
sostengo que es muy eficaz para descubrir la
verdad y debe ser empleada.» (Digesto, 48.
18.8). Otras limitaciones, esta vez en cuanto al
tipo de sujetos, las encontramos en el Código,
libro 9, título 41, fragmento 8, citando un
rescripto de los emperadores Diocleciano y
Maximiano (s. IV):

No permitimos que los soldados sean sometidos
a torturas, o a los castigos impuestos a los
plebeyos en casos penales, aunque parezca que
han sido retirados del servicio sin los privilegios
de los veteranos, con excepción de los que han
sido despedidos deshonrosamente. Esta norma
también debe ser observada en los casos de
hijos de soldados y veteranos. En el
procedimiento de crímenes públicos, los jueces
no deben empezar la investigación recurriendo
a la tortura, sino que primero deben utilizar todos
los testimonios accesibles y probables. Si
después de haber obtenido información relativa
al crimen, creen que la tortura  debe ser aplicada
para descubrir la verdad, solo deben recurrir a
ella cuando el rango de las personas
involucradas justifica tal acción; pues, por esta
ley, todos los habitantes de las provincias tienen
derecho al beneficio de la benevolencia natural
que abrigamos por ellos.
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Sabemos entonces examinar la indignidad o
deshonra pública y el bajo rango como dos
circunstancias por las que los hombres libres
podían ser sometidos a tortura. Según Cicerón,
«la dignidad es prestigio honroso. Es ser digno
de respeto, deferencia y reverencia» (De
inventione). Los romanos eran muy sensibles
a todo indicio de disminución de dignidad o
reputación. La pérdida de la dignidad era
llamada infamia e ignominia. Se consideraban
infames, y por ende, no podían entablar pleitos
ante un tribunal, los homosexuales, los
proxenetas, los gladiadores, los que combatían
con animales salvajes en el circo, los actores
cómicos y satíricos, los expulsados del ejército
y los condenados en ciertos procesos legales
vergonzosos. Escuchemos nuevamente a
Carisio (Digesto, libro 22, título 5, fragmento 3,
sección 2): «Cuando las circunstancias son tales
que nos vemos obligados a aceptar un gladiador,
o a una persona de este tipo, como testigo, su
testimonio no debe ser creído a menos que se
le someta a tortura».
En cambio:

El Divino Marcos decidió
que los descendientes de
hombres que son llamados
Muy Eminentes y Muy
Perfectos hasta sus
bisnietos no están sujetos
a las penalidades infligidas
a los plebeyos, sin ningún
estigma de honor violado
fue atribuido a los de un
grado más cercano de
parentesco, a través de los
cuales este privilegio se
transmitió a sus
descendientes» (Código,
libro 9, titulo 41, fragmento
11).

Por solo citar un ejemplo.
También se reclamaron
privilegios de este tipo
para los decuriones,

concejales municipales y sus hijos (Ulpiano),
derecho concedido exceptuando la traición, y
para los sacerdotes cristianos (Teodosio el
Grande).

El solo hecho de que se considere un
privilegio el no ser sometido a tortura, da la
medida de que su aplicación llegó a ser
indiscriminada fundamentalmente entre los
siglos II y IV. La tortura ocasional de hombres
libres por los julio-claudianos estableció un
precedente que posteriores emperadores
juristas (o asistidos por éstos) trataron de regular
en teoría y expandieron en la práctica. Según
Peters, «los magistrados por debajo del plano
del emperador fueron rápidos, o indiferentes,
en seguir el ejemplo». No hay duda: la tortura
se amplió. Caracalla la autorizó para la mujer
acusada de administrar veneno; Diocleciano,
para los cristianos (luego esta disposición se
derogó, por supuesto); Constantino, para la
lascivia antinatural, y Justiniano para los casos
de  adulterio. Un último elemento nos refiere
Peters: «La aparición de una clase de
magistrados burocráticos, que ya no eran los
sabios juristas de los siglos II y III,
probablemente hizo la aplicación de la tortura
más rutinaria y menos meditada».

Métodos de tortura

Las principales fuentes legales para la ley
romana de la tortura fueron el (Código de
Justiniano, libro 9, título 41, y el Digesto, libro
48, título 18. De manera general describen con
amplitud los motivos de la tortura, pero dicen
poco sobre los métodos empleados.

El Digesto, libro 48, título 18, consiste en 27
fragmento 1 y 27 Secciones o extractos de la
obra perdida Tratado sobre los deberes de un
procónsul, de Ulpiano. En su primera
observación, Ulpiano señala que «según
Augusto [...] no debe confiarse sin reservas en
la tortura». Fragmento 1, y que la tortura no
debe comenzar con la investigación.
Posteriormente, plantea:

Las Constituciones Imperiales han declarado
que, si bien no siempre se debe tener confianza
en la tortura, no se la debe rechazar como
absolutamente indigna de ella, cuando los
testimonios obtenidos son escasos, inseguros
y ajenos a la verdad; pues la mayoría de las
personas, o bien por su poder de resistencia, o
bien o por la severidad del tormento, desprecian
de tal modo el sufrimiento que no se puede

Los romanos eran muy
sensibles a todo indicio de
disminución de dignidad o
reputación. La pérdida de la
dignidad era llamada infamia e
ignominia. Se consideraban
infames, y por ende, no
podían entablar pleitos ante
un tribunal, los homosexuales,
los proxenetas, los
gladiadores, los que
combatían con animales
salvajes en el circo, los
actores cómicos y satíricos
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arrancar la verdad de ellas. Otras son tan poco
capaces de sufrir que prefieren mentir antes que
soportar el interrogatorio, y así ocurre que hacen
confesiones de diferentes tipos, que no sólo
implican a ellos mismos, sino también a otros
[sección 23].

De modo que, tanto emperadores como
oradores, filósofos y juristas, reconocen el
problema de la veracidad de la confesión
arrancada mediante la tortura, aunque es fácil
deducir que esta preocupación fue producto de
su propio uso frecuente.

No obstante el silencio, todo parece indicar
que el medio corriente de tortura era el potro,
una armazón de madera puesta sobre caballetes
en la que la víctima era colocada con las manos
y los pies sujetos de tal modo que las
articulaciones podían ser distendidas mediante
la operación de un complejo sistema de pesos
y cuerdas. Éste era también el objetivo del
lignum, que eran dos trozos de madera que
rompían, con bastante frecuencia, las piernas.
También existía la ungulae, garfios que
laceraban la carne (se dice que esta forma de
tortura derivaba de una pena capital), la
flagelación (flagrum) y la mala mansio; sobre
la primera hay referencias de que consistía en
la tortura con metales calientes. Otros la
definen como un instrumento temible que en
algunos casos tenía bolas de metal que pendían
de cadenas, y en otros, tiras entretejidas con
huesos afilados y trozos de metal. Provocaba
heridas profundas, pues desgarraba la carne a
jirones; la segunda era el encierro opresivo del
cuerpo en un espacio estrecho.

Otra de las fuentes jurídicas romanas sobre
la tortura se puede hallar en el Digesto, libro
48, título 19, fragmento 7, «Sobre los castigos»,
ya que diversas formas de castigo corporal
fueron adaptadas a la tortura en interrogatorios.
Calístrato registra «el castigo con barras, los
azotes y los golpes con cadenas».

Otro asunto es la derivación, de la cual se
hizo referencia, de las penas capitales a algunos
métodos de tortura. Los griegos incluían como
pena capital la decapitación, el veneno, la
crucifixión, los golpes con palos, el
estrangulamiento, la lapidación, ser arrojado por
un precipicio y ser enterrado vivo. Se reconoce
que los romanos, en cambio, prohibieron el

envenenamiento y el estrangulamiento y
reservaron la crucifixión para los esclavos y
criminales despreciables. Sin embargo, algunas
otras maneras de pena capital se prohibían, al
igual que la tortura como pena en sí: «Nadie
puede ser condenado a la pena de ser golpeado
hasta la muerte o a morir bajo barras o durante
la tortura, aunque la mayoría de las personas,
cuando son torturadas, pierden la vida»
(Digesto, libro 48, título 19, fragmento 8,
sección 3).

También podrían considerar las obras de los
historiadores y apologistas cristianos, como
Lactancio (Sobre la muerte de los
perseguidores) y Eusebio (Historia de la
Iglesia), que brindan detalles sobre tormentos
y sentencias de muerte infligidas a los cristianos.

Ilustres a favor de la tortura

En el juicio de la antigua ley clásica se instituyó
el principio de la prerrogativa del ciudadano
nacido libre. También los esclavos romanos
fuera de casa sólo parecen haber sido sensibles
a la tortura en procesos criminales y no, como
en Grecia, en casos civiles. Cicerón, en su De
partitione oratoria (capítulo 34, fragmento 117,
sección 18), escrito alrededor del año 45 aC
examinó el enfoque del abogado respecto a los
testimonios producidos por la tortura:

Si el examen de testigos bajo tortura o la solicitud
de que se efectúe tal examen probablemente
contribuyan a resolver el caso, primero debemos
defender esta institución y hablar de la eficacia
del dolor, y de la opinión de nuestros
antepasados, quienes indudablemente habrían
repudiado todo esto si no lo hubiesen aprobado;
y de las instituciones de los atenienses y los
rodios, pueblos muy cultos, entre quienes hasta
los hombres libres y los ciudadanos -por
repugnante que esto sea- son sometidos a
tortura; y también de las instituciones de
nuestros compatriotas, personas de suprema
sabiduría, quienes, aunque no permitían que los
esclavos fuesen torturados para que
testimoniasen contra sus amos, sin embargo
aprobaran el uso de la tortura en casos de
incesto, y en el caso de conspiración que se
produjo durante mi consulado. También el
argumento habitualmente empleado para
invalidar el testimonio dado bajo tortura debe
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ser rechazado por ridículo, y declarado irreal e
infantil. Luego debéis inspirar confianza en la
corrección y la imparcialidad de la investigación,
y sopesar las declaraciones hechas bajo tortura
mediante argumentos e inferencias. Estos son,
pues, más o menos, las partes constituyentes
de un caso para la acción judicial.

El estudio de las diversas fuentes difiere con
Cicerón sobre la ley ateniense tradicional. Por
otro lado, y a todas luces, defiende el uso judicial
de la tortura y le da argumentos a un abogado
que necesitase pedir su uso para su
correspondiente admisión. Veamos a
continuación otro caso de erudito a favor de la
tortura, específicamente Aristóteles. Quintiliano,
en su Instituto oratoria (capítulo 5, fragmento
4, sección 1), del siglo II dC, hace referencia al
griego en estos términos:

Una situación similar surge en el caso de
testimonios arrancados mediante tortura: una
parte considerará la tortura un método infalible
para descubrir la verdad, mientras que la otra
alegará que a menudo también produce
confesiones falsas, pues en algunos su
capacidad para soportarla le permiten mentir con
facilidad, mientras que la debilidad de otros la
convierte en una necesidad. No vale la pena que
diga más sobre el tema, pues los discursos de
oradores antiguos y modernos están llenos de
referencias a esta cuestión. Sin embargo, a este
respecto los casos particulares requieren
consideraciones especiales. Pues si el punto en
discusión es si debe aplicarse la tortura, la
cuestión es muy diferente según quien la pida o
la ofrezca, quién ha de ser sometido a tortura,
contra quién estará dirigido el testimonio así
obtenido y cuál  es el motivo de la petición. En
cambio, si la tortura ya ha sido aplicada, todo
dependerá de quién esté a cargo del
procedimiento, quién fue la víctima y cuál la
naturaleza de la tortura, si la confesión fue creíble
o coherente, si el testigo se aferró a su primera
declaración o cambió bajo la influencia del dolor,
y si la hizo al comienzo de la tortura o sólo
después de continuar ésta por algún tiempo. La
variedad de tales cuestiones es tan infinita como
la variedad de los casos reales.

Adviértase que el sabio griego, quizá sin querer,
proporcionó una metodología para fijar cuando
una tortura es necesaria y «buena». Además,
en una de las frases subyace parte del principio

de la individualización de la sanción: «... los
casos particulares requieren consideraciones
especiales».

Como aludíamos primeramente, los hombres
libres cayeron bajo la sombra de la tortura en
los casos de traición durante el imperio. Así
tenemos el caso citado por Suetonio en Augusto
XXII: durante el segundo Triunvirato, un pretor
llamado Z. Galio saludó a Octavio cuando
llevaba una tablilla bajo su toga. Octavio,
pensando que la tablilla podía ser una espada y
Galio agente de una conspiración, lo hizo
arrestar y torturar antes de que le dieran muerte.
Éste es el primero, pero no el último caso de
acción imperial extraprocesal con sospechosos
de traición. Suetonio detalla los pasos por los
cuales Tiberio buscó conspiraciones reales e
imaginarias (Tib. cap. 61, fragmento 2), para
que «todo crimen fuese tratado como capital»,
hasta el punto que un amigo del emperador,
invitado desde Rodas, fue torturado
equivocadamente porque el emperador supuso
que era un nuevo informante. «Mientras
Calígula almorzaba o se divertía, a menudo se
hacían en su presencia interrogatorios mediante
tortura» (Calígula, 32). Claudio «siempre exigía
el interrogatorio mediante la tortura» (Claudio,
34), y Domiciano, «para descubrir conspiradores
ocultos, torturaba a muchos del partido opositor
mediante una forma de indagatoria, insertando
fuego en sus partes pudendas, y también les
cortaba las manos a algunos de ellos».
(Domiciano, 10).

Descubramos la siguiente excepción: las
páginas de Suetonio están llenas de sospechas,
extravagancias, asesinatos que colorean la
historia de la dinastía julio-claudiana. Como bien
refiere Peters: «Es difícil, a veces, seguir un
hilo determinado entre la sangre que mancha
cada historia imperial romana».
En nuevos ejemplos, Tácito describe una
escena en la que Tiberio investiga el
descubrimiento de unas misteriosas marcas
junto a los nombres de la familia imperial en los
papeles de un tal Libón:

Como el acusado negó la alegación, se resolvió
interrogar a los esclavos, quienes reconocieron
la letra bajo la tortura; y, puesto que un viejo
decreto prohibía su interrogatorio en una
acusación que afectaba la vida de su amo,
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Tiberio, aplicando su talento al descubrimiento
de una nueva jurisprudencia, ordenó que todos
fuesen vendidos individualmente al agente del
tesoro: ¡todo ello para obtener el testimonio de
los esclavos contra Libón sin abrogar un decreto
senatorial! (Ann, II. 30).

Prestar atención a las palabras de Tácito en
cuanto a la aplicación de «su talento al
descubrimiento de una nueva jurisprudencia»,
refiriéndose a Tiberio, por supuesto. El talento
de Tiberio no era más que la idea de que la
antigua majestad que antes moraba
colectivamente en el pueblo ahora lo hacía en
la persona del emperador. Asimismo,
expusieron su talento, entre otros, Claudio,
cuando suprimió el impedimento de casarse tíos
y sobrinas (para casarse con su sobrina) y
Justiniano para casarse con Teodora, que
también alteró un viejo precepto legal. No
obstante, no podemos negar el hecho de haberle
dado una salida, hasta cierto punto sutil, para
no violar ni modificar un antiguo decreto. Tácito
también relata la historia de la liberta Epicaris:

Entre tanto, Nerón recordó que Epicaris tenía la
custodia de la información de Volusio Próculo;
y,  suponiendo que la carne y la sangre femenina
no serían capaces de soportar el dolor, ordenó
que fuese atormentada. Pero ni el azote ni el
fuego, ni siquiera la furia de los torturadores,
que redoblaron sus esfuerzos para no soportar
el desafío de una mujer, pudieron hacerla
retractarse de su negación de las alegaciones.
Así, en el primer día de tormento se vieron
frustrados. Al siguiente, cuando fue arrastrada
de vuelta en una silla para repetir la tortura -sus
miembros dislocados no podían sostenerla-, se
ajustó la venda al pecho (que se había quitado)
con un nudo al dosel de la silla metió su cuello
en ella e hizo colgar de ella el peso de su cuerpo
y echó el poco aliento que le quedaba. Esclava
emancipada y mujer, al proteger, sometida a esta
terrible violencia, a hombres sin ninguna
vinculación con ella, desconocidos, dio un
ejemplo tanto más notable cuanto que, a la sazón,
personas libres y de sexo masculino, caballeros
y senadores romanos, no afectados por la tortura
traicionaban a los seres más cercanos y más
queridos (Ann, XV. 57.).

Luego de la depuración de los delitos de
perduellio y maiestas (recordemos la distinción
entre delitos públicos y privados) se desplegó

aún más la ley romana tocante a la traición, y
sobrevivió a la casa julio-claudiana e influyó en
la frecuencia de la tortura en el imperio romano,
además de que fortaleció la valoración del
Estado.

El cambio social que significó la división de
la sociedad en honestiores y humiliores modifico
también el derecho penal romano, pues fueron
los humiliores los primeros romanos libres objeto
de tortura judicial, aparte de los que habían sido
torturados por lo que estipulaba el crimen laesae
maiestatis. La ciudadanía ya no ofrecía a todos
la misma protección de antes. Un ejemplo de
esta protección es el siguiente: en el apartado
bíblico Hechos, capítulo 22, versículos del 25 al
30, se relata cómo se defendió san Pablo de la
inminente tortura ordenada por un centurión de
los tribunales romanos de Jerusalén y Cesárea.
San Pablo, atado y a punto de ser azotado para
examinar por qué causa el pueblo quería
lincharlo, preguntó al centurión:

«¿Os es lícito azotar a un ciudadano romano, y
sin previo juicio?» Al oír aquello, fue el Centurión
adonde estaba el Tribuno y le dijo: «¿Qué vas a
hacer? Ese hombre es ciudadano romano.» Vino
luego el tribuno y le dijo: «Dime, ¿eres tú
ciudadano romano?» Pablo le contestó: «Sí, lo
soy.» El Tribuno le dijo: «Yo he obtenido la
ciudadanía dando una gran suma.» Pero Pablo
le dijo: «Yo soy ciudadano romano por
nacimiento.»

Los que iban a darle tortura se retiraron
entonces inmediatamente, y el tribuno tuvo
miedo al saber que Pablo era romano, por
haberlo amarrado. Al día siguiente, queriendo
saber con exactitud de qué lo acusaban los
judíos, lo soltó». Al respecto, pero casi dos siglos
más tarde, Ulpiano señaló: «Cuando alguien,
para evitar ser torturado, afirma que es libre,
declaró el Divino Adriano en un rescripto, no
debe ser interrogado antes de ser juzgado el
caso planteado para decidir sobre su libertad»
(Digesto, libro 48, título 18, fragmento 12).
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Dirección General de Quejas,
Orientación y Seguimiento

Informe de quejas

enero- marzo

QuejasQuejasQuejasQuejasQuejas
recibidasrecibidasrecibidasrecibidasrecibidas

Enero y marzo destacan por la gran cantidad de quejas
presentadas. La Federación de Estudiantes
Universitarios (FEU) recabó estas quejas que iban
dirigidas al secretario de Vialidad, al titular del OCOIT y
al secretario de Salud, como titular del Consejo de
Atención a Víctimas del Transporte, y las presentó en la
CEDHJ, en el marco de carencias y accidentes fatales. En
febrero hay una disminución, pero en  marzo el número
se dispara de nuevo debido a que estudiantes de la
preparatoria 10 presentan inconformidades contra un
prefecto. Asimismo, comerciantes tapatíos lo hacen contra
las obras del centro histórico.

5 2315 2315 2315 2315 231 enero 2 946
febrero    214
marzo 2 071

Autoridades más señaladas en quejasAutoridades más señaladas en quejasAutoridades más señaladas en quejasAutoridades más señaladas en quejasAutoridades más señaladas en quejas

Secretaría de Vialidad y Transporte 3 2943 2943 2943 2943 294
Secretaría de Salud 3 2873 2873 2873 2873 287
Secretaría General de Gobierno 2 5302 5302 5302 5302 530
Ayuntamiento de Guadalajara    920920920920920
Dirección de Seguridad Pública de Guadalajara    790790790790790
Poder Judicial del Estado    651651651651651
Comisión Estatal de Agua y Saneamiento    186186186186186
Procuraduría General de Justicia del Estado    156156156156156
Ayuntamiento de Tlaquepaque      8181818181
Ayuntamiento de Zapopan      4343434343

Tres secretarías del Gobierno del Estado aparecen como las más señaladas. Contra el Ayuntamiento de
Guadalajara pesan las quejas por las obras del centro, y la Dirección de Seguridad Pública de la ciudad, que
tenía sólo 53 inconformidades hasta diciembre del año pasado, ahora tiene cerca de ochocientas. Continúan
con este aumento el Poder Judicial del Estado y la Procuraduría General de Justicia del Estado, con 156.
De ahí para abajo, las otras dependencias se mantienen a la baja.
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Supuestas violaciones más frecuentesSupuestas violaciones más frecuentesSupuestas violaciones más frecuentesSupuestas violaciones más frecuentesSupuestas violaciones más frecuentes

Prestación indebida del servicio público 3 3683 3683 3683 3683 368
Ejercicio indebido de la función pública 1 1781 1781 1781 1781 178
Violación de los derechos ambientales    964964964964964
Violación de la garantía de defensa y audiencia    918918918918918
Violación del derecho a la integridad y seguridad personal    750750750750750
Violación del derecho a la propiedad o posesión    378378378378378
Amenazas    238238238238238
Violación del derecho a la legalidad y seguridad jurídica    236236236236236
Violación del derecho al desarrollo económico en general    162162162162162

Los conceptos de esta baja son los siguientes: 3 814 por acumulación, 268 por conciliación, 101 por
archivo provisional, 90 por no tratarse de violación de derechos humanos, 39 fueron anviadas a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, 38 por desistimiento, 30 por improcedencia, 29 por falta de ratificación,
24 por falta de interés, 12 por archivo definitivo, 6 por incompetencia, 3 por emitir una recomendación y
otra más por la no aceptación de una recomendación.

QuejasQuejasQuejasQuejasQuejas
dadas dedadas dedadas dedadas dedadas de

bajabajabajabajabaja

La 1/2009 estuvo dirigida al gobernador del estado, al
director general de la Comisión Estatal del Agua, al
director general del SIAPA y a los presidentes municipales
de varios municipios por la grave contaminación del río
Santiago. La 2/2009 se le envió al presidente municipal
de Arandas; la 3/2009, al secretario de Seguridad
Pública, Prevención y Readaptación Social del Estado
de Jalisco, y la 4/2009 al presidente municipal de
Guadalajara.

Recomendaciones emitidas         4

Quejas resueltas por conciliaciónQuejas resueltas por conciliaciónQuejas resueltas por conciliaciónQuejas resueltas por conciliaciónQuejas resueltas por conciliación       268268268268268
Archivadas por diversos motivos       302      302      302      302      302
Acumuladas    3 814   3 814   3 814   3 814   3 814

4 4574 4574 4574 4574 457 enero 1 695
febrero 1 512
marzo 1 250
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OrientacionesOrientacionesOrientacionesOrientacionesOrientaciones
De estas orientaciones, 2 226 fueron por comparecencia,
914 por teléfono y una por escrito. Debe destacarse que
las orientaciones son un servicio que se ofrece de manera
tangencial, pues derivan de asuntos o temas en los que
la Comisión, al no tener competencia en su posible
solución, los canaliza a las dependencias que sí tienen
facultades para ello, con lo cual se ofrece un apoyo extra
a los ciudadanos.

3 1413 1413 1413 1413 141 enero    972
febrero    960
marzo 1 209
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CEDHJ

La Tremenda Corte

Público
5 de enero de 2009

La pantomima. En abril de 2008, la Comisión Estatal
de Derechos Humanos exigió la remoción de
Filiberto Ortiz Amador, el Pinto, de la Policía de
Ocotlán. El alcalde panista, Absalón García Ochoa,
hizo como que aceptaba y nombró al Pinto su
asesor. En agosto, la CEDHJ salió a denunciar la
pantomima: Ortiz Amador seguía al frente de la
policía, acusada de violaciones a los derechos
humanos.

Los represores. Desde agosto de 2007, la Comisión
Estatal de Derechos Humanos ha dado seguimiento
al tema Ocotlán, al que concedió su primer «informe
especial», una relatoría sobre la extrema dureza de
la policía ocotlense, comandada por un personal
involucrado en la represión de los manifestantes
del 28 de mayo de 2004.

Los comparsas. Absalón y el Pinto, llamado así
por su padecimiento de vitiligo, formaron parte de
la Subsecretaría de Asuntos del Interior del
gobierno del panista Francisco Ramírez Acuña y
fueron indispensables para las acciones contra los
opositores a la III Cumbre América Latina, Caribe y
Unión Europea (ALCUE).

Las consecuencias. Hoy, el historial de Absalón y
el Pinto cobra relevancia por el incidente de la
madrugada del 1 de enero en la carretera Ocotlán-
Tototlán, donde un policía ocotlense disparó por la
espalda al joven estudiante Fernando López

Alejandre, de veintiún años. La Comisión Estatal de
Derechos Humanos pidió frenar la brutalidad de la
Policía de Ocotlán. Hoy vemos las consecuencias
de no hacerlo.

El reclamo. Para el próximo viernes está
programada una manifestación pacífica en la plaza
municipal de Ocotlán, en memoria de Fernando
López Alejandre. Será a las diez de la mañana.

El Pinto, agresor de
jóvenes del 28 de mayo

Carlos Martín

Público
5 de enero de 2009

El jefe de la policía de Ocotlán, Filiberto Ortiz
Amador, alias el Pinto, tiene un historial en violación
de los derechos humanos, además de que la
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) lo señaló este año, 3 de abril, en una
macrorrecomendación basada en 59 quejas contra
el municipio por abusos policiacos.

La Comisión Estatal de Derechos Humanos
destacó que bajo el mando del Pinto se dispararon
las violaciones a los derechos humanos en ese
municipio. La lista es larga: agraviados que sufrieron
lesiones, abusos de autoridad, amenazas y
allanamiento de morada por parte de elementos
vestidos de civil que se trasladaban en vehículos
sin logotipos oficiales.

De las 59 quejas que recibió la Comisión, en 22
se pudo comprobar la responsabilidad de 25
policías en violaciones a derechos humanos en
revisiones de rutina, detenciones ilegales,

retenciones injustificadas, entre otros (Público, 4
de abril de 2008).

Con todo y los señalamientos, el alcalde de
Ocotlán, Absalón García Ochoa, defendió la
actuación de Filiberto Ortiz al asegurar que bajo su
mandato los delitos y la delincuencia habían
disminuido.

Incluso, ante la Recomendación, lo removió del
cargo para ponerlo de asesor, pero lo reinstaló meses
después (Público, 22 de agosto de 2008).

El historial del Pinto se remonta a las
manifestaciones altermundistas del 28 de mayo
de 2004 en la III Cumbre de Jefes de Estado de
América Latina, el Caribe y la Unión Europea
(Público, 30 de mayo de 2008). En ese entonces
se desempeñaba como director operativo de la
Policía Estatal en el mandato de Francisco Ramírez
Acuña.

«El Pinto debió salir de la
policía»: Álvarez Cibrián

Rubén Martín

Público
6 de enero de 2009

Filiberto Ortiz Amador, el Pinto, director de la Policía
Municipal de Ocotlán, debería haber dejado el cargo
desde abril pasado, cuando la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) confirmó
denuncias de ciudadanos sobre la actuación de la
seguridad pública municipal, señaló Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, presidente del organismo.

Al comentar el caso del joven Fernando López
Alejandre, asesinado por policías de Ocotlán la
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madrugada del 1 de enero, Álvarez Cibrián dijo que
se trata de un asunto «muy grave y lamentable» y
que la CEDHJ atenderá «con extrema urgencia».

El ombudsman recordó que aunque la queja
que se abre sobre la muerte de Fernando López
Alejandre no guarda relación con casos anteriores,
la CEDHJ había emitido una macrorrecomendación
en abril pasado en la que se habían confirmado
varios casos de violaciones de derechos por parte
de policías de Ocotlán, por lo que se recomendó
establecer sanciones administrativas y penales a
servidores públicos.

Al preguntarle si la administración del alcalde
Absalón García Ochoa había cumplido con la
Recomendación, dijo que sólo en parte, pues «se
recomendaron procesos administrativos y hubo 20
despidos de personas responsables, pero faltó una
que creo que era la principal». Álvarez Cibrián
admitió que se refería a Filiberto Ortiz, el Pinto.

Sobre la actuación de Filiberto Ortiz, el
presidente de la CEDHJ dijo que en su momento se
pensó que su caso «era para más [sanciones], y el
alcalde decidió reinstalarlo».

Explicó que se pensó que el director de la Policía
de Ocotlán merecía una sanción «porque
acreditamos que era responsable de violar derechos
humanos. Ocotlán ha cumplido en parte la
Recomendación; en otras partes, no». Abundó que
el Pinto «era el principal responsable de la
seguridad pública y, si en ese momento no hacía lo
necesario y además se estaban cometiendo
múltiples abusos, pues tenía responsabilidad».

Para atender la gravedad del asesinato de
Fernando López Alejandre, el presidente de la
CEDHJ ordenó al tercer visitador, Alfonso Hernández
Barrón, trasladarse a Ocotlán para integrar la queja
01/2009.

Policía ya señalado

En la macrorrecomendación que emitió la CEDHJ
en abril en contra de la actuación de Seguridad
Pública de Ocotlán se procesaron quejas
presentadas por 59 ciudadanos, de las cuales la
comisión consideró válidas 22. En estas
recomendaciones solicitó establecer sanciones
administrativas en contra de 25 policías, entre ellos
Ernesto Romero Caudillo. El 1 de enero, éste viajaba
en la parte delantera de la patrulla GT-02,
acompañado de Felipe Sánchez Ventura. Atrás
viajaba Rosendo Maldonado López, quien disparó
la bala que segó la vida de Fernando López
Alejandre.

Álvarez Cibrián comentó que corresponde al
alcalde aclarar por qué no se sancionó a este policía
y a Filiberto Ortiz, principal señalado en abril.

Descartan la destitución
del director de Seguridad
Pública de Ocotlán

Juan Carlos G. Partida

La Jornada Jalisco
6 de enero de 2009

Filiberto Ortiz, director de Seguridad Pública de
Ocotlán, permanecerá en el cargo a pesar de la
exigencia de la familia del joven Fernando López
Alejandre, estudiante del Centro Universitario de
la Ciénega, para que sea removido luego de que un
policía ?Rosendo Maldonado López? le disparó por
la espalda con un rifle AR-15 la madrugada del 1 de
enero y le provocó la muerte. Aunque originalmente
cinco policías fueron consignados, este lunes
quedaron en libertad cuatro, y sólo permanece tras
las rejas el presunto asesino.

En una gira para hablar con los medios de
comunicación en Guadalajara, Antonio Fernando
Chávez, secretario general del Ayuntamiento de
Ocotlán, dijo que la sindicatura a cargo de Juan
Heriberto Gómez Arteaga, comenzó a notificar a
los policías involucrados en los hechos para que se
presenten a declarar sobre el trágico
acontecimiento y no descartó que el propio Ortiz
?mejor conocido como el Pinto? sea también
llamado para que explique por qué los uniformados
desobedecieron una orden para dejar ir la
camioneta Trail Blazer que conducía el muchacho.

El hecho en que falleció López Alejandre tuvo
lugar en la carretera Ocotlán-Tototlán, a la altura
del entronque con el camino a San Martín de Zula,
por donde circulaba el joven acompañado de su
amigo David Briseño Ceja, quien declaró que la
patrulla se les emparejó y desde ahí dispararon al
conductor; tras resultar herido perdió el control
del vehículo que luego se impactó. Los policías Felipe
Sánchez Ventura y Ernesto Romero Caudillo
viajaban en la parte delantera de dicha patrulla,
mientras que en la parte trasera iba el policía
Rosendo Maldonado López.

Además de los señalados policías también se puso
a disposición del Ministerio Público al comandante
Felipe Sánchez Ventura y al policía Abel Núñez
Aguirre, quienes fueron dejados en libertad al
comprobarse que Maldonado López fue el que
disparó el arma.

La exigencia de la familia para la salida de
Filiberto Ortiz es apoyada por decenas de
pobladores de Ocotlán y Jamay, de donde era
oriundo, y se anunció que el viernes próximo habrá
una marcha en Ocotlán para pedir al alcalde panista

Absalón García que el Pinto, contra quien el año
pasado la Comisión Estatal de Derechos Humanos
pidió su inhabilitación luego de 51 quejas por
presunta tortura a cargo de la policía ocotlense.

El secretario del ayuntamiento, en su gira de
«transparencia» para hablar con la mayoría de los
medios de comunicación locales, dijo que no se
podía destituir al director policial debido a que no
hay todavía elementos jurídicos para hacerlo, pero
señaló que en un momento dado y entre el cúmulo
de involucrados, podría también ser llamado a
declarar por el síndico para conocer su versión de
los hechos, en especial la desobediencia que los
policías hicieron a la orden que se les dio a través
del radio para que dejaran ir la Trail Blazer para
evitar algún accidente.

Chávez también mostró varios de los reportes
del Área Central de Radiocomunicación y
Barandillas, el primero el número 2879, a las 23
horas del 31 de diciembre, en el que se notifica del
cambio de guardia y de la salida del Pinto Ortiz
para dejar el cargo al subdirector, Mauricio Santos.
En el reporte 2864, a la 1:20 de la madrugada ya
del 1 de enero, el comandante Juan Carlos
Hernández Núñez informa de una «Cherokee en
color dorado», cuyos tripulantes aparentemente
realizaron disparos al aire y se implementa un
operativo para marcarles el alto.

El siguiente reporte, el 2566, cinco minutos
después, establece que por orden de Mauricio
Santos se debe suspender la persecución para
evitar que se pudiera presentar un accidente
debido a la posibilidad de que hubiera más disparos.
Este reporte ya no habla de una Cherokee, sino de
una Trail Blazer «en color arena o gris».

El secretario también mostró un parte de
Protección Civil de Ocotlán en el que se establece
que a las 1:37 horas salió una ambulancia pedida
por la Policía de Ocotlán, para asistir a los jóvenes
que fueron agredidos.

Afirmó que se respetará el derecho a libre
manifestación el viernes próximo y dijo que la
comuna está en la mejor disposición para ponerse
a las órdenes de los familiares del joven asesinado,
con quienes dialogarán en cuanto ellos así lo quieran.
También negó que el policía victimario hubiera
huido y dijo que se presentó por su propia voluntad
a ponerse a disposición de las autoridades en el
edificio de la Presidencia municipal.
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Ágora

Juan Carlos G. Partida

La Jornada Jalisco
6 de enero de 2009

Año grillo

El viernes, Ocotlán vivirá una multitudinaria
expresión de repudio hacia la policía municipal más
señalada de Jalisco, y dos de los expertos en
manifestaciones, entrenados directamente en la
administración estatal de exexFRA (Absalón García
y Filiberto Ortiz) serán los principales destinatarios
de dicha cólera por la absurda muerte de un joven
universitario a manos de un policía que, según las
autoridades municipales, en 11 meses de servicio
tuvo una foja ejemplar y era gendarme «por
vocación». Claro que se sumarán muchos que
buscarán sacar raja política de la tragedia, pero
que también vendrán a darle mayor peso a la
exigencia de justicia. Al Pinto, que sigue sostenido
con pinzas, pero firme en el cargo, hasta los panistas
le echarán los caballos en tropel, pero contando
con el apoyo del alcalde y del gobernador no se
espera que pueda suceder algo mejor que lo que
pasó el año pasado, cuando la Recomendación de
la CEDHJ fue pasada por el arco del triunfo y la
investigación ordenada en su contra sólo encontró
que el jefe policial es, como en el caso de Gutiérrez
Carranza, un servidor público ejemplar con
números para respaldar su gran labor de hacer
respetar el orden. Será un caso que va a dar para
mucho más...

Y ya con ésta

Para ahondar en el caso del crimen de Luis
Fernando López Alejandre, una gran parte de la
protesta que se organiza para el viernes es
espontánea y se dará en virtud a que el muchacho,
músico del grupo metalero Arcadia Libre, tiene
cientos de fanáticos en Guadalajara y Monterrey,
de donde arribarán a Ocotlán jóvenes rockeros de
otras bandas, además de las llamadas «tribus
urbanas» con punketos, skas, emos. De hecho hay
toda una logística que se organiza para albergar a
los visitantes y tratar de impedir la infiltración de
provocadores por parte del gobierno estatal, táctica
muy conocida por alcalde y jefe policial en sus
tiempos como muchachos consentidos de exexFRA.
Aunque ayer el secretario del ayuntamiento
ocotlense dijo que habrá respeto irrestricto hacia
la manifestación, veremos si en realidad se resisten

a tratar de recordar viejos tiempos como los que al
menos el Pinto vivió el 28 de mayo de 2004 aquí en
Guadalajara...

Desacatan policías
indicación

Grettel Rosales

Mural
6 de enero de 2009

Los cinco policías de Ocotlán involucrados en la
muerte de Fernando López Alejandre, quien
falleció de un tiro la madrugada del 1 de enero, no
acataron la orden que les dio un mando superior
para evitar la persecución del vehículo que
conducía la víctima.

Antonio Fernando Chávez Delgadillo, secretario
general del Ayuntamiento de Ocotlán, indicó que
el reporte de la cabina evidenciaba que a los
elementos se les dio la indicación de no perseguir la
Chevrolet Blazer en la que viajaba el joven de
veintiún años.

«Vamos a revisar qué fue lo que sucedió, porque
hay unos reportes a partir de las once de la noche
en que Mauricio de los Santos se queda como
responsable de la seguridad del municipio, donde
le notifican de una persecución, pero él determina
que no se realice la persecución, y hay omisión de
parte del comandante de zona así como de otra
unidad», dijo en entrevista.

Por tal situación, los oficiales Felipe Sánchez
Ventura, Ernesto Romero Caudillo, Abel Núñez
Aguirre y Felipe Saavedra de la Cruz están bajo
proceso administrativo, el cual concluirá
aproximadamente dentro de tres meses, tiempo
en que el sindico del ayuntamiento determinará si
hubo alguna irresponsabilidad.
     El quinto policía, Rosendo Maldonado López, fue
consignado al Juzgado de Primera Instancia de
Ocotlán, ya que el rifle AR-15 que tenía a su cargo
fue el que disparó el proyectil que mató a López
Alejandre.

La madrugada del jueves, Maldonado López
viajaba en la parte trasera de la patrulla GT-20,
Sánchez Ventura y Romero Caudillo, iban adelante;
mientras que Núñez Aguirre y Saavedra de la Cruz
viajaban en la unidad PR-10.

Por la carretera Ocotlán-Tototlán circulaba López
Alejandre a bordo de la Trail Blazer en compañía de
su amigo David Briceño Ceja, y aparentemente a

Maldonado López se le accionó su rifle
accidentalmente y el disparo acertó en el joven.

«A fin de revisar si la actuación de los cuatro
elementos fueron apegadas a la norma que se aplica
para los casos de seguridad, si no están apegadas
puede haber desde una sanción, la separación y
hasta la inhabilitación para que estén al servicio
público durante diez años», enlistó Chávez
Delgadillo.

Sobre las distintas versiones que han surgido,
como la que señala que los policías no se
identificaron, o que el disparo fue accidental, el
secretario general indicó que con investigación
interna pretenden conocer de fondo si hubo alguna
situación irregular en el actuar de los policías.

«Todo esto nos va a llevar a conocer qué fue lo
que salió mal, en qué momento se orilló a que
ocurriera esta tragedia, porque no es otra cosa que
una tragedia», reiteró.

Al cuestionarle sobre la capacitación que tienen
los policías sobre el manejo de armas, así como si
existen rencillas dentro de la corporación, siendo
evidente la falta de obediencia, Chávez Delgadillo
aclaró que todo esto se va a conocer concluido el
proceso administrativo.

Inician procedimientos
administrativos contra
policías ocotlenses

El Informador
6 de enero de 2009

Por no hacerle caso a sus superiores, varios
elementos de la policía municipal de Ocotlán, Jalisco,
enfrentan procedimientos administrativos, así
como también uno de ellos sería procesado por
homicidio ante un juez.

El secretario general del Ayuntamiento de
Ocotlán, Fernando Chávez Delgadillo, aseguró a El
Informador que los cinco policías municipales que
dieron muerte a un joven de veinte años de edad,
durante la madrugada del pasado 1 de enero
desobedecieron las órdenes del comandante
operativo, Mauricio de los Santos, para que
detuvieran la persecución.

«En el momento en que anuncian esta
circunstancia, en el sentido en que inicia una
persecución, el mismo comandante De los Santos
les dio la instrucción a través de cabina que no
continuara la persecución. De hecho, está grabado
en la cabina de comunicación», indicó el
funcionario ocotlense.
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Agregó que así fue reportado, ya que se advertía
de un vehículo sospechoso, del cual,
supuestamente, realizaban disparos de arma de
fuego, sin embargo, no fue así.

Por lo que el Ayuntamiento de Ocotlán inició
ayer un procedimiento administrativo no sólo en
contra de los cinco policías involucrados en la
muerte de un joven de veinte años durante los
festejos de Año Nuevo, sino también contra el propio
director de seguridad pública, Filiberto Ortiz.

«Sí, mira, actualmente está firme en su cargo,
pero como yo lo mencioné hace un momento,
tenemos que hacer la revisión administrativa de
todo esto; es decir, vamos a sujetar a un proceso
administrativo a todos los que estuvieron en la
cadena de mando, para saber cuál es la
responsabilidad de cada quien».

El funcionario finalizó diciendo que existen
constancias de la cabina de radiocomunicaciones,
donde el comandante responsable le da instrucción
a los elementos de detener la persecución; sin
embargo, ellos pasaron por alto dicha orden.

Policías ignoraron orden
de no perseguirlos

Rubén Martín

Público
6 de enero de 2009

Los cinco policías de Ocotlán que participaron en
la persecución de la camioneta en la que viajaban
dos jóvenes, que tuvo como saldo la muerte de
Fernando López Alejandre, desoyeron la orden de
parar la persecución, admitió ayer el secretario
general del ayuntamiento, Fernando Chávez
Delgadillo.

Dijo que consta en grabaciones de cabina que
el comandante operativo, Mauricio de los Santos,
les pidió detener la persecución. Ante esta
evidencia, el secretario de Ocotlán dijo que ahora
los policías deberán explicar ante la justicia por
qué procedieron de esa manera.

El funcionario municipal admitió la gravedad
de los hechos y, ante ello, afirmó que el gobierno
que encabeza el panista Absalón García Ochoa no
«está encubriendo a nadie», y como prueba aseveró
que fue el propio ayuntamiento el que detuvo y
puso a disposición a los cinco policías que
participaron en los hechos que derivaron en la
muerte del joven Fernando López y en los golpes a
su acompañante, David Briceño Ceja. «Desde que

me avisaron, di instrucciones de que habría que
actuar apegados a derecho y que detuviera a los
policías que participaron... en lo que no podemos
llamar operativo, en este hecho tan desafortunado»,
aseveró.

El secretario del gobierno de Ocotlán rechazó
que en su municipio la policía esté fuera de control
y sostuvo que, luego de la macrorrecomendación
emitida por la CEDHJ, el ayuntamiento hizo su parte
levantando procesos administrativos a varios de los
policías y funcionarios señalados.

Sobre la manifestación a la que están convocados
familiares y ciudadanos de Ocotlán y otras
poblaciones –como Jamay, de donde era Fernando
López–, Delgadillo Chávez dijo que hay libertad
de expresión, pero comentó que también hay
fuerzas políticas que están tratando de aprovechar
este hecho de cara a las elecciones.

Ágora

Juan Carlos G. Partida

La Jornada Jalisco
7 de enero de 2009

Filiberto

En 2009, la primera queja en la Comisión Estatal
de Derechos Humanos fue contra la policía de
Ocotlán, contra su director Filiberto Ortiz Amador,
el Pinto. Ya que sus patrones gustan de escudar la
pertinencia del policía en los números obtenidos,
recordemos que 22 de las más de cincuenta quejas
presentadas el año pasado contra esa misma
corporación fueron documentadas y, según las
autoridades municipales, fueron subsanadas.

Pero el Pinto continuó ahí, ahí está todavía.
Desde su época de comandante en la Estatal,
recuerdo imperecedero de altermundistas
sometidos el 28 de mayo de 2004, Filiberto ha
gozado de apoyo oficial. Ramírez Acuña le entregó
una medalla por su valiente participación en esos
hechos, vergüenza mundial de Jalisco. González
Márquez lo defendió el año pasado, cuando la
tormenta de las quejas en la CEDHJ, de donde surgió
la Recomendación que la autoridad se pasó por
ahí, mérito para no dejar al buen hombre sin
trabajo.

Absalón García, alcalde de Ocotlán, lo conoció
durante el año en que estuvo al frente de la
Subsecretaria de Asuntos del Interior, el último de
la administración estatal pasada. Ganó Absalón en

el municipio en 2006 y se lo llevó con él, ambos
expertos en el espionaje y en la intermediación ?a
su estilo? con los grupos activistas, muy pronto
dieron el resultado antes anotado. Ahora la muerte
de Fernando López Alejandre, el joven universitario
de veintiún años y músico metalero, viene también
a sumar los números que hagan falta, poniendo
finitud a la justificación. Las autoridades dicen que
los números hablan, que lo hagan, pues.

Diputado pide quitar al
Pinto en Ocotlán

Sonia Serrano Íñiguez

Público
7 de enero de 2009

Después del homicidio del joven Fernando López
Alejandre, se tiene que dar la salida del director de
la Policía de Ocotlán, Filiberto Ortiz Amador, quien
no debió ser reintegrado al cargo después de la
Recomendación que emitió sobre su desempeño la
Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ), señaló ayer en entrevista el coordinador
de los diputados del Partido Acción Nacional
(PAN), Jorge Salinas Osornio.

Salinas dijo que en este momento lo mejor que
puede hacer el alcalde panista Absalón García
Ochoa es pedir la renuncia del director de la policía,
ya que es el responsable de las acciones de los
elementos. Agregó que de esta forma se facilitará
que la autoridad judicial determine la
responsabilidad y sanciones.

El coordinador de los diputados panistas, quien
forma parte del mismo grupo político que Absalón
García, señaló que no queda clara cuál es la relación
del alcalde con el director de la policía porque,
después de que la CEDHJ documentó 22 quejas
por violaciones a los derechos, lo reinstaló. Agregó
que no es sano que se defienda a un funcionario
con los señalamientos que pesan sobre Ortiz
Amador.

También admitió que hay un problema con la
capacitación de los policías, pues en muchas
ocasiones no saben cómo responder ante
emergencias, por lo que consideró que es mejor
que se pida apoyo a las policías estatal y federal,
antes que tener personal que represente un riesgo
para la población.

Ayer mismo, el tercer visitador de la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ),
Alfonso Hernández Barrón, informó que se dio un
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plazo de ocho días para que las autoridades de
Ocotlán proporcionen la información relacionada
con el asesinato del joven Fernando López
Alejandre. «Les estamos dando un término de ocho
días para que nos informen, así como copia
certificada de los resguardos, [que] efectivamente
corresponde a las armas que el día de los hechos
estaban asignados a cada uno de los elementos;
copia certificada de los reportes de cabina
relacionados con motivo del servicio en que pierde
la vida el joven; así como copia certificada del oficio
a través del cual puso a disposición del agente de
Ministerio Público a los elementos involucrados»,
declaró Hernández Barrón a Notisistema.

El tercer visitador fue designado por el
ombudsman estatal para hacer las indagaciones
sobre esta queja, la primera de la CEDHJ en 2009.

Renuncia Filiberto Ortiz a
la Dirección de Seguridad
Pública de Ocotlán

Juan Carlos. G. Partida y Raúl
Torres

La Jornada Jalisco
8 de enero de 2009

El director de la Policía de Ocotlán, Filiberto Ortiz
Amador, el Pinto, renunció para «no interferir en
las investigaciones» que realizan la Procuraduría
de Justicia del Estado y el Ayuntamiento de Ocotlán,
luego de que uno de los policías municipales mató
por la espalda con un tiro de AR-15 al joven
universitario de 21 años Fernando López Alejandre,
la madrugada del 1 de enero.

Ortiz Amador es conocido a escala internacional
luego de que altermundistas que fueron torturados
tras una marcha en Guadalajara el 28 de mayo de
2004 lo señalaron como uno de los principales
autores de las vejaciones que sufrieron quienes
protestaban entonces contra la reunión de jefes
de Estado europeos y americanos reunidos para
ventilar políticas económicas internacionales, lo que
generó diversos informes y recomendaciones,
condenando el accionar de las policías locales,
condena que permanece impune ante la negativa
de las autoridades estatales para abrir una
investigación.

También el año pasado, el jefe policial recibió
más de cincuenta quejas, 22 de ellas
documentadas por la Comisión Estatal de Derechos
Humanos, sobre distintas vejaciones ?torturas

incluidas? cometidas por la Policía de Ocotlán, y
aunque recomendó la salida del Pinto, el apoyo del
alcalde Absalón García y del gobernador Emilio
González Márquez logró mantenerlo en el puesto
hasta este miércoles.

La renuncia de Ortiz Amador fue confirmada
por funcionarios de Ocotlán, quienes señalaron que
fue presentada al alcalde Absalón García, quien la
aceptó debido al enorme malestar social generado
por la muerte de López Alejandre. Este viernes por
la mañana se planea continuar con una
manifestación de rechazo a las autoridades
municipales y en exigencia de justicia por el
lamentable deceso del muchacho.

Se detalló que en lugar de Ortiz Amador quedó
el comandante Diego de Jesús Maldonado, quien
formaba parte del Escuadrón DARE, dependiente
de la Policía Estatal.

La muerte de López Alejandre se dio en las
primeras horas de este año, cuando circulaba en
una camioneta acompañado de un amigo. Cinco
policías fueron detenidos pero sólo uno de ellos
quedó y se mantiene consignado, Rosendo
Maldonado López, quien declaró que el arma larga
se le disparó «accidentalmente».

El resto de uniformados permanece bajo proceso
administrativo, pues existió una orden de acuerdo
al parte de cabina en el que se les indicó que
detuvieran la persecución de la camioneta. El
secretario general del ayuntamiento, Fernando
Chávez, dijo que el proceso podría prolongarse
hasta por tres meses, de acuerdo con la ley, lo que
les dará tiempo de llegar a una conclusión
contundente que impida, en caso de que sean
separados del cargo, que puedan inconformarse y
ganar una demanda laboral, como ha ocurrido
constantemente.

El ayuntamiento también informó que el plazo
que fijó la Comisión Estatal de Derechos Humanos
para que en un máximo de ocho días entregue toda
la información relacionada con el asesinato del
joven estudiante y músico, será también cumplido
en aras de lograr esclarecer los hechos.

La renuncia no resuelve el caso

La renuncia del director de Seguridad Pública de
Ocotlán, Filiberto Ortiz, no resuelve el asesinato de
Fernando López Alejandre a manos de policías
municipales, señaló el presidente de la Comisión
Estatal de Derechos Humanos Jalisco, Felipe de
Jesús Álvarez Cibrián.

Tras enterarse de la renuncia, el ombudsman
recordó algunos detalles de la
«macrorrecomendación» que la CEDHJ hizo en

abril de 2008 al Ayuntamiento de Ocotlán tras
recibir un alud de quejas por abuso policial en aquel
municipio.

Álvarez Cibrián indicó que ya era tiempo de que
se diera la renuncia de Filiberto Ortiz, pues aunque
luego de la macrorrecomendación se le separó del
cargo, al poco tiempo fue reinstalado, a pesar de
que se acreditaron las violaciones a los derechos
humanos que permitía.

«Se está retirando, eso es saludable para la
sociedad ocotlense, pero también va a ser muy
importante para mejorar y renovar a los encargados
de la seguridad pública en ese municipio», indicó.

Recordó que en la macrorrecomendación
también se pidió al procurador de Justicia del estado
que se hicieran las diligencias correspondientes para
deslindar responsabilidades por todos los casos de
abuso policial que se acreditaron en Ocotlán, por lo
que dijo que espera que en el caso del asesinato de
López Alejandre las investigaciones continúen y se
determine cuál es la responsabilidad de Filiberto
Ortiz en el caso para que no sólo quede en una
renuncia.

«Pinta» Ocotlán su raya;
renuncia titular de Policía

Santiago Vega y Cielo Mejía

Mural
8 de enero de 2009

Tras el escándalo provocado por la muerte de un
joven a manos de un policía de Ocotlán, Filiberto
Ortiz Amador alias el Pinto, dimitió la mañana de
ayer a la Dirección de Seguridad Pública.

«Su renuncia es con carácter de irrevocable, y
él la presenta en el ánimo de que se conozcan los
hechos y para no interferir en la investigación»,
expresó Absalón García Ochoa, alcalde de Ocotlán.

La madrugada del 1 de enero, Fernando López
Alejandre, de veintiún años, fue baleado por
agentes mientras circulaba en una camioneta en
compañía de un amigo.

Tres policías que persiguieron en su patrulla a la
camioneta donde iba la víctima, quedaron
detenidos.

Otros dos oficiales que llegaron al lugar tras la
muerte del joven también fueron aprehendidos.

El agente del Ministerio Público únicamente
decidió consignar al agente Rosendo Maldonado
López ante el juez de Primera Instancia de Ocotlán
por el delito de homicidio.
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Al rendir su testimonio, el oficial afirmó que su
rifle AR-15 se disparó accidentalmente.

Además de la indagatoria realizada por la
Procuraduría General de Justicia del Estado
(PGJE), el ayuntamiento inició proceso
administrativo contra los involucrados en el caso.

Los elementos que se encuentran bajo
procedimiento son los cinco policías que estuvieron
en el lugar donde murió la víctima, el director
operativo, dos cabineros y otros dos agentes cuyo
cargo no se especificó.

Mientras son investigados por el ayuntamiento,
estos elementos estarán realizando labores
administrativas.

Tras la renuncia de Ortiz Amador, al frente de la
corporación quedó Diego de Jesús Cervantes
Maldonado, quien se desempeñaba como
comandante del Grupo DARE.

El nuevo encargado de la Dirección de
Seguridad Pública fue escogido entre una «baraja»
reducida, ya que nada más quedaban él y otro
comandante como altos mandos de la dependencia.

«En las próximas semanas habremos de
ratificarlo o habremos de nombrar un nuevo
director», sentenció el alcalde.

La administración de Ortiz Amador al frente de
la policía de Ocotlán fue polémica, debido a que en
2007 la Comisión Estatal de Derechos Humanos
Jalisco (CEDHJ) recibió 59 quejas.

En 22 casos, el organismo comprobó violaciones
a las garantías y emitió una Recomendación, por la
cual Ortiz Amador fue destituido, aunque luego
regresó a su cargo.

Para Alfredo Zárate, presidente de la comisión
de seguridad pública del Congreso Estatal, Ortiz
Amador estaba dañando al municipio cuando
ocupaba la dirección de la policía.

«Qué bueno que al final decidió renunciar»,
dijo el legislador en entrevista telefónica.

Por su parte, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián,
titular de la CEDHJ, calificó la renuncia como
saludable para la ciudadanía.

Para evitar que vuelvan a ocurrir casos similares,
Zárate Mendoza afirmó que se tendría que reformar
el artículo 115 constitucional, en el cual se estipula
que los alcaldes pueden nombrar a la mayoría de
sus subordinados.

Con esto se buscaría crear un perfil adecuado
para los directores de Seguridad Pública.

El Pinto renuncia y se va
sin sanciones

Rubén Martín

Público
8 de enero de 2009

La impericia de uno de sus subordinados, que
asesinó la madrugada del 1 de enero al joven
Fernando López Alejandre, obligó a Filiberto Ortiz
Amador, el Pinto, a presentar su renuncia como
director de Seguridad Pública de Ocotlán. La
dimisión se recibió la mañana del lunes, confirmó
el presidente municipal Absalón García Ochoa,
quien ayer mismo nombró al comandante Diego
de Jesús Cervantes Maldonado como nuevo jefe de
la policía, quien asumió de inmediato.

El alcalde de Ocotlán explicó que Filiberto Ortiz
no se va despedido, sino de forma voluntaria, «con
el ánimo de dar transparencia a los procedimientos
que se han instaurado en contra de los servidores
públicos [en el caso del asesinato del joven]; hay
un policía sujeto a proceso penal, y diez en procesos
administrativos», entre ellos el director operativo
Mauricio Santos, que estaba a cargo del turno del 1
de enero cuando fue asesinado por la espalda el
joven músico y estudiante Fernando López.

Absalón García informó en entrevista telefónica
que Filiberto Ortiz se va sin proceso administrativo
en su contra, pero añadió que eso «no lo exime de
ninguna responsabilidad; si los mismos
procedimientos manifiestan que tiene alguna
[culpabilidad], se le iniciará proceso».

Al fijar por primera vez su postura sobre la
muerte del joven originario de Jamay a manos de
uno de sus policías, el alcalde ocotlense asumió que
se trata de «hechos trágicos y lamentables» y dijo
esperar que con el proceso penal que se le sigue al
policía Rosendo Maldonado López, como autor
material de la muerte, así como los procedimientos
administrativos a otros diez servidores públicos,
«todos podamos conocer la verdad de los hechos».

Pese a los diversos señalamientos en contra de la
corporación encargada de brindar seguridad, el
titular del gobierno de Ocotlán negó que en su
municipio la policía esté fuera de control o sea
represora. «No, no, no. La Recomendación que hizo
en su momento [en abril de 2008] la Comisión
Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ) fue
atendida. Pero este hecho trágico y lamentable es
un hecho que nada tiene que ver [con las
denuncias del año pasado], son diferentes»,
consideró.

El 3 de abril de 2008, la CEDHJ presentó una
macrorrecomendación basada en 59 quejas contra
el municipio por abusos policiacos, en la que destacó
que bajo el mando del Pinto se dispararon las
violaciones a los derechos humanos. En 22 de las
quejas se pudo comprobar la responsabilidad de
25 policías en abusos en detenciones ilegales y
retenciones injustificadas, entre otros, por lo que
pidió realizar diversas acciones, entre ellas reubicar
a Filiberto Ortiz e iniciarle un proceso administrativo
(Público, 4 de abril de 2008).

«En los mismos términos que se planteó la
Recomendación, se acató. Se capacitó a los
elementos, se instauraron procedimientos
administrativos, se creó el Consejo Municipal de
Seguridad Pública, se inhabilitó a quien se tenía
que inhabilitar, se separó del cargo a quien se tenía
que separar... en los términos que la CEDH hizo su
resolución», detalló ayer el alcalde, que explicó que
si bien removió a Filiberto Ortiz temporalmente, lo
reinstaló en el puesto porque al final del proceso
administrativo no se encontró responsabilidad
alguna.

Sobre los antecedentes del Pinto como un jefe
policiaco con un historial de represión y violación a
los derechos humanos, según consta en videos,
testimonios y documentos oficiales del caso 28
mayo de 2004, Absalón García dijo que en aquella
fecha no tenían ninguna relación laboral y que a él
no le constan dichas denuncias.

Finalmente, Absalón García informó que su
gobierno ya entró en contacto con la familia López
Alejandre y manifestó su disposición a pagar los
gastos funerarios o atender cualquier
responsabilidad civil, pero dejó en claro que por
ahora respetan su duelo.

Sobre la manifestación convocada para mañana
viernes por la familia del joven, dijo que hay pleno
respeto a la libertad de expresión y manifestó a
colaborar con la CEDHJ para entregar toda la
información que le requiera sobre este caso.

Renuncia, tardía y saludable

La renuncia de Filiberto Ortiz Amador a la dirección
de la policía de Ocotlán, llega muy tarde, pero es
una decisión «saludable» que no exime al jefe
policiaco de responsabilidades, no sólo de violar
derechos humanos, sino en la comisión de diversos
delitos que agravian a la sociedad, advirtió el
ombusdsman jalisciense Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián: «Llega nueve meses después, pues la
macrorrecomendación la emitimos desde abril de
2008 y ya se le encontraba responsable de violar la
ley [...] estamos en espera de que la Procuraduría
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General de Justicia del Estado nos informe de las
averiguaciones que debía haber integrado a partir
de ese momento, en contra de él y de otros
elementos, porque se trata de actos delictivos que
ameritan la acción penal».

La CEDHJ advirtió de
«sospecha de homicidios»

Rubén Martín

Público
8 de enero de 2009

Que la policía de Ocotlán adolecía de preparación,
que era proclive a la violación de las garantías
individuales, que pesan incluso sospechas de
comisión de homicidios y que Filiberto Ortiz
Amador, el Pinto, era violador de los derechos
humanos, lo sabían ciudadanos de ese municipio
desde hace meses, y quedó documentada por la
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ).

En su Recomendación 5/2008, conocida como
una «macrorrecomendación» debido a que reunió
en un solo procedimiento 59 quejas presentadas
por ciudadanos de Ocotlán, consideró fundadas
las denuncias en contra de la Dirección de
Seguridad Pública de Ocotlán, y encontró que en
22 de las 59 quejas «se evidenciaron patrones
definidos de transgresión de derechos humanos
de los quejosos y agraviados».

Los quejosos denunciaban detenciones
únicamente con base en sospechas, lesiones,
amenazas, aprehensiones por policías armados
vestidos de civil que viajaban en autos con logotipos
oficiales, y quienes realizaban detenciones violentas
e ilegales. Se documentó que «no hubo un motivo
legal para efectuar las revisiones, muchas de las
cuales fueron hechas dentro de las viviendas de los
inconformes sin una orden fundamentada».

Algunos de los denunciantes, como es el caso de
una persona que se dedica a lavar autos en el centro
de Ocotlán, dijo haber sido golpeado directamente
por el Pinto.

La Recomendación dada a conocer por la CEDHJ
el 3 de abril de 2008, estableció que «durante la
integración del expediente de queja aparecieron
elementos para acreditar responsabilidad del
director de Seguridad Publica de ese municipio,
licenciado Filiberto Ortiz Amador».

En la parte final del documento se asentó que
«Hoy, el desempeño de varios de los elementos que

integran la Dirección de Seguridad Pública de
Ocotlán son un ejemplo lamentable de la
prestación indebida de servicio, ya que en varios
de los acontecimientos descritos en esta resolución
coinciden la tortura, lesiones, allanamiento de
morada, intimidación, amenazas cumplidas e
incluso la sospecha de homicidio». De ahí que
pidiera establecer procedimientos administrativos
en contra de 25 policías de línea y en contra del
propio Filiberto Ortiz. Este último negó
«sistemáticamente» las acusaciones.

Entrevistado ayer sobre estas advertencias que
le lanzó la CEDHJ, el alcalde de Ocotlán, Absalón
García Ochoa, aseveró que cumplió las
recomendaciones y alegó que la mayoría de los
quejosos «se dedican al narcomenudeo». La CEDHJ
tiene otras evidencias.

Renuncia al cargo el
director de la Policía de
Ocotlán

El Informador
8 de enero de 2009

Para no interferir en las investigaciones relacionadas
con la muerte de un joven a manos de policías
municipales, el director de Seguridad Pública de
Ocotlán, Filiberto Ortiz Amador, presentó su
renuncia al cargo. Así lo confirmó a El Informador
el alcalde Absolón García Ochoa.

«Este día [ayer] el licenciado Filiberto Ortiz
Amador nos presenta su renuncia, misma que es
aceptada para que se transparente todo lo
acontecido en este lamentable suceso. El licenciado
Ortiz Amador no estaba a cargo del turno al
momento de los trágicos acontecimientos, estaba
en su domicilio. Sin embargo, es un gesto de
transparencia. Nosotros aceptamos su renuncia
para que todo el pueblo sepa lo sucedido».

El funcionario indicó que la renuncia de Ortiz
Amador es con carácter de irrevocable. Añadió que
en sustitución de Filiberto quedará a cargo el
comandante Diego de Jesús Maldonado, uno de los
cuatro mentores DARE de la entidad, quien ?dijo?
cuenta con muchos años de experiencia.

«El comandante Diego de Jesús es un
comandante hecho en la policía ocotlense, cuenta
con gran experiencia, principalmente, en todo lo
que son las tácticas y estrategias de prevención del
delito».

Por su parte, el presidente de la Comisión Estatal
de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ), Felipe

de Jesús Álvarez Cibrián aplaudió el actuar del
gobierno municipal de Ocotlán al cesar de su cargo
al director de la policía del municipio, por las quejas
que se han presentado por los actos de tortura y
violación a los derechos de los habitantes, que
detonó en el fallecimiento del estudiante.

«Ésta es una situación lógica, donde la Comisión
había señalado que él era un violador de los
derechos humanos de acuerdo a las más de
cincuenta quejas que se presentaron el año pasado,
que concluyó en la macrorrecomendación».

Fue después de nueve meses de haberse girado
la macrorrecomendación que el gobierno de
Absalón García Ochoa decidió separar de su cargo
al titular de la Dirección de Seguridad Pública.

Será en los próximos días que se ratifique o se
nombre a un nuevo titular de la seguridad en
Ocotlán.

Rechazo de diputados a
las acciones de policías
ocotlenses

Víctor Ramírez Álvarez

El Occidental
8 de enero de 2009

Unánime, el rechazo de los diputados a las acciones
de la policía de Ocotlán en las que un joven de
veinte años falleció. Consideran necesaria la
remoción del polémico director Filiberto Ortiz,
quien fue separado el año pasado de su cargo tras
una Recomendación de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ).

Como presidente de la comisión de seguridad
pública, Alfredo Zárate Mendoza no dudó en pedir
la destitución del funcionario debido a los diversos
acontecimientos ocurridos en el municipio de
Ocotlán, y sobre todo por el deceso de un ciudadano.

«Desde un principio hemos pedido la salida del
director de la policía por los actos de prepotencia
que han estado pasando en este municipio y lo que
no entendemos, y se me hace muy raro, es por qué
el presidente municipal protege de más al
funcionario, sabiendo que tiene tantas denuncias
ante la CEDHJ», dijo.

Para Zárate Mendoza, el haberlo separado (el
año pasado) por unos meses de su cargo no fue
suficiente, debido a que el presidente municipal
nombró a Filiberto Ortiz como asesor de seguridad,
pero «no lo quita del cargo realmente, porque
estaba trabajando detrás; después piensa que la
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marea bajó y lo reinstala en su cargo, eso no debe
pasar, la seguridad pública no es para cumplir
caprichos políticos, y es por ello que debe ser
destituido, y si no lo hace, entonces no sabemos
qué está pasando o qué hay entre ambos
funcionarios».

Renuncia Filiberto Ortiz
Amador

Víctor M. Chávez Ogazón

El Occidental
8 de enero de 2009

Filiberto Ortiz Amador renunció a la dirección de la
policía municipal de Ocotlán para dar paso a las
investigaciones y se dé con todos los responsables
de la muerte del joven Fernando López, ocurrida la
madrugada del 1 de enero de 2009 en aquella
localidad. Ése es el argumento que le dio al
presidente municipal Absolón García, que tuvo que
aceptársela y que reconoció que de igual forma
obedece a comentarios y críticas a partir de las
cincuenta quejas que se dieron hace más de un
año ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos
de Jalisco, y que ahora «llegaron a estos lamentables
hechos».

Confirmó el mismo alcalde que la renuncia la
presentó por la mañana «ha presentado su renuncia
a cargo del director de seguridad pública, para que
esto se pueda ventilar y transparentar y que todos
conozcamos la verdad; es un hecho muy
lamentable e incluso, para que nos demos cuenta
del tamaño de la tragedia, el policía que está sujeto
a proceso penal es incluso familiar de la víctima en
tercer grado».

Absalón García refirió que además de que se
esclarezcan los trágicos acontecimientos, la salida
del funcionario se da por «la ola de comentarios en
los propios medios de comunicación».

Insistió en que es de reconocerle «la labor que
ha hecho el cuerpo de seguridad pública de Ocotlán
y vamos a seguir en ese mismo sentido, de garantizar
la seguridad de los ocotlenses, de que las propias
estadísticas de la Procuraduría de Justicia han
constatado que han bajado drásticamente los
delitos de alto impacto».

En su lugar designó a Diego de Jesús Maldonado,
al que le reconoció el hecho de ser uno de los cuatro
mentores DARE de la entidad y de quien dijo que
tiene instrucciones claras de seguir trabajando a
favor de la seguridad de Ocotlán.

Finalmente comentó que definitivamente en la
voluntad del jefe policiaco pesaron las cerca de
cincuenta quejas que se presentaron el año pasado
y que fue un hecho aislado al trágico desenlace de
la persecución del 1 de enero, «no se vinculan el
uno con el otro, y lo cierto es que el licenciado Ortiz
Amador estaba en su casa, había entregado el
mando al director operativo y no participó en
absolutamente nada, mas sin embargo, sí es cierto
que ha recibido una andanada de comentarios
hacia la dirección y es el motivo por el que opta
para separarse del cargo y que esto se esclarezca».

Beneplácito por la salida
del director policiaco de
Ocotlán

Alfredo Toledo

El Occidental
8 de enero de 2009

Como lógica calificó el titular de la Comisión Estatal
de Derechos Humanos de Jalisco, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, la renuncia del director de la policía
de Ocotlán, Filiberto Ortiz Amador, luego de la
muerte del joven Fernando López Alejandre el
pasado 1 de enero: «Es una situación lógica en
donde ya nosotros como Comisión La tarea
pendiente Estatal de Derechos Humanos habíamos
expresado que él era un violador de los derechos
humanos».

Comentó que las cincuenta quejas contra el jefe
policiaco aunado a la primera de este 2009
terminaron por darle la razón a su organismo: «Esas
cincuenta quejas fueron motivo para emitir una
macrorrecomendación en 2008, ya habíamos
expresado que él era responsable, pero no podíamos
imponer la sanción, debido a que no tenemos esa
facultad, pero sí era parte de esa Recomendación
al gobierno municipal para que después de un
proceso administrativo fuera separado del cargo».

Señaló que la salida del funcionario será
importante para mejorar y renovar a los responsables
de la seguridad pública en este municipio, aunque
dejó en claro que no quedan satisfechos, ya que la
violación a los derechos humanos de Fernando
López Alejandre finalmente se dieron.

«En este momento no podemos calificar si es
tarde o si es a tiempo, no nos deja definitivamente
del todo satisfechos, porque de cualquier forma las
violaciones a los derechos humanos se dieron.
Nosotros, como institución, no podemos estar

consintiendo ni tolerando que haya este tipo de
abusos policiacos o ineficiencia a veces en los
directores de seguridad pública».

La Tremenda Corte

Público
8 de enero de 2009

Es el fondo. La salida de Filiberto Ortiz Amador de
la policía de Ocotlán no resuelve el problema de
fondo: la brutalidad con la que actúan los
uniformados y el desdén oficial a las advertencias
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos.

Es el juicio. En el Congreso se escuchó la
posibilidad de que algunos diputados soliciten
juicio político contra el alcalde de Ocotlán, el panista
Absalón García Ochoa. Sería la próxima semana.

Renuncia el Pinto; ¿y
Absalón...?

Conrado Vázquez

Ocho Columnas
8 de enero de 2009

El alcalde ocotlense no aguantó la presión social y
desistió de sostener al Pinto; ahora él tendrá que
afrontar el juicio político que promueven abogados
del joven asesinado por los policías.

La muerte de un joven a manos de la policía
municipal en forma artera no sensibilizó al
presidente municipal de Ocotlán, Absalón García
Ochoa, y mucho menos al jefe policiaco Filiberto
Ortiz Amador, para que este último dejara su cargo
inmediatamente, y fue apenas este miércoles que
dobló las manos el edil y acabó por destituirlo.

Pero según afirman algunos regidores, no fue
por su gusto que se decidió por esta alternativa, fue
la presión social que, como una bola de nieve que
creció con el paso de los días y se le vino encima, de
tal manera que contradiciéndose en sus
declaraciones iniciales en las que decía que Ortiz
Amador era un «excelente funcionario», hoy, al
removerlo, tácitamente acabó aceptando que debió
haberlo corrido desde el mes de agosto de 2007, y
así se hubiera salvado una vida inocente hasta
donde se sabe.

En ese entonces, el Pinto ya había acumulado
decenas de quejas, y al pedirle por ello su renuncia,
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la mitad de sus seguidores en una votación
empatada Absalón lo dejó en su cargo, y luego lo
ratificó después del proceso administrativo
amañado que emprendió, al recibir la
macrorrecomendación emitida por la CEDHJ en
abril del año pasado contra Ortiz Amador, el Pinto.

En Ocotlán a nadie dio gusto que el jefe policiaco
renunciara, porque llegó después de más de un
año en que debió hacerlo, luego de que las
violaciones a las garantías individuales continuaron
y lo más lamentable, la brutalidad llegó a su límite
el primer día de este año, cuando varios policías
mataron por la espalda a Fernando López
Alejandre.

Este acontecimiento no sensibilizó al presidente
García Ochoa, al contrario, minimizó el hecho y
trató de reducirlo inculpando sólo a cinco policías,
de los cuales cuatro están libres y sólo uno en proceso
penal.

Todavía este martes, Absalón García intentó
desactivar la movilización que se efectuará este
viernes, y para tal fin envió a varios regidores
incondicionales a tratar de convencer a los
familiares de que se desistieran de la marcha. El
rechazo y la indignación de los familiares fueron
inmediatos y la situación alcanzó tal magnitud que
el diputado Jorge Salinas Osornio, líder de la fracción
del PAN en el Congreso del Estado, se desmarcó el
martes por la tarde de Absalón García, pese a su
estrecha relación y a pertenecer ambos al mismo
grupo político. El alcalde, por su parte, nunca
hubiera corrido al Pinto, dicen, de no haberse
desatado esta crisis social que aún no termina, pues
los familiares de Fernando López Alejandre, a través
de sus abogados, aseguraron este miércoles, al saber
que el Pinto se iba, que no darían ni un paso atrás
y se manifestarían este viernes como se tenía
planeado.

«Despintan» al jefe
policiaco de Ocotlán

Víctor Chávez Ogazón

El Occidental
8 de enero de 2009

Filiberto Ortiz Amador renunció a  la Dirección de
la Policía Municipal de Ocotlán, para dar paso a las
investigaciones y para que se dé con todos los
responsables de la muerte del joven Fernando
López, ocurrida la madrugada del 1 de enero de
2009 en aquella localidad.

Éste es el argumento que le dio al presidente
municipal Absalón García, quien tuvo que
aceptársela, y que reconoció que de igual forma
obedece a comentarios y críticas, a partir de las 50
quejas que se dieron hace más de un año ante la
Comisión Estatal de Derechos Humanos.

Confirmó el mismo alcalde que la renuncia la
presentó por la mañana: «Ha presentado su
renuncia  al cargo de director de Seguridad Pública,
para que esto se pueda ventilar y trasparentar, y
para que todos conozcamos la verdad; es un hecho
muy lamentable e incluso, para que nos demos
cuenta del tamaño de la tragedia, el policía que
está sujeto al proceso penal es incluso familiar de la
víctima en tercer grado».

Absalón García refirió que además de que se
esclarezcan los trágicos acontecimientos, la salida
del funcionario se da por «la ola de comentarios en
los propios medios de comunicación».

Lecciones de una muerte
injusta

Isabel Sepúlveda

Mural
9 de enero de 2009

Alrededor de la una de la mañana del primer día
del año, en el entronque  de la carretera a Tototlán,
en la delegación de San Martín de Zula, tres policías
municipales a bordo de una patrulla buscaban una
camioneta, cuyos tripulantes habían hecho disparos
desde el vehículo. En su recorrido, los oficiales vieron
una camioneta Blazer en la que viajaban dos
personas y comenzaron a seguirla, ya que,
presuntamente, el conductor no se detuvo. Al
parecer con un rifle AR-15, uno de los policías
disparó e hirió de muerte a Fernando López
Alejandre, de veintiún  años de edad (Mural 2 de
octubre de 20009).

Hay cuatro versiones de cómo ocurrió la muerte
de Fernando: 1) Inicialmente se mencionó que los
policías de Ocotlán les marcaron el alto al joven
que manejaba la camioneta y a un amigo del que
ocupaba el lugar del copiloto, no obedecieron, por
lo que los municipales dispararon. 2) El
acompañante de la víctima acudió a la Comisión
Estatal de Derechos Humanos, interpone una queja
y señala que los policías nunca se identificaron como
tales. 3) El policía que presuntamente hizo el
disparo mortal, Rosendo Maldonado, declara a las
autoridades que el rifle se accionó accidentalmente

cuando intentó ponerse de pie en la patrulla en la
que viajaba. 4) Al realizar el disparo, el proyectil
pega en un anuncio que se encontraba en un
costado de la carretera, rebota y entra por el cristal
trasero de la Blazer.

Antonio Fernando Chávez Delgadillo, secretario
general del Ayuntamiento de Ocotlán, indicó que
«hay unos reportes a partir de las 11 de la noche en
que Mauricio de los Santos, responsable en ese
momento de la seguridad del municipio, donde le
notifican que hay una persecución, pero él
determina que no se realice la persecución y hay
omisión de parte del comandante de zona así como
de otra unidad».

Cuando la reportera Grettel Rosales le cuestionó
sobre la capacitación que tienen los policías sobre
el manejo de armas, así como si existen rencillas
dentro de la corporación, siendo evidente la falta
de obediencia, Chávez Delgadillo aclaró que todo
esto se va a conocer concluido el proceso
administrativo (Mural, 6 de octubre de 20009).

Continuemos con los hechos. Filiberto Ortiz
Amador era, hasta el pasado miércoles, director de
Seguridad Pública de Ocotlán. Su administración
al frente de la policía de ese municipio fue
controvertida, ya que en 2007 la Comisión Estatal
de Derechos Humanos (CEDHJ) recibió 59 quejas.
En 22 de estos casos, el organismo comprobó
violación a las garantías individuales y emitió una
Recomendación por la cual Ortiz Amador fue
destituido, aunque luego de unos meses regresó a
su cargo. De acuerdo al ahora ex jefe policial, sus
elementos se justificaron diciendo que estaban
nerviosos por los ataques perpetrados por el crimen
organizado.

El titular de la CEDHJ, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, calificó la renuncia como saludable para la
ciudadanía.

La «macrorrecomendación» de esta
dependencia al Ayuntamiento de Ocotlán del 3 de
abril de 2008 asentaba que: «el desempeño de
varios de los elementos que integran la Dirección
de Seguridad Pública de Ocotlán son un ejemplo
lamentable de la prestación indebida de servicio,
ya que en varios de los acontecimientos descritos
en esta resolución coinciden la tortura, lesiones,
allanamiento de morada, intimidación, amenazas
cumplidas e incluso la sospecha de homicidio»
(Público, 8 de octubre de 2009).

Por su parte, el alcalde de ese municipio, Absalón
García Ochoa, aseguró hace unas semanas, en
entrevista en Mesa W, que cumplió las
recomendaciones de Derechos Humanos, que los
quejosos eran en su mayoría narcomenudistas y
que la delincuencia había bajado
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exponencialmente durante su mandato y la
dirección de Ortiz Amador.

El diputado Alfredo Zárate, presidente de la
comisión de seguridad pública del Congreso estatal,
opinó que el ex director de Seguridad estaba
dañando al municipio y que para evitar que vuelvan
a ocurrir casos similares se tendría que reformar el
artículo 115 constitucional, en el cual se estipula
que los alcaldes pueden nombrar a la mayoría de
sus subordinados. Con esto se buscaría crear un
perfil adecuado para los directores de Seguridad
Pública (Mural, 8 de octubre de 2009).

Para algunos de los diputados locales de los tres
partidos principales, el homicidio deja al
descubierto las debilidades de las policías de los
municipios pequeños. Juan Carlos Castellanos, del
PRI, dijo que es una buena oportunidad para
revisar la actuación de los policías municipales,
porque cada año se destinan recursos a programas
para el equipamiento y capacitación de las
corporaciones y luego no se revisa su buen uso. Y
también tendría que haber más control sobre los
policías que son dados de baja en un municipio y
posteriormente son aceptados en otros.

Para Carlos Orozco Santillán, del PRD, los
problemas por falta de capacitación se acentúan
de las ciudades medias a las zonas rurales, «porque
sigue prevaleciendo la idea del compadrazgo
político. La decisión de un gobernante debe ser en
función del perfil, pero la tragicomedia es que se
contrata a los amigos» (Público, 8 de octubre de
2009).

Lo anterior es la exposición de hechos. Los
comentarios y preguntas surgen a lo largo de su
lectura. La intención de este artículo es, como dice
su señor padre, que la muerte de Fernando no sea
en vano, que sirva para evitar muertes injustas,
como la de su hijo.

TRANSPORTE
PÚBLICO

El Lobby
No voy en tren, voy en
camión

Mauricio Ferrer

La Jornada Jalisco
12 de enero de 2009

En 2005, la Comisión Estatal de Derechos Humanos
(CEDHJ) dirigió al entonces gobernador de Jalisco,
Francisco Ramírez Acuña, la Recomendación 13
de ese mismo año. La Recomendación fue emitida
por el entonces ombudsman, Manuel Barba García,
por la inadecuada prestación del servicio público
de pasajeros.

Fue dirigida además a los entonces secretarios
de Vialidad, Alfonso Rejón Cervantes; del Trabajo,
Raúl Meza Becerra, y a la directora del Sistecozome,
Susana Márquez García.

La Recomendación del organismo defensor
previó una serie de acciones para evitar accidentes
ocasionados por el transporte público, que
derivaran además en la muerte de personas.

En el documento girado a las autoridades en ese
año se advirtió que la Recomendación 9 de 1999
había sido cumplida por las autoridades de manera
insatisfactoria.

Aun cuando en enero de 2005 el gobierno del
estado creó el Consejo de Atención a las Víctimas
del Transporte Público, la CEDHJ recordó que se
omitió incorporarla a dicho organismo para darle
seguimiento a los casos.

En síntesis, al gobernador le pidió que el OCOIT
que revisara la viabilidad de reestructurar rutas. A
Vialidad le solicitó vigilar de manera permanente a
los conductores de camiones; que diseñara y lanzara
una campaña de información vial permanente y
que continuara con el establecimiento de carriles
exclusivos para los camiones. A la Secretaría del
Trabajo le solicitó revisar las condiciones de los
conductores. Y al Sistecozome, que elaborara un
manual del conductor. Nada de eso ha sucedido.

Por otra parte, la explotación laboral a la que
son sometidos los conductores por parte de sus jefes
es tremenda: tienen que entregar tanta cantidad
de dinero por equis número de pasajes, como llegar
en el tiempo establecido.

Un ejemplo. La ruta 380, que pasa por todo
Periférico, hace un recorrido total de cuatro horas:

dos de ida y dos de regreso. En ese lapso, para no
romper con el tiempo, muchos choferes ni siquiera
van al baño. Si no desayunaron o comieron, basta
con un lonche de jamón y una cocacolota. Con el
incremento todos perdemos, menos los
concesionarios.

FEU, mil quejas vs
transporte

Público
12 de enero de 2009

La Federación de Estudiantes Universitarios (FEU)
instaló este domingo, en el exterior del edificio de
Rectoría de la Universidad de Guadalajara, una
mesa de recepción de quejas contra el transporte
público urbano.

Ahí reunieron aproximadamente mil firmas en
un formato de queja en la que la organización se
inconforma por lo que calificaron como «indebida
y deficiente prestación del servicio del transporte
público urbano, en perjuicio de los usuarios de
dicho servicio».

Las firmas se sumarán a la queja que el pasado
viernes interpuso la FEU ante la Comisión Estatal
de Derechos Humanos (CEDHJ), a la que solicitó
que se tomen las medidas cautelares para que no
se realice ningún incremento a la tarifa vigente del
transporte público urbano, así como para garantizar
la prestación del servicio de transporte público
urbano ante la amenaza de paro para los días 11 y
12 de enero de 2009, realizada por los
concesionarios del servicio.

Subsidio a concesionarios
tiene fines electorales:
FEU

El Informador
13 de enero de 2009

Como «electorero» calificó César Barba Delgadillo,
presidente de la Federación de Estudiantes
Universitarios (FEU) el subsidio de 250 millones
de pesos que este lunes derivó de la negociación
emprendida entre los líderes del transporte público
y el Gobierno del Estado para evitar el incremento
directo a la tarifa del servicio.

Y es que Barba Delgadillo vio con suspicacia el
margen subsidiario de seis meses, «y que
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curiosamente vence cuando concluyan los comicios
electorales de este año», además de lamentar, la
actitud «tibia y hasta sospechosa», de las
autoridades estatales, para «poner en cintura a los
concesionarios agrupados en la Cámara del
Transporte.

Por lo pronto, como resultado de la colecta de
firmas que este domingo y lunes emprendió la FEU
contra el paro de los transportistas para ejercer
presión, previa autorización del subsidio, la
organización logró interponer ante la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ),
una queja avalada por tres mil rúbricas que vieron
afectados sus intereses con dicha medida.

Desde las nueve de la mañana de este lunes, y
dando seguimiento a la colecta que arrancó el
domingo por la FEU en la Vía Recreativa, al
presentar la queja alrededor de las dos de la tarde
en la CEDHJ, César Barba Delgadillo contaba ya con
más de tres mil inconformes con las instancias
gubernamentales que «se supone, deberían regular
y poner normas claras que deben ser acatadas por
los transportistas».

De este modo, los formatos de queja que la FEU
distribuyó entre la población eran dirigidos contra
el gobernador del estado, Emilio González Márquez,
el secretario general de Gobierno, Fernando
Guzmán Pérez Peláez, el secretario de Vialidad y
Transporte (SVyT), José Manuel Verdín Díaz, y el
director del Organismo Coordinador de la
Operación Integral del Transporte (OCOIT), Diego
Monraz Villaseñor.

La postura en contra del incremento a la tarifa
del transporte público fue más allá de la FEU, y el
rector general de la Universidad de Guadalajara
(UdeG), Marco Antonio Cortés Guardado, y su
vicerrector, Miguel Ángel Navarro Navarro, dijeron
reconocer lo dañino que sería el aumento del costo
para los bolsillos de la población.

El propio vicerrector de la UdeG, señaló que
una de las medidas que podría adoptar el Gobierno
del Estado para controlar el transporte público, es
retirar las concesiones, y «estatizarlo»; medida que
Barba Delgadillo avaló considerando que los
transportistas han demostrado que «pactan» con
el gobierno, muy por arriba de los intereses de la
población.

Admite CEDHJ más de
mil quejas

El Informador
15 de enero de 2009

Por la probable violación de derechos humanos en
perjuicio de los usuarios del transporte público
urbano, la Comisión Estatal de Derechos Humanos
Jalisco (CEDHJ) admitió mil 322 quejas en contra
del secretario de Vialidad y Transporte, del titular
del Organismo Coordinador de la Operación Integral
del Servicio de Transporte Público (OCOIT) y del
secretario de Salud, en su carácter de titular del
Consejo para la Atención de las Víctimas del
Transporte Colectivo.

Las quejas fueron presentadas por posibles
omisiones en la supervisión del servicio, así como la
indebida y deficiente operación del transporte
metropolitano, que ha provocado accidentes y la
muerte de varias personas (más de cincuenta en
2008).

Asimismo, se señala un adecuado proceso para
indemnizar a los afectados y a los deudos de las
víctimas. Las quejas se registraron con los números
253/09 al 1574/09 y se turnaron a la Cuarta
Visitaduría.

Por otro lado, las inconformidades por el
subsidio que entregará el Gobierno del Estado a los
transportistas continúan. Organizaciones no
gubernamentales integradas en el Frente
Ciudadano para la Reforma Integral del Transporte
pidieron auditar el subsidio que entregará el
Gobierno del Estado al transporte público.

Mil 300 quejas contra el
paro del transporte
público

Gerardo Sedano Anguiano

El Occidental
15 de enero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) admitió mil 322 quejas en contra del
secretario de Vialidad y Transporte, del titular del
Organismo Coordinador de la Operación Integral
del Servicio de Transporte Público (OCOIT) y del
secretario de Salud, en su carácter de titular del
Consejo para la Atención de las Víctimas del
Transporte Colectivo, por la probable violación de

derechos humanos en perjuicio de los usuarios del
transporte público urbano.

Las inconformidades fueron presentadas por
posibles omisiones en la supervisión del servicio, así
como la indebida y deficiente operación del
transporte metropolitano, que ha provocado
accidentes y la muerte de varias personas.  Asimismo,
los quejosos indicaron que no hay un adecuado
proceso para indemnizar a los afectados ni a los
deudos de las víctimas.

Las quejas –registradas con los números 253/
09 al 1574/09– fueron turnadas a la Cuarta
Visitaduría General para su investigación, por lo
que se seguirá el procedimiento que establece la
ley y se pedirán los informes correspondientes a las
autoridades involucradas. La CEDHJ no informó si
estas quejas son las mismas presentadas por la
Federación de Estudiantes Universitarios o no.

1 322 quejas en CEDHJ

Público
15 de enero de 2009

Las quejas contra el servicio de transporte público
en Jalisco recibidas por la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) llegaron a
1 322, desde que el viernes pasado la Federación
de Estudiantes Universitarios (FEU) comenzó a
recabarlas, antes de efectuarse el paro del domingo
y el lunes.

Las quejas tienen como destinatarios al
secretario de Vialidad, al titular del OCOIT y al
secretario de Salud, como titular del Consejo de
Atención a Víctimas del Transporte. Y, en resumen,
aluden a probables violaciones de derechos
humanos de los usuarios del servicio, por posibles
omisiones en la supervisión del servicio, y por la
operación ineficiente e indebida, reflejada en los
accidentes y muertes provocados por camioneros.
Igualmente, denuncian que no hay proceso
adecuado para indemnizar a los afectados o a los
adeudos.

Las quejas quedaron registradas con los números
253/09 al 1574/09, y serán investigadas en la Cuarta
Visitaduría General.
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Más de mil quejas contra
el transporte

Gabriela Godínez

Ocho Columnas
15 de enero de 2009

La Cuarta Visitaduría de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos será la encargada de realizar la
investigación de las quejas recibidas en contra del
transporte público.

Fueron admitidas 1 322 quejas, en las cuales
consideran los quejosos que se han suscitado
omisiones en la supervisión del servicio y enfatizan
la deficiente operación del transporte público de
la ciudad, que ha provocado accidentes y muerte
de varios ciudadanos.

Por ello, la CEDHJ podría determinar alguna
recomendación dirigida al secretario de Vialidad y
Transporte, al titular del Organismo Coordinador
de la Operación Integral del Servicio de Transporte
Público (OCOIT) y al secretario de Salud, en su
carácter de titular del Consejo para la Atención de
las Víctimas del Transporte Colectivo, por la probable
violación de derechos humanos en perjuicio de los
usuarios del transporte público urbano.

Van 1 322 quejas vs el
transporte

Cielo Mejía y José Alonso
Torres

Mural
15 de enero de 2009

Porque consideran que el servicio del transporte
público en la ciudad es deficiente, usuarios de
camiones interpusieron ayer mil 322 quejas ante
la Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ).

Las rutas de camiones de la zona metropolitana
han provocado cientos de accidentes y la muerte
de aproximadamente sesenta personas, las cuales
no han sido indemnizadas adecuadamente,
consideran los inconformes.

La omisión en la operación del servicio es otra de
las razones por las que los quejosos comentan que
hay una probable violación a los derechos humanos
de los usuarios.

La CEDHJ investigará al respecto y después de
registrar las quejas, se notificará a las autoridades

involucradas, las cuales contarán con 15 días para
realizar un informe.

Diversas organizaciones manifestaron ayer su
rechazo al subsidio a los transportistas entregado
por el gobernador. El Frente Ciudadano para la
Reforma Integral del Transporte calificó como un
montaje la polémica entre camioneros y gobierno
para justificas la entrega del dinero.

APOYO AL
OMBUDSMAN

Divisiones humanas

Gerardo Sedano Anguiano

El Occidental
5 de marzo de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos en Jalisco
tronó al interior de la misma, pues los 149
trabajadores de ésta mostraron su descontento
contra las consejeras y los consejeros ciudadanos
Alberto Bayardo Pérez Arce; María Guadalupe
González Valencia, Paola Lazo Corvera, Imelda
Orozco Mares, Francisco Javier Pérez Chagollán,
Alejandro Sánchez Gómez, María Emma Valadez
Cruz y Julio César Aldana Maciel, «quienes se han
empeñado en denostar nuestro trabajo y difundir
falsedades que, a fuerza de repetirlas una y otra
vez pretenden hacer verdaderas».

Aunque respaldan al presidente de la CEDHJ,
Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, los trabajadores de
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
manifestaron a la sociedad en general «que el
ombudsman somos todos, no una sola persona.
Nuestra labor inicia desde que se recibe una queja
y se investiga hasta que se emite una resolución
que el titular aprueba y respalda con su firma»,
agregaron que «durante muchos años, con
esfuerzo, dedicación y compromiso con la defensa
integral de la dignidad humana hemos forjado un
capital moral para la institución, que le ha
permitido consolidar una imagen en la que confían
los ciudadanos que diariamente acuden a
presentar sus quejas en contra de los servidores
públicos que han afectado sus derechos».

Según los 149 empleados que suscriben el
documento, los consejeros han denostado la
institución, pues «con esta actitud lo único que
logran es mermar la calidad moral de la institución,
dañarla y generar desconfianza. En este caso los
beneficiados son los propios violadores de derechos

humanos, al ser debilitados quienes se pronuncian
a favor de los agraviados y son el contrapeso del
poder». «El compromiso que deben asumir como
representantes de un sector de la sociedad dentro
del Consejo Ciudadano es fortalecer al organismo;
no atacarlo, mucho menos cuando se desinforma a
la sociedad con calumnias; verdades a medias y
apreciaciones subjetivas, sin sustento».

Mentiras

En materia de transparencia, la Comisión obtuvo el
segundo lugar entre los organismos autónomos en
la evaluación del ITEI, que ha avalado la mayoría
de acuerdos de clasificación, entre ellos la
confidencialidad del expediente 2193/07 que
derivó de la Recomendación 2/09; quien puede
levantar la reserva es este instituto. «Es falso que
éste sea único en la historia de la Comisión, como lo
han hecho creer», fueron clasificados igual los
expedientes 62/06 (Recomendación 1/07) y
2585/07; su único fin es proteger al agraviado, lo
demás son especulaciones. Las directamente
interesadas tienen copia del documento completo,
ya que fueron notificadas en tiempo y forma a través
de sus representantes jurídicos».

Consejo Ciudadano

Las funciones del Consejo Ciudadano: establecer
los criterios generales de actuación y constituirse
como un órgano de opinión (no de gobierno).

De alcance nacional

Cuauhtémoc Cisneros Madrid

El Informador
5 de marzo de 2009

En un acto poco usual, la totalidad de trabajadores
y funcionarios de los diferentes niveles de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado
de Jalisco (CEDHJ) decidieron «cerrar filas» en
torno al ombudsman Felipe de Jesús Álvarez Cibrián,
luego de que una docena de personas se manifestó
ostentosamente tratando de interrumpir –sin
lograrlo de manera efectiva– el II informe de
actividades rendido la semana próxima pasada, por
lo que decidieron publicar -con cargo a su propio
bolsillo- un desplegado aparecido el día de ayer.

Y la verdad es que se trata de un acto que llama
la atención, entre otras cosas, porque de acuerdo al
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decir de varios servidores públicos, la iniciativa surgió
en los pasillos y pronto fue acogida por la totalidad
del personal, quienes no solamente manifestaron
su solidaridad con la institución y el trabajo que se
viene realizando en la misma, sino para con su
presidente, el maestro Álvarez Cibrián, quien se
mostró a la vez que gratamente sorprendido con la
medida adoptada por sus colaboradores,
«comprometido para continuar con los esfuerzos
que se vienen realizando, y, de ser posible, superar
los retos que nos habíamos trazado», dijo el
funcionario profundamente conmovido.

«Me queda claro –afirmó– que se trata de un
acto en favor de la institución, de su prestigio y del
trabajo que todos y cada uno realiza, que no es
poco, pero al corresponderme el honor de encabezar
la Comisión, no puedo menos que sentirme
agradecido y fortalecido, al darme cuenta de que
«en casa» el compromiso y la satisfacción de todos,
es servir con apego a lo que la ley nos manda y
nuestra conciencia respalda con acciones, no sólo
con discursos».

Quienes acudimos al mencionado informe,
pudimos darnos cuenta -al menos un servidor- de
cómo siete u ocho personas, que después supe son
consejeros en la propia CEDHJ y representan a
diferentes instituciones «de cierta tendencia»,
debidamente orquestados se pusieron de pie en la
cuarta fila en que se encontraban sentados, para
luego recorrer el pasillo y circular frente al presídium
en donde Álvarez Cibrián leía su informe, en una
clara provocación para interrumpir, mientras que
al mismo tiempo ingresaban al auditorio otras diez
personas –con facha de esos que se alquilan para
cualquier manifestación por unas monedas–
gritando y con carteles en mano.

Vale la pena recalcar que el representante en el
presídium de la Cámara de Diputados –Carlos
Orozco Santillán– aprovechó el momento de
turbación para manifestar a voz en cuello su
respaldo a la labor que vienen realizando en la
CEDHJ y particularmente a quien la preside, lo que
terminó por desanimar a quienes a toda costa
buscan «llevar agua para su molino». Para más, el
Instituto de Transparencia e Información Pública
de Jalisco (ITEI), cuyo presidente, Augusto
Valencia, estuvo en el Informe, el lunes de esta
semana dio a conocer en rueda de prensa que por
acuerdo de Consejo, se calificó a la CEDHJ como el
segundo organismo autónomo más transparente
en la entidad.

Trabajadores se
defienden de consejeros

Gabriela Godínez

Ocho Columnas
6 de marzo de 2009

Después de la manifestación que se dio durante el
informe de actividades del presidente de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos, Felipe de
Jesús Álvarez Cibrián, los trabajadores de este
organismo se unen en defensa del organismo contra
las declaraciones vertidas por los consejeros
ciudadanos de la CEDHJ.

Manifestando a través de un comunicado que
la CEDHJ no sólo la conforma el ombudsman, sino
más de cien trabajadores que realizan una labor
en defensa de los derechos humanos, desde la
recepción de quejas, la investigación, hasta la
resolución.

Señalan que desde hace muchos años se tiene
un compromiso para la defensa integral de la
dignidad humana, la cual ha permitido consolidar
la confianza de esta institución a los ciudadanos,
quienes cada día acuden a presentar sus denuncias
en contra de servidores públicos.

Por lo que señalaron su absoluto respaldo al
presidente de este organismo, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, asimismo, su inconformidad e
indignación por el rumbo que han tomado las
consejeras y los consejeros ciudadanos Alberto
Bayardo Pérez Arce; María Guadalupe González
Valencia, Paola Lazo Corvera, Imelda Orozco Mares,
Francisco Javier Pérez Chagollán, Alejandro
Sánchez Gómez, María Emma Valadez Cruz y Julio
César Aldana Maciel, quienes en repetidas ocasiones
han tratado de difamar respecto al trabajo de la
CEDHJ.

Solidarios con su
presidente

Público
7 de marzo de 2009

Trabajadores de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ) manifestaron ayer, a
través de un comunicado, su respaldo absoluto al
presidente de este organismo, Felipe Álvarez
Cibrián, y su «profunda inconformidad e
indignación por el rumbo que han tomado las
consejeras y consejeros ciudadanos» de la Comisión.

Esto, en relación con las denuncias de autoritarismo,
opacidad y falta de participación ciudadana contra
Álvarez Cibrián (Público, 26 y 27 de febrero de
2009).

«El ombudsman somos todos, no una sola
persona. Nuestra labor inicia desde que se recibe
una queja y se investiga, hasta que se emite una
resolución que el titular aprueba y respalda con su
firma», suscriben. Los firmantes aseguran que la
institución cuenta con un capital moral y una
imagen en la que confían los ciudadanos, y
consideran que algunos consejeros se han
empeñado en «difundir falsedades».

CEDHJ: el enemigo está
fuera, no dentro

Javier Medina Loera

Gráfico
13 de marzo de 2009

Llama la atención el desplegado que publicaron el
pasado miércoles en diarios locales alrededor de
ciento cincuenta trabajadores de la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ),
quienes protestan contra las agresiones que han
sentido por parte de algunos consejeros ciudadanos
de la propia institución.

Quien esto escribe puede opinar al respecto
como periodista, pero además como consejero
fundador de esa institución en los años noventa,
cuando en unión de distinguidos jaliscienses
encabezados por don Carlos Hidalgo Riestra, tuve
el privilegio de participar durante cuatro años en
las primeras tareas de este organismo.

Con justa razón los trabajadores de la CEDHJ
sostienen en su comunicado que «El ombudsman
somos todos, no una sola persona. Nuestra labor
inicia desde que se recibe una queja y se investiga,
hasta que se emite una resolución que el titular
aprueba y respalda con su firma.

«El compromiso que deben asumir como
representantes de un sector de la sociedad dentro
del Consejo Ciudadano –afirman los empleados–
, es fortalecer al organismo, no atacarlo, mucho
menos cuando se desinforma a la sociedad con
calumnias, verdades a medias y apreciaciones
subjetivas, sin sustento».

Los trabajadores dicen ser testigos de la
pluralidad y transparencia de la actual
administración, donde han participado múltiples
reuniones que preceden a la toma de decisiones.
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Luego hacen un llamado a los consejeros que
«difunden falsedades» a que sus aportaciones
enriquezcan la labor de la CEDHJ, con apego a las
facultades y límites que establece la ley, recordando
las funciones del Consejo Ciudadano, que son
establecer criterios generales de actuación como
órgano de opinión.

¿De opinión o de gobierno?

El conflicto se centra en este punto: ¿Es el Consejo
Ciudadano de la CEDHJ un órgano de opinión o de
gobierno? Algunos actuales consejeros consideran
que son el gobierno de la institución y que formando
una mayoría simple pueden determinar su política.

Sin embargo, desde su fundación, la CEDHJ ha
sido objetivo de poder de organismos no
gubernamentales y de partidos políticos, que de
manera sistemática buscan convertirla en su
instrumento, designando a consejeros que
favorezcan sus intereses.

A esta manipulación se opuso siempre su
presidente fundador don Carlos Hidalgo Riestra, y
es notorio que su actual presidente, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, también busca que la CEDHJ
defienda los derechos de todos los jaliscienses, no
sólo de unos cuantos.

Lo importante, claro, es que la CEDHJ represente
el interés general y que sus directivos, consejeros y
empleados no pierdan de vista lo esencial: que el
enemigo a vencer está fuera, no dentro, y sólo con
unidad puede ser derrotado. Tal enemigo no es otro
que la corrupción.

VIOLENCIA
EN ESCUELAS

CEDHJ pide reforzar
vigilancia en secundarias
para evitar violencia

Público
4 de marzo de 2009

Los casos de violencia entre alumnos reportados en
las secundarias 4 (Mezquitán Country) y 145 (El
Sauz) motivaron que la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) emitiera,
ayer medidas cautelares dirigidas a la Secretaría de
Educación Jalisco.

El director de Quejas de la CEDHJ, Luis Arturo
Jiménez, informó en declaraciones a Notisistema
que la solicitud a la secretaría es que se exija a los

directores de las escuelas secundarias incrementar
vigilancia dentro de los planteles para evitar que
casos como los denunciados esta semana se repitan.

Aunque el principal destinatario es la Secretaría
de Educación, las medidas cautelares son extensivas
a los directores de Seguridad Pública municipales
en la ciudad, para que refuercen la vigilancia cerca
de las escuelas.

Entre otras cosas, las denuncias de violencia
señalaron que las niñas son las principales
protagonistas de las peleas en los planteles, hasta
en 80 por ciento de los casos. (Público 3 de marzo
de 2009).

La Secretaría de Educación ya abrió indagatorias
internas sobre sucesos específicos ocurridos en esas
secundarias. En la número 4, una alumna, resentida
con un compañero que le ponía apodos, lo mandó
golpear, y Natanael, el aludido, sufrió lesiones que
lo mantuvieron hospitalizado durante cuatro días.

En la 145, una alumna de trece años fue
agredida por otras compañeras, que le dejaron
también lesiones; esta agresión, como ha sido
denunciado respecto de otros casos anteriores, fue
grabada en video con un celular y subida al sitio
Youtube, donde circula actualmente, y desde
donde generó numerosos comentarios y cobertura
en medios.

Niña apaleada por
maestra regresará a la
misma escuela

Maricarmen Rello

Público
16 de marzo de 2009

La pequeña que fue apaleada con un palo de
escoba por su maestra, en la primaria José
Guadalupe Zuno, de la localidad de Bellavista,
Jalisco, reporta mejoría notable de los golpes
recibidos. Su familia espera que regrese a la escuela
mañana martes, tras pasar el puente.

Don José del Carmen Macías, abuelo de la niña,
indicó que a pesar de que la maestra agresora, Clara
Cristina Beas Ramírez, fue retirada de su plantel, a
su nieta de siete años la cambiará al turno matutino
por Recomendación de la psicóloga de la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ),
«para que no reciba burlas de sus compañeros», ni
hostilidad de los directivos. Éstos, por cierto, es hora
que no se comunican con la familia para dar una
explicación –menos una disculpa– de los hechos

ocurridos a la pequeña el pasado 3 de marzo en el
salón de clases.

Ese día, la niña se levantó de su lugar porque no
alcanzó a escribir unas sumas que la maestra Beas
Ramírez apuntaba en el pizarrón. Como castigo, la
mujer la pasó al frente y le dio 70 golpes en las
nalgas con un palo de escoba; mientras el resto del
grupo los contaba. La propia docente dijo a TV
Azteca que sólo propinó 40 nalgadas a la niña y
argumentó que fue un castigo que los mismos
alumnos sugirieron recibir «cuando se portaran
mal». La niña no lloró, pero se desvaneció con los
golpes y al caer se pegó con un pupitre.

Don José considera justa la salida de la maestra
del plantel, pero no suficiente. Presentó denuncia
ante el Ministerio Público de Acatlán, por el maltrato
que sufrió su nieta. «Ya no se vale», dijo, disciplinar
a los alumnos a golpes.

La niña, por su parte, sí desea regresar a la escuela,
pero «no con esa maestra». Lo que parece una
obviedad es reportado por el Hospital Civil de
Guadalajara Juan I. Menchaca, que cuenta con un
programa de atención integral al niño maltratado,
al que correspondió la valoración médica de la
menor de edad.

«Claro que presenta el síndrome del maltrato»,
afirmó contundentemente el coordinador del
programa, Álvaro Barriga Marín. Explicó que ya no
hay huella de lesiones, salvo un morete «que no
concuerdan con los golpes recibidos en la nalga,
pero que la niña pudo provocarse al caer». Dijo
que los genitales están normales –la niña presentó
algunas gotas de sangrado vaginal– pero se le
solicitaron análisis sólo para descartar golpes
internos.

«Obviamente, su ánimo y estado psicológico es
el que afectó más... pero ya está apta para ir a la
escuela. Incluso ella manifiesta que sí quiere, pues,
pero sin esa maestra», dijo el especialista. Este
reporte se le remitió ayer a la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco, proponiendo que,
por fines prácticos, la atención psicológica la
proporcione el DIF de la localidad o el mismo
organismo defensor.

Para Barriga Marín, «está preclaro lo que ella [la
niña] refiere, el parte de lesiones es preclaro y basta
para saber que hubo maltrato». En el programa
que encabeza, los casos de maltrato escolar son
escasos. «No recuerdo más de dos o tres en varios
años».

Sin embargo, el especialista apuntó la existencia
de dos puntos de maltrato: el físico, que le propinó
la maestra con el palo, y el maltrato institucional,
en este caso producto de la omisión de las
autoridades educativas «porque es deber de la
institución estar al pendiente de que estos castigos
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no sucedan y desalentar en definitiva los correctivos
físicos para imponer disciplina a los niños».

Van 12 quejas por abusos
en escuelas

Maricarmen Rello

Público
17 de marzo de 2009

En las primeras diez semanas del año (del 1 de
enero al 8 de marzo de 2009) la Comisión Estatal
de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) ha
recibido doce quejas por abuso de autoridad en el
ámbito escolar, en sus diversas modalidades. Dos
de ellas reportan las causas más graves: una por
lesiones en contra de una niña de siete años; otra
por abuso sexual también de un menor de edad.

En ocho de los doce casos denunciados se
presume la violación de los derechos humanos del
niño y en nueve de ellos, también se interpuso la
queja por ejercicio indebido de la función pública
(indebida actuación de maestros o directivos).
También se registra un caso de violación del derecho
a la educación. Cabe aclarar que las quejas ante la
CEDHJ pueden contener uno o más motivos de
violación, por lo cual el total anual (que engloba en
cada una varias quejas) no necesariamente
coincide con el desglose de quejas por rubro
denunciado.

Las cifras anteriores se desprenden del reporte
estadístico proporcionado por el organismo. Este
panorama repite, en proporción, los abusos escolares
que se denunciaron durante el lapso de un año: en
2008, el organismo defensor admitió 131 quejas
contra la Secretaría de Educación Jalisco (SEJ), de
las cuales el mayor número (96) fueron por
violación de los derechos del niño y 52 por ejercicio
indebido de la función pública.

El año 2008 se distinguió por nueve casos que
daban cuenta de lesiones; siete quejas por
discriminación y seis por violación por derecho a la
igualdad y al trato digno. El hostigamiento sexual
estuvo presente en cinco casos, la intimidación en
igual número y por amenazas se presentaron seis
quejas.

La Secretaría de Educación saltó la semana
pasada a la palestra, luego de que trascendió que
la maestra Clara Cristina Beas Ramírez dio de golpes
con un palo de escoba a una niña de siete años que
se levantó sin permiso en su clase en una escuela en
Bellavista.

Para la Comisión Estatal de Derechos Humanos
no es novedad el comportamiento de quejas
presentadas por ciudadanos en contra de la
Secretaría de Educación (autoridad que debe
responder por los abusos de autoridad de todos los
planteles escolares, incluidos las escuelas privadas
incorporadas, porque son objeto de su
supervisión). Según el director de Quejas de la
CEDHJ, Luis Arturo Jiménez, la SEJ es la
dependencia más señalada en el estado, tras excluir
a las corporaciones de seguridad pública. En el
ranking general, se ubicó en el tercer lugar hasta
2007 y descendió al séptimo en 2008, en un año
que resultó atípico por las quejas que generó el
donativo del gobernador Emilio González por la
macrolimosna.

Por tal motivo, el ombudsman estatal hizo un
llamado especial a la SEJ en su segundo informe
anual de actividades, para revertir el fenómeno.
Jiménez comentó que la CEDHJ y las autoridades
educativas han tenido acercamiento, en especial
cuando está de por medio la integridad física de los
menores de edad.

PRESUNTO ABUSO
EN EL IMSS

Derivan violación a
CNDH

Cielo Mejía

Mural
11 de febrero de 2009

Ante la presunta violación de un menor de cuatro
años por parte de un camillero del Centro Médico
de Occidente del IMSS, la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ) abrió un oficio
y derivó el caso a su homóloga nacional.

Arturo Jiménez Jiménez, director de Quejas de
la CEDHJ, explicó ayer que como el Seguro Social es
una dependencia nacional, no es competencia del
organismo estatal realizar la investigación, sino que
su labor consiste en transferir el caso a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH).

La queja se registró bajo el número 2922/09, y
aunque se remitió de inmediato a la CNDH, Jiménez
Jiménez afirmó que le darán seguimiento y le
brindarán apoyo a los padres del pequeño con un
abogado, en caso de que la familia carezca de uno.

El 25 de enero, la madre del menor afectado
interpuso una denuncia contra Alberto Darío

Espinoza González, alias el Kastan, a quien se le
acusa de haber abusado del niño después de que
éste fue operado de una mano en el área de
pediatría del Centro Médico.

«Los padres manifestaron que ya se había
denunciado al probable responsable, estaba ya
detenido, y que ya estaba procesado en algunos de
los juzgados de lo penal», dijo Jiménez Jiménez.

Ayer, una radiodifusora local dio a conocer el
caso, cuyo abuso fue cometido el 22 de enero
cuando el camillero y el menor presuntamente se
quedaron sin compañía en un quirófano del
nosocomio.

Por su parte, el Instituto de Ciencias Forenses,
de acuerdo con el dictamen 7579/2009/12CE/ML/
02, constató que el niño presentaba huellas de
violencia sexual.

Espinoza González ya cuenta con orden de
formal prisión por delito de violación, además de
que el empleado del hospital también es acusado
de sobornar a los agentes investigadores que lo
detuvieron luego de que la víctima lo reconoció
como su agresor.

La CEDHJ también comentó que la violación del
menor por parte del Kastan puede no ser un hecho
aislado, sino que es probable que haya otro caso de
por medio.

Mural trató de localizar a los directivos del IMSS
para preguntar sobre el incidente, pero hasta el
cierre de la edición no se obtuvo respuesta.

Hermetismo en el CMNO
en torno a presunta
violación de menor

Viridiana Saavedra Ponce

La Jornada Jalisco
11 de febrero de 2009

El pasado 22 de enero presuntamente fue violado
un menor de cuatro años que permanecía
internado en el Centro Médico Nacional de
Occidente (CMNO), por lo que sus padres
interpusieron una denuncia en contra del que era
camillero, y a quien se responsabiliza de los hechos,
Alberto Darío Espinoza González.

En la clínica, perteneciente al Instituto Mexicano
del Seguro Social (IMSS), no proporcionaron datos
al respecto. El argumento del área de Comunicación
Social fue que no tenían conocimiento de los
hechos; sin embargo, ya se reforzó la seguridad en
el área de pediatría, donde presuntamente fue
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violado el menor, y dijeron que estaban en
investigación, pese a que el trabajador fue retirado
del cargo desde hace algunos días, y que el Instituto
Jalisciense de Ciencias Forenses determinó que sí
hubo violación, según se ha informado en una
radiodifusora local.

Los padres del menor, Gloria y Carlos, acudieron
además a la Comisión Estatal de Derechos Humanos
de Jalisco (CEDHJ) el 29 de enero, pero como el
acusado pertenece a una dependencia a nivel
federal, la queja fue canalizada a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH),
aunque en el organismo estatal seguirán apoyando
a los familiares del menor.

«En este caso estamos haciendo una excepción
por la gravedad del asunto, y en vías de colaboración
estamos viendo el trámite que se está dando y se
dará, porque entendemos que para los familiares
es un caso mortificante y bastante grave, y por las
labores que desempeñan no pueden atender el
proceder de las quejas. La Comisión se puso a las
órdenes de los familiares para informarles del
avance, y si no tuvieran defensor particular, se
canalizaran a la dependencia adecuada para que
se les asigne un abogado competente y con
experiencia sin costo», refirió Luis Arturo Jiménez
Jiménez, director de Quejas de la CEDHJ.

El funcionario informó que por el contenido de
la queja número 2922/09, posiblemente haya un
caso adicional de violación, pero que hasta el
momento sólo han recibido esa queja en la
institución.

CEDHJ apoyará a familia
de menor presuntamente
violado en el IMSS

Maricarmen Rello

Público
11 de febrero de 2009

Por tratarse «de un caso de excepción y debido a
lo delicado del asunto», la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ) solicitó
coadyuvar con el organismo defensor nacional en
el caso de un niño de cuatro años de edad que,
presuntamente, fue víctima de abuso sexual por
parte de un camillero del Hospital de Pediatría del
IMSS Jalisco.

El pequeño ingresó para una cirugía de manos
el 22 de enero y, según dicen sus padres, el auxiliar
de camillero e intendente Alberto Darío Espinoza

González aprovechó que se quedó solo con él para
agredirlo. El director jurídico de la unidad, Miguel
Ángel Calzada Cobián, sostuvo ayer, en declaraciones
a Notisistema, que el empleado tenía un expediente
limpio.

El jefe de Quejas de la CEDHJ, Luis Arturo
Jiménez Jiménez, confirmó ayer que familiares del
niño comparecieron ante el organismo el 29 de
enero y presentaron la queja, folio 2922/09. Sin
embargo, dado que el Instituto Mexicano del Seguro
Social es una instancia de carácter federal, se turnó
a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH), que se hará cargo de las diligencias
tendentes a conocer si se violaron derechos
humanos del pequeño y sus familiares.

Lo anterior, con independencia del proceso
penal, debido al interés de la familia «de agotar
todas las instancias a fin de prevenir esta situación
a otros menores de edad», pues se presume que
hubo otra víctima.

Sin embargo, Jiménez acotó que, por la gravedad
del caso, el presidente de la CEDHJ, Felipe de Jesús
Álvarez, solicitó coadyuvar mediante apoyo a la
familia. «Verificamos que no tienen un abogado
de planta, por lo que el día de mañana [hoy] les
canalizaremos con la Procuraduría Social a fin de
que se les asigne a un abogado experimentado, y
les daremos asesoría.»

Por su parte, la Procuraduría de Justicia Estatal
(PGJEJ) informó que la denuncia contra Alberto
Darío Espinoza fue presentada en los primeros días
de febrero, fue detenido el 26 y consignado al
juzgado decimosegundo el 28; que se le dictó
formal prisión por violación y cohecho, ya que
ofreció dinero para no ser detenido, y que ya está
sujeto a proceso, en la etapa de presentación de
pruebas.

Dicta CNDH medidas al
IMSS

Margarita Valle

Mural
14 de febrero de 2009

La Comisión Nacional de los derechos Humanos
emitió ayer medidas cautelares dirigidas a la
Procuraduría del Estado y al IMSS para evitar daños
de difícil o imposible reparación por la presunta
violación de un menor de cuatro años en el Centro
Médico de Occidente.

Estas recomendaciones se desprenden de la
queja que turnó la Comisión Estatal de Derechos
Humanos el 5 de febrero al organismo nacional, ya
que por tratarse de una instancia federal en la que
sucedieron los hechos denunciados, no es de su
competencia.

Con estas medidas se busca garantizar la
observación de las actuaciones, que no se pierdan,
destruyan o alteren huellas o vestigios del hecho
delictuoso, y que el Seguro Social facilite la
investigación en las áreas involucradas para que se
corrijan las irregularidades.

Además, pide que se brinde al menor y su familia
atención médica y psicológica para garantizar el
respeto a su integridad, al igual que la asistencia
jurídica.

«Asimismo, se supervisen de manera inmediata
y permanente las actividades del personal en la
atención de niños y adultos en ese Centro Médico,
para evitar daños similares a los denunciados, que
generen consecuencias graves de difícil
reparación», indicó la Comisión Nacional mediante
un comunicado.

Las dependencias señaladas tienen un plazo de
veinticuatro horas para notificar a la CNDH su
respuesta a las medidas sugeridas mientras se da
resolución a la queja.

El auxiliar de camillero o intendente, Alberto
Darío Espinoza, fue denunciado por los padres de
un menor de cuatro años a quien le realizarían una
cirugía de manos, presuntamente por violar al niño
en un quirófano. El Instituto Jalisciense de Ciencias
Forenses confirmó que el infante presentaba rasgos
de la agresión sexual.

El cardenal, Juan Sandoval Íñiguez, consideró
en entrevista que el IMSS tiene responsabilidad por
la presunta violación, por contratar «monstruos».
Sandoval Íñiguez añadió que en la medida en que
la moral baja, el hombre es más violento, pero lo
más lamentable es que se den actos inmorales en el
seno de las propias familias.

Aceptan medidas
cautelares por caso de
violación en IMSS

El Informador
27 de febrero de 2009

Tras las medidas cautelares que giró la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) –por
el caso de la supuesta violación sexual que causó
un camillero del hospital en contra de un menor de
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edad– al Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS) y a la Procuraduría General de Justicia del
Estado (PGJE), ambas instituciones aceptaron las
medidas y se comprometieron a ayudar en el caso.

«Emitimos medidas cautelares, tanto al Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS), como a la PGJE,
las dos instancias contestaron aceptando y
mostrando su voluntad para aceptar las medidas
cautelares, pero estamos llevando a cabo una
investigación para verificar si éstas se están
cumpliendo de manera adecuada», explicó el
primer visitador de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos, Raúl Plascencia Villanueva.

Al IMSS, la CNDH solicitó que se les brindara
atención médica y psicológica al menor afectado,
así como a sus familiares; mientras que a la
procuraduría se le pidió, a través de las medidas
cautelares se solicitó la atención puntual al asunto
para que el supuesto violador pudiera quedar en
libertad.

La CNDH revisará que ambas instituciones
realmente cumplan con lo acordado. Ante ello, se
designó a personal para atender el que se cumplan
las medidas, pues el primer visitador señaló que es
necesario que se verifique cómo es el trato que se
les está dando a los pacientes, sobre todo en menores
de edad.

Acepta IMSS medidas
cautelares

Cielo Mejía

Mural
27 de febrero de 2009

Tanto el Seguro Social como la Procuraduría General
de Justicia del Estado aceptaron las medidas
cautelares que les dictó la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos (CNDH) sobre el caso de la
presunta violación de un niño de cuatro años en el
quirófano del Centro Médico de Occidente por
parte de un camillero.

Raúl Plascencia Villanueva, primer visitador de
la CNDH, explicó que en cuestión de horas las
instancias aceptaron las medidas, por lo que la
Comisión se dedicará a darles seguimiento para
verificar el cumplimiento de las mismas.

«Estamos también, en todo caso, llevando a cabo
una investigación para verificar si éstas se están
cumpliendo de manera adecuada [las medidas
dictadas]», comentó.

Al IMSS se le solicitó que se le brindara atención
médica y psicológica al menor afectado y su familia,
en cuanto a que a la Procuraduría se le pidió que
le diera seguimiento al caso sin omisiones o riesgo
de que el camillero pudiera salir libre.

La CNDH también investigará cómo es el trato a
menores en el Seguro Social, para constatar si existen
o no casos similares a los del menor afectado.

Plascencia Villanueva informó que aún no se
sabe cuánto tiempo durará la investigación que se
realiza con respecto al tema, pero que ya se está
trabajando en ella.

CONVENIOS
INSTITUCIONALES

Impulsarán las
adopciones

Cielo Mejía

Mural
4 de enero de 2009

El abandono de niños es la cuarta emergencia
humanitaria del mundo, precedida de la guerra, el
hambre y la enfermedad, por lo que para que cinco
mil niños jaliscienses tengan hogar, la asociación
Amici dei Bambini impulsará las adopciones en el
estado.

Marco Griffini, presidente de la organización
italiana, comentó que más de ciento cuarenta y
cinco millones de niños crecen en situación de
abandono, de éstos, 175 mil son menores y habitan
en México.

«El niño abandonado no muere por fuera, no se
ve su muerte, porque su muerte es por dentro, en
el corazón, y un niño que no sabe amar, es un niño
que nunca encontrará el amor», señaló Griffini, a
través de una intérprete.

De acuerdo con el experto italiano, cuando el
menor llega a la mayoría, ya no se le brinda apoyo
de ningún tipo y es expulsado de los albergues, por
lo que el 80 por ciento de estos jóvenes no logran
conseguir la integración en la sociedad, porque se
involucran en problemas como delincuencia y
prostitución.

Amici dei Bambini es un organismo que se
encarga de apoyar la cultura de la adopción
internacional y tiene presencia en 29 países. México
se une a esa lista durante este año; la oficina estará
instalada en Guadalajara y la representará Raúl
García Martínez.

     Las acciones que emprenderá la asociación en la
Ciudad serán prevenir el abandono, reintegrar a los
niños a su familia, y, en caso de no ser posible,
impulsar la adopción, tanto nacional como
internacional.

Una de las principales problemáticas que
enfrenta la adopción en el país son los trámites y
que la mayoría de los menores abandonados no
tiene su situación jurídica resuelta, por lo que
Griffini aseguró que su asociación trabajará en
mejorar esa situación.
     Para proteger las garantías de los niños en
abandono, la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ) firmará un convenio
de colaboración con Amici dei Bambini.

El titular CEDHJ, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián,
explicó que se pretende que el organismo realice
investigaciones sobre el marco jurídico de
adopciones y presente propuestas al Congreso del
Estado acerca de la temática.
     La CEDHJ prevé firmar el convenio con la
asociación dentro de aproximadamente 15 días.

Visitan centros educativos

Con el objetivo de difundir los derechos de los niños,
el presidente de la CEDHJ realizó ayer un recorrido
por uno de los tres centros de Children
International, asociación que apadrina niños para
que tengan educación y salud.

A finales del 2008, la Comisión firmó un acuerdo
de colaboración con dicho organismo, en el cual se
compromete a brindar capacitación institucional
al personal de Children, para que los 12 mil niños
que atiende en la zona metropolitana conozcan
mejor sus garantías.El convenio también consistirá
en facilitar la recolección de quejas sobre probables
violaciones a los derechos humanos, aclaró el titular
de la CEDHJ.

Gastón Ramírez Pinto, director de Children
International en la Ciudad, explicó que la
organización lleva cinco años colaborando con
familias en situación de pobreza, para que éstas
puedan sacar adelante a sus hijos.
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Llega Marco Griffini,
experto internacional en
adopción infantil

Gerardo Sedano Anguiano

El Occidental
20 de enero de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, recibirá hoy la visita del doctor Marco
Griffini, presidente de la asociación internacional
italiana Amici dei Bambini, entidad reconocida en
nuestro país por el Sistema DIF Nacional y estatal
para la adopción internacional, cuya sede en
México estará en Guadalajara. Luego de la
audiencia, ambos funcionarios ofrecerán una
conferencia de prensa para dar a conocer los
compromisos asumidos. Las acciones operativas de
la organización se ven concentradas en cuatro
sectores: cooperación internacional, adopción
internacional, promoción de los derechos de los
menores y educación para el desarrollo, la
institución tiene presencia en el este de Europa,
América Latina, África y Asia.

Antecedentes

Amici dei Bambini es una organización humanitaria
internacional no gubernamental, reconocida desde
1991 por decreto del Ministerio del Interior de Italia
como la entidad autorizada para la adopción
internacional. La asociación nació en Italia en 1986
como un movimiento de familias y actualmente
tiene presencia en 29 países; su finalidad es
salvaguardar a los niños abandonados, así como el
reconocimiento del interés superior infantil ante
cualquier otro.
     Su misión es dar una familia a cada niño
abandonado y garantizar su derecho a ser hijo. La
asociación interviene donde se manifiesta el
abandono: los orfanatos, institutos y centros de
asistencia. Es decir, en todas aquellas realidades
que permiten a los menores de edad –ya asistidos–
sobrevivir, pero no vivir acogidos por el amor de una
madre y un padre, que es un derecho de todo ser
humano.

Cada día, en todo el mundo, Amici dei Bambini
lucha para combatir el abandono, que ha sido
identificada como la cuarta emergencia de la
humanidad del siglo XXI. El abandono infantil es
un fenómeno que representa dimensiones cada
vez más drásticas, con cifras en constante
crecimiento: existen por lo menos 145 millones de

niños huérfanos en todo el mundo, de los cuales
1.5 millones viven en el este de Europa, 87.6
millones en Asia; 43.4 millones en África sur-
sahariana; 12.4 millones en América Latina y el
Caribe, según las estadísticas oficiales del UNICEF
en 2003.

Firman convenio con
asociación italiana

Gabriela Godinez

Ocho Columnas
21 de enero de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Felipe de Jesús Álvarez Cibrián ofreció su
primera conferencia de prensa de 2009, en la cual
firmó un convenio de colaboración con la Asociación
Amici dei Bambini, que preside Marco Griffini.

Esta asociación, señaló Álvarez Cibrián, se dedica
a atender la defensa de los derechos humanos,
brindando la oportunidad a los niños abandonados
de tener un hogar, el cual es uno de sus principales
derechos, por lo que Amici dei Bambini ha
designado un representante en México, Raúl García
Martínez, quien tiene conocimientos en el área de
adopciones internacionales, considerado un tema
delicado.

Marco Griffini agradeció a la Comisión por
haberlo recibido, señalando que ayer durante la
toma de protesta del nuevo presidente de Estados
Unidos, Barack Obama, habló sobre los derechos
que tienen los niños externando su iniciativa para
que haya igualdad entre las razas, señalando así
que con estas palabras se abre una nueva era en
donde se espera que se respeten las garantías de los
menores.

Añadió que en todo el mundo un niño tiene
derecho a ser hijo y conocer el amor, además de
que el abandono es considerado como la cuarta
emergencia del siglo XXI, además de que los jóvenes
que salen de institutos de adopción al cumplir la
mayoría de edad se les dificulta reintegrarse a la
sociedad.

Cifras

Tan sólo en nuestro país hay estadísticas de que
existen 175 mil niños en estado de abandono, por
lo que se pretende que éstos puedan participar en
programas de adopciones internacionales,

pretendiendo con la asociación realizar cuatro
puntos fundamentales que son:
1. Evitar el abandono
2. Reintegrar al menor a las familias
3. Desarrollar la adopción nacional
4. Ayudar a los niños que salieron del instituto para
que puedan reintegrarse a la sociedad.

Anuncian convenio con
ONG italiana

Público
21 de enero de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ) firmará un convenio con la asociación no
gubernamental Amici dei Bambini, de Milán, Italia,
dedicada al ámbito de las adopciones
internacionales.
     El acuerdo compromete a la CEDHJ a hacer mayor
difusión de derechos humanos a favor de niños
que se encuentran en abandono, realizar
investigaciones sobre adopciones y llevar
propuestas al Legislativo, para que nuevas normas
de influencia nacional lleguen a los municipios y
estados y se apliquen en ellos.

2009, año de las
asociaciones en CEDHJ

Público
21 de enero de 2009

La CEDHJ prometió que 2009 será el año en que
fortalecerá su trabajo con organismos de la sociedad
civil. El ombudsman estatal, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, se reunió ayer con representantes de 20
organizaciones locales, dedicadas a trabajar con
grupos como los limpiaparabrisas, niños en situación
de calle, embriagantes e indígenas. Las reuniones
se repetirán una vez al mes, para trabajar en sus
demandas y solicitudes.
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RECOMENDACIÓN

15/08

Piden pensión vitalicia
por afectación
irreversible del proyecto
de vida de Angélica

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
3 de marzo de 2009

La pensión vitalicia que la Comisión Estatal de
Derechos Humanos (CEDHJ) pide para Angélica
Rodríguez de 23 años, es porque el policía que la
dejó inválida afectó de manera irreversible su
proyecto de vida, advierte el primer visitador, César
Alejandro Orozco Sánchez.

«Atendiendo precisamente al principio pro
homine de protección más amplia de los derechos
humanos e interpretando la obligación de reparar
los daños por parte del Estado, le pedimos la
reparación del daño por violación al proyecto de
vida».

Esta solicitud marca ya un precedente en favor
de las víctimas de un delito, porque es la primera
vez que se solicita la reparación del daño por la
afectación del proyecto de vida, en base a una tesis
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

En la plenitud de su juventud Angélica está
parapléjica, usa pañal y vive de la caridad de sus
vecinos, por el abuso de un policía.

Guadalajara da largas a
pago de una pensión

Adriana Luna

Excélsior
6 de marzo de 2009

Hace siete meses el ayuntamiento tapatío aceptó la
Recomendación de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos (CEDHJ) para proporcionar apoyo
vitalicio a Angélica Rodríguez, joven agredida en
2005 por un policía municipal, que la condenó a
vivir en una silla de ruedas.

Se estableció que a la joven madre se le truncó
«su proyecto de vida».

El alcalde de Guadalajara, Alfonso Petersen
Farah, señaló que la pensión vitalicia para Angélica
Rodríguez se sigue analizando, porque sentaría un
precedente. «Puede representar un antecedente
que traiga consecuencias importantes para el
ayuntamiento». Y que en definitiva la comuna no
podría cargar con los errores de 13 mil 500
empleados.

«Que lamentable que diga eso. Fue una
irresponsabilidad por parte de una persona que
estaba armada, no fue accidente, no fue un
empujón, no fue la molestia de un insulto, fue la
agresión con una pistola. ¡Claro que hay
responsabilidades! No se le va a responder dándole
una palmadita en la espalda, con eso no va a comer.
¿Qué va a pasar con las hijas?», dijo el regidor
Leobardo Alcalá Padilla.

Trascendió que regidores de oposición
detuvieron el dictamen de apoyo económico a
Angélica, pues incluía cláusulas de cese; por
ejemplo, lo perdería si contrae matrimonio.

Necesita alimentos para ella y sus hijas, carece
de atención médica, de servicios de vivienda, están
por expulsarla del cuartito de dos por tres donde
vive, incluso los abogados que la visitaron
requiriéndole el inmueble la están esperando por
humanidad», apuntó el primer visitador de la
CEDHJ, César Orozco.

Durante los últimos cuatro años Angélica no ha
recibido tratamiento psicológico ni de
rehabilitación.

La condenan a la parálisis y la dejan en
el abandono

Angélica Rodríguez, de 23 años, sigue postrada en
una silla de ruedas, sumida en las deudas y en medio
de la desesperación por no poder trabajar para
satisfacer las necesidades de sus hijas.

El 27 de julio de 2008 Excélsior publicó la
historia de Angélica, madre de dos niñas, que a sus
19 años vio esfumarse sus sueños de vida luego de
que un policía tapatío ebrio le disparó  y la dejó
parapléjica.

La situación de Angélica va empeorando. Antes
comía dos veces al día, ahora a veces ya no prueba
bocado para que sus hijas puedan comer algo. Su
baja de peso es evidente. «A veces prefiero darle
primero a ellas y luego yo», confesó.

La decepción a causa de la impunidad que es
protegida por la misma autoridad que debería
defenderla, ha hecho presa de Angélica, quien no
ha recibido la visita de ningún regidor, mucho
menos del alcalde de Guadalajara.

«Me siento indignada o como decepcionada de
que no han hecho justicia».

Angélica paga alrededor de mil pesos mensuales
de renta por el cuartito de vecindad. Pero los gastos
de alimentación para sus hijas, los pañales para ella
y los útiles escolares de su niña mayor le han
ocasionado el retraso del pago de renta desde hace
seis meses, al grado de que ya la visitaron abogados
para avisarle que la tendrán que echar de la
vivienda.

Angélica quedó imposibilitada para caminar y
para trabajar. Con mañas hace las labores de
limpieza en su hogar, actividades como barrer y
trapear le demandan un fuerte esfuerzo.

El pasado miércoles acudió al Ayuntamiento de
Guadalajara, dialogó con el secretario síndico Juan
Felipe Macías González, quien no habló nada del
apoyo económico, pero le ofreció trabajo, aunque
no supo decirle de qué, cuánto percibiría y cómo se
trasladaría.

«No me dijo de qué, me dijo que él iba a ver la
manera de acomodarme para trabajar ahí, pero yo
le dije que a mí no se me facilitaba porque los
camiones de rampa tardan mucho, no hay quien
me lleve», externó.

Angélica fue abandonada por su pareja, luego
del ataque que la discapacitó, quien de vez en
cuando les lleva unos pesos a sus hijas para que
sobrelleven su pobreza.

No la indemnizarán;
pretenden que trabaje

Adriana Luna

Excélsior
7 de marzo de 2009

El alcalde de esta ciudad, Alfonso Petersen Farah,
rechazó ayer dar una pensión vitalicia a Angélica
Rodríguez, de 23 años, con dos hijas, a quien la
agresión con arma de fuego de un policía local la
postró desde 2005 en una silla de ruedas.

El apoyo negado a esta mujer contraviene lo
aceptado por el propio ayuntamiento hace siete
meses, cuando la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco (CEDHJ), sobre el caso de Angélica,
emitió una recomendación en el sentido de
proporcionarle el beneficio de por vida a la víctima
del policía ebrio que atentó contra ella.

«El ayuntamiento no es una institución de
pensiones, no tenemos el fundamento legal para
proceder a una situación de este tipo», dijo el
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alcalde tapatío, quien sólo ofreció a la joven madre
una plaza laboral administrativa en la unidad
Reforma, sin explicar la naturaleza del ofrecimiento,
por cuánto tiempo, ni los detalles sobre las
percepciones.

Sin embargo, Petersen Farah mencionó que «el
ofrecimiento laboral es una alternativa que el
ayuntamiento encuentra para atender y compartir
el «espíritu humanitario» de la Recomendación
[de la Comisión Estatal de Derechos Humanos]. Es
una opción muy viable, estrictamente apegada a
derecho, [es] muy razonable porque, incluso, el
proyecto de vida de la persona se ve fortalecido».

Asimismo, cuando se le cuestionó al alcalde si
visitará a Angélica para conocer la condición de
vida que padece, el funcionario respondió: ¡Ojalá
tuviera el tiempo de visitar a muchos ciudadanos,
entre ellos a Angélica!».

Las dificultades del ofrecimiento

Al preguntarle a Angélica sobre la propuesta de
trabajo que le ofrece el alcalde de Guadalajara,
responde inmediatamente que desea superarse,
pero también está consciente de los obstáculos.

«Sí me interesa lo del trabajo, pero en las
mañanas es imposible, porque no puedo dejar solas
a mis niñas, no tengo quién me las cuide».

Estefanía, su hija de seis años, va a la escuela por
la tarde y no tiene quién se encargue de su pequeña
de dos años.

«Ellos [las autoridades] me dicen que hay
guarderías, como si fuera tan fácil, ¿cómo voy a
llevar a las niñas en el camión? Me dicen que hay
camiones con rampas, pero sólo hay dos de esos
camiones y tardan una hora en pasar, además
muchas veces no se paran, entonces, tengo que
esperar dos horas. Yo qué más quisiera trabajar y
darle a las niñas lo que necesitan», explicó.

En tanto, el director del DIF Guadalajara, Mario
Márquez Amescua, expone que la dependencia
tiene un servicio de transporte para discapacitados,
pero que Angélica debe acudir a solicitarlo a las
oficinas, porque «no podemos actuar por oficio».

Por cierto, el DIF en todo este tiempo no ha dado
a Angélica ni siquiera una despensa.

Ella, además, fue abandonada por su pareja
luego de que por los daños en la médula espinal a
causa de las balas no pueden hacer su vida normal.

Las deudas también la tienen sumida en la
desesperación, están por echarla de un cuartito de
vecindad porque no ha pagado seis meses de renta,
incluso, a veces deja de comer para que sus dos
pequeñas puedan hacerlo.

De alcance nacional

Cuauhtémoc Cisneros Madrid

El Informador
12 de marzo de 2009

¡El poder de un informe!

En muchas de las ocasiones pareciera que el solo
ritual de presentar un informe -de lo que sea- causa
cierta somnolencia entre los asistentes y los que
posteriormente se enteran de su contenido, pero
en el caso que me ocupa la situación se está
presentando al revés, pues gracias al informe
rendido por el ombudsman Felipe Álvarez Cibrián
(hace ya varios días), algunas autoridades se
empezaron a «poner la pila» ante el escudriño de
los medios de información.

Los casos específicos se refieren a «Angelina»,
joven madre de familia –dos criaturas– que quedó
desvalida y sin posibilidad de continuar su vida de
manera normal, luego de que un policía tapatío le
dio un balazo porque no le gustó la respuesta que
ésta le diera (y eso que no estaba en servicio, pero
portaba su arma de cargo, que se supone debe de
entregar al terminar su turno).

La paraplejia causada por el disparo le ha llevado
a la peor pesadilla de su vida, pues ahora está a
punto de ser lanzada del espacio en donde vive por
la falta de pago de la renta, independientemente
de que las carencias para poder sobrevivir están a
flor de tierra.

Otro caso dramático denunciado es el que se
refiere a «Iris», a quien el clima de violencia
intrafamiliar en que vive causó la muerte de cinco
personas, y en el que la «autoridad» municipal de
Tonalá fue omisa, y lo que pudo haberse evitado
trascendió de manera insospechada, al grado de
que la Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) recomendó apoyo psicológico y
humanístico, pero no obstante haber aceptado la
Recomendación, luego de un año nada han hecho
quienes ¿gobiernan? el municipio.

Y ni qué decir de las 23 Recomendaciones
presentadas al Sistema Intermunicipal de Agua
Potable y Alcantarillado (SIAPA), que atentan en
contra de la salud de millones de jaliscienses,
mismas que el titular de la dependencia, Rodolfo
Ocampo, intentó desechar «olímpicamente», sólo
que al paso del tiempo, y en vista de que su empleo
al parecer «pende de un hilo» tras los negativos
resultados presentados por su grupo político en la
elección interna del Partido Acción Nacional
(PAN), los «humos» se le bajaron a los tobillos y en

un acto desesperado –qué bueno por nosotros–
ha aceptado 22 de las 23 recomendaciones que le
fueron presentadas.

Ojalá que el gesto sea real y empiece a tomar las
medidas necesarias para que su trabajo fructifique
a favor de los jaliscienses, pero desde el encargo
que tiene en la actualidad, en lugar de ir en busca
de posiciones de elección.

Ignoro si la «ventaneada» fue premeditada o
simplemente formó parte de las actividades
realizadas y de la indignación que los casos en
cuestión despertaron en el presidente de la CEDHJ,
pero el caso es que, al parecer, Alfonso Petersen
Farah, presidente de Guadalajara, Agustín
Ordóñez, alcalde sustituto de Tonalá, y Rodolfo
Ocampo, del SIAPA, han prometido que dizque
ahora sí verán por los casos que Álvarez Cibrián logró
documentarles y presentarles en forma de
Recomendación.

Considera CEDHJ
histórica resolución del
ayuntamiento tapatío en
caso de Angélica

Mireya Blanco

Notisistema
12 de marzo de 2009

Histórica, así califica la Comisión Estatal de Derechos
Humanos (CEDHJ) la resolución que tomó el
Ayuntamiento de Guadalajara para reparar el
proyecto de vida de Angélica, la mujer que quedó
parapléjica por un abuso policial.

El primero visitador del organismo, César Orozco
Sánchez, afirma que el dictamen, que incluye una
plaza laboral y subsidio mensual, sienta precedentes
a nivel nacional e incluso en Latinoamérica:
«Cumple ya una doble función, repara el daño pero
también incorpora a una actividad productiva a
una persona con discapacidad».
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Guadalajara indemniza y
da empleo a Angélica

Irma Adriana Luna

Exonline
13 de marzo de 2009

Trascurrieron cuatro años luego de que Angélica
Rodríguez quedó parapléjica por los disparos que
le hizo, con su arma de cargo, un policía en estado
de ebriedad, para que finalmente en sesión de
cabildo en el ayuntamiento tapatío se aprobara por
unanimidad resarcir daños al proyecto de vida de
la joven madre, propuesta de la Comisión de
Derechos Humanos.

Angélica estaba muy nerviosa. Poco antes de
iniciar la sesión esperó al alcalde de Guadalajara,
Alfonso Petersen Farah, para saludarlo, pero sin
éxito.

Fue el presidente de la comisión de derechos
humanos en el ayuntamiento, el regidor Mauricio
Navarro, quien hizo la solicitud de los apoyos
económicos, laboral, médico y educativo para
Angélica y sus dos hijas.

Pidió que «se le otorgue un subsidio mensual
por la diferencia entre el salario que perciba (de su
plaza laboral) y los 218.70 días de salario mensual
neto, para que sea ésta la cantidad que reciba al
mes», expresó Navarro.

Demandó que se le otorgue gratuitamente
atención médica, de rehabilitación y psicológica,
se le asigne una silla de ruedas, guarderías para sus
hijas, además de las facilidades y asesoría para que
las tres accedan a sistemas educativos oficiales y
material didáctico para su educación.

Antes de la votación hubo una reflexión por parte
del regidor Leobardo Alcalá Padilla.

«Ojalá pudiéramos, todos, reflexionar lo que ha
venido sucediendo con un ser humano [...]. Ojalá
que muchos de los actos que hagamos como
servidores públicos o personas, no todo lo veamos
como caridad, y sobre todo cuando las causas se
deben de hacer por justicia. Hoy creo que estamos
siendo justos con una persona a la cual la vida en
este momento ha sido quizás injusta con ella. Ojalá
podamos hacer justicia y no caridad».

Y una puntualización del alcalde tapatío, Alfonso
Petersen Farah: «No existen precedentes en
América Latina de una situación similar, que tiene
que ver con un concepto de recuperación de
proyecto de vida. El Ayuntamiento de Guadalajara
se suma a esta propuesta de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos. No solamente se trata de la
recuperación económica, no solamente se trata de

dar los recursos económicos necesarios para
solventar sus gastos, sino que particularmente
integra a Angélica a un proyecto de vida dentro del
Ayuntamiento de Guadalajara».

La aprobación fue unánime, 16 votos.
«Estoy feliz, contenta, agradecida por el empleo

y por la ayuda que me van a dar; agradezco de todo
corazón que se hayan puesto en mi lugar. Mi vida
estará más tranquila, me dedicaré a mis hijas»,
externó Angélica a Excélsior.

Así, un funcionario público condenó a Angélica
a una silla de ruedas, y cuatro años después, otros
servidores públicos intentan resarcir el daño a su
proyecto de vida.

«No necesariamente resarcir el daño de manera
pecuniaria, sino que sitúa a la víctima en un
contexto similar al que tenía y al que proyectaba.
La forma en que se ha hecho el dictamen y se ha
aprobado nos deja muy satisfechos, sienta un
precedente nacional y latinoamericano. Es un
precedente positivo. Guadalajara se convierte en
el primero en resarcir el daño de proyecto de vida»,
comentó en entrevista el primer visitador de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos, César
Orozco.

El dictamen aprobado conjunta dos aspectos,
la indemnización y una plaza laboral, lo que
beneficia a Angélica porque «repara el daño, pero
la incorpora a la actividad productiva», lo que
elevará su autoestima, explicó Orozco Sánchez.

Angélica, a su vez, está de acuerdo, porque
quiere ser un «ejemplo para sus hijas».

En los próximos días serán evaluadas las
capacidades de Angélica, quien estudió hasta
secundaria, y dependiendo de los resultados será
el trabajo que se le asignará. Pero habrá una
compensación para que sus percepciones
mensuales cumplan con el acuerdo de cabildo.

«Le van a dar un empleo y eso será parte de su
indemnización. Hay más garantía con un contrato
de trabajo con un acuerdo de ayuntamiento, ya
que está respaldada por una ley federal», explicó
César Orozco.

Se optó por esta indemnización, porque una
pensión vitalicia aprobada en cabildo implicaba
«el riesgo de que llegara otra administración y la
revocara. Hoy hay una protección más amplia».

La estabilidad del empleo «dependerá del
cumplimiento que dé Angélica a su actividad
laboral, igual que cualquier otro trabajador. El
horario deberá ser conforme a los que existen en la
planilla laboral. Se considerará la condición
particular de ella, sin que eso signifique que el
ayuntamiento va a inventar una plaza a modo de
Angélica. Ella se tiene que ocupar en conservar su

trabajo», puntualizó el secretario técnico de la
comisión de derechos humanos, Rafael Cárdenas.

Ayuntamiento indemniza
con empleo a parapléjica

Público
13 de marzo de 2009

Después de casi cuatro años de incapacidad y
pobreza, la joven Angélica Rodríguez, quien quedó
parapléjica tras recibir un disparo por parte de un
policía tapatío, tuvo finalmente una respuesta por
parte del Ayuntamiento de Guadalajara; ayer se
aprobó un dictamen en el que se garantizó un
empleo municipal que se subsidiará hasta alcanzar
218.7 días de salario mínimo mensual neto,
equivalente a 11 648 pesos, según expuso durante
sesión del cabildo tapatío el regidor suplente,
Mauricio Navarro.

En 2005, el policía Jorge Carmona, alcoholizado
en su día franco, detonó su arma sobre Angélica
después de que ésta no aceptó sostener relaciones
sexuales con él por dinero.

Carmona fue dado de baja y consignado
penalmente.

Luego de la tardanza (la Recomendación 15/
08 fue emitida en junio de 2008), la propuesta
del Ayuntamiento dejó muy satisfecha a la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ),
debido a que se sienta un precedente al ser la
primera vez en América Latina que se admite una
Recomendación por «violación al proyecto de
vida»; es decir, «la limitación de la expectativa que
pueda tener una persona por una acción u omisión
por parte de algún gobernante», definió César
Alejandro Orozco Sánchez, primer visitador de la
CEDHJ.

Orozco consideró esta decisión como la más
adecuada en vista de que es necesario que personas
con capacidades diferentes se integren al ámbito
laboral. Estimó que la resolución le reparará el daño
y la incorporará a una actividad productiva.

Dijo además que un contrato de trabajo tiene
mayores posibilidades de mantenerse que la sola
indemnización (que es lo que en principio exigía la
CEDHJ), pues mientras las siguientes
administraciones pueden revocar el dictamen que
la otorgó, con un empleo existe la protección de
leyes federales y estatales.

Orozco declaró que aún hay puntos pendientes
en la Recomendación, como el procedimiento de
responsabilidad patrimonial, con el que se
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indemnizaría a Angélica por el daño patrimonial;
aspecto que deberá determinarse con base en la
Ley Federal del Trabajo y el Código Civil.

Angélica recibió con gusto la alternativa del
ayuntamiento, pues durante los últimos cuatro años
que estuvo sin ingresos pasó por «un montón de
problemáticas, por el estado en el que estaba, para
ver a las niñas, y todo eso».

Rafael Leopoldo Cárdenas, secretario técnico de
la comisión edilicia de derechos humanos, explicó
que el trabajo que se le ofrecerá a Angélica deberá
ser acorde a su grado de estudios y capacidades,
por lo que se le practicarán exámenes para
determinar la plaza, que deberá ubicarse en un
lugar cercano a su domicilio.

En vista de que su salario neto será de 218.7 días
de salario mínimo mensual, si se la coloca un sueldo
menor, se le entregará en efectivo la cantidad que
falte para completar el subsidio propuesto.

La reparación del daño a Angélica también
incluye otorgarle los servicios de guardería para sus
hijos, médicos y rehabilitación física.

Guadalajara ya tiene un
empleo para Alejandra

Adriana Luna

Exonline
27 de marzo de 2009

Angélica Rodríguez Luévano comenzará a trabajar
oficialmente la próxima semana para el
ayuntamiento tapatío. Aunque no se ha
determinado su plaza, estaría en el área de archivo
de la Dirección de Padrón y Licencias, confirmaron
a Excélsior el Departamento de Recursos Humanos
y la comisión edilicia de derechos humanos.

«Están viendo qué oficina con las adecuaciones
que requiere Angélica, tanto rampas como baños
[para discapacitados]. Sé que es en Padrón y
Licencias, en el área de archivo, en la unidad
Reforma», dijo en entrevista el regidor Mauricio
Navarro.

Hoy Angélica recibirá el oficio para su
designación laboral en la dependencia.

Aunque el Ayuntamiento de Guadalajara ha
comenzado a resarcir el daño al proyecto de vida
de Angélica (el primer caso en el país), todavía está
pendiente la indemnización por el daño
patrimonial.

«Queda pendiente un procedimiento de
responsabilidad patrimonial que tiene iniciado el

ayuntamiento. Esto es una indemnización que debe
incluir reparación de daño material, moral y lucro
cesante. Esa parte es independiente y autónoma
de la reparación de daño al proyecto de vida. Es
importante que se defina», subrayó el primer
visitador de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ), César Orozco
Sánchez.

«El daño material es una indemnización que
determinan la Ley Federal del Trabajo y el Código
Civil, es una cantidad de dinero por los perjuicios.
El lucro cesante son los beneficios monetarios, lo
que dejó de ganar Angélica desde el momento en
que la lesionaron», abundó.

Por lo pronto, Angélica se mantiene en espera
para reincorporarse a la actividad laboral, luego de
cuatro años de abandono y desempleo tras la
agresión de un policía ebrio que le disparó
condenándola a una silla de ruedas.

También reconoció estar preocupada por la falta
de dinero para completar los documentos que se
requieren para que sus dos hijas cuenten con el
servicio de guardería y también por su
rehabilitación. «No sé qué días me van a citar a
rehabilitación y quiero ver si me van a dar permiso
en el trabajo para ir, porque es sólo en la mañana.

Tiene ayuntamiento
tapatío responsabilidad
de indemnizar a Angélica:
CEDHJ

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
30 de marzo de 2009

Los 54 mil pesos que recibió Angélica como presunta
reparación del daño fueron parte del proceso penal
del agresor, pero el Ayuntamiento de Guadalajara
tiene una responsabilidad solidaria para
indemnizarla, considera el jefe de Seguimiento de
Recomendaciones de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos (CEDHJ), Fernando Zambrano
Paredes.

«Es la reparación del daño que en el proceso
penal el directamente responsable efectuó para
poder, en un momento dado, tener algún beneficio
dentro del proceso penal, pero la responsabilidad
patrimonial que se está solicitando es al
Ayuntamiento».

Derechos Humanos insiste en la indemnización,
porque Angélica quedó parapléjica por la acción

de un policía borracho. En unos días más, la joven
podría incorporarse al empleo que le ofreció el
Ayuntamiento.

Debe ayuntamiento
tapatío indemnizar a
Angélica en base a la Ley
de Responsabilidad:
CEDHJ

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
30 de marzo de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDHJ)
le insiste al Ayuntamiento de Guadalajara en que
indemnice en base a la Ley de Responsabilidad
Patrimonial a Angélica, la joven de 23 años que
quedó parapléjica al recibir varios disparos por parte
de un policía borracho, indica el jefe de Seguimiento
a Recomendaciones, Fernando Zambrano Paredes.

«Que indemnice y que no se base en
argumentos legaloides para no cumplir con el
compromiso que quedó oficialmente por parte del
presidente municipal, de aceptar la
recomendación».

De otra forma, insiste Zambrano Paredes, el
ayuntamiento tapatío incurriría en una simulación
al aceptar una recomendación que no estaba
dispuesto a cumplir. El argumento de la
prescripción de la Ley de Responsabilidad
Patrimonial es discutible, dice.

SEGUIMIENTO
RECOMENDACIÓN

28/08

Insiste CEDHJ que
atienda Recomendación a
favor de Iris Martínez

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
9 de marzo de 2009

Tal como sucedió con el caso de Angélica en
Guadalajara, el presidente de la Comisión Estatal
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de Derechos Humanos, Felipe Álvarez Cibrián, le
insiste al Ayuntamiento de Tonalá en que cumpla
con la Recomendación 28/2008 a favor de Iris
Martínez, por la deficiente atención de su personal
cuando denunció violencia intrafamiliar.

«Hago un firme llamado al presidente municipal
de Tonalá para que cumpla con su palabra. Debe
recordar que como servidor público tiene la
obligación moral y jurídica de indemnizar y apoyar
a la mujer, víctima no sólo de su pareja, sino de la
ineficiencia de funcionarios municipales».

La deficiente atención del caso contribuyó a la
tragedia en la que su esposo mató a sus tres hijos y
a su madre, para luego suicidarse, por lo que
Derechos Humanos solicitó proceso administrativo
contra cuatro funcionarios tonaltecas,
indemnización y apoyo psicológico para Iris, así
como una disculpa pública.

Aunque Tonalá aceptó la Recomendación, aún
no cumple.

Acepta Tonalá
Recomendación de
CEDHJ; pide a Iris
Martínez presentar
denuncia

Virginia Rodríguez Olvera

Notisistema
10 de marzo de 2009

El Ayuntamiento de Tonalá aceptó la
Recomendación 28/2008 a favor de Iris Martínez,
cuyo esposo mató a sus tres hijos, a su madre y
luego se suicidó. Sin embargo, el alcalde Agustín
Ordóñez Hernández dice que es necesario que Iris
acuda al ayuntamiento a presentar su denuncia
por negligencia, para determinar si los funcionarios
incurrieron en ella al ignorarla cuando acudió a
pedir ayuda y así indemnizarla económicamente.

«Nosotros tendríamos este elemento legal
después de que ella venga y presente la querella
ante lo que viene siendo el municipio, para yo poder
tener elementos para poder actuar. Sobre eso veré
si hubo omisión o no de parte de responsabilidad
contra los propios funcionarios públicos que
tuvieron la omisión y de igual manera, si es
procedente o no que se le indemnice como lo señala
la Comisión Estatal de Derechos Humanos, de
manera económica».

Ordóñez Hernández agrega que Iris Martínez
vive en Colima, y manifestó que no podía estar en

Guadalajara para darle seguimiento a su caso, pero
si lo hace la apoyarán.

Esperan respuesta de
alcalde de Tonalá por el
homicidio de la familia de
Iris

El Informador
17 de marzo de 2009

Ante el caso de Iris Angélica Martínez Larios, la mujer
que perdió a su familia a manos de su concubino
en un hecho más de violencia intrafamiliar en Jalisco,
el presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, aseguró esta mañana en el
programa Cara a cara, del grupo Promomedios, que
el Ayuntamiento de Tonalá está por darle una
respuesta sobre su indemnización que, se espera,
será positiva.

«Yo espero que no se quede en el olvido este
caso, al menos por nuestra parte se ha hecho lo que
nos corresponde. He recibido de forma indirecta
por parte del presidente municipal de Tonalá un
mensaje, en el que se me solicita una reunión para
tratar el tema».

Cabe destacar que entre los puntos que
contiene la Recomendación del caso de Iris Angélica
está el inicio de procedimientos administrativos
contra cuatro funcionarios de Tonalá, por haber
sido omisos cuando Iris pidió ayuda para salir de la
violencia intrafamiliar emanada de su concubino.
La ayuda de éstos pudo haber evitado que éste
asesinara a tres hijos de Iris y a su mamá.

«Estas personas que minimizaron el riesgo, que
no atendieron de forma adecuada, ellos pudieron
haber evitado la tragedia si hubieran actuado de
forma adecuada. Tiene que haber procedimientos
administrativos en donde se sancione a estas
personas, porque violaron derechos humanos por
omisión», sentenció el ombudsman.

Además, al municipio se le está solicitando que
indemnice a Iris y le garantice una serie de
atenciones psicológicas y médicas, «porque resulta
lógico que quedó muy dañada de forma emocional,
porque le privaron prácticamente de toda su
familia, ha quedado desamparada; es lo que se está
esperando».

Álvarez Cibrián añadió que esperará esta semana
para que se efectúe una reunión con el
Ayuntamiento de Tonalá, «si esto no se logra, le estaré
enviando un documento concreto al alcalde».

Piden a Tonalá cumplir la
Recomendación por
multihomicidio

El Informador
19 de marzo de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, da como plazo esta semana para que el
Ayuntamiento de Tonalá cumpla con la
Recomendación por el caso del multihomicidio
ocurrido el 31 de agosto de 2007, en el que Iris
Angélica Martínez Larios perdió a sus tres hijos y
madre.

En la Recomendación por el caso del
multihomicidio ocurrido el 31 de agosto de 2007,
en el que Iris Angélica Martínez Larios perdió a sus
tres hijos y madre. En la Recomendación se pide al
Ayuntamiento de Tonalá pagar a la mujer afectada
una indemnización, ofrecer ayuda psicológica
profesional e iniciar proceso administrativo contra
cuatro funcionarios. Para la Comisión, cuatro
empleados municipales fueron omisos en el caso,
ya que Iris Angélica pidió ayuda en diversas
ocasiones para salir de la extrema violencia
intrafamiliar emanada de su concubino; sin
embargo, éstos minimizaron los hechos y no
apoyaron a la víctima. El resultado fue que el agresor
terminó asesinando a la familia de Iris Angélica.

De no haber respuesta por parte del presidente
municipal interino, Agustín Ordóñez Hernández,
la CEDHJ enviará un documento con una llamada
de atención enérgica para que el ayuntamiento
cumpla con la Recomendación que el mismo
alcalde aceptó en noviembre de 2008, pero hasta
el momento incumple.

El primer edil tonalteca afirma que cumplirá la
Recomendación; sin embargo, condiciona a que el
caso sea resuelto en una instancia judicial. Ante
ello, Álvarez Cibrián precisa que no puede ser
condicionada porque Derechos Humanos se
maneja de forma independiente a cualquier
proceso judicial.

La tragedia de Iris Angélica es el caso más
impactante de violencia intrafamiliar en Jalisco,
ante el desamparo de autoridades municipales y
estatales.
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Ordóñez garantiza
resolver Recomendación
de CEDHJ por
multihomicidio

El Informador
19 de marzo de 2009

El presidente municipal de Tonalá, Agustín
Ordóñez Hernández, señaló que su  administración
está en toda la disposición para cumplir y apoyar a
Iris Angélica Martínez Larios, quien perdió a su
familia en un multihomicidio ocurrido en 2007,
por lo que buscará antes de que concluya esta
semana al personal de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ) que lleva el
caso, para resolver el tema.

«Nosotros no nos estamos negando a cumplir,
pero queremos garantizar que no se violen los
derechos de los servidores señalados, queremos que
se respeten sus derechos de audiencia y defensa,
pero el ayuntamiento está en la disponibilidad de
apoyar a la afectada, por lo que buscaré a los
visitadores de la Comisión para arreglar este asunto»,
puntualizó el alcalde.

El titular de la CEDHJ, Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, dio un ultimátum el pasado miércoles al
Ayuntamiento de la Cuna Alfarera para cumplir
con la Recomendación que le dirigió a finales del
año pasado por el multihomicidio ocurrido en
agosto de 2007, cuando Iris Angélica Martínez Larios
perdió a sus hijos y a su madre. El ayuntamiento
aceptó la Recomendación, pero hasta el momento
no le ha dado cumplimiento.

«Trataré de que esta semana, antes de que venza
el plazo que nos dio la Comisión de Derechos
Humanos, poder hablar con la gente de la Comisión.
La intención del municipio es apoyar a la afectada
y actuar, en su caso, en contra de los funcionarios
en caso de que hayan actuado con negligencia,
pero por mi parte no hay ningún problema de
cumplir, pero tendremos que ir apegados a un
proceso legal», aseveró el primer edil tonalteca.

En la Recomendación que dirigió el ombudsman
de Jalisco a Ordóñez Hernández se pide pagar una
indemnización por los daños causados a la mujer
afectada, además de ayuda psicológica; esto,
debido a que Iris Angélica denunció en varias
ocasiones violencia intrafamiliar a las autoridades
del municipio, las cuales negaron su apoyo a la
mujer que terminó por perder a su familia.

Ombudsman enviará
exhorto enérgico al
alcalde de Tonalá

El Informador
20 de marzo de 2009

Debido a que el Ayuntamiento de Tonalá sigue sin
modificar su postura respecto al cumplimiento de
la Recomendación emitida por la Comisión Estatal
de Derechos Humanos (CEDHJ), a finales del año
pasado, por el multihomicidio en el que Iris Angélica
Martínez Larios perdió a sus hijos y madre, además
del vencimiento del plazo que dio el ombudsman
de Jalisco, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, para que
el primer edil de la Cuna Alfarera cumpliera, el titular
de la Comisión giró instrucciones para la elaboración
del documento en el cual se pretende hacer un
exhorto enérgico al munícipe tonalteca para que
cumpla con la Recomendación que él mismo
aceptó.

El jefe de Seguimientos de la CEDHJ, Fernando
Zambrano Paredes, dio a conocer que la respuesta
por parte del Ayuntamiento de Tonalá sigue siendo
condicionada a un proceso jurídico; por tal motivo,
el organismo ya realiza el oficio en el cual se le
exhortará al presidente municipal a apoyar a la
mujer afectada.

«Nos dio instrucciones para preparar un
documento técnico, en el que se solicitan los
argumentos por los cuales el ayuntamiento está
condicionando el cumplimiento de la
Recomendación.

Simplemente sería hacerles ver que los
argumentos lógico-jurídicos no son los meramente
correctos en este tipo de asuntos. Aquí sólo
queremos privilegiar el aspecto humanista»,
aseveró.

Zambrano Paredes explicó que no se puede
mezclar el aspecto legal para no cumplir la
Recomendación de un caso lamentable como fue
el multihomicidio.

Ante ello, a más tardar la próxima semana la
CEDHJ enviará el oficio al presidente municipal,
debido a que éste no tuvo acercamiento con el
organismo durante el plazo que se le fijó.

Por su parte, el presidente municipal de Tonalá,
Agustín Ordóñez Hernández reconoció que debido
a cuestiones de agenda no pudo reunirse con el
personal de la Comisión; sin embargo, se mantiene
en la postura de que se le brindará el apoyo a la
mujer afectada una vez que concluyan las
investigaciones por parte del municipio.

SEGUIMIENTO
RECOMENDACIÓN

33/08

Hospital indemniza

Elsa Arenas

El Occidental
3 de febrero de 2009

En cumplimiento de la Recomendación 33 que
giró la CEDHJ en noviembre pasado, el
Ayuntamiento de Zapopan indemnizó a los padres
del bebé que murió el 5 de diciembre de 2007 por
descuido del personal del Hospital General de
Zapopan, al caer de los cuneros.

A un año del accidente, 178 mil pesos fue lo que
pagó el organismo público descentralizado de los
servicios médicos municipales por la vida del hijo
de Carla Acevedo Rojas y Carlos Alberto Barajas.
Frente al titular de la Comisión, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián; el director del Hospitalito, Óscar
Gonzáles Díaz, menciono que como parte de la
Recomendación ya se trabaja en la modernización
del área de cuneros, y se han fincado las
investigaciones correspondientes a la doctora y la
enfermera involucradas en el accidente que cobró
la vida del menor.

«Aunque fue una negligencia, no se actuó de
mala fe», recordó el ombudsman; y desde el año
pasado la enfermera fue removida, pero la doctora
continúa trabajando en el nosocomio. En cuanto a
la remodelación del área pediátrica, el doctor
González informó que se avanzó con la compra de
cuneros nuevos y sobre todo se tiene mayor
vigilancia del personal.

Año récord en la CEDHJ

El titular de la Comisión dijo que 2008 fue el mejor
año, con registros históricos en el pago de
indemnizaciones por daño a los derechos humanos:
más de un millón 300 mil pesos aproximadamente;
y aunque en ese tema se ha avanzado, «no se debe
quedar en el pago económico, porque una vida o la
salud de una persona no se recupera. Por eso hay
que cambiar políticas públicas y generar conciencia
en los gobernantes de que la salud no se puede
escatimar y se debe fortalecer desde lo económico.
Porque los hospitales trabajan con muchas
carencias, y la sociedad no puede entender que los
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servicios médicos sean deficientes, cuando el
gobierno está obligado a dar atención de calidad».

Resaltó Álvarez Cibrián que la «oveja negra’’,
sin embargo, sigue siendo la Procuraduría de
Justicia del Estado, institución que a la fecha se ha
negado en todos los años de existencia de la CEDH
a indemnizar y reparar daños, tan sólo el año pasado
se le giraron ocho recomendaciones y no ha
contestado.

Pagan por vida de recién
nacido

Cielo Mejía

Mural
5 de febrero de 2009

Como indemnización por un caso de negligencia
médica donde murió su bebé, la familia Barajas
Acevedo recibió ayer por parte del Hospital General
de Zapopan, mejor conocido como el Hospitalito,
un cheque por 178 mil 850 pesos.

Esta reparación de daño se realizó por parte del
nosocomio en atención a la Recomendación que
emitió la Comisión Estatal de Derechos Humanos
de Jalisco (CEDHJ), la cual comprobó que hubo
violación de las garantías individuales por parte de
personal del Hospitalito, quienes con su descuido
provocaron la caída de un recién nacido de un
cunero, accidente del que el pequeño ya no se pudo
recuperar.

«Con ese dinero no podemos traer al niño de
vuelta, pero podemos sacar adelante a nuestros otros
niños, yo sí estoy muy agradecido con Derechos
Humanos», expresó Carlos Barajas, padre del
pequeño que falleció.

La Comisión también solicitó la adecuación del
área de recién nacidos del nosocomio y que se abra
un expediente administrativo contra la doctora y
la enfermera que resultaron responsables.

Óscar González Díaz, director general del
hospital, explicó que el procedimiento
administrativo contra las implicadas ya se está
llevando a cabo, además de que se están haciendo
remodelaciones en el nosocomio, especialmente en
el área de fototerapia, lugar donde ocurrió el
accidente.

Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, presidente de
Derechos Humanos, explicó que 2008 fue histórico
para la Comisión, ya que fue el año en el que más se
han brindado indemnizaciones a personas cuyos
derechos humanos fueron agraviados.

«En ese sentido ha habido, hasta este momento,
en estas últimas recomendaciones, buena
disposición de parte de esta institución, de
reconocer sus errores humanos y profesionales, esto
es lo menos que la sociedad puede esperar», dijo el
ombudsman jalisciense, después de que se entregó
el cheque a la familia agraviada.

La cultura de indemnizar a los afectados es para
todas las autoridades de gobierno, por lo que Álvarez
Cibrián instó a la Procuraduría General de Justicia
del Estado a atender las recomendaciones, ya que
esta instancia se muestra renuente a la reparación
de daños.

Aprueban propuesta

El titular de la CEDHJ consideró ayer como acertada
la propuesta del Consejo Ciudadano de
Transparencia de Zapopan de incluir cartas de no
antecedentes de corrupción como requisito a la
hora de contratar funcionarios.

Álvarez Cibrián también adelantó que la
Federación Mexicana de Organismos Públicos de
Defensa de los Derechos Humanos planea la
creación de una base de datos, a través de las 33
comisiones que hay en el país, para constatar si los
servidores públicos han violado o no las garantías
individuales.

Para la creación de esa información se tienen
que modificar los marcos jurídicos, por lo que por
el momento no hay fecha de cuándo pueda
realizarse la base de datos, agregó.

Con $178 mil saldan
muerte de bebé

Maricarmen Rello

Público
5 de febrero de 2009

¿Cuánto vale un bebé? Karla Acevedo Rojas apenas
sostuvo unos segundo en su mano el cheque que el
organismo público descentralizado Servicios de
Salud Zapopan le entregó  ayer, como reparación
del daño que sufrió al ser atendida en el hospital
general del municipio. Le recuerda, dijo, al niño
que ahí nació hace más de un año, pero que murió
por culpa de una negligencia médica.

El caso fue acreditado plenamente por la CEDHJ,
por lo que recomendó a las autoridades zapopanas
(33/08) indemnizar a la madre y concluir
procedimientos administrativos en contra de la

doctora María Zarazúa Villaseñor y de la enfermera
Mirella Barajas Rodríguez, quienes incurrieron en
violación del «derecho a la vida» por sus omisiones
y descuido.

El organismo defensor abrió un acta de
investigación oficiosa luego de conocer la tragedia
de la familia Barajas Acevedo, en diciembre de
2007. Ayer, a ese mismo hospital acudieron Karla y
su esposo Carlos Alberto, junto a sus dos niños. Esta
vez, convocados por el director de los Servicios de
Salud del municipio, Óscar González Díaz, quien
les entregó un cheque por 178 850 pesos y les
explicó las acciones emprendidas para evitar un
suceso similar. El bebé cayó por estar en un cunero
improvisado con varios colchones para darle
fototerapia. Ahora se mejoró el área: hay dos cuneros
especiales para esta terapéutica. El bebé cayó
porque María Zarazúa y Mirella Barajas lo dejaron
solo: la primera tenía prisa por salir al cambiar el
turno y esperaba por la segunda, que debía cuidar
al bebé pero platicaba en un pasillo.

Frente a cámaras y micrófonos, el ombudsman
explicó a la pareja que la reparación del daño no
devuelve la vida, pero es una obligación de las
instituciones cuando se lesionan los derechos
humanos. «... el dolor humano es más que eso
[reparar el daño]... y nos debe motivar a la reflexión
para cambiar las políticas públicas». Por ello instó
al organismo a cumplir con los otros puntos
recomendatorios: copia de la Recomendación al
expediente de las servidoras públicas,
procedimientos administrativos y mejoría en los
servicios de cuneros.

González Díaz dijo que el procedimiento estará
por concluir en un mes aproximadamente. La
doctora labora ahí, la enfermera, no.

En entrevista, Karla Acevedo pidió a las
autoridades que no se olviden de hacer justicia:
«que se castigue a las responsables del fallecimiento
de mi bebé». Aún joven, ella decidió que no habrá
una nueva maternidad, pues perder a un hijo la
dejó «con mucho dolor». Ahora se dedicará a sus
dos pequeños. Su esposo trabaja como técnico
dental.
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Acatan Recomendación
de la CEDHJ en el
Hospitalito

El Informador
5 de febrero de 2009

Los Servicios de Salud del Municipio de Zapopan
(SSMZ) entregaron a Carla Acevedo Rojas y Carlos
Alberto Barajas, un cheque por 178 mil pesos, para
cubrir con la reparación del daño que recomendó
a la autoridad municipal la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ).

Esto, pues luego de haberse investigado, se
confirmó que el 5 de diciembre de 2007, personal
del Hospital General de Zapopan provocó la muerte
de un recién nacido, cuando por un descuido, el
menor se cayó de uno de los cuneros.

La queja se registró en la CEDHJ con el número
504/2008, informó su presidente, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián. En el acto referido estuvieron
involucradas una doctora y una enfermera, la
primera continúa en el «Hospitalito» y se le está
siguiendo un procedimiento de responsabilidad
administrativa, que podría concluir en este mes.

La segunda ya no trabaja en ese organismo
público descentralizado del Ayuntamiento de
Zapopan. Óscar González Díaz, director general de
los SSMZ, aseguró que la muerte se provocó por un
descuido accidental y no intencional.

VARIAS

Terminar con el rezago en
quejas, una de las
prioridades para CEDHJ

Gricelda Torres Zambrano

Notisistema
6 de enero de 2009

También tiene su lista de propósitos. Terminar con
el rezago en el número de quejas será una de las
prioridades en este 2009 para la Comisión Estatal
de Derechos Humanos (CEDHJ), asevera su
presidente, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián.

«Tenemos el rezago que corresponde a la
Comisión. Actualmente es a partir de 2006 hasta
2007, son dos años de rezago con los que estamos
iniciando, 2006 y 2007. Tenemos que terminarlo,
esperamos que en todos los asuntos

correspondientes a 2006 se concluyan en el primer
trimestre».

Por cierto, dado que no le aprobaron el
presupuesto solicitado, algunos proyectos como la
regionalización simplemente se irán a la
congeladora.

Emilio González, récord
nacional en quejas:
CEDHJ

Gerardo Sedano Anguiano

El Occidental
14 de enero de 2009

Emilio González Márquez se convirtió el año pasado
en el gobernador con más quejas de derechos
humanos en todo el país, con la nada despreciable
cifra de seis mil 954 quejas ante la Comisión Estatal
de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ), por la
macrolimosna y la mentada de madre que dio a los
que no estuvieran de acuerdo con su postura,
durante la cena llamada Banquete del Hambre.

Informó Luis Arturo Jiménez, director de Quejas,
Orientación y Seguimiento de la CEDH jalisciense:
«No tiene ningún precedente a nivel nacional el
número de quejas en contra de otro servidor
público por actos de gobierno, y difícilmente un
gobernador. Éste es el primero que tiene esa
cantidad de quejas; no será el primero del que se
quejen, pero sí en ese número».

El mandatario rebasó y por mucho, las mil 700
quejas que tuvieron durante el 2008 todas las
corporaciones policiacas junto con la
procuraduría; es decir: hubo más jaliscienses
molestos con la macrolimosna y la mentada, que
con los abusos policiacos y los casos de tortura.
«Indudablemente, si excluimos las quejas contra
el señor gobernador por la macrolimosna y la cena
del Banquete del Hambre, las dependencias de
seguridad son las que más tienen», señaló.

Sigue el procedimiento

Aunque las quejas terminaron el año anterior, en
estos momentos se sigue el procedimiento,
conforme con lo establecido en la ley; actualmente
está en la etapa de instrucción: «Estamos en la
etapa de pruebas, una vez que esto culmine,
tendríamos que hacer un proyecto de resolución,
sometida la conciliación del presidente, para que
éste decida cómo viene la resolución».

Busca la SEJ salir de la
lista negra de Derechos
Humanos

El Informador
19 de enero de 2009

Después de que durante 2007 la Secretaría de
Educación Jalisco (SEJ) acumulara 232 quejas
ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos en
Jalisco (CEDHJ), convirtiéndose así en la tercera
dependencia del Gobierno del Estado con el mayor
número de señalamientos ciudadanos en contra,
tan sólo por debajo de las instancias de seguridad
pública de la entidad y Guadalajara, durante 2008
disminuyó en el ranking, tras canalizar las denuncias
mediante la Unidad de Atención a la Comunidad
Educativa.

La directora del área, María de Lourdes
Hernández Godínez, explica que tan sólo durante
el año pasado hubo 45 procedimientos contra
profesores y directivos de la dependencia, de los
que por lo menos treinta derivaron en sanciones de
índole administrativa, mientras que los 15 restantes
aún son trabajados, puesto que al ser el motivo de
las quejas la mala administración de recursos, se
aguarda a que concluyan las auditorías
correspondientes y dictámenes de la Contraloría.

En este sentido, apuntó la funcionaria, «se
consideró importante dar apertura a un área que
se convirtiera en el rostro amable de la SEJ», y
reconoció que durante 2007, al secretario de
Educación le preocupó la cantidad de quejas
acumuladas ante la CEDHJ, en donde se superó a
la propia Secretaría de Seguridad Pública,
Prevención y Readaptación Social, por lo que desde
la revitalización del área se reorientó el flujo de las
denuncias.

Si bien hasta el momento los procedimientos
contra profesores y directivos no han derivado en
ceses definitivos, María de Lourdes Hernández
Godínez advirtió que todos son analizados «con
lupa, y lujo de detalle», ponderando el grado de
responsabilidad, en el que tras una irregularidad
señalada por los padres de familia, o en algunos
casos por los propios profesores compañeros de éstos,
o sus superiores o subordinados, se haya incurrido.

A este respecto, apuntó la funcionaria, el mayor
número de denuncias en contra de  profesores o de
directivos, captadas en 40 por ciento, se debe al
mal uso de los recursos, o solicitud de dinero
injustificado a los padres de familia; posteriormente
en 30, el nepotismo y maltrato a los alumnos;
después, en 20 por ciento, la carencia de profesores
o escuelas en los fraccionamientos de reciente
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creación, localizados en municipios como
Tlajomulco de Zúñiga o El Salto. «Y de manera
regular, las solicitudes de cambio de horario».

La reingeniería de la Unidad de Atención a la
Comunidad Educativa surgió a raíz, durante 2007,
del cese de los Miércoles Educativos, mediante el
que la dependencia canalizaba las quejas de los
padres de familia, y que se convirtieron en una
plataforma constante de solicitud de empleo, hasta
el grado que se tuvo que abrir una ventanilla
especial. Por este motivo, se arrancó con el
programa, «No te esperes al miércoles», y en el que
ya se atendían directamente en esta área las
demandas de los quejosos.

Para este motivo, trabajan en ella 18 personas,
de lunes a viernes, con un horario de 8:00 a 20:00
horas. Doce trabajadores en el transcurso de la
mañana, y seis por la tarde, para brindar atención
a un promedio de cien personas que acuden
diariamente a las oficinas instaladas en la planta
baja de la torre de la Secretaría de Educación,
localizada sobre la avenida 16 de Septiembre, y su
cruce con Miraflores. Además, esta misma unidad
es la encargada de coordinar el área de Transparencia
de la SEJ.

De acuerdo con la funcionaria, la meta, «dando
seguimiento oportuno a las demandas y ofreciendo
una solución a los quejosos», evitar que en el
mediano plazo la Secretaría de Educación Jalisco
continúe formando parte de «la lista negra» de la
Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco.

Ágora

Juan Carlos G. Partida

La Jornada Jalisco
19 de enero de 2009

César Coll Carabias ahora ya no quiere informar sobre
el avance de las negociaciones para «convencer»,
o bien, para comprar a los habitantes de
Temacapulín sus propiedades en el pueblo
condenado por las autoridades a desaparecer
debajo de las aguas de la presa El Zapotillo. Mañana
martes se cumple una semana de la que se
informaría sobre las negociaciones, que habían sido
calificadas de exitosas, para convencer a los
inconformes con la reubicación o venta de sus
predios, pero de repente el buen gobierno dio
marcha atrás y seguramente por la complicación
en el tema prefirió reservarse esta información para
intentar llegar a coincidencias sin la bochornosa

presencia de los medios de comunicación. Siempre
ha sido evidente la oposición al proyecto de los
directamente afectados, así que no será sorpresivo
saber que al gobierno no le quedará otra que
intentar expropiar la mayoría de los terrenos que
han negado poner en venta...

Y ya con ésta. Desde la semana pasada, la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos emitió
un documento suscrito por el quinto visitador
general, Mauricio Farah Gebara, en el que informa
a Luis Carlos Nájera Gutiérrez de Velasco, secretario
de Seguridad Pública de Jalisco, que tiene 15 días
naturales, contados a partir de la fecha de su
recepción, para responder por escrito sobre la
aceptación de una «propuesta de conciliación»
para que se dé vista a la titular de la Contraloría del
Estado de Jalisco, «para que inicie los
procedimientos administrativos correspondientes
en contra de los agentes policiacos que
participaron» en los hechos represivos durante los
sucesos del 28 de junio de 2007, cuando el
Congreso del Estado hacía votaciones para elegir
titular en la CEDHJ. Esa ocasión, por lo menos una
docena de policías de la SSP que participaron son
ahora señalados en el texto del expediente 2007/
3214/5/Q de la CNDH, por las violaciones a los
derechos humanos cometidos contra Daniel
Hernández Loza, Misael Hernández Barrón y Jaime
Hernández Ortiz. Los dos primeros fueron
desalojados por la fuerza y con lujo de violencia y
al último, miembro de la Coordinadora 28 de Mayo,
le impidieron por la fuerza ingresar al recinto
legislativo donde se llevaban las votaciones, no
obstante que era candidato...

Urgen a modificar
reglamentos y aumentar
capacitación en
ayuntamiento tapatío

Mireya Blanco

Notisistema
20 de enero de 2009

Ante los claroscuros que presenta el respeto a los
derechos humanos en el Ayuntamiento de
Guadalajara y el récord histórico en denuncias por
extorsión, urge modificar reglamentos e incrementar
la capacitación entre los servidores públicos para
revertir las estadísticas, sentencia el regidor priista
Salvador Caro Cabrera.

«Una revisión para presentar un proyecto a
finales de marzo de la reglamentación municipal y
exigirle al gobierno municipal más programas de
capacitación».

Y es que si bien hay una reducción en el número
de quejas ante la Comisión Estatal de Derechos
Humanos por detenciones arbitrarias, lesiones y
robo, se dispararon las quejas por violaciones a la
seguridad e integridad.

Presentan informe sobre
derechos humanos

Alonso Torres

Mural
20 de enero de 2009

El regidor salvador Caro Cabrera, presidente de la
comisión de derechos humanos en el Ayuntamiento
de Guadalajara, hizo un recuento de las actividades
realizadas de 2007 a la fecha.

De acuerdo con el edil tapatío, se han llevado a
cabo 11 sesiones ordinarias, 12 extraordinarias y 16
reuniones de trabajo. Se han presentado 9
iniciativas en la materia y se han sacado 4
dictámenes.

Entre las iniciativas pendientes por dictaminar
se encuentra la atención a una Recomendación
emitida por la Comisión Estatal de Derechos
Humanos y una para que se apruebe una partida
presupuestaria destinada al Fondo Municipal para
la Atención Integral de las Víctimas y los Ofendidos
del Delito.

De las investigaciones realizadas por la comisión
edilicia se destacan la del desalojo de comerciantes
madereros de origen purépecha, por la cual se
impuso una amonestación a la directora de
panteones, Vanesa Pérez Rodríguez.

Además, una investigación por la muerte de una
persona, en la cual se inmiscuyó la Dirección de
Seguridad Publica.

«Igualmente tenemos otras actividades donde
se ha tenido una participación permanente, que
son las mesas para el análisis del trabajo textual y
derechos humanos, un proyecto que no vemos que
vaya a tener viabilidad en este gobierno» reconoció
Caro Cabrera.
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Reclaman lavacoches
respeto

Margarita Valle

Mural
23 de enero de 2009

Comerciantes, lavacoches y Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ) pidieron ayer
a la policía tapatía respeto a las garantías
individuales de los franeleros de la colonia Santa
Tere, quienes denuncian hostigamiento.

En la sesión de las comisiones de derechos
humanos y seguridad publica se reunieron 15
lavacoches y el presidente de la Unión de
Comerciantes de Santa Tere, Manuel Flores Leo, con
el director operativo de la policía tapatía, Francisco
Ornelas y el primer visitador de la CEDHJ, César
Alejandro Orozco Sánchez.

El visitador recordó que en diciembre, el
organismo dictó medidas cautelares al
ayuntamiento por las quejas de los lavacoches, que
se aceptaron, pero se cumplieron parcialmente, ya
que continuaron las molestias de los elementos a
los franeleros en Santa Tere.

Francisco Ornelas, director operativo de la policía
tapatía, aclaró que no hay un operativo en contra
de los lavacoches y franeleros, pero deben hacer
respetar el Reglamento de Policía y Buen Gobierno
en el sentido de que no se obstruya el libre
estacionamiento.

El presidente de los comerciantes indicó que
tienen censados a los lavacoches e identificados
por un número de gafete, por lo que cuando un
cliente es molestado, puede ubicar con exactitud
quién fue, por ello piden que los dejen trabajar.

Otro año atípico; van 2
890 quejas en CEDHJ

Maricarmen Rello

Público
27 de enero de 2009

La baja calidad, las deficiencias del servicio y la
lentitud para indemnizar a las víctimas del
transporte público motivaron a presentar 2 578
quejas ante la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco (CEDHJ), en lo que pinta para
otro año atípico para el organismo.

«Nuevamente es un año atípico. En apenas 26
días de transcurrido el año, el organismo ya da
cuenta de 2 890 quejas recibidas. El transporte
público y la construcción de la presa El Zapotillo,
son los grandes rubros sobre los cuales versan las
inconformidades», refirió el director de Quejas de
la CEDHJ, Luis Arturo Jiménez Jiménez.

«Contra el transporte público se han presentado
2 578 quejas de usuarios del transporte, muchos
estudiantes consideran que hay probables
violaciones de derechos humanos por el servicio
indebido, porque no se supervisa y especialmente
porque no se indemniza o se indemniza con mucha
lentitud las víctimas de accidentes donde
participan estas unidades», acotó.

Recordó que apenas el 14 de enero pasado,
estudiantes de la Universidad de Guadalajara
presentaron las primeras quejas (1 322) en contra
del secretario de Vialidad y Transporte, del titular
del Organismo Coordinador de la Operación Integral
del Servicio del Transporte Público (OCOIT) y del
secretario de Salud, Alfonso Gutiérrez Carranza,
quien a su vez es titular del Consejo para la Atención
de Víctimas del Transporte Colectivo, por la
deficiente calidad del servicio, las omisiones a su
supervisión y la forma indebida de operar que se
traduce en accidentes y fallecimientos. De entonces
a la fecha, el número siguió creciendo. Las quejas
son turnadas a la Cuarta Visitaduría General que se
hace cargo de su indagación.

El segundo rubro es la inconformidad por la
construcción de la presa El Zapotillo, por parte de
habitantes de Temacapulín, quienes denuncian
presiones diversas de las autoridades para obligarlos
a vender sus propiedades. «Se han presentado 183
quejas, que se derivaron a la Tercera Visitaduría».
Otras 129 quejas que el entrevistado llama «de
asuntos ordinarios» se han presentado este mes.
Entre ellas, el motivo de inconformidad
«principalmente es la actuación de elementos de
las corporaciones de seguridad pública y
Procuraduría de Justicia», dependencias que
habitualmente reportan la mayoría de
inconformidades.

Jiménez Jiménez señaló que las quejas
presentadas por ciudadanos este mes de enero casi
llegan a un total de 2006, por lo que se repitió el
fenómeno de presentación masiva de
inconformidades que se inauguró en 2008 en
contra del gobernador Emilio González Márquez
por la macrolimosna. Al respecto, dijo que las 6
954 acumuladas por este caso no han llegado a
una resolución, y sigue la integración del expediente
en la Quinta Visitaduría General.

Admitió titular de SSJ
existencia de más de mil
casos de dengue en
Jalisco

Viridiana Saavedra Ponce

La Jornada Jalisco
30 de enero de 2009

El secretario de Salud Jalisco, Alfonso Gutiérrez
Carranza, compareció ante diputados de diversas
comisiones luego de tres invitaciones rechazadas,
pero, a decir de los legisladores, la información que
el funcionario mostró no fue suficiente, por lo que
no descartan volver a citarlo en el Congreso.

En la reunión –que pareció un informe de
actividades– lo que destacó fue el reconocimiento
del titular de la SSJ de la existencia de mil 441 casos
de dengue que la Secretaría de Salud federal (Ssa)
reportó en Jalisco desde hace más de un mes,
mismos que en la dependencia estatal se
empeñaban en negar, asegurando que había
duplicidad de datos, pero finalmente fueron
aceptados por el secretario, quien dijo que entre
los proyectos para este año contemplan un cambio
en el proceso de información; ya no será una sola
persona quien informe a la federación sobre los
casos de dengue, pues cada una de las regiones
sanitarias tendrá una clave para subir la
información directamente y toda la población
tenga acceso a ella, y no haya –dijo– confusiones
como las que hasta hoy mantienen un asunto en la
Contraloría Interna de la SSJ, donde también se
analiza el caso de Norma Jacobo Hernández, ex
jefa de Vectores y Zoonosis, a quien se acusó de
haber «maquillado» la información.

En torno al conflicto laboral en la dependencia
de salud, que fue el que desencadenó una serie de
irregularidades, Gutiérrez dijo que quedó
solucionado, pese a los señalamientos del sindicato
de trabajadores, que indican lo contrario. Dijo que
los empleados que habían sido sancionados por
seguir en asamblea permanente no tendrán mayor
problema, además de que los que no cuentan con
seguridad social serán regularizados a la brevedad.

Respecto de la contaminación del río Santiago,
el funcionario se limitó a decir que están
trabajando en coordinación con el gobierno estatal
en torno al entubamiento del río y que hay
consultorios móviles en dicha zona atendiendo las
demandas de la población. En tanto, sobre la
Recomendación emitida esta semana por la
Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco, en
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donde se señala a la dependencia como una de las
responsables del incremento en el número de
decesos y enfermedades crónicas, dijo que ésa es
responsabilidad de los ayuntamientos y se deslindó
del asunto, pero se comprometió a entregar más
información conforme la vaya obteniendo, ya que
luego de los exhortos de la CEDHJ comenzaron a
recabar datos a fin de aminorar las acusaciones.

Los diputados señalaron, además la falta de
vacunas DPT (difteria, tétanos y tos ferina), pero
Gutiérrez Carranza reiteró que no fue
responsabilidad suya y culpó a la Ssa del retraso en
el envío de vacunas.

Para concluir, Alfonso Gutiérrez fue
cuestionado sobre su capacidad para dirigir la
institución de salud y se limitó a responder: «Que
mis actos y mis obras sean las que me juzguen», y
desestimó los títulos, maestrías o doctorados que
requiere un secretario de Salud -y que él no tiene,
pues sólo es médico cirujano-, ya que aseguró que
el presupuesto «histórico» que le han otorgado al
Seguro Popular demuestra que a nivel nacional la
SSJ tiene una buena calificación; además de que
cuenta con el apoyo de la federación, pues repitió
ante los legisladores que el titular de la Ssa lo ha
felicitado por los logros que ha obtenido en diversos
programas de salud.

Aumentan quejas en
Derechos Humanos

Cielo Mejía

Mural
18 de febrero de 2009

En enero, la Comisión Estatal de Derechos Humanos
Jalisco (CEDHJ) registró 2 mil 946 quejas, lo que
representa un aumento de más de mil 200 por
ciento, si se compara con el mismo mes, pero de
2008, cuando sólo hubo 237 inconformidades.

Luis Arturo Jiménez Jiménez, director de
Quejas, Orientación y Seguimientos de la CEDHJ,
comentó que el incremento de inconformidades
se debe al aumento en la cultura de denuncia.

Además, de estas 2 mil 946 quejas, 2 mil 578
fueron sobre inconformidades que interpusieron
estudiantes y usuarios del servicio que presta el
transporte público, quienes se quejaban de la nula
indemnización de los afectados por los accidentes.

Otras 183 quejas fueron sobre la violación de
derechos humanos en Temacapulín, pueblo que
corre el riesgo de desaparecer con la construcción
de la presa El Zapotillo.

Las quejas de enero son más que todas las que
se reportaron durante los años de 2003 y 2006,
que fueron 2 mil 899 y 2 mil 793 respectivamente,
dimensionó.

Además de las inconformidades que atiende la
Comisión, la CEDHJ también brinda orientación a
la ciudadanía, especialmente sobre casos de
violencia intrafamiliar, en donde las principales
afectadas son las amas de casa.

«Nosotros atendemos más de un caso diario en
promedio de violencia intrafamiliar, y quiero que
quede claro que no nos corresponde, por ser actos
entre particulares; sin embargo, ante la gravedad
de las cosas tomamos nota, orientamos, giramos
oficios a la procuraduría, al DIF», explicó.

CEDHJ protegerá lengua
materna

El Informador
21 de febrero de 2009

Hoy se celebra el Día Internacional de la Lengua
Materna, por lo cual, el presidente de la Comisión
de Derechos Humanos Jalisco, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián, en el marco de la festividad, se
comprometió a proteger y promover los derechos
humanos de las personas que conforman los
distintos grupos étnicos que habitan en el Estado.

El ombudsman en Jalisco señaló que para ello,
es necesario que se difundan cuáles son las garantías
individuales de cada una de éstas personas, por lo
cual, subrayó que uno de los compromisos que se
tienen es capacitar en Derechos Humanos a los
integrantes de las diferentes etnias, así lo expresó
ante representantes de las comunidades de los
purépechas, wixáricas, nahuas y trinquis.

El trabajo que anunció el presidente de
Derechos Humanos Jalisco, se hará en colaboración
con el Fondo Regional de Indígenas de la Zona
Metropolitana de Guadalajara.

El presidente del fondo, Adrián Ramírez Flores
informó que de acuerdo a las estadísticas del INEGI
actualmente hay 70 mil 304 indígenas en Jalisco,
hablantes de su lengua materna, que proceden de
los estados de Michoacán, Oaxaca, Guerrero y
Querétaro, pero que se han ido asentando en las
colonias de la Zona Metropolitana de Guadalajara
(ZMG).

Sin embargo, la preocupación para estas dos
instituciones es que cada año disminuye el número
de lenguas maternas, por lo que es necesario

protegerlas y difundirlas con el fin de incentivar la
variedad lingüística y la educación multilingüe.

De acuerdo a la UNESCO, en el año 2000, había
más de 60 lenguas indígenas en uso de 67.4% de
la población total de indígenas. Cabe destacar que
la CEDHJ señala que en México la pluralidad
lingüística es un elemento central de su diversidad.

Se compromete CEDHJ a
capacitar en derechos
humanos a etnias de la
ZMG

La Jornada Jalisco
21 de febrero de 2009

Como parte de los festejos por el Día Internacional
de la Lengua Materna, que se celebra el día de hoy,
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco
(CEDHJ), junto con el Fondo Regional de Indígenas
de la Zona Metropolitana de Guadalajara y la
Secretaría de Cultura, realizó un acto donde
diferentes grupos étnicos se comprometieron a
trabajar en la capacitación de los derechos
humanos en sus comunidades.

Durante el evento, el presidente de la Comisión,
Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, se comprometió con
representantes de las etnias purépecha, wixárika,
mazahua, nahua y triqui a capacitar en derechos
humanos a los integrantes de las distintas etnias
que radican en la Zona Metropolitana de
Guadalajara.

El objetivo de esta capacitación es que los
integrantes de estas etnias conozcan cuáles son sus
garantías individuales y con ellos puedan tener
mayores herramientas para preservar sus
tradiciones, cultura y lenguas.

Adrián Ramírez Flores, presidente del Fondo
Regional, dio a conocer que, según el INEGI, en la
actualidad hay 70 mil 304 indígenas en el estado
de Jalisco hablantes de su lengua materna y que
proceden principalmente de los estados de
Michoacán, Oaxaca, Guerrero y Querétaro.

Señaló que las mayores concentraciones de estos
grupos migrantes se encuentran en las colonias que
integran la Zona Metropolitana.

Por su parte, el tercer visitador general de la
CEDHJ, Alfonso Hernández Barrón, señaló que en
México la pluralidad lingüística es un elemento
central de su diversidad.

Según la UNESCO, en 2000 había más de 60
lenguas indígenas en uso por 67.4 por ciento de la
población indígena total; «esto significa que casi 7
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millones de personas hablan de forma constante
una lengua indígena», señaló.

«Desgraciadamente, el número de lenguas
maternas disminuye cada año, por lo que urge
protegerlas y difundirlas con fines de incentivar la
variedad lingüística y la educación multilingüe.
Entre más lenguas maternas existan dentro de una
nación, mayor diversidad cultural se gozará en
ésta», concluyó.

El evento se realizó en las instalaciones de la
CEDHJ como parte de una de las funciones más
importantes de la Comisión, que es la difusión de la
cultura de los derechos humanos.

Llaman a erradicar la
violencia contra la mujer
Sergio González

Siglo
10 de marzo de 2009

El presidente de la Comisión Estatal de Derechos
Humanos Jalisco (CEDHJ), Felipe de Jesús Álvarez
Cibrián, hizo un llamado a la sociedad y gobierno
de Jalisco para erradicar toda forma de
discriminación o violencia contra la mujer.

Dijo que la CEDHJ celebra las históricas
conquistas de este importantísimo sector de la
población en el reconocimiento de sus derechos,
tanto en la legislación interna como en el marco
internacional, producto de arduas e incansables
luchas; pero lamentó que algunos estudios revelen
que casi setenta por ciento de la población
femenina está aún distante de la realización
efectiva de la libertad y equidad, valores que
inspiran los instrumentos jurídicos que las protegen.

Todavía –precisó– por razones de género las
mujeres son víctimas de algún tipo de
discriminación y violencia, y en la mayoría de los
casos es prácticamente nulo el ejercicio de los
derechos consagrados a favor de ellas, debido a que
la sociedad y las autoridades municipales, estatales
y federales desconocen los instrumentos jurídicos,
sobre todo de los internacionales, que establecen
estos derechos, lo que dificulta su respeto y defensa.

Desde hace quince años la CEDHJ es solidaria
con esta causa y se incorporó al esfuerzo que tantas
personas, hombres y mujeres desde sus trincheras
realizan por alcanzar en Jalisco la vigencia efectiva
de los derechos humanos, como condición
indispensable para lograr el bienestar y la felicidad
individual y colectiva.

El ombudsman manifestó que el artículo 4º de
la Constitución del estado reconoce el derecho
internacional como legislación estatal, por lo que se
deben hacer realidad los ideales contenidos en los
artículos 1° y 7° de la Declaración Universal de
Derechos Humanos, que establecen: «Todos los
seres humanos nacen libres e iguales en dignidad
y derechos», y que «Todos son iguales ante la ley y
tienen, sin distinción, derecho a igual protección
de la ley».

Respetar los derechos de la mujer es trabajar
contra la injusticia y por la dignidad humana.

Al alza, índice de
feminicidios; llama la
CEDHJ a reducir la
violencia

La Jornada Jalisco
10 de marzo de 2009

La Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) hizo un llamado a la sociedad a fin de
disminuir los actos de violencia hacia las mujeres,
luego de que el índice de feminicidios va al alza en
la entidad y en lo que va de 2009 se han registrado
siete casos, de acuerdo con cifras del Comité de
América Latina y el Caribe para la Defensa de los
Derechos de la Mujer (Cladem), siendo las más
afectadas las mujeres de un promedio de edad de
veinticuatro años.

El llamado, con motivo del Día Internacional de
la Mujer, celebrado el pasado 8 de marzo, fue por
parte del presidente del organismo defensor de los
derechos humanos, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián,
y estuvo dirigido a la sociedad y al Gobierno del
Estado.

El ombudsman lamentó que algunos estudios
revelen que casi 70 por ciento de la población
femenina está aún distante de la realización
efectiva de la libertad y equidad, valores que
inspiran los instrumentos jurídicos que las protegen,
y reconoció que por razones de género las mujeres
son víctimas de algún tipo de discriminación y
violencia, y que en la mayoría de los casos es
prácticamente nulo el ejercicio de los derechos
consagrados a favor de ellas, debido a que la
sociedad y las autoridades municipales, estatales y
federales desconocen los instrumentos jurídicos
que establecen estos derechos, lo que dificulta su
respeto y defensa.

Álvarez Cibrián recordó que desde hace quince
años la CEDHJ ha sido solidaria con las mujeres y su

derecho al respeto y la vida digna, por lo que reiteró
que trabajar por los derechos de la mujer es trabajar
contra la injusticia y por la dignidad humana.

Continúan los abusos
recurrentes de policías

Hugo de Padua

Ocho Columnas
15 de marzo de 2009

La detención arbitraria por parte de policías es uno
de los conceptos más recurrentes en los últimos
diez años en la mayoría de los policías de la zona
metropolitana de Guadalajara (ZMG). La Comisión
Estatal de Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ)
reporta una disminución en las cifras, pero afirma
que el problema persiste.

El primer visitador general de la CEDHJ, César
Orozco, explicó que este tipo de abusos «no se han
podido erradicar, diría que 30 por ciento de las
quejas –contra policías–, tiene que ver con
detenciones arbitrarias», comentó el funcionario.
Orozco destacó que por otro lado, son más casos en
los que, al resolver las quejas, se encuentra que las
detenciones fueron justificadas. Afirmó que 70 por
ciento de los casos reportados como detención ilegal
son determinados como acciones justificadas por
parte de los policías. Lamentó que, aparte, hay una
«cifra negra», como la llamó, de detenciones
malintencionadas que no son denunciadas, así que
no se puede calcular el número total de abusos, por
eso instó a la ciudadanía a que denuncie estas
situaciones.

César Orozco, de visita en Zapopan, puntualizó
que en la ex Villa Maicera se ha registrado una
disminución de 20 por ciento en quejas contra
policías municipales, durante los últimos dos años.
«Puedo decir que en el año 1997, que puede ser
comparativo, hubo de ochenta a noventa quejas,
frente al año pasado, que hubo unas treinta
inconformidades menos».

Para finalizar, el funcionario celebró que en los
municipios de Zapopan y Guadalajara estén
inscritos para obtener la acreditación de la
organización internacional policiaca CALEA, porque
buena parte de la certificación tiene que ver con
los derechos humanos. «En su momento, la gente
de CALEA se acercó a nosotros para ver cuáles eran
los aspectos y conceptos de violación más
recurrentes, y desde luego que mencionamos las
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detenciones arbitrarias, así conocen los datos», dijo
César Orozco.

Representantes de
Derechos Humanos
visitaron el penal de
Puente Grande

Javier Ortega Ponce

Notisistema
18 de marzo de 2009

Visitaron el penal de Puente Grande representantes
de las comisiones Estatal y Nacional de Derechos
Humanos.

El director general de la penitenciaría, José
González Jiménez, refiere: «Todo ahorita se ha
reportado sin novedad, lo que sí hay que reconocer
es que en los centros tenemos problemas de
sobrepoblación, pero en lo que toca a los siete
derechos fundamentales, nosotros los descansamos
en 44 programas de servicios al interno y a los demás
usuarios que visitan a los internos como sus
familiares, se ha estado trabajando en forma
satisfactoria».

Los funcionarios de Derechos Humanos califican
educación, deporte, salud, trabajo, actividades
culturales y la situación jurídica de los internos así
como los dormitorios.

Destituyen a juez tras
acreditarle cohecho

Gustavo Adolfo Sánchez

Notisistema
18 de marzo de 2009

Luego de la intervención de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ), el Consejo de
la Judicatura del Poder Judicial destituyó al juez
menor José de Jesús Murillo Díaz, con sede en
Chimaltitán, a quien se le acreditó cohecho.

La Comisión informa que el juez obligó con
engaños a una persona, quien no había cumplido
un contrato de compraventa, a que firmara dos
pagarés, y además le pidió 400 pesos de
gratificación.

Destituyen a juez por
Recomendación de la
CEDHJ
Sergio González

Siglo
18 de marzo de 2009

El Consejo de la Judicatura del Estado ordenó la
destitución del juez menor del Décimo Tercer
Partido Judicial con sede en Chimaltitán, Jalisco,
José de Jesús Murillo Díaz, luego de que la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ)
solicitó procedimiento administrativo al acreditar
cohecho, incumplimiento de la función pública
en la administración de justicia y prestación
indebida del servicio público.

El Consejo aceptó el inicio de procedimiento
como parte de la conciliación propuesta por la
CEDHJ, después de que ésta acreditó violaciones
de derechos humanos de una vecina de la población
de Aguamilpa, en el municipio de Bolaños.

Los hechos ocurrieron luego de que dos
particulares realizaron un convenio de
compraventa, que fue incumplido por una de las
partes.

La persona afectada solicitó los servicios del
servidor público, quien, en su carácter de juez
menor, mediante engaños obligó a la persona
responsable del incumplimiento a firmar dos
pagarés, además de cobrarle 400 pesos de
gratificación por los gastos ocasionados.

Al concluir las investigaciones, la CEDHJ realizó
la propuesta conciliatoria al Poder Judicial del
Estado, el cual determinó la separación inmediata
y definitiva del juez José de Jesús Murillo Díaz, y
además le impuso como sanción la inhabilitación
por dos años para desempeñar un cargo público.

Supervisa Derechos
Humanos cárceles y casa
de arraigo

Sergio González

Siglo
19 de marzo de 2009

Como resultado del Convenio General para Prevenir
la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos
o Degradantes firmado el 11 de diciembre pasado
por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de

Jalisco y su homóloga nacional, del 17 al 21 de marzo
de 2009, ambos organismos realizan visitas de
supervisión a cárceles municipales y estatales,
separos, casas de arraigo, hospitales, albergues y
asilos, agencias del Ministerio Público, centros
penitenciarios preventivos y de readaptación
social.

Tales acciones tienen un enfoque preventivo,
ya que mediante este programa de supervisión se
examina el trato que reciben las personas y se
evalúan tanto su situación como las condiciones
físicas que presentan los inmuebles y las normas
que regulan esos lugares.

Su objetivo es promover cambios en las prácticas
administrativas y en las disposiciones legislativas y
reglamentarias para cumplir con los instrumentos
internacionales vigentes en la materia.

Al ser los lugares de detención espacios cerrados
y aislados al mundo exterior, las personas privadas
de libertad se encuentran en una situación de
vulnerabilidad y de indefensión ante los posibles
abusos, por lo que mientras más abiertos y
transparentes sean estos espacios, menores serán
los abusos que ahí se cometan.

El convenio de colaboración entre la CEDHJ y la
CNDH fue firmado para cumplir con el Mecanismo
Nacional de Prevención de la Tortura en México, de
acuerdo con el Protocolo Facultativo de la
Convención Contra la Tortura y otros Tratos y Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes, ratificado por
el Senado de la República el 11 de abril de 2005 y
que entró en vigor el 22 de junio de 2006.

La finalidad de este instrumento es reafirmar
que el derecho a no ser sometido a torturas debe
estar protegido en todas las circunstancias y
establecer un nuevo mecanismo mucho más
eficiente e innovador que los que existen para
prevenir la tortura, en lugar de reaccionar después
de que ésta haya ocurrido.

Vigilan las cárceles

Gerardo Sedano Anguiano

El Occidental
20 de marzo de 2009

A partir del pasado 17 y hasta el próximo 21 de
marzo, las cárceles del país serán escaneadas por la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y
homologarán a las estatales para encontrar posibles
violaciones de los derechos humanos. Lo anterior se
desprende del convenio de colaboración firmado
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el 11 de diciembre pasado entre las comisiones para
evaluar que el trato que reciben las personas, las
condiciones de los inmuebles y la norma que los
rige se ajusten a instrumentos internacionales. El
documento expresa que, además de las cárceles,
serán visitados separos, casas de arraigo, hospitales,
albergues, asilos, agencias del Ministerio Público,
centros penitenciarios preventivos y de
readaptación social, y cualquier otro lugar de
detención o retención de personas en el estado.

Las acciones iniciadas el pasado martes tienen
un enfoque preventivo, ya que mediante este
programa de supervisión se examina el trato que
reciben las personas y se evalúa tanto su situación
como las condiciones físicas que presentan los
inmuebles y las normas que regulan esos lugares,
para después promover cambios en las prácticas
administrativas y en las disposiciones legislativas y
reglamentarias para cumplir con los instrumentos
internacionales vigentes en la materia.

Aislados

La CNDH tomó en cuenta la presión psicológica que
sufren las personas en los lugares de detención,
espacios cerrados y aislados al mundo exterior, pues
las personas privadas de libertad se encuentran en
una situación de vulnerabilidad y de indefensión
ante los posibles abusos, por lo que mientras más
abiertos y transparentes sean estos espacios,
menores serán los abusos que ahí se cometan. El
convenio de colaboración entre la CEDHJ y la CNDH
fue firmado para cumplir con el Mecanismo
Nacional de Prevención de la Tortura en México, de
acuerdo con el Protocolo Facultativo de la
Convención Contra la Tortura y otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes, ratificado por
el Senado de la República el 11 de abril de 2005 y
que entró en vigor el 22 de junio de 2006.

Conflicto político en Pinar
de la Venta genera más
quejas ante CEDHJ

El Informador
24 de marzo de 2009

Representantes del Parlamento de Colonias y
habitantes del fraccionamiento de Pinar de la
Venta, en el municipio de Zapopan, presentaron
nuevas quejas ante la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco (CEDHJ) por los conflictos que
persisten al interior de esa asociación vecinal.

La primera está dirigida contra el titular de la
Dirección de Participación Ciudadana de Zapopan,
Carlos Rendón Valdez, y la segunda contra el
presidente municipal, Juan Sánchez Aldana, la
presidenta de la Comisión de Participación
Ciudadana, Ana Silvia López Estrada y el director
de Desarrollo Social, Raúl Ortega Solís, a quienes se
les acusa de actuaciones negligentes y omisas.

Alejandro Cárdenas Ochoa, uno de los dirigentes
del Parlamento de Colonias al tanto de los hechos,
explicó que el fondo de la problemática radica en
la desconfianza que tienen los inconformes hacia
su mesa directiva, pues aseveran que no ha tenido
un manejo transparente de las finanzas de la
asociación.

Inclusive, el 2 de septiembre de 2008, Sixto
Daniel Chávez, que fue tesorero del grupo vecinal,
dejó su puesto aseverando que había encontrado
resistencia en la presidencia de la mesa directiva
para informar de los flujos financieros de la
asociación a su cargo.

Los vecinos inconformes recurrieron a la CEDHJ,
pues no están de acuerdo en que la Dirección de
Participación Ciudadana de Zapopan haya avalado
la convocatoria para la reestructuración de la mesa
directiva reciente, en la cual se eligieron titulares
para la Tesorería, la Secretaría y algunos vocales.
Cárdenas Ochoa asevera que motivado por las
denuncias que han hecho, tuvo que haberse
pugnado por una renovación completa de la mesa
directiva, y no sólo «parches».

 Aquel día, como parte de la queja 2082/2007,
la Comisión solicitó a la autoridad municipal que
realizara una auditoría a la asociación vecinal de
Pinar de la Venta, para garantizar los principios de
«honradez y transparencia», para lo cual sí está
facultada la Dirección de Participación Ciudadana.

Jalisco desacata orden de
un juez y se ampara

Adriana Luna

Excélsior
26 de marzo de 2009

En la Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco
(CEDHJ) de Jalisco, el caso de Rosa Isela y Alondra
está en la etapa final y ya se trabaja en la
Recomendación, misma que estará lista en menos
de un mes, confirmó el ombudsman, Felipe de Jesús
Álvarez Cibrián.

«Estamos concluyendo su integración. Pronto
estaremos dando a conocer un resultado definitivo»,
dijo.

En tanto, Alondra (Alberto Ávila Vélez) ratificó
la denuncia ante la Procuraduría General de
Justicia del Estado (PGJE) contra el Consejo Estatal
de Familia (CEF) y su titular, Claudia Corona, por
desacato a una orden judicial que instruyó que la
niña Rosa Isela fuera devuelta a quien considera su
madre de crianza.

Alondra cree que la justicia va muy lenta,
mientras ella añora volver a ver a su hija.

«Tengo cinco meses que no veo a la niña. Estoy
desesperada. El Consejo de Familia no me la quiere
entregar, yo no tengo contacto con ella. Quiero verla,
saber que está bien.

«Como me dijo Claudia [Corona] que ella no
quería ruido, pues entonces que me entreguen a la
menor y me aplaco. Mientras tanto, voy a seguir
duro con esto, porque no es posible que de la noche
a la mañana me la quiten de mi lado. Yo no me voy
a rendir», externó Alondra, quien acaba de ser
informada oficialmente por la PGJE que el CEF
promovió en noviembre un amparo contra la orden
del juez séptimo de lo familiar, para evitar entregar
a la niña.

El director de Quejas de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos Jalisco (CEDHJ), Luis Arturo
Jiménez, confirmó a Excélsior que se han recibido
en lo que va del año al menos cinco quejas contra
el CEF. En 2008 se recibieron 12 quejas contra el
organismo.

Cabe mencionar que Alondra fue separada de
la menor hace tres años por parte del DIF y el CEF,
argumentando que la madre de crianza, por ser
transgénero y empleada de un bar, no era buen
referente  para que la menor tuviera un sano
desarrollo.

Rosa Isela recién nacida fue entregada a Alondra
de manos de su madre biológica (adicta a las
drogas) porque «no la quería», sentimiento
evidenciado por el descuido que sufría la bebé.

Al enterarse de la argumentación dada por la
autoridad para la separación de Alondra y Rosa
Isela, el Partido Socialdemócrata (PSD) dio empleo
a Alondra como afanadora, y debido a su
desempeño laboral recientemente se hizo
merecedora a un aumento salarial.

«Alondra le está echando muchas ganas, ella
siempre está preocupada por Rosa Isela. Vecinos
de Tala (que conocieron a ambas) se expresan muy
bien de ella, porque la niña era muy bien atendida.

«Aquí le echa muchas ganas al trabajo. Nunca
falta. Cuando requiere acudir a la Procuraduría de
Justicia o a la PGR, pide permiso. También en sus
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prensa

estudios ha mostrado empeño; acaba de presentar
su examen para el nivel de primaria y sacó buenas
notas.

«Alondra está muy interesada en salir adelante
para demostrar a todos que puede, y para que no
haya ningún pretexto que le impida estar con la
niña», comentó el presidente del PSD en Jalisco,
Rodrigo Rincón.

La transgénero ratificó ante la Procuraduría su
denuncia contra el Consejo Estatal de la Familia

La CEDHJ toma medidas
para asegurar el derecho
a la cultura

El Informador
31 de marzo de 2009

Luego de que el Congreso de la Unión elevó a nivel
constitucional el derecho a la cultura, la Comisión
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ)
trabajará en la elaboración de un diagnóstico sobre
la situación actual, a fin de establecer las
sugerencias necesarias, advirtió ayer su titular, Felipe
de Jesús Álvarez Cibrián, luego de la firma de un
convenio de colaboración para tal efecto con el
Consejo Estatal para la Cultura y las Artes (CECA).

«El diagnóstico, como todos los demás, debe
tener una metodología, debe ir en una parte el

trabajo de campo, de forma directa, visitar
instituciones, grupos de la sociedad y con todos
ellos estaremos valorando hasta qué sentido se han
garantizado realmente los derechos culturales. De
ahí, nosotros determinaremos cuál es la realidad
que guardan en Jalisco los derechos culturales para
poder establecer las sugerencias o los
posicionamientos que sean necesarios», explicó el
funcionario.

Siendo ésta una de las principales acciones que
emprenderá la CEDHJ, Álvarez Cibrián solicitó a
Martín Almádez, presidente del CECA, y al resto de
los integrantes del organismo su ayuda, con la
intención de procurar la información necesaria a la
sociedad.

Otros ejes de acción tienen que ver con un
«análisis de los instrumentos jurídicos básicos en
materia de derechos culturales, tanto a nivel
internacional como en el ámbito nacional,
específicamente en el estado de Jalisco. El objetivo
será detectar aspectos jurídicos que pudieran ser
materia de inclusión, modificación, adición o
derogación por parte del Congreso del Estado de
Jalisco para una defensa y promoción más eficaz
de los derechos culturales», explicó el presidente
de la CEDHJ.

Se buscará también difundir entre la sociedad
este derecho, a través de conferencias, foros, folletos
informativos y programas de capacitación dirigidos
a grupos específicos.

Álvarez Cibrián detalló que el derecho a la cultura
no se concreta únicamente en actividades artísticas

o en garantizar el acceso a todo lo que tenga que
ver con ello, pues este derecho se puede violentar
por acciones u omisiones. Como ejemplo citó
«cualquier acción que tienda a desaparecer un
monumento histórico que pueda tener una
importancia especial, puede la Comisión participar
o actuar inclusive de forma oficiosa, puede dictar
medidas cautelares o llegar con motivo de un
procedimiento que no se realice adecuadamente,
ni apegado a la legalidad, ni a cualquier norma al
respecto que esté violando los derechos humanos,
puede emitir una Recomendación».

Y tomando en cuenta que la cultura tiene que
ver también con las creencias y tradiciones, advirtió
que se considera asimismo como una violación
cuando se sugiere que un pueblo indígena pierda
su lengua materna, «a la cual tienen derecho y que
lo consagra la propia Constitución y a veces lejos de
que se esté preservando se está disminuyendo. A
nosotros nos corresponde participar con un trabajo
de las autoridades estatales y municipales en todo
tipo de derechos para su fortalecimiento, no para
su destrucción, no para venir a exhibir autoridades,
en este momento no se trata de venir a exhibir
carencias o limitaciones, se trata de venir a establecer
una situación real de los derechos culturales, pero
también establecer propuestas que generen
soluciones para el avance en todo este tipo de
derechos».
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Libros y revistas
Sistemas penitenciarios y derechos humanos. Memorias del
seminario
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, México, 2007

En este libro se recogieron once conferencias y tres paneles cuyo tema principal
fue el sistema penitenciario. A Elías Carranza le correspondió elaborar el prólogo
de esta obra, y en él nos pinta un panorama bastante oscuro relacionado con el
sistema de prisiones. Uno de ellos es la alarmante cantidad de homicidios que
ocurren en los reclusorios: «La tasa más baja de homicidios al interior de las
cárceles es 25 veces más alta que la tasa de homicidios de la vida en libertad y la
situación de irrespeto a derechos fundamentales, tanto de las personas privadas
de libertad como de funcionarios y funcionarias, es permanente». Este dato tan
frío, junto con otros que se ponen en relieve dentro de esta recopilación, habla ya
de la aparente utopía que representa en nuestro sistema penitenciario el objetivo
constitucional de la llamada reinserción del individuo a la sociedad. Para varias
de las preguntas que podamos hacernos al respecto, indudablemente habrá
respuestas en los autores que firman estas conferencias y paneles del seminario:
Elías Carranza, Iñaki Rivera, Sergio García Ramírez, Stephen Nathan, Christer
Isaksson, Ana Laura Magaloni Kerpel, Emilio Álvarez Icaza Longoria, Denia Núñez
y otras personalidades del ámbito jurídico cuyos textos han quedado reunidos
en esta obra.

Mujer, porque conoces tus derechos hazlos valer. Compendio de los
derechos humanos de las mujeres
Instituto Municipal de las Mujeres en Guadalajara, México (s.f.).

El fin de esta compilación es informar acerca de las fechas importantes relacionadas
con la lucha de las mujeres de todo el mundo, cuyo origen ha sido la búsqueda
del reconocimiento de sus derechos humanos. En esta forma, se hace un relato de
los antecedentes de fechas ya marcadas en esta lucha, tales como el 8 de marzo,
Día Internacional de la Mujer; 17 de octubre, Aniversario del Sufragio Femenino
en México, y el 25 de noviembre, Día Internacional de la Eliminación de toda
Forma de Violencia en Contra de la Mujer. Además, incluye un apartado en el cual
se describen de manera general algunas conferencias internacionales en pro de la
mujer para que se le reconozca como un ser importante, único y con derechos.
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La Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México: una
evaluación crítica
Nueva York, Human Rights Watch, 2008

Es un estudio del desempeño de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH) y un análisis basado en hechos sobre el porqué este organismo no está
ejerciendo al máximo las funciones que tiene encomendadas en el ámbito federal.
Al respecto, y de manera específica, se hacen una serie de recomendaciones
pertinentes sobre qué pueden hacer tanto la CNDH como otros actores para
aumentar la efectividad de la Comisión y mejorar el respeto a los derechos
humanos en México.

Seguridad pública y derechos humanos
Jean Cadet Odimba, et al., México, Universidad Michoacana de San Nicolás de
Hidalgo / Comisión Estatal de Derechos Humanos de Michoacán, 2008

El objetivo de los autores de esta obra es identificar «el origen, concepto,
naturaleza y doctrina respecto de los derechos humanos y su desarrollo en el
mundo» en todos los niveles. Sin embargo, desde el prólogo del libro se aclara
que dichos conceptos serán explicados de manera sencilla, pues no hace falta
que los lectores, sobre todo los servidores públicos, a quienes va especialmente
dirigida, sean expertos en la materia, sino que los conceptos que se explican en
su contenido auxilien a los estudiosos del derecho y de ciencias sociales que
enfocan su interés en la materia de derechos humanos. Así, la obra está dividida
en cinco módulos: I, Los derechos humanos; II, Derechos humanos y seguridad
pública; III, Procuración y administración de justicia; IV, Víctima del delito; y V,
Temas actuales en materia de derechos humanos y seguridad pública. Como se
aprecia, su estructura establece un orden integral de estudio, que va desde el ser
y ejercicio de los derechos humanos, hasta los principales contextos de su
aplicación, como son la seguridad pública y la administración de justicia.

Biografía política del viejo régimen, Jalisco siglo XX
Mario Aldana Rendón, Jalisco, Instituto Electoral del Estado de Jalisco, tomos I
y II, 2006

En los dos tomos que constituyen esta obra, Mario Aldana Rendón hace un
breve recorrido por la biografía de diez personajes de la política del estado de
Jalisco en el siglo XX. En sus semblanzas hace hincapié no sólo en el sentido
político, sino que se adentra en aspectos de su condición humana, lo que le da al
lector las herramientas y la perspectiva para entender de manera más profunda
las vicisitudes históricas que experimentó México en el siglo pasado, y sobre
todo el estado de Jalisco. El primer tomo trata sobre José López Portillo y Rojas,
Manuel Macario Diéguez, Basilio Vadillo, José Guadalupe Zuno Hernández,
Margarito Ramírez Miranda y Sebastián Allende Rojas y Rodríguez. El segundo
volumen  pasa revista a cuatro más de estos jaliscienses ilustres: Silvano Barba
González, Marcelino García Barragán, Jesús González Gallo y Juan Gil Preciado.

Libros y revistas
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Gaceta, núm. 219
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, octubre de 2008

Este número de octubre contiene principalmente información que atañe al
organismo, entre la que destacan: el «Informe mensual», el «Programa de
actividades de la CNDH» y sus «Recomendaciones 51-54/2008».

Gaceta, núm. 221
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, diciembre de 2008
La aparición de este número coincide en la fecha en que fue aprobada la
Declaración Universal de Derechos Humanos. Por este motivo es que aprovecha
como tema de apertura un análisis al respecto que titula: «La Declaración Universal
de Derechos Humanos de la ONU 60 años después». El artículo es de Miguel
Carbonell, con noticias no muy alentadoras para nuestros días, ni en México ni
en el mundo. De otros asuntos, ya inherentes al trabajo de la Comisión Nacional,
tratan el «Informe mensual» las «Actividades de la CNDH» y las
«Recomendaciones 61-67/2008».

DFensor, núm. 10..
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, octubre de 2008

El tema de esta décima entrega del año es Pobreza y desigualdad, y en él se han
enfocado la mayoría de sus opiniones, que cubren la mitad de las páginas de esta
edición de DFensor. Acerca de este fenómeno escriben Rebeca Grynspan y
Bernardo Kliksberg, en «Notas para una reflexión estratégica. Un nuevo debate
sobre las desigualdades»; Úrsula Oswald es entrevistada sobre «Pobreza y
desigualdad en México», y Aline Rivera Maldonado publica su ensayo «La
efectividad de los derechos humanos en la lucha contra la pobreza». La Tercera
Visitaduría de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal expone sus
propias reflexiones en «La reducción de la pobreza: un reto para alcanzar los
objetivos del milenio», y por parte de la institución se incluye el «Informe especial
sobre seguridad humana en la ciudad de México», junto con un texto sobre
«Emisión y aceptación de recomendaciones.»

DFensor, núm. 2.
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, febrero de 2009

El más reciente número de esta revista contiene un tema tan importante
como el del número anterior, que es Represión y democracia. De un lugar
del tiempo que se llama 1979, Eduardo Galeano nos trae fragmentos de
una recopilación suya llamada «La canción de los presos». Son poemas
elaborados por quienes fueron víctimas de la represión ejercida por la
dictadura militar uruguaya. De zonas temporales más cercanas de
represión nos hablan Gloria Arenas Agis y María Eugenia Gutiérrez
González, con «Los caminos recientes de la represión» y, para completar
la tercia, Amnistía Internacional informa sobre «Los presos de conciencia
de la OPIM» y se da a conocer la «Entrevista a los hermanos cerezo»,
entre otros artículos.

Libros y revistas
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El portal
MAMA, AC

La asociación civil Movimiento de Apoyo a Menores Abandonados (MAMA) es una institución
privada, no lucrativa, fundada en 1988 en Guadalajara, cuyo fin único es defender, apoyar y
proteger a los niños y niñas que viven o trabajan en la calle a través de programas de asistencia y
educación. Más de veinte años trabajando con este propósito han hecho de esta organización un
referente en la lucha a favor de los niños.
      MAMA cuenta con un sitio de Internet muy ilustrativo y sobrio. En él podemos encontrar la
información básica sobre el movimiento, sus antecedentes, misión, visión y objetivos. Dentro de
estos últimos podemos mencionar, entre otros:

• Promover la defensa de los derechos de los niños, con base en la Convención de los Derechos
del Niño.

• Desarrollar acciones de solidaridad y educación a favor de los niños y niñas marginados,
especialmente de los que viven en la calle.

• Constituir un centro de investigación y documentación especializado en temas referidos a la
niñez marginada.

• Crear comités de apoyo a favor de los niños de la calle; ser gestores de oportunidades
sociales a favor de estos niños en áreas fundamentales como salud, vivienda, educación y
alimentación.

• Influir en las políticas públicas para que estas experiencias sean incorporadas en ellas en
beneficio de los niños.

En el sitio hay además algunos datos globales y locales sobre la realidad que enfrenta la niñez
y la juventud en la actualidad. “En México, Centroamérica y el Caribe existen millones de niños(as)
y adolescentes en el más completo abandono, según palabras y cifras diversas que proporciona el
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF). Pequeños marginados sociales gestados
por sociedades latinoamericanas suficientes de múltiples problemas sociales y económicos:
analfabetismo, desempleo, desnutrición, mortalidad infantil, dramático éxodo de campesinos a las
grandes ciudades, ciudades sobrepobladas, deudas externas impagables, etcétera”, se lee en la
web.

La página también es clara respecto a las acciones ejecutadas y sobre las donaciones y su uso
en beneficio de la población a la que atiende. De hecho, pueden consultarse los informes anuales
desde 2003 y las formas en que se puede ayudar a la asociación. La dirección del sitio es http://
www.mama.org.mx.
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G a z aG a z aG a z aG a z aG a z a
ONU advierte desesperación extrema en la población

La población de la Franja de Gaza afronta una situación de sufrimiento y desesperación extrema, afirmó hoy
el director de operaciones para ese territorio del Organismo de la ONU para los Refugiados Palestinos, John
Ging. En conferencia de prensa vía satélite desde Jerusalén, Ging describió como «horrible» la situación a
todos los niveles e hizo hincapié en el miedo de la gente debido a los bombardeos incesantes y a la
operación terrestre del ejército israelí, especialmente en el norte del territorio.

Los palestinos de Gaza están aterrorizados y traumatizados, sobre todo porque no tienen ninguna
posibilidad de escapar, dijo. «Me repiten constantemente que se sienten atrapados. Si éste fuera otro
conflicto, la gente estaría huyendo, pero no pueden huir de Gaza porque no tienen hacia dónde y esto se
suma a la desesperación», subrayó Ging. Explicó que las casas no son seguras, como tampoco lo son las
instalaciones habilitadas por la ONU como refugios. Agregó que el entorno es muy peligroso para el
personal humanitario y que el conflicto sobrepasa la capacidad del organismo; sin embargo, indicó que los
trabajadores continúan sus tareas porque la gente precisa ayuda de urgencia.

Publicación: Radio Naciones Unidas, enero de 2009

Europa del EsteEuropa del EsteEuropa del EsteEuropa del EsteEuropa del Este
Aumenta tráfico de hombres en países de Europa del Este,
alerta OIM

La Organización Internacional para las Migraciones (OIM) advirtió sobre el aumento del tráfico ilegal de
hombres y niños en países de Europa del Este. En su más reciente informe sobre flujos migratorios, la OIM
revela que tanto en Belarús como en Ucrania los varones representaron 28 por ciento y 17 por ciento,
respectivamente, del tráfico humano. Según el estudio, la mayoría de los hombres adultos fueron enviados
a Rusia para realizar trabajos forzados en la construcción. Una minoría, fundamentalmente niños, fueron
traficados para que pidan limosna, roben o se les convierta en víctimas de explotación sexual. La Unión
Europea, Estados Unidos, Turquía y otros países de Asia fueron también destino de estas personas. El
documento afirma que los migrantes, reclutados en su mayoría con falsas promesas de trabajo, son sometidos
a jornadas laborales de 12 horas, pésimas condiciones de vida y a un régimen de terror.

Publicación: Radio Naciones Unidas, enero de 2009

C o l o m b i aC o l o m b i aC o l o m b i aC o l o m b i aC o l o m b i a
La CIDH, la ACNUR y Human Rights condenan el asesinato de
indígenas colombianos

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) condena los asesinatos de indígenas awá
perpetrados a principios de febrero en el departamento de Nariño, Colombia, e insta al Estado a investigar
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los hechos y juzgar a los responsables. Al parecer, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia
(FARC), que en un comunicado fechado el 17 de febrero admitieron haber matado a ocho indígenas del
pueblo awá el 6 de febrero. La Agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y Human
Rights Watch manifiestan asimismo su rechazo unánime a esta masacre y citan, por su parte, a 17 indígenas
asesinados en Tortugaña (Nariño). La ACNUR pide que se haga una rigurosa investigación para aclarar
cómo ocurrió y quiénes fueron los responsables. Los awá son un pueblo indígena formado por 21 mil
personas, lo que lo hace el más numeroso en ese departamento. Mientras tanto, Human Rights Watch
calificó el acto, que se le atribuye a las FARC, como «una clara prueba de su absoluto desprecio por la vida
de los civiles y de su negativa a respetar los principios más básicos del derecho humanitario».

Fuentes: CIDH, ACNUR y Human Rights Watch, febrero de 2009

M é x i c oM é x i c oM é x i c oM é x i c oM é x i c o
El asesinato de indígenas ilustra el pésimo estado de los
derechos humanos en Guerrero

Las autoridades mexicanas deben tomar medidas urgentes para garantizar la seguridad de defensores de
derechos humanos en Guerrero e investigar de forma efectiva el asesinato de Raúl Lucas Lucía y Manuel
Ponce Rosas, de la Organización para el Futuro del Pueblo Mixteco (OFPM), SEGÚN HA MANIFESTADO
Amnistía Internacional. Los cuerpos de dos defensores de derechos humanos de la comunidad indígena
mixteca en Ayutla fueron encontrados el 22 de febrero con señales de tortura. Se cree que fueron depositados
cerca de Ayutla tras haber sido llevados por la fuerza por hombres armados que se identificaron como
policías durante un evento público el 13 de febrero en la cabecera municipal donde también estaban presentes
autoridades locales.

«El patrón de asesinatos, ataques, amenazas y detenciones a defensores de derechos humanos en
Ayutla ha convertido a la región en un peligro constante para las personas que defienden los derechos de
las comunidades indígenas más marginadas de México», dijo Kerrie Howard, directora adjunta del Programa
para las Américas de Amnistía Internacional. Una delegación de este organismo visitó en febrero a cinco
activistas indígenas de la Organización del Pueblo Indígena Me’ Phaa, organización hermana de la OFPM,
detenidos en Ayutla bajo acusaciones fabricadas, y a quienes Amnistía Internacional declaró ya presos de
conciencia.

Fuente: Amnistía Internacional, marzo de 2009

Estados UnidosEstados UnidosEstados UnidosEstados UnidosEstados Unidos
Hay detenidas miles de personas en EU, por motivos
migratorios

Decenas de miles de personas en Estados Unidos (EU), muchas con la ciudadanía de este país, permanecen
en centros de detención para inmigrantes sin que se haya determinado aún si su detención fue justificada.
Esto lo da a conocer la sección de Amnistía Internacional EU en su informe A la cárcel sin justicia: Detención
por motivos de inmigración en Estados Unidos. De acuerdo con este documento, el número de personas
inmigrantes recluidas diariamente se ha triplicado en doce años: de 10 000 en 1996, a 30 000 en 2008. El
complicado proceso legal hace muy difícil para los detenidos conseguir un abogado, por lo cual muchos de
los detenidos se desesperan al grado de aceptar su expulsión aunque las circunstancias no lo justifiquen. Se
trata de personas que tienen residencia legal permanente, de inmigrantes indocumentados, solicitantes de
asilo y supervivientes de tortura y trata de personas para quienes un funcionario de inmigración es la
instancia final y en cuyas manos queda su destino inmediato. El sistema está plagado de errores, no se
cuenta con un buen mecanismo de supervisión, por lo que en la práctica, la detención puede tener serias
repercusiones en la vida de un inmigrante.

Fuente: Amnistía Internacional, marzo de 2009
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Puede formularse por escrito, ya sea por comparecencia o por fax, teléfono
o correo electrónico; deberá dirigirse a la Comisión Estatal de Derechos
Humanos de Jalisco y contener los siguientes datos:

Nombre, domicilio y número telefónico de quien presenta la queja
Nombre del o los agraviados
Breve descripción de los hechos, que incluya fecha y lugar
Si se conoce, nombre y cargo del servidor público involucrado
Si se tienen, una copia de los documentos que ayuden a la investigación de
la queja.

Las quejas podrán presentarse dentro del término de un año, contado a
partir de la fecha en que ocurrieron los hechos o se hayan conocido. En
caso de infracciones graves, el término podrá ampliarse, y no tendrá
vencimiento cuando se trate de violaciones de lesa humanidad. El trámite
es gratuito y no es necesario que lo acompañe un abogado.

La Comisión tiene como una de sus funciones conocer de oficio y recibir
quejas de supuestas violaciones de derechos humanos por actos u omisiones
de servidores públicos estatales y municipales, pero no puede intervenir
en:

• Actos y resoluciones de autoridades electorales y laborales
• Resoluciones de carácter jurisdiccional
• Conflictos entre particulares

Para más información, dirigirse a: Pedro Moreno 1616, colonia Americana,
Guadalajara, Jalisco, teléfono 3669 1101, correo electrónico:
cedhj@infosel.net.mx, página web: www.cedhj.org.mx

¿Cómo se presenta una queja?
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1. Los artículos no pasarán de diez cuartillas, numeradas y presentadas con limpieza, a doble
espacio y por una sola cara.

2. Una vez entregados los originales, no se aceptarán modificaciones por parte del autor. La
relación autor-editor se reduce al mínimo desde el momento en que los artículos son entregados
para su publicación.

3. El autor, antes de entregar su artículo, hará una revisión para rectificar erratas tipográficas y
ortográficas, inexactitudes, puntuación; si hay entrecomillados, verificar si abren y cierran, a fin
de evitar imprecisiones.

4. Los títulos de los artículos serán breves.

5. El autor es responsable de que su bibliografía sea completa, exacta y localizable. La información
se ordenará de la manera siguiente: apellidos y nombre del autor, título del artículo [entre
comillas y sólo letra inicial y nombres propios en mayúscula]; título del libro [en cursivas y sólo
la letra inicial y los nombres propios en mayúscula]; ciudad; editorial; año de edición, y, si es
artículo, las páginas en las que se le puede localizar. Si se trata de un artículo publicado en una
revista, el nombre de ésta irá en cursivas y en mayúscula la letra inicial de cada palabra que lo
componga, y en seguida: número, volumen, institución y las páginas en las que se le puede
localizar.

6. El consejo editorial se reserva el derecho de publicar o no los originales que no cumplan con
estas características.

7. La publicación de las colaboraciones recibidas dependerá siempre del dictamen final del
consejo editorial.

8. Los trabajos enviados no deberán presentarse a otro editor para su publicación simultánea.

9. El consejo editorial considerará las sugerencias para números temáticos. Deberá enviarse
una breve justificación, así como una lista preliminar de autores y artículos.

10. Las ideas vertidas en los artículos son responsabilidad de los autores.

Dirigir la correspondencia a:

Fela Regalado Ángel [editora]
Comunicación Social
Comisión Estatal de Derechos Humanos
Pedro Moreno 1616, colonia Americana,
Guadalajara, Jalisco. Tel. 36691113, 36691101 ext. 109, 156 y 128,
correo electrónico: csocial@cedhj.org.mx, página web: www.cedhj.org.mx.

GUÍA DE COLABORADORES
Sección de opinión
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